Viejas y nuevas derechas en América 
Contrainsurgencia, despojos y sentidos comunes 


Viejas y nuevas derechas en América : contrainsurgencia, 
despojos y sentidos comunes / Andrés Alcalá Rodríguez 
... [et al.] ; coordinación general de Ricardo Orozco ... 
[et al.]. - la ed. - Ciudad Autónoma de Buenos Aires : 
CLACSO, 2023. 


Libro digital, PDF - (Agendas emergentes) 
Archivo Digital: descarga y online 
ISBN 978-987-813-602-8 


1. Derecha Política. 2. Caribe. 3. América Latina. 1. Alcalá 
Rodríguez, Andrés. II. Orozco, Ricardo, coord. 


CDD 306.2 


Corrección: Emilia Martín 
Diseño de interior y de colección: Eleonora Silva 
Diseño de tapa y de colección: Ezequiel Cafaro 


agendasemergentes 


Viejas y nuevas 
derechas en América 
Contrainsurgencia, despojos 

y sentidos comunes 


Ricardo Orozco, Thays Fidelis, 
José Víctor Bolaños Alcántara 
y Robert Adrián Quintero Leguizamón 
(coords.) 


* * PLATAFORMAS PARA (o) 
% . ELDIÁLOGO SOCIAL e CLACSO 


(9 CLACSO 


O) Consejo Latinoamericano 
GS de Ciencias Sociales 
) Conselho Latino-americano 
de Ciéncias Sociais 


CLACSO Secretaría Ejecutiva 
Karina Batthyány - Directora Ejecutiva 
María Fernanda Pampín - Directora de Publicaciones 


Equipo Editorial 
Lucas Sablich - Coordinador Editorial 
Solange Victory y Marcela Alemandi - Producción Editorial 


LIBRERÍA LATINOAMERICANA Y CARIBEÑA DE CIENCIAS SOCIALES 
e CONOCIMIENTO ABIERTO, CONOCIMIENTO LIBRE 


Los libros de CLACSO pueden descargarse libremente en formato digital 
desde cualquier lugar del mundo ingresando a libreria.clacso.org 


Viejas y nuevas derechas en América. Contrainsurgencia, despojos y sentidos comunes 
(Buenos Aires: CLACSO; octubre de 2023). 
ISBN 978-987-813-602-8 


OSO 


CC BY-NC-ND 4.0 


La responsabilidad por las opiniones expresadas en los libros, artículos, estudios y otras 
colaboraciones incumbe exclusivamente a los autores firmantes, y su publicación no 
necesariamente refleja los puntos de vista de la Secretaría Ejecutiva de CLACSO. 


CLACSO. Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales - Conselho Latino-americano 
de Ciéncias Sociais 

Estados Unidos 1168 | C1023AAB Ciudad de Buenos Aires | Argentina 

Tel [54 11] 4304 9145 1 Fax [54 11] 4305 0875 

<clacsoOclacsoinst.edu.ar> | <www.clacso.org> 


np Suecia 
Sverige 


Este material/producción ha sido financiado por la Agencia 
Sueca de Cooperación Internacional para el Desarrollo, Asdi. 
La responsabilidad del contenido recae enteramente sobre 
el creador. Asdi no comparte necesariamente las opiniones 
e interpretaciones expresadas. 


13 


27 


55 


73 


89 


Índice 


Introducción 
RICARDO OROZCO, THAYS FIDELIS, JOSÉ VÍCTOR BOLAÑOS ALCÁNTARA 
Y ROBERT ADRIÁN QUINTERO LEGUIZAMÓN 


En torno a la necesidad de un programa de investigaciones sobre 
las derechas contemporáneas en América Latina y el Caribe 
RICARDO OROZCO Y JOSÉ VÍCTOR BOLAÑOS ALCÁNTARA 


SECCIÓN l. MOVIMIENTOS SOCIALES Y POPULARES 
ANTE LAS NUEVAS LÓGICAS DE CONTRAINSURGENCIA 
DE LAS DERECHAS REGIONALES 


Perú: protesta social colectiva y respuesta de la derecha 


gobernante 
MYRSIA ELIANY SÁNCHEZ GOICOCHEA 


Los movimientos conservadores y reaccionarios como ejemplo 
de apropiación de la movilización social y sus estrategias por 
parte de las derechas en América Latina 

DIEGO ERNESTO SOTO PEREIRA 


Batalla por el neoliberalismo 
La derecha chilena frente al proyecto reconstituyente 
ANDRÉS ALCALÁ RODRÍGUEZ 


113 Disputas por la democracia ecológica en Colombia 
Iniciativas democráticas del Movimiento Nacional Ambiental 
(2017-2023) 

ROBERT ADRIÁN QUINTERO LEGUIZAMÓN 


135 La racialización de las élites como impugnación de la otredad 
Sociología de la emergencia de la derecha “caucásica” 
y “anti-indígena” boliviana 
RAFAEL LOAYZA BUENO 


155 Estado dependente latino-americano 
A contrainsurgéncia como característica particular 
THAYS FIDELIS 


SECCIÓN 11. DESPOJO, EXPLOTACIÓN Y APROPIACIÓN 
DE LO COMÚN Y LO COMUNITARIO 


201 Una apuesta de territorialidad intercultural en la ruralidad 
colombiana 
El caso de Santa Rosa, Cauca 
DANIELLA TRUJILLO OSPINA 


233 Despojo y precarización en América Latina 
Entre el neodesarrollismo y el neoliberalismo 
AYELÉN BRANCA 


261 El Estado dependiente en América Latina 
Entre la superexplotación de la fuerza de trabajo, el desmonte 
de los derechos y la asistencialización de la política social 
MARIANGEL SÁNCHEZ ALVARADO 


SECCIÓN Ill. DISPUTAS POR LA MEMORIA HISTÓRICA 
Y POR LOS SENTIDOS COMUNES DEL PRESENTE 


297 Emociones morales y subversivas 
El enfoque sociocultural para entender el nuevo movimiento 
estudiantil nicaragúense de 2018 
JAVIER SILVA NAVAS 


321 


351 


375 


397 


419 


La Glorieta de las Mujeres que Luchan y la disputa por la 
memoria del tiempo presente 
GABRIELA DELGADILLO GUEVARA 


La lucha por el sentido común 
Las estrategias discursivas de las nuevas derechas en Ecuador 
HUGO RAMIRO ORTIZ PUEBLA 


Formación política y disputa de los sentidos comunes 
AXEL MELÉNDEZ 


La importancia de Historias Desobedientes contra el 
negacionismo en Chile y Argentina 


NAYELI REYES ROMERO 


Sobre los autores y autoras 


Es cuestión únicamente de guardar un gran silencio, un silencio 
que no tenga límites. Entonces se puede escuchar el llanto de un 
niño cualquiera, de un niño sin nombre. Porque siempre hay un 
niño que está llorando sobre la tierra. 


José Revueltas 


Odeio os indiferentes. [...] Indiferenga é abulia, parasitismo, co- 
vardia, náo é vida. [...] Vivo, sou militante. Por isso odeio quem 
náo toma partido, odeio os indiferentes. 


Antonio Gramsci 


La burguesía puede hacer estallar y arruinar su mundo antes 
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Introducción 


RICARDO OROZCO, THAYS FIDELIS, 
JOSÉ VÍCTOR BOLAÑOS ALCÁNTARA Y. 
ROBERT ADRIÁN QUINTERO LEGUIZAMÓN 


Este libro es uno de los tres que resultaron ganadores en la convoca- 
toria internacional sobre Agendas Emergentes, emitida por el Consejo 
Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO), a principios del 
2023, y en cuya primera edición se buscó, de acuerdo con las bases 
establecidas por el propio Consejo, fomentar la investigación produ- 
cida en América Latina y el Caribe en relación con tres ejes temáticos 
prioritarios en el contexto regional actual: a) economías populares y 
alternativas; b) nuevas derechas y amenazas al sistema democrático 
y, Cc) ecofeminismo, cuidados rurales y cuidados comunitarios. Las 
investigaciones de este documento se inscriben en el segundo eje 
temático. 

Entre sus principales cualidades más destacables está, además del 
hecho de ser una propuesta editorial dedicada a abordar una serie 
de problemas acuciantes para los pueblos de Nuestra América, el ser 
un libro en el que participaron siete autoras y nueve autores, prove- 
nientes de diez naciones distintas de la región (Argentina, Bolivia, 
Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Nicaragua, Paraguay 
y Perú), pertenecientes a una nueva generación de investigadoras e 
investigadores jóvenes, cuyo promedio de edad se sitúa alrededor de 
los 35 años. 
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Este solo rasgo convierte a este libro en una pieza editorial de 
enorme valor intelectual en la medida en la que, si bien es cierto que 
la calidad de las investigaciones aquí presentadas está garantizada 
por los elevados niveles de estudios con los que cuentan las auto- 
ras y los autores que participaron en él (que van desde la maestría 
hasta el doctorado, en múltiples disciplinas de las ciencias sociales y 
las humanidades), esa cualidad en ningún momento fue excluyente 
de la pretensión de armar un libro en el que casi la totalidad de sus 
autoras y sus autores fueran jóvenes investigadoras e investigadores 
con carreras profesiones en pleno ascenso. 

Y es que, en efecto, tanto CLACSO —a través de su convocatoria— 
como las cuatro personas que coordinamos los trabajos que integran 
este documento, buscamos, con dicha composición, el privilegiar la 
producción y la difusión de conocimientos desarrollados por intelec- 
tuales provenientes de distintas partes de América Latina y el Caribe 
y que, pese a su juventud, cuentan con una formación académica 
y profesional sólida. Además, aunque es claro que son múltiples y 
diversas las generaciones que en el futuro inmediato tendrán que li- 
diar con las consecuencias que se desprenden de los problemas aquí 
analizados, también es verdad que serán las más jóvenes entre ellas 
las que deberán de desplegar un mayor protagonismo en los años 
por venir cuando tengan que enfrentar los desafíos que se avecinan, 
producto de las tendencias históricas que ya desde hace un par de 
décadas viene mostrando el capitalismo contemporáneo. 

Quienes nos sumamos, pues, a los esfuerzos promovidos por 
CLACSO para favorecer el establecimiento de diálogos intergenera- 
cionales que coadyuven a la producción de un conocimiento cientí- 
fico social mucho más rico, más completo, complejo y crítico acerca 
del futuro por venir, estamos convencidos y convencida de que agen- 
das de investigación como estas son, hoy más que nunca antes en la 
historia reciente de la región, una prioridad ineludible. Y confiamos, 
también, que a partir de ello sea mucho más sencillo trabajar en la 
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construcción de alternativas a las múltiples crisis a las que se enfren- 


tan los pueblos de esta región del mundo (y, por extensión, todos 


aquellos seres humanos que sufren de la explotación, la dominación 


y la marginación que alimentan la reproducción de este sistema). 


Los capítulos que conforman este libro parten de un par de cons- 


tataciones de hechos. A saber: 


1. 


11. 


más allá de las dificultades y de la falta de consensos aún pre- 
sentes en la literatura especializada en y sobre América Latina 
y el Caribe que en los últimos años ha procurado dar cuenta 
de las causas, las consecuencias y las especificidades históricas 
que caracterizarían a los cambios en el ciclo político que expe- 
rimentó la región de manera particularmente profusa entre 
2015 y 2022, una cosa es segura: después de una ola de gobier- 
nos progresistas, entre esos años, los pueblos de Nuestra Amé- 
rica experimentaron, en mayor o en menor grado, el auge de 
gobiernos nacionales que se caracterizaron por haberse des- 
plazado, tanto en sus prácticas políticas como en sus idearios 
intelectuales, mucho más hacia la derecha que sus referentes 
más inmediatos en lo que va del siglo XXI; 

en algunos casos, ese desplazamiento práctico e ideológi- 
co que experimentaron las derechas nacionales y regionales 
en América Latina y el Caribe, en los últimos años, lejos de 
ser una simple continuación o una reedición de viejas lógi- 
cas propias de las derechas de la época de las dictaduras cí- 
vico-militares de seguridad nacional, representó desde una 
ruptura con el pasado hasta una actualización que las supera; 
a pesar de que, hacia finales de 2022 y principios de 2023, la 
región volvió a experimentar un auge de gobiernos progre- 
sistas (más o menos de izquierda, según los casos concretos 
de los que se trate, pero definitivamente identificados con los 
principios políticos y los valores de las izquierdas históricas), 
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lv. 


es un hecho innegable que la pura proliferación de este tipo 
de gobiernos no supone, por antonomasia, el fortalecimiento 
generalizado de las izquierdas latinoamericanas de cara a la 
expansión cualitativa y cuantitativa que en la actualidad si- 
guen experimentando las bases sociales y los liderazgos po- 
líticos de las derechas nacionales y regionales (moderadas o 
extremistas) del continente, ni siquiera ahí en donde ahora 
mismo gobiernan, precisamente, esos progresismos; 

la persistencia, el fortalecimiento y la expansión de la mili- 
tancia propia de las bases sociales de las derechas latinoa- 
mericanas, así como la proliferación y la masificación de sus 
proyectos ideológicos, políticos, económicos, culturales e 
históricos entre los pueblos de Nuestra América, además de 
contar con la capacidad para moderar (contener o limitar) 
efectivamente los alcances que podrían introducir los progre- 
sismos que gobiernan en la región cuando estos ejercen la 
dirección del Estado y el control de su andamiaje guberna- 
mental, también implican la existencia de una potencial reac- 
ción aún más virulenta, violenta y fundamentalista en el corto 
y en el mediano plazos, dada la posición de debilidad en la 
que se encuentra la mayor parte de los gobiernos progresistas 
ahora en funciones, pero también dadas las incertidumbres 
a las que se ven enfrentadas sus respectivas bases sociales de 
apoyo en el desarrollo de su vida cotidiana; y, 

en relación con las posibilidades de los pueblos de Nuestra 
América de construir otros mundos posibles, mucho más de- 
mocráticos y socialmente justos, estas derechas, en particular, 
constituyen una seria amenaza para la consolidación de am- 
bos objetivos en la región: sobre todo si se comprende que no 
hay justicia social sin democracia y si por esta no se entiende 
apenas la dimensión electoral (formal) de la representación 
popular, pues esta contiene en sí un significado mucho más 
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amplio y radical, en el que se ponen en juego, entre otros as- 
pectos, las condiciones de posibilidad de la existencia de for- 
mas alternativas de organización de lo político y de la política, 
de la gestión comunitaria de las necesidades de consumo y de 
las capacidades de producción de sus integrantes; y, por su- 
puesto, la legitimidad de los sentidos comunes compartidos y 
de la memoria histórica a partir de los cuales se justifican las 
políticas del presente. 


Estas constataciones que orientan los textos que componen este li- 
bro representan una preocupación social de nuestro tiempo y, por 
tanto, aparecen como objetos de investigación en las más diversas 
disciplinas del conocimiento. En este sentido, el libro pretende, en 
correspondencia con la undécima Tesis sobre Feuerbach, contribuir 
tanto al debate académico como a la transformación del mundo, en 
un mundo donde la “verdadera democracia” sea posible. 

Los artículos que componen el libro se organizan en tres grandes 
secciones dedicadas a articular diferentes ámbitos de problematiza- 
ción que, desde el punto de vista de quienes aquí escriben, parecen 
ser transversales a distintas expresiones de las extremas derechas que 
comenzaron a proliferar en la región a lo largo de la segunda década 
del siglo XXI, excediendo, en consecuencia, los marcos de análisis que 
tienden a constreñir dentro de las fronteras ofrecidas por el Estado 
nación como unidad de estudio cerrada y agotadora de la sociabili- 
dad de los sujetos que lo habitan el estudio de fenómenos de este 
tipo. 

En ese sentido, renunciando a la a menudo recurrida estrategia 
de organizar arbitrariamente discusiones como la aquí propuesta a 
través de estrategias comparativas entre experiencias nacionales o, en 
su defecto, por medio del desarrollo de estudios de casos nacionales 
aislados —en el entendido de que esas formas de proceder a menudo 
pierden de vista los patrones de poder continentales que son capaces 
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de articular esa suerte de ciclos regionales vivenciados—, se Optó, por 
lo contrario, por organizar las discusiones propuestas en los capítulos 
a través de nudos temáticos que dieran cuenta, precisamente, de esos 
rasgos compartidos por diversas experiencias nacionales sin que se 
los redujera a una mera casualidad o una especie de esencialismo 
trascendental. 

Dicha decisión, por supuesto, no fue azarosa (o por lo menos no 
más de lo que lo es cualquier delimitación problemática en la pro- 
ducción de conocimiento científico-social). Responde a la necesidad 
de contar con investigaciones que, al mismo tiempo que constituyan 
panorámicas analíticas, sean capaces de abordar con rigor y con cier- 
to grado de especialización los elementos comunes y diferenciales de 
fenómenos que parecen ser análogos en distintos países del conti- 
nente; siempre, no obstante, comprendiendo que tanto lo que estos 
tienen de común como lo que tienen de diferencial y diferenciado 
son producto de patrones continentales de poder, resultado de di- 
námicas dialécticas entre, por un lado, proyectos de dominación, de 
explotación y de marginación sociales; y, por el otro, de proyectos 
de emancipación, orientados a la construcción colectiva de mun- 
dos mucho más libres, más igualitarios, democráticos y socialmente 
justos. 

Para la totalidad de las regiones periféricas de la economía-mun- 
do moderna, en particular, este tipo de agendas epistemológicas son 
de vital importancia en la medida en la que permiten problematizar, 
al mismo tiempo, aquello que es particular a cada formación econó- 
mica-social dada dentro de los límites de un Estado nación singular y 
aquello que estas comparten con otras resultado de las presiones, de 
las tensiones y de las estrategias practicadas por los centros globales 
del poder capitalista como respuesta a las múltiples y sucesivas crisis 
por las que atraviesa el capitalismo mundial. 

De ahí, pues, que, en lo concerniente al capitulado aquí propues- 
to, se Optara por ordenar las discusiones en los siguientes tres ejes 


18 Ricardo Orozco, Thays Fidelis, José Víctor Bolaños Alcántara y Robert Adrián Quintero Leguizamón 


de problematización; no tanto porque sean los principales o los más 
notorios, sino, sencillamente, porque en ellos es plausible descentrar 
un poco la mirada de lo que históricamente han sido las estrategias 
de estudio del fenómeno de las derechas en la región, a menudo do- 
minado por balances de tipo electoral o, también, recargados en un 
tratamiento disciplinar de sus determinaciones económicas. A saber: 

En primer lugar, está el eje correspondiente al estudio de las ló- 
gicas y de las estrategias de contrainsurgencia de las que se valen las 
derechas para hacer frente a los movimientos sociales, a las deman- 
das populares y a las formas comunitarias de organización de la vida 
en sociedad; particularmente relevante en un contexto marcado por 
el curso de una crisis multidimensional que amenaza cada vez más la 
vida de los sectores mayoritarios de la sociedad. 

En segundo, aparece el eje relativo a los dispositivos, mecanismos 
y prácticas de exclusión y desigualdad social que ponen a prueba, 
vulneran y socavan las dinámicas comunitarias; fundamentales tan- 
to para garantizar la existencia de las comunidades en medio de un 
futuro aún incierto, cuanto para constreñir formas alternativas de or- 
ganizar, producir y reproducir la vida social desde contextos urbanos 
y rurales donde emergen profundas tensiones y negociaciones que 
procuran desafiar y contrarrestar el poder y la dominación. 

Y, finalmente, el tercer apartado aborda los problemas relaciona- 
dos con las disputas por la memoria histórica, pero también por los 
sentidos comunes del presente; en el entendido de que es a través de 
ambas operaciones que las derechas latinoamericanas no únicamen- 
te buscan revestirse a sí mismas con ciertos ropajes de legitimidad, 
sino que, de igual modo, procuran obturar los marcos a través de los 
cuales las izquierdas nacionales y regionales codifican la lucha polí- 
tica y su propia legitimidad como una alternativa política e histórica 
concreta basada en la construcción de mundos y futuros mucho más 
libres, justos, democráticos e igualitarios. 
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En este sentido, el primer aparatado del libro está compuesto por 
seis capítulos. El primero, titulado “Perú: protesta social colectiva y 
respuesta de la derecha gobernante”, fue escrito por Myrsia Eliany 
Sánchez Goicochea. En él, plantea que, en el Perú, la falta de una 
agenda nacional que priorice las necesidades de la población, las 
prácticas políticas y actos de corrupción, la histórica precaria pre- 
sencia del Estado en todo el territorio nacional y el mal uso de las 
instituciones de la democracia han desencadenado en una crisis de 
gobernabilidad e inestabilidad en el país. Analizando las protestas 
sociales de los últimos diez años en el país, así como las estrategias 
empleadas por los gobiernos nacionales para hacerles frente, la au- 
tora sostiene que, lejos de optar por un abordaje constructivo de los 
conflictos, basados en el diálogo y la negociación, la respuesta de los 
estos últimos ha sido predominantemente desde un eje autoritario, 
de contención y uso excesivo de las fuerzas. 

El segundo se titula “Los movimientos conservadores y reaccio- 
narios como ejemplo de apropiación de la movilización social y sus 
estrategias por parte de las derechas en América Latina”. En él, Diego 
Ernesto Soto Pereira elucubra sobre los repertorios de lucha y estra- 
tegias políticas de las derechas en la región. Con enorme acierto, des- 
taca la necesidad de comprender qué prácticas han incorporado las 
derechas en su lucha por retomar o afianzar la hegemonía política. 
En especial, enfatiza el asunto de cómo las derechas han asimilado 
las formas de protesta de los subalternos con miras a captar mayores 
bases y a aumentar su influencia. Como conclusión, el autor deja 
abierto el debate respecto a la novedad de estas prácticas y la capa- 
cidad de las mismas para modificar el inestable campo de fuerzas 
políticas de los distintos Estados de Latinoamérica. 

El tercero fue elaborado por Andrés Alcalá Rodríguez, y se titula 
“Batalla por el neoliberalismo. La derecha chilena frente al proyecto 
reconstituyente”. En dicho texto, el autor desarrolla un análisis gene- 
ral del comportamiento de las derechas en el plano político chileno 
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de cara al proceso de reforma constitucional en Chile. El capítulo se 
divide en tres partes que dan cuenta de la complejidad del escenario 
político, el cual es abordado por el autor desde la perspectiva de los 
actuales debates y procesos sociales existentes en torno a las conse- 
cuencias del estallido social chileno de 2019 para culminar con un 
recorrido por el plano ideológico de la derecha chilena y sus posicio- 
namientos respecto a los procesos mencionados. 

El cuarto, escrito por Robert Adrián Quintero Leguizamón, se lla- 
ma “Disputas por la democracia ecológica en Colombia: iniciativas 
democráticas del Movimiento Nacional Ambiental (2017-2023)”. 
En este se analizan las disputas del Movimiento Nacional Ambien- 
tal (Colombia) y su propuesta de construcción de una democracia 
ambiental. Ante la primacía de los discursos y enfoques de políti- 
ca pública que aprueban la conversión de los bienes comunales y 
ecosistemas a formas mercantiles susceptibles de intercambio y 
apropiación, la propuesta de las organizaciones socioambientales se 
dirige a rediseñar el marco institucional con el objetivo de garanti- 
zar la participación de las comunidades en el ordenamiento territo- 
rial. Sin duda, estas políticas emancipatorias resultan refractarias al 
remozado discurso de las derechas de la región que pendulan del 
negacionismo de la crisis ecosistémica a la más conciliadora idea de 
abordar los conflictos socioambientales dentro de la retórica de la 
eco-modernización. 

El quinto, titulado “La racialización de las élites como impugna- 
ción de la otredad. Sociología de la emergencia de derecha 'caucásica' 
y “anti-indígena” boliviana”, estuvo a cargo de Rafael Loayza Bueno. 
En él se aborda la emergencia de la “nueva derecha boliviana” a par- 
tir de dos propósitos. Primero, describir la diferenciación de sentido 
de origen común a partir del examen de la calidad poscolonial del 
electorado de la nueva derecha. Y, luego, explicar la diferenciación del 
sentido de destino del electorado de la derecha desde la politización 
de la identidad racial de las élites, como respuesta contingente a la 
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hegemonía del movimiento popular indígena desde la llegada del 
MAS al poder en 2006. El texto se concentra particularmente en los 
movimientos políticos del oriente boliviano, donde las élites “crio- 
llas” acumulan identidad e ingreso económico y promueven causas 
autonómicas y, eventualmente, secesionistas. 

El sexto, titulado “Estado dependente latino-americano: a con- 
trainsurgéncia como característica particular” Thays Fidelis hace un 
análisis desde la codeterminación entre capital y Estado para plantear 
las particularidades del capitalismo y del Estado dependiente latinoa- 
mericano, en lo cual la autora ubica una de sus especificidades: la 
contrainsurgencia. Su argumento, basado en los aportes de la teoría 
marxista de la dependencia, plantea que debido a estas particularida- 
des (comprobadas a lo largo de la historia), existe una tendencia a la 
institucionalización de la contrainsurgencia en estos países. 

El segundo apartado del libro se compone de tres capítulos. El 
primero de ellos está a cargo de Daniella Trujillo Ospina, titulado 
“Una apuesta de territorialidad intercultural en la ruralidad colom- 
biana: el caso de Santa Rosa, Cauca”. En dicho capítulo, la autora 
desarrolla algunos componentes de la realidad rural colombiana, así 
como la constitución y trayectoria de las figuras territoriales en el 
ámbito rural colombiano, sus principales tensiones y desafíos, para 
luego culminar con el análisis del caso de la Zona de Reserva Campe- 
sina de Santa Rosa como una experiencia que inaugura y/o abre un 
horizonte colectivo que aspira a la conjugación de una territorialidad 
intercultural. 

El segundo capítulo, titulado “Despojo y precarización en Améri- 
ca Latina: entre el neodesarrollismo y el neoliberalismo”, fue escrito 
por Ayelén Branca. Desde una caracterización del papel de América 
Latina en el sistema mundial, identifica cómo las dinámicas que de- 
finen el capitalismo dependiente se reproducen y se profundizan a 
lo largo de la historia bajo diferentes patrones de reproducción. Esta 
caracterización sostiene el análisis sobre cómo son intensificadas las 
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relaciones de despojo y precarización con base en el actual patrón de 
reproducción mediante la especialización productiva y el análisis de 
los programas económico-políticos del neoliberalismo y del neode- 
sarrollismo, examinando sus tensiones y continuidades. 

El tercero, titulado “El Estado dependiente en América Latina: 
entre la superexplotación de la fuerza de trabajo, el desmonte de los 
derechos y la asistencialización de la política social”, fue desarrollado 
por Mariangel Sánchez Alvarado y muestra el proceso de asisten- 
cialización de la política social en América Latina como parte de las 
estrategias de la reestructuración productiva provocada por la cri- 
sis estructural del capital. Para esto, la autora toma como referente 
la superexplotación de la fuerza de trabajo como una característica 
esencial para entender la transformación de la política social y par- 
ticularmente de la asistencia social, que se ha presentado como un 
espacio propicio para el desarrollo de prácticas asistencialistas y clien- 
telísticas, siendo estos mecanismos de intervención del Estado sobre 
la cuestión social las principales estrategias del Estado dependiente, 
que van a impactar en las condiciones de producción y reproducción 
de la fuerza de trabajo latinoamericana. 

La última sección del libro se compone de cinco capítulos. El 
primero de ellos, escrito por Javier Silva Navas, se titula “Emocio- 
nes morales y subversivas: el enfoque sociocultural para entender el 
nuevo movimiento estudiantil nicaragúense de 2018”. En él, el autor 
reflexiona sobre los sentidos sociales y subjetivos que conforman la 
acción de los movimientos estudiantiles centroamericanos, especial- 
mente el nicaragúiense. El autor emplea el enfoque sociocultural para 
discernir cómo las emociones morales envuelven los significados y 
las prácticas vinculadas a las luchas o procesos sociopolíticos de estas 
organizaciones. El lector de este volumen podrá apreciar en este ca- 
pítulo una manera distinta de analizar los motivos que inciden sobre 
la conformación y acción de los movimientos estudiantiles y sus dis- 
putas por el sentido común. 
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El segundo se titula “La Glorieta de las Mujeres que Luchan y la 
disputa por la memoria del tiempo presente”, escrito por Gabriela 
Delgadillo Guevara. En dicho capítulo, la autora desarrolla el plan- 
teamiento de la necesidad de reconocer a los antimonumentos en 
México como parte de procesos reparativos y de resarcimiento sim- 
bólico de mayor alcance. Por tanto, la autora señala y detalla la im- 
portancia que como experiencia colectiva se ha construido en torno 
a la Glorieta de las Mujeres que Luchan y las posibilidades reparati- 
vas de los lugares de la memoria, así como de las formas en las que 
los antimonumentos han territorializado en el espacio público una 
memoria politizada. 

El tercero fue escrito por Hugo Ramiro Ortiz Puebla y se llama 
“La lucha por el sentido común: las estrategias discursivas de las 
nuevas derechas en Ecuador”. En él plantea que, a partir de 2014, 
las estrategias discursivas de varios sectores de derecha en Ecuador 
emergen y se convierten en influyentes, ubicando una diferencia de 
las viejas derechas por su cercanía con la representación, la democra- 
cia y la defensa de la libertad, lo que alimentó prácticas discursivas 
que terminaron por debilitar las capacidades del Estado y poner de 
manifiesto al individualismo como práctica social común. El autor 
sitúa el análisis de los discursos desde la lupa de la arqueo-genealogía 
de raigambre foucaultiana, lo cual le permite ahondar en las prácti- 
cas discursivas de las nuevas derechas. 

El cuarto corrió a cargo de Axel Meléndez, titulado “Formación 
política y disputa de los sentidos comunes”, y plantea que en las di- 
versas experiencias latinoamericanas se ha apostado por variados 
procesos de formación políticos que apuntan a la construcción de 
nuevos sentidos comunes que permitan luchas por una sociedad 
más justa y, al mismo tiempo, las derechas también apuestan por 
la formación política de la sociedad bajo una perspectiva de perpe- 
tuidad para la dominación y la explotación. En este capítulo, el au- 
tor muestra cómo los distintos proyectos sociales tienen campos de 
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disputa común y, por ello, las tensiones subyacen en los procesos 
formativos a izquierda y derecha. 

Y, finalmente, el quinto, elaborado por Nayeli Reyes Romero, titu- 
lado “La importancia de Historias Desobedientes contra el negacio- 
nismo en Chile y Argentina”, reflexiona en clave crítica sobre la lucha 
por las memorias, ello en el contexto de la agenda negacionista que 
agitan las derechas del cono sur. Como bien lo afirma la autora, “el 
peligro del ascenso de la ultraderecha en Latinoamérica no solo se 
debe a la agenda política que implica, sino también en el riesgo que 
conlleva el negacionismo en su discurso”. Por ello, resulta relevante 
la exposición que nos ofrece sobre el colectivo Historias Desobe- 
dientes, una de las múltiples organizaciones que se han constituido 
para combatir los postulados negacionistas que afloraron en los go- 
biernos de Macri y Piñera. Como colofón, la autora identifica en la 
noción del no-perdón un marco para garantizar un arrepentimiento 
verdadero de los perpetradores ante las víctimas. 

El estudio introductorio del libro, “En torno a la necesidad de un 
programa de investigaciones sobre las derechas contemporáneas en 
América Latina y el Caribe”, estuvo a cargo de Ricardo Orozco y de 
José Víctor Bolaños Alcántara. 

Quienes coordinamos este libro Agradecemos a Solange Victory, 
a Marcela Alemandi y al resto del equipo editorial de CLACSO que 
trabajó en su cuidado, y sin cuya labor y amable dedicación éste sen- 
cillamente no se habría podido materializar. 
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En torno a la necesidad 
de un programa de 
investigaciones sobre las 
derechas contemporáneas en 
América Latina y el Caribe 


__ RICARDO OROZCO 
Y JOSÉ VÍCTOR BOLAÑOS ALCÁNTARA 


Más que ser una introducción panorámica al capitulado general del 
presente libro, este texto tiene el propósito de problematizar, de ma- 
nera particular, la importancia que tiene para el futuro político de 
América Latina el desarrollar un programa o conjunto de programas 
de investigación cuyo objeto teórico y empírico de análisis sea el de 
las derechas contemporáneas. Esto, con la finalidad de que, al llevarse 
a cabo dicha tarea, los movimientos sociales y políticos que luchan 
por la construcción de sociedades más democráticas, más libres, más 
igualitarias y socialmente justas cuenten con más y mejores herra- 
mientas analíticas para hacer frente al contexto de crisis por el que 
atraviesa la humanidad y, dentro de él, al reto que suponen las dere- 
chas y las extremas derechas en la disputa por un futuro mejor. Para 
conseguirlo, a lo largo de estas líneas se optó por hacer una revisión 
documental amplia (aunque quizá no del todo exhaustiva, pero sí 
representativa de las cuestiones aquí planteadas) a partir de la cual se 
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puedan dar cuenta de los principales nodos de problematización que 
atañen a esta temática. 


La justificación política de las categorías: ¿qué significa ser 
de derecha? 


A pesar de que las palabras izquierda y derecha cuentan, en el argot 
propio de la política oficiosa moderna, con una historia tan añeja, por 
lo menos, como la del ordenamiento topográfico que, en el marco de 
la Revolución Francesa, les concedió su significado originario, en los 
tiempos que corren, a poco más de dos siglos de distancia de aque- 
llos acontecimientos, aún sigue siendo un lugar común, dentro de 
las universidades y las comunidades científico-sociales que las com- 
ponen, afirmar que ambas son poco menos que dos términos sin un 
verdadero significado ni una verdadera utilidad política, epistemoló- 
gica, ética y/o ideológica que merezca la pena el esfuerzo, siquiera, de 
considerar emplearlas como un recurso analítico e intelectual serio, 
objetivo, para dar cuenta de algún fenómeno presente en la fase de 
desarrollo en la que se halla el capitalismo contemporáneo. 

Que esto suceda así, por supuesto, no es azaroso (y tampoco res- 
ponde a condiciones contextuales circunstanciales de los tiempos 
que corren en la actualidad). Y es que, en efecto, desde que ambos 
conceptos irrumpieron en el lenguaje de la política moderna, por 
lo menos tres han sido, históricamente, los conjuntos de objecio- 
nes que se han esgrimido en su contra como significantes con una 
utilidad —más allá de todo instrumentalismo o utilitarismo vacuo— 
analítica, epistemológica, ética y política por derecho propio. A saber: 


a. el conjunto de objeciones para el que ninguna de las dos pala- 
bras son capaces o bien de expresar fenómenos concretos que 
otros términos sí podrían definir con mayor precisión, o bien 
de dar cuenta de fenómenos propios de cualquiera de los dos 
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universos de lo social, lo político, lo económico, lo cultural, 
etcétera, a los que remiten una y otra palabra, de tal suer- 
te que izquierda y derecha no darían cuenta de la existencia 
de fenómenos (ni serían ellas mismas categorías de análisis) 
antitéticos, “recíprocamente exclusivos y conjuntamente ex- 
haustivos” (Bobbio, 2014, p. 33). 

b. el que sostiene que, si bien es plausible considerar la existen- 
cia de dos polos relativamente antitéticos como la izquierda y 
la derecha, su empleo en la academia no haría más que sim- 
plificar una realidad mucho más compleja, diversa y múltiple, 
de ningún modo reductible a dos variables; objeciones, dicho 
sea de paso, para las que introducir un tercer, cuarto o quinto 
término en esta ecuación no soluciona nada, habida cuenta 
de que entre esa complejidad, variedad y multiplicidad ha- 
brían rasgos comunes (Inclán, 2019); y, 

c. el que asevera que, si bien en algún momento en la histo- 
ria de humanidad pudieron haber existido izquierdas y dere- 
chas reales (o ser útiles analíticamente ambas palabras para 
designar a universos fenoménicos específicos), en el contex- 
to actual, la realidad ya habría superado tal situación: ya sea 
=se afirma— porque, subjetivamente, la humanidad se hallaría 
en un estadio posideológico (o, en su defecto, a-ideológico), 
O porque, objetivamente, ningún fenómeno de lo social, lo 
político, lo económico y/o lo cultural sería susceptible de ser 
designado como tal (Zizek, 2008). 


Ahora bien, aunque en muchos sentidos todos estos argumentos pa- 
recen ser sólidos y gozar de una base lógico-argumentativa robusta 
que claramente evidenciaría que, en efecto, tanto las ciencias socia- 
les occidentales, en general, como sus desarrollos críticos en el seno 
del pensamiento social latinoamericano, en particular, podrían pres- 
cindir del uso de esta palabra y, por extensión, de sus derivaciones 
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y adjetivaciones (como en derechista o extremas derechas, derechas 
radicales y/o ultras, etc.), en virtud de la existencia de una pluralidad 
de conceptos que supuestamente podrían sustituir el significado que 
aquella buscaría mentar, el problema de fondo que se presenta en 
todos ellos y que en ninguno es resuelto es que, al momento de 
confrontar con la realidad histórico-social más elemental los objetos 
empíricos de análisis a los que remiten con la conceptualizaciones 
que proponen, vis á vis aquel que designa la categoría de derecha y 
sus derivaciones, en principio, ninguno de ellos es capaz de explicar 
por qué, entonces, si esa familia de palabras ni designa realidades 
concretas ni tiene utilidad política o epistemológica alguna, a lo largo 
distintas épocas sucesivas de estas dos regiones geoculturales, ni el 
concepto nuclear de ese conjunto ni sus variaciones han desapareci- 
do del lenguaje político. 

En una línea de ideas similares a la anterior, aquellas objeciones al 
uso de la derecha (y sus derivaciones) entre las ciencias sociales y el 
pensamiento crítico latinoamericano tampoco han sido capaces de 
explicar por qué, a lo largo de estos casi dos siglos y medio de historia 
tampoco han faltado actores sociales y políticos (singulares y colec- 
tivos) que, apelando a dicho conjunto de palabras, se identifiquen a 
sí mismos y se diferencien de otros tantos, considerados antitéticos. 
Casos, por supuesto, como los muchos que ya proliferan a lo largo y 
ancho de Occidente, en general; y de América Latina, en particular; y 
que desde construcciones discursivas históricamente bien documen- 
tadas no han escatimado esfuerzos ni en trazar genealogías de lo que 
significa ser de derechos en ambas regiones del mundo ni, mucho 
menos, en propulsar agendas que, a partir de cierto esencialismo, 
persiguen el objetivo de recuperar la identidad histórica de las dere- 
chas ante su pérdida de sustancia en el presente.' 


1 Por sus alcances populares, la propuesta de Agustín Laje (2022), La Batalla Cultural, 
es, quizás, la más representativa —por lo menos en lengua española— de estos es- 
fuerzos orientados, primero, a conceptualizar lo que significa ser de derecha en 
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A lo largo del tiempo, una dificultad mayor que ha larvado la 
empresa intelectual de esclarecer todas estas dificultades ha sido, de 
hecho, la proliferación de estudios que han procurado abordar el 
tema de manera directa (es decir, aquellos en los que el problema de 
la derecha aparece en y por símismo como un problema teórico, y no 
como una temática adyacente), pero que al llevar a cabo dicho inten- 
to han terminado por realizar recortes de la realidad por completo 
distintos o subordinados a aquel que es producto del objeto empíri- 
co y analítico al que remite la categoría derecha (y sus derivaciones). 

Entre la literatura especializada que en y/o desde América Latina 
se ha producido al respecto, por ejemplo, de esa dificultad mayor da 
cuenta el que desde mediados del siglo XX se haya escrito con tanta 
profusión acerca de las derechas en la región, abordando una diver- 
sidad y una multiplicidad de temáticas desde campos de estudio que 
van de la ciencia política a la antropología, pasando por la economía, 
la historia, la sociología y hasta la filosofía, pero que, en la mayoría 
de los casos, los recortes analíticos propuestos por sus autores y sus 
autoras suponen desplazamientos del que sería propio de la cons- 
trucción conceptual ofrecida por la palabra derecha. 

En y/o desde América, por ejemplo, acerca de las derechas se ha 
escrito a partir de, por lo menos, cinco ejes de problematización: i) el 
respectivo a la valoración de la utilidad epistemológica de la palabra 
en el discurso científico-social; 1i) el que acepta dicha utilidad, pero 
se decanta por hacer sinonimia del concepto con otros que aunque 
parecen más adecuados para mentar lo que aquella palabra quiere 
significar, en realidad delimitan fenómenos por entero distintos o 
variaciones de lo que significa ser de derecha; iii) el que parte de una 
categorización disciplinar de las derechas (en políticas, económicas, 
culturales, etc.); iv) el que propone una distinción de grado o de 


Occidente en el siglo XXI, y, en segundo lugar, a pensar las coordenadas a partir de 
las cuales debería definirse una nueva derecha (la propia de este siglo, distinta de las 
derechas previas). 
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naturaleza entre las que serían moderadas o centristas, por un lado, 


y sus versiones extremas, radicales o ultras, por el otro; y v) el que ha 


tenido por objeto el estudio de su fenomenología concreta en la his- 


toria reciente de la región (entre finales de las dictaduras cívico-mili- 


tares del siglo XX y las primeras tres décadas del siglo XXI). 


Vista con más detalle, esta producción intelectual se caracteriza 


por los siguientes rasgos: 
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1. En el ámbito de la reflexión estrictamente epistemológica, 


estos análisis se caracterizan por cuestionarse sobre aspectos 
como la validez, la pertinencia, la utilidad y la rigurosidad de 
la propia palabra (y de sus derivaciones), sin que hasta el mo- 
mento exista un consenso mayoritario claro entre las posturas 
que se decantan por desecharla (Navas García, 2014) y las que 
sostienen que, más allá de sus propios defectos (como ocurre 
con muchos otros conceptos en ciencias sociales), la palabra 
es necesaria para dar cuenta de ciertos fenómenos que ningún 
otro término es capaz de reflejar con exactitud (Cannon y Ran- 
gel, 2020). 


. Entre la bibliografía especializada que se decanta por aceptar 


que dicha palabra, en efecto, designa a un conjunto de fenó- 

menos, de objetos teóricos y empíricos de análisis diferenciales 

y diferenciados, con identidad propia, pero que, no obstante, 

opta por sustituirla por otras consideradas menos ambiguas o 

imprecisas, se encuentran: 

2.1. quienes hacen sinonimia o sustituyen al término por el 
de liberalismo (Morressi, 2020; Rodríguez Araujo, 2002), 
por el de conservadurismo (Souroujon, 2020; Rodríguez 
Araujo, 2008; Bautista Lucca e Iglesias, 2020) y/o por el 
de liberal-conservadurismo (Stefanoni, 2021); 

2.2. quienes prefieren restringir el significado de las dere- 
chas a fenómenos como el fascismo (Rojo, 2018; De la 
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Cuadra, 2021; y Terto Neto, Machado y Barbosa de Lima, 
2020) o el nacionalsocialismo (Rubinzal, 2017; Cassigoli, 
2013; Corvalán Márquez, 2015; Yankelevich, 2008; Ce- 
dillo, 2007; Barajas Durán, 2014; Delgado, 2004; Santia- 
go Jiménez, 2016). Dentro de este conjunto, además, han 
proliferado conceptualizaciones que sostienen que el na- 
cionalsocialismo y el fascismo son dos experiencias muy 
propias de Europa, por lo que en otros continentes fenó- 
menos similares deberían de ser caracterizados de manera 
distinta, dando origen a conceptualizaciones como la del 
fascismo dependiente (Albistur, 2018; Briones, 1978) o la 
del fascismo periférico (Albistur, 2018; López de la Torre, 
2017); 

2.3. también están quienes argumentan que el problema de 
fondo no tiene que ver tanto con las derechas en y por 
sí mismas, sino, antes bien, con el populismo (Biglieri, 
2020) y, a menudo, con el populismo radical (Zanotti y 
Roberts, 2021); o, en su defecto, con el nacionalismo a se- 
cas (Sanahuja et al., 2020). En el primer supuesto, porque 
el populismo se correspondería con la degradación de una 
versión partidista o electoral de la derecha (Monestier y 
Vommaro, 2021) y, en el segundo, porque el contraste 
estaría dado en relación con una derecha cosmopolita o 
globalista (Sanahuja et al., 2020); 

2.4. en una línea similar de análisis, están quienes sostienen 
que el problema real es más bien relativo a la proliferación 
de tendencias políticas elitistas (Del Tronco Panganelli y 
Gorostiaga Guggiari, 2020; Castro, 2015), dictatoriales 
(Valencia Grajales y Marín Galeano, 2016; López Segre- 
ra, 2016) y autoritarias (Chaguaceda y Duno-Gottberg, 
2020); o, en su defecto, a la proliferación de proyectos de 
dominación social (Svampa, 2020); 
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2.3: 


2.6. 


también abundan los trabajos de quienes consideran que 
lo que hay que analizar es el ejercicio de la hegemonía por 
parte de ciertos grupos sociales, políticos, económicos y 
culturales (Lynch, 2020) o, en términos similares, quienes 
invariablemente subrayan que la raíz de los problemas so- 
ciales se halla en la explotación (López Segrera, 2016); 

en este conjunto también están las posiciones de quie- 
nes han preferido, por un lado, actualizar viejos términos 
para designar a nuevos fenómenos y, por el otro, trascen- 
der al término sin romper del todo con su régimen de 
historicidad específico. De la primera opción es de donde 
han emergido los trabajos sobre el neofascismo (Briones, 
1975; Domínguez Martín, 2020; Figueroa Ibarra y Mo- 
reno Velador, 2021), el neonazismo (Caro, 2007; Boito, 
2020), el neoliberalismo (Bello Urrego, 2020; López Se- 
grera, 2016; Vásconez Cruz, 2018; Vaccaroni, 2020; Ale- 
jandre Ramos, 2016; Katz, 2014; Jiménez Cabrera, 1992) y 
el neoconservadurismo (Vaggione, 2022). De la segunda 
han salido: el posfascismo (Bertonha, 2013) y el posneo- 
liberalismo (Natanson, 2014; Figueroa Ibarra y Moreno 
Velador, 2021). 


3. Entre los conjuntos de estudios que asumen el uso pleno del 


concepto de derecha y sus derivaciones (sin intentar sustituirlo 


por otros o sin llevar a cabo ejercicios de sinonimia de esta 


palabra con otras), en años recientes, en la literatura especiali- 


zada se ha escrito, sobre todo, desde un ámbito disciplinar para 


caracterizar a las derechas como políticas (Bello Urrego, 2020), 


empresariales (económicas) (Mizrahi, 1996) o religiosas (Va- 


ggione, 2022; Monestier y Vommaro, 2021). 


. En una línea de investigaciones similar, desde hace unas déca- 


das también se han escrito trabajos disciplinarios centrados en 


ofrecer caracterizaciones de grado de las derechas, en las que 
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se diferencian a las que serían derechas moderadas o centristas 
(Verdú, 1999), por un lado, y las que más bien representarían 
versiones ultras, radicales y/o extremas de ellas (Bohoslavsky, 
2019). 

5. Finalmente, también están quienes, estudiando la contempo- 
raneidad de este fenómeno en la región, defienden la natura- 
leza transhistórica del fenómeno de las derechas (Giordano, 
2014), en gran medida debido a que se la pensaría como un 
fenómeno propiamente ideológico (González Ferrer y Quei- 
rolo Velasco, 2013); y quienes, por lo contrario, argumentan 
en favor del reconocimiento de su novedad histórica (López 
Segrera, 2016). En los intersticios de ambas discusiones, ade- 
más, se hallan las reflexiones, por un lado, de quienes sostienen 
que estas (las derechas) viven, en la actualidad, un renovado 
periodo de auge en la región, dando origen a un ciclo propio 
(Torrico, 2021) y, por el otro, de quienes afirman que, en rea- 
lidad, no viven el comienzo de un ciclo histórico en la región 
(Luna y Rovira Kaltwasser, 2021). 


Ahora bien, a pesar de que es verdad que todas estas investigaciones 
y las apuestas analíticas de las que se sustentan sí han contribuido a 
la construcción de un archivo intelectual, con cierto grado de unidad 
espacial y temporal (compuesto, por supuesto, por obras individua- 
les, pero que de ninguna manera se reduce a o se agota en ellas), tam- 
bién lo es que dicho archivo, tal acumulado histórico y geográfico 
de investigaciones sobre las derechas en América, en su conjunto y 
a pesar de su propia unidad espacio-temporal, aún no constituye un 
esfuerzo sistemático de poner sobre sus pies a un programa regional 
de investigaciones sobre este problema específico. 

Ello es así, en particular, no tanto por la carencia de estrategias 
formales de organización, articulación y/o gestión de dichas in- 
vestigaciones a lo largo y ancho del continente, en lo que va de su 
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historia, sino, antes bien, debido, primordialmente, a que aunque en 
el conjunto de estas investigaciones es posible afirmar que existen, 
en su seno, ciertas tematizaciones recurrentes, problematizaciones 
similares, enunciaciones concurrentes sobre cuestiones parecidas e, 
inclusive, despliegues de campos conceptuales análogos, etc., en los 
hechos, mucho del trabajo realizado hasta ahora se ha caracterizado 
por evadir el abordaje directo del análisis de la forma, el fundamento 
y la esencia de las derechas americanas (y en el resto del mundo), 
recurriendo a recortes epistemológicos de realidades adyacentes y/o 
derivadas del fenómeno de las derechas, en su concreción específica. 
Sin ir tan lejos en este examen, de ello estarían dando cuenta, por 
ejemplo, las investigaciones que reducen la forma, la esencia y el fun- 
damento de las derechas al del nacionalsocialismo y/o el fascismo, 
cuando estos últimos son, en realidad, apenas dos configuraciones 
históricas y geográficas específicas de las múltiples que es capaz de 
adoptar la esencia de las derechas o, en una línea de ideas similar, el 
conjunto de investigaciones que, además de reducir este problema a 
uno de pura ideología (obviando su dimensión praxiológica), al ha- 
cerlo, también optan por hacer sinonimia de las derechas o bien con 
el conservadurismo (siendo que, históricamente, también han existi- 
do derechas revolucionarias) o bien con el liberalismo (despojando 
a muchas izquierdas históricas de una parte de su tradición liberal). 
Algo similar estaría ocurriendo con los estudios que sustituyen 
al campo conceptual de la derecha por otros que, en apariencia, se- 
rían más capaces de dar concreción al problema de la realidad que 
se busca aprehender analíticamente (recurriendo a categorías como 
autoritarismo, despotismo, elitismo, dictadura, etc.), obviando (o 
quizá ignorando) el hecho de que ahora mismo y a lo largo de los úl- 
timos trescientos años de historia en Occidente han existido, en efec- 
to, derechas autoritarias, pero también derechas que no; derechas 
despóticas, pero también derechas que no; derechas elitistas, pero 
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también populares; derechas dictatoriales, pero también respetuosas 
de la democracia formalista occidental, y así sucesivamente. 


Las derechas contemporáneas como problema 


Aunque no es del todo una actitud novedosa entre los programas 
y los diversos idearios que a lo largo de la historia han desarrolla- 
do las derechas en Occidente, entre aquellos fenómenos que hoy 
en día tienden a identificarse como nuevas derechas, los pueblos de 
Occidente, en general, y de América Latina, en particular, parecen 
hallarse ante cierta novedad, inscrita en las agendas programáticas 
de las derechas contemporáneas, cifrada por su sistemático esfuerzo 
orientado a disputarles a las izquierdas, por lo menos en cuanto al 
relato, la catalización de la indignación popular frente a las lógicas de 
reproducción de los sistemas de explotación, dominación y margina- 
ción sociales. 

Y pese a que es a todas luces claro que tanto el diagnóstico ofre- 
cido por estas derechas —supuestamente disruptivas y antisistémi- 
cas— así como las vías que ofrecen a sus respectivos electorados para 
transformar la realidad por fuera del statu quo que denuncian son 
salidas o respuestas retardatarias, reaccionarias, regresivas y retroutó- 
picas, un efecto claro de esa narrativa que han adoptado es que, ante 
la mirada de una parte nada despreciable de las poblaciones en las 
que actúan políticamente, resultan, cuando menos, innovadoras y/o 
atrevidas; lo suficientemente rebeldes como para mantener un piso 
mínimo de apoyo entre sus bases sociales y, en muchos casos, un 
lento pero progresivo y sostenido fortalecimiento/crecimiento entre 
sectores más amplios de la población nacional de sus respectivos 
países de origen (e incluso allende sus fronteras). 

Las razones de que esto sea así son, por supuesto, múltiples y di- 
versas. Sin embargo, dos factores parecen estar jugando en favor de 
este tipo de estrategias a las cuales han recurrido estas derechas en los 
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últimos años (particularmente desde comienzos del siglo XXI). Por 
un lado, es incuestionable que, en muchos casos, se dio un progresi- 
vo abandono, por parte de las izquierdas y del progresismo latinoa- 
mericanos, en general, de agendas mucho más radicales que aquellas 
que en realidad terminaron promoviendo cuando comenzaron a 
ejercer la dirección de sus respectivos Estados nacionales y el control 
de sus andamiajes gubernamentales. Esto fue cierto, en particular, 
en algunas agendas que ya desde hace un par de años comenzaban 
a ser prioritarias para sus bases sociales de apoyo (como la atención 
al cambio climático y la degradación medioambiental, la contención 
de la violencia de género o la reversión del consumo mercantil como 
la lógica de conducción de la sociabilidad entre personas), pero que, 
en los hechos, no siempre se abordaron con la radicalidad con la 
que se demandaba o, en algunos casos, inclusive, se optó por actuar 
en un sentido contrario del exigido (esa fue la situación, sobre todo, 
de la agenda climática y medioambiental entre estos gobiernos, tan 
profundamente dependientes de actividades extractivas, de lógicas 
primario-exportadoras y de proyectos de industrialización intensiva 
y extensiva en sus territorios). 

Y, por el otro, también está el hecho de que estas derechas, apro- 
vechando la volatilidad propia de los momentos de crisis por los que 
atraviesa el capitalismo moderno, consiguieron politizar a su favor 
los sentimientos de incertidumbre y de temor que dichas crisis han 
provocado entre amplísimos sectores de la población global, obli- 
gándoles a pensar mucho menos en términos de esperanzas y de 
utopías realizables que en términos de catastrofismos y, sobre todo, 
de construcción de otredades (internas a la propia identidad nacio- 
nal: como las mujeres, las disidencias sexogenéricas o las clases más 
empobrecidas; o externas a ella, como las poblaciones migrantes o 
las identidades religiosas distintas de la propia) siempre susceptibles 
de ser, cuando no eliminadas, sí, por lo menos, marginadas. 
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Casualmente, justo en los momentos en los que más empezaba a 
notarse el fortalecimiento de estas derechas en el continente, la dise- 
minación del SARS-CoV-2 a lo largo y ancho de la región consiguió 
agudizar y exacerbar muchos de los temores y de las incertidumbres 
que las derechas habían atinado a identificar en sus diagnósticos de 
la realidad social contemporánea para, a partir de su instrumentaliza- 
ción política, movilizar entre las masas poblacionales sus agendas. Sin 
embargo, de manera paradójica, al haber formado, muchas de ellas, 
gobiernos nacionales en los años de mayor intensidad de la pande- 
mia global de covid-19 y, en consecuencia, al verse obligadas a lidiar 
con dicha emergencia sanitaria, la falsedad de su discurso rebelde y 
políticamente correcto quedó evidenciada en los actos de represión 
que llevaron a cabo cuando el descontento social causado por la ins- 
tauración de estados de excepción sanitaria rebasó sus capacidades 
de contener, mitigar y/o gestionar la conflictividad resultante. 

Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador y Perú —por 
mencionar apenas un par de casos observados entre los actores re- 
gionales más grandes del sur de América, aunque en el Gran Caribe 
y en el istmo centroamericano también vivieron fenómenos análo- 
gos— dieron cuenta de ello con sus multitudinarias protestas, lo mis- 
mo en los centros urbanos más importantes de cada país que en sus 
respectivas zonas rurales. Además, en tales circunstancias, algo que 
se fue evidenciando con el paso del tiempo, de manera directamente 
proporcional al acumulado de fuerzas que consiguieron los sectores 
movilizados en cada país, fue la disposición que tuvieron todos estos 
gobiernos a valerse de un uso intensivo y extensivo de la represión 
armada (a través de los cuerpos de seguridad civiles, pero también 
por medio de instituciones militares), emulando los recursos a los 
que apelaron, en su momento, las dictaduras cívico-militares que 
plagaron al continente hasta el final del siglo XX. Las supuestas al- 
ternativas de futuro que pregonaban ser, ante una realidad cada vez 
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más adversa y ante el asedio de múltiples y diversas crisis, en este 
sentido, se mostró de cuerpo entero en toda su falsedad. 

Ahora bien, a pesar de que la crisis sanitaria provocada por el 
SARS-CoV-2 evidenció el nervio reaccionario y autoritario de todos 
estos gobiernos, así como la disociación que existe entre su narrativa 
ideológica y su praxis política concreta (hechos que explican por qué, 
luego de varios años de auge de gobiernos de derecha en la región, 
hacia el 2023 el grueso del continente otra vez había virado hacia la 
izquierda), un remanente directo de aquellas experiencias que de- 
bería de seguir preocupando y ocupando a las izquierdas regionales 
aún ahora que cuentan con una mayoría clara de gobiernos progre- 
sistas salidos de sus filas es lo mucho que se condensó el autoritaris- 
mo social entre amplísimos sectores poblacionales de cada una de 
estas sociedades nacionales, desde los estratos más empobrecidos, 
explotados, dominados y marginados hasta los que gozan de mayo- 
res privilegios. 

Preocupación, por supuesto, que debería de tomar en cuenta que 
una victoria electoral (por naturaleza coyuntural), por importante 
que resultase para despojar a las derechas del control del gobierno y 
de la dirección del Estado, no tiene un efecto directo e inmediato en 
la modificación y/o la reversión de ese autoritarismo por más que se 
recurra a la implementación de programas sociales y de políticas pú- 
blicas orientadas a deshacer el camino andado por las derechas que 
en su momento gobernaron en cada país, pues para ello se requiere 
ir un poco más allá de eso y poner en marcha planes, programas y 
estrategias de pedagogía y de formación política que cambien los 
sentidos comunes, las prácticas políticas y, en general, las coorde- 
nadas a partir de las cuales la derecha impulsó entre la población la 
comprensión del ejercicio del noble oficio de la política, del rol que 
el Estado debe de cumplir en sus vidas (tanto en el plano individual 
como en el comunitario) o de la importancia que tiene lo público 
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en la consecución de sociedades mucho más libres, más igualitarias, 
más democráticas y material y simbólicamente más justas. 

En la medida en que viejas estrategias golpistas dejan de ser la vía 
predilecta de las derechas para hacerse con el control gubernamental 
y con la dirección de un estatal, evidenciar los rasgos singulares de 
sus nuevas y viejas estrategias de lucha en el presente es una exi- 
gencia intelectual, ética y política cada vez más importante para las 
izquierdas de América Latina, pues al renunciar ante la necesidad 
de llevar a cabo dicha tarea, lo más común es apelar a analogías que 
homologuen la experiencia del presente con la del pasado (y a me- 
nudo con la del pasado remoto) errando, en consecuencia, en los 
tiempos en los que es posible hacer un diagnóstico de la situación 
y en las formas de contención y/o reversión de su fortalecimiento y 
avance en sociedad. Y es que, en efecto, piénsese, por ejemplo, que al 
nombrar a las derechas contemporáneas en la región como simples 
fascistas o neoliberales, omitiendo en ello el estudio crítico de sus ras- 
gos identitarios, el riesgo que corren las izquierdas al partir de tales 
diagnósticos es intentar hacerles frente como se les hizo al fascismo y 
al neoliberalismo en su momento, siendo que a menudo ocurre que 
esas viejas lógicas ya no son adecuadas para abordar el fenómeno de 
la derecha en presente. 


Consideraciones finales: en torno a la necesidad de una agenda 
de investigación sobre las derechas contemporáneas en América 
Latina y el Caribe 


Si bien es cierto que la contemporaneidad de este fenómeno dificulta 
la posibilidad de tomar distancia respecto de él al momento de pro- 
poner agendas de investigación que lo aborden, en lo que concierne 
a la perspectiva aquí adoptada, quizá valdría la pena no dejar de in- 
sistir en la necesidad de sistematizar algunas problematizaciones que 
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faciliten su comprensión y, por supuesto, la posibilidad de construir 
estrategias de contención y alternativas a su despliegue. 

En este sentido, por ejemplo, a estas alturas de la historia ya de- 
bería de ser un sentido común más o menos generalizado entre la 
producción intelectual de Nuestra América la idea de que, por enci- 
ma de los ejercicios enfocados en realizar taxonomías exhaustivas de 
estos fenómenos (reiterando en la supuesta prioridad que debería 
de tener el darle un nombre inequívoco a cada derecha que emerge 
en la región), se debería de concentrar esfuerzos en llevar a cabo 
ejercicios de caracterización que sean capaces de dar cuenta tanto 
de los aspectos que tienen en común como de las diferencias que las 
singularizan. Y esto, claro está, no solo en lo que tiene que ver con las 
derechas contemporáneas, para lograr distinguir a unas de otras en 
el presente, sino, sobre todo, en lo que concierne a las derechas del 
pasado, de tal suerte que a las contemporáneas no se las homologue 
entre sí falsamente y, en relación con las del pasado, no se opte por 
comprenderlas como meras continuidad o rediciones de lo viejo. 

En una línea de ideas similar, también es crucial comprender que 
es imperativo superar los marcos de análisis que hacen sinonimia 
de la derecha con sus formas liberales y/o conservadoras, como si 
aquella se agotara en estas y todo lo que representa solo pudiese ser 
comprendido a partir del lenguaje heredado por esas dos tradicio- 
nes intelectuales. Más importante es aún entender esto si lo que se 
pretende es captar las estrategias tan heterodoxas a las que recurren 
estas derechas para mimetizar algunas de sus narrativas con las del 
progresismo y las izquierdas de él derivadas. La disputa cultural y por 
la definición de nuevos marcos ideológicos y sentidos comunes no 
debe de ser despreciada en momento, en el cual la crisis de las certi- 
dumbres que habían alimentado la reproducción cualitativa y cuan- 
titativa del sistema vigente de dominación, explotación marginación 
exige una redefinición de muchos de esos contenidos. 
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Ello, asimismo, permitiría, en un siguiente momento, captar con 
claridad las diferencias que existen entre el querer analizar a estos 
fenómenos como puramente coyunturales y no, por lo contrario, 
como tendencias históricas cuyas trayectorias son, aún, inherente- 
mente inciertas e imprevisibles. Y es que, en efecto, a la luz de la 
producción académica que hoy en día domina en los estudios de 
las derechas en América Latina y el Caribe (pero también en otras 
partes del mundo, y particularmente en Europa Occidental), una de 
las mayores dificultades que aún deben de ser superadas es la ma- 
nida tendencia a confundir lo que es estrictamente circunstancial 
de aquello que es coyuntural y lo que es estructural. Y la cuestión es 
que, al proceder de ese modo, el riesgo que se corre es el de reducir 
a mera circunstancia lo que en los hechos es estructural, y viceversa: 
hacer de lo circunstancial estructural. 

Además, al contar con una mayor claridad teórica y metodológica 
en esos aspectos, se lograría, de igual modo, superar los escollos que 
aún hoy abundan en los estudios especializados sobre estos fenó- 
menos en los que la distinción entre los aspectos político-electorales 
coyunturales, por un lado, y las correlaciones históricas de fuerzas 
políticas, sociales, económicas y culturales, por el otro, desaparecen, 
como si, en última instancia, las diferencias entre aquellas y estas 
no fuesen sustanciales o, en su defecto (en un escenario aún peor), 
como si las correlaciones de fuerzas fuesen reductibles a las disputas 
electorales y por la ocupación de espacios de poder en los andamia- 
jes gubernamentales de los Estados nacionales respectivos. 

Contra una tendencia cada vez más dominante entre los estudio- 
sos y las estudiosas de estas temáticas al interior de la rica y añeja tra- 
dición de pensamiento que es tributaria del discurso crítico de Marx, 
empecinada en problematizar a las derechas contemporáneas a par- 
tir de la oposición analítica entre lo que estas tienen de fenómenos 
materiales, por un lado, y lo que podrían significar como expresiones 
culturales, por el otro, habría que insistir en que, mientras se siga 
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privilegiando a cualquiera de los dos elementos de la ecuación de 
manera unilateral (a lo cultural frente a lo material, y viceversa), las 
posibilidad de articular acciones políticas concretas encaminadas a 
contenerlas y sustituirlas por alternativas de izquierda seguirán sien- 
do reducidas. Y es que, en efecto, además de ser un error teórico y 
metrológico agudo, la tendencia a separar a ambas dimensiones del 
acontecer social es, además, un error político estratégico que puede 
resultar fatal para las izquierdas nacionales y regionales en sus aspira- 
ciones de construir un mundo mucho más libre, más igualitario, más 
democrático y socialmente justo. 

En América Latina y el Caribe, sus intelectuales de izquierda no 
pueden ni deben darse el lujo de cometer los errores que desde hace 
años se vienen cometiendo en gran parte de Europa occidental, en 
donde las derechas históricas (tradicionales: centristas o moderadas, 
según los marcos narrativos específicos de esa región) y sus expresio- 
nes más radicales, ultras y/o extremas no han dejado de proliferar y 
de fortalecerse debido, justo, al sectarismo que ha reinado entre las 
izquierdas europeas entre quienes sostienen que la disputa en cur- 
so es puramente cultural, dado el buen desempeño que gobiernos 
progresistas han conquistado en lo material (entendiendo por ello 
el ámbito de la economía, de la producción y el consumo) y, por el 
contrario, quienes afirman que más bien el problema de fondo tiene 
que ver con las condiciones materiales de las personas y no tanto con 
lo que en el terreno de la cultura, de la comunicación de masas, de 
las ideologías y la educación, etc., pueden experimentar en su vida 
cotidiana. 

No debe de obviarse, después de todo, que oposiciones así, en 
Europa, pero ya también en Nuestra América, han conducido o bien 
a privilegiar políticas públicas orientadas a la intervención del mer- 
cado (esto es: a intervenir en las dinámicas de la explotación), sin 
recíprocamente atender los problemas de la marginación y la domi- 
nación política y cultural que le son relativas, o bien, por otra parte, 


44 Ricardo Orozco y José Víctor Bolaños Alcántara 


a hacer de su principal trinchera en la confrontación política la cues- 
tión de las narrativas, sin prestar atención a los efectos diferenciados 
y diferenciales que entre los sectores mayoritarios de la población 
han tenido las crisis capitalistas acumuladas de los últimos cincuenta 
años (desde la que abrió su ciclo global, en 1976, hasta la Gran Rece- 
sión de 2008 y su epílogo —aunque menos devastador— entre 2020 
y 2022). 

En relación con el estudio de las condiciones de posibilidad que 
se dieron en la región para que en la mayor parte de su geografía 
proliferaran gobiernos de este tipo, luego de que, en general, desde 
principios del siglo XXI habían sido las fuerzas sociales y políticas de 
la izquierda o el progresismo las que habían emergido por doquier, 
ganando para sí una fortaleza nunca antes vista en la mayor parte del 
continente, quizá los desafíos sean mayores, inclusive, que aquellos 
que podrían encontrarse en el análisis de las derechas cuando estas 
ya se hallaban en funciones de gobierno. Y es que, en efecto, entre las 
interrogantes más importantes que aún restan por ser resueltas, en 
relación con este tipo de fenómenos, se hallan, por ejemplo, aquellas 
que tienden a problematizar y complejizar las razones por las cuales, 
en un momento de auge del progresismo, este pareció agotarse y ser 
incapaz de contener el avance de las fuerzas sociales de apoyo de las 
derechas políticas más reaccionarias de las que se tenga registro en 
los anales de la historia contemporánea de América Latina. 

¿Cómo explicar, por ejemplo, en esta misma línea de ideas, que 
gobiernos tan exitosos en el plano económico (a pesar de los efectos 
de la Gran Recesión de 2008 a lo largo y ancho del mundo) y, tam- 
bién, tan profundamente comprometidos con demandas históricas 
de mayor libertad individual y colectiva, de mayor igualdad, demo- 
cratización y justicia social fuesen impugnados con tanta efectividad 
por las derechas nacionales y regionales a partir del tercer lustro del 
nuevo milenio?, ¿qué variables es preciso contemplar en estos análi- 
sis para dar cuenta de las razones que condujeron a grandes sectores 
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de los pueblos de América Latina a desplazarse hacia los extremos de 
la derecha en contextos nacionales en los que el progresismo aún no 
agotaba todas sus potencialidades históricas de construir sociedades 
mucho más libres, igualitarias, democráticas y socialmente justas? 
¿Por qué, en fin, la respuesta inmediata a la que se tuvieron que en- 
frentar estos progresismos, hacia mediados y finales de la segunda 
década del siglo XXI, fue la del intento de revertir lo que habían he- 
cho durante los años en los que sus distintas expresiones regionales 
gobernaron al grueso de los Estados que conforman a América Lati- 
na y no, por ejemplo, el de demandarles que ellos mismos se refor- 
masen ante posibles anacronismos o anquilosamientos? 

Por su puesto, una primera hipótesis que sale al paso de estas 
interrogantes podría ser aquella que sostenga que, si la derecha (e 
inclusive la extrema derecha) avanzó de manera tan intempestiva y 
con tanta fortaleza entre las sociedades en las que durante práctica- 
mente una década gobernaron proyectos progresistas, ello se debió 
a que, en el fondo, ninguno de esos gobiernos fue, en realidad, an- 
ticapitalista. El problema con una respuesta de este tipo es, sin em- 
bargo, pensar que la disputa por las mediaciones (sociales, culturales, 
simbólicas, jurídicas, económicas, políticas, etc.) es, en esencia, inne- 
cesaria, pues a través de ellas no se cambia en absoluto la naturaleza 
propia del sistema de producción y de consumo capitalista (lo cual 
es falso, pues no es lo mismo un régimen neoliberal que uno del tipo 
Estado de bienestar). 

Por otro lado, un segundo viso de resolución de estas cuestio- 
nes podría apuntar a reconocer que es donde más victorias cultiva y 
cosechan las izquierdas en donde más fortalezas adquieren las dere- 
chas y su reacción. Acá, sin embargo, el problema es que este tipo de 
respuestas no alcanzan por qué, si la reacción de la derecha es pro- 
porcional al avance del progresismo y de las izquierdas, esa fortaleza 
y los avances hechos por las izquierdas y el progresismo no fueron 
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suficientes para mitigar a la derecha, hasta restarle, por lo menos, en 
su dimensión. 

Ambas hipótesis (y las que se desprendan de ellas), por eso, re- 
quieren de un mayor ejercicio de complejización y de sistemática 
problematización, que no apele a respuestas unívocas o que no ad- 
mitan en su seno contradicción alguna, relaciones de tensión, de 
contradicción y de conflicto, entre variables que en apariencia o en 
los hechos pueden ser recíprocamente excluyentes, pero que a pesar 
de ello se presentan en los mismos fenómenos. 
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Sección l 


Movimientos sociales y 
populares ante las nuevas 
lógicas de contrainsurgencia 
de las derechas regionales 


Perú: protesta social colectiva 
y respuesta de la derecha 
gobernante 


MYRSIA ELIANY SÁNCHEZ GOICOCHEA 


En el Perú, la falta de una agenda nacional que priorice las necesidades 
de la población, las prácticas políticas y actos de corrupción, la históri- 
ca precaria presencia del Estado en todo el territorio nacional y el mal 
uso de las instituciones de la democracia han desencadenado en una 
crisis de gobernabilidad e inestabilidad; del 2016 a la fecha, el Perú ha 
sido gobernado por cinco expresidentes y la actual presidenta, Dina 
Boluarte. En este marco, las acciones colectivas de protesta han sido la 
expresión de diferentes conflictos sociales: medioambientales, de tipo 
comunal y por asuntos de gobierno nacional. Estos últimos, detonaron 
en noviembre de 2020 una fuerte protesta social, encabezada principal- 
mente por jóvenes con un sentimiento común de rechazo con la forma 
de hacer política; y desde diciembre de 2022 estallaron multitudinarias 
movilizaciones y protestas sociales, lideradas por las regiones del centro 
y sur del país, que muestran la acumulación creciente de las rupturas so- 
ciales, económicas y medioambientales. Lejos de optar por un abordaje 
constructivo de los conflictos, basados en el diálogo y la negociación, la 
respuesta de los gobiernos ha sido predominantemente desde un eje 
autoritario, de contención y uso excesivo de las fuerzas. Este capítulo 
tiene como objetivo analizar las principales protestas sociales en el Perú 
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(en términos de impacto) durante los últimos diez años y las estrategias 
empleadas por los gobiernos para hacer frente a estas. 


Contextualización: la derecha peruana 


La derecha neoliberal ha gobernado al Perú desde 1990 sin interrupcio- 
nes, con el fujimorismo se trató de una derecha autoritaria y en los pe- 
riodos subsecuentes de una derecha que mantiene la continuidad del 
modelo, pero que transita a una democracia limitada (Lynch, 2020). 
Una de las características de la derecha en contraposición a la izquierda 
es que considera a la desigualdad como una cuestión natural, mientras 
que la izquierda la considera como una construcción social y por ello 
busca superarla (Bobbio, 1996, citado en Lynch, 2020, p. 118). 

La hegemonía política e ideológica de la derecha neoliberal y su vi- 
gencia hasta el día de hoy en el Perú se debe en gran medida a la aplica- 
ción de un programa claro de reorganización de la sociedad y el Estado 
(Lynch, 2020); bajo la lógica del neoliberalismo, la reorganización del Es- 
tado implica favorecer el funcionamiento del mercado (Escalante, 2017). 
Estas bases se sientan en el gobierno de Fujimori con la aplicación de las 
recomendaciones del Consenso de Washington, el ajuste económico y la 
instauración de la Constitución Política del Perú de 1993. 

Tal como lo menciona Lynch (2014 y 2020), la derecha, posterior al 
autogolpe de Estado de 1992, continuó aplicando el modelo neoliberal 
con una democracia precaria caracterizada por una fragmentación del 
tejido social, daño al mercado interno y a la empresa nacional, leyes 
que criminalizan la protesta social y líderes que son mucho más impor- 
tantes que los partidos políticos. En este contexto, Valentín Paniagua 
(2000-2001) intentó realizar reformas a la Constitución, pero la oposi- 
ción y la falta de tiempo lo impidieron. Alejandro Toledo (2001-2006), 
apoyado en el movimiento antidictatorial y el plan de construir el se- 
gundo paquete de reformas neoliberales, llega al poder en el 2001, no 
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obstante, se alejó del electorado que lo llevó al triunfo, chocando con 
diferentes movimientos sociales. 

Por su parte, Alan García (2006-2011) durante su segundo go- 
bierno se respaldó en un grupo de tecnócratas y grandes empresarios, 
impulsando la inversión extranjera como parte del Tratado de Libre 
Comercio (TLC) con Estados Unidos. En este marco, se dispuso decre- 
tos legislativos que afectaban a las comunidades indígenas y zonas pro- 
tegidas, lo que desencadenó en el llamado “Baguazo” enfrentamiento 
entre nativos del Amazonas y fuerzas armadas que acabó con la vida de 
33 personas (RPP, 2016). 

Mientras que Ollanta Humala (2011-2016) pasó de un discurso 
nacionalista izquierdista en sus candidaturas a aplicar políticas neolibe- 
rales durante su gobierno, incluso antes de juramentar como presiden- 
te entregó las principales carteras ministeriales a neoliberales. En esta 
línea política llegó a la presidencia Pedro Pablo Kuczynski (2016-2018) 
con una clara agenda neoliberal marcada por una visión externa del 
país, pero gracias al apoyo del electorado antifujimorista. No obstante, 
al segundo año de su mandató presentó su renuncia tras fuertes acusa- 
ciones de corrupción (Lynch, 2020). 

Desde entonces, el Perú atraviesa por una fuerte crisis e inestabili- 
dad política protagonizada por los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Mar- 
tín Vizcarra (2018-2020), como vicepresidente de Kuczynski, lo sucedió 
tras su salida; Este siguió con las relaciones de privilegio con la gran 
empresa y, tras fuertes fricciones con el congreso, lo disolvió en el 2019 
y convocó a elecciones extraordinarias. Sin embargo, en noviembre de 
2020, el congreso aprobó la noción de vacancia en su contra por in- 
capacidad moral. Asumió el cargo Manuel Merino (2020), presidente 
del Congreso, quien renunció a los pocos días tras fuertes protestas 
sociales que cobraron la vida de dos jóvenes, y en su reemplazo asumió 
la presidencia Francisco Sagasti (Defensoría del Pueblo, 2022b). 

La profunda fractura y polarización de la sociedad peruana se agu- 
dizó con la llegada a la presidencia de Pedro Castillo (2021-2022), que 
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si bien llego al poder con un discurso y partido de izquierda, no realizó 
cambios sustanciales; su corto gobierno se caracterizó por la inexpe- 
riencia, minoría en el Congreso, dificultades para organizar un gabinete 
ministerial y actos de corrupción que terminaron en un cierre fallido del 
Congreso, su destitución y detención por rebelión (BBC, 2021; Defen- 
soría del Pueblo, 2023). Dina Boluarte, la actual presidenta, no ha sido 
elegida, sino que, como vicepresidenta de Castillo, lo sucedió en el car- 
go. Su gobierno ha seguido claramente la pauta de la derecha neoliberal 
y el autoritarismo como respuesta a las violentas protestas sociales. 

En concordancia con lo planteado por Bedoya (2005) y la Defenso- 
ría del Pueblo (2023), los hechos mencionados no surgen de un mo- 
mento a otro, sino que son resultado del mal uso de las instituciones de 
la democracia, una vulnerable cultura política, débiles canales institucio- 
nales para prevenir y procesar conflictos, la brecha existente entre la ley y 
el hábito y los actos de corrupción. En otras palabras, el Perú afronta una 
crisis de gobernabilidad que ha llevado en los últimos años a la renuncia 
de un presidente, la vacancia de dos presidentes y cuatro presidentes 
investigados (incluida la actual presidenta); pero sobre todo ha dado pie 
a diferentes conflictos sociales expresados en fuertes protestas sociales. 


Protesta social colectiva bajo la perspectiva del conflicto social 


Según Calderón (2012), los derechos humanos, sus conflictos y sus ac- 
tores son los principales garantes de la democracia; por ello, las activida- 
des de defensa a los derechos humanos están ampliamente vinculadas 
con la promoción y defensa de la democracia (Corte Interamericana 
de Derechos humanos [CIDH], 2019). En este sentido, la protesta es 
un derecho humano que se configura a partir de otros derechos reco- 
nocidos en la Constitución, tales como: el derecho a la participación 
política, el derecho a la libertad de expresión y el derecho a la libertad 
de tránsito (Defensoría del Pueblo, 2022b). 


58 Myrsia Eliany Sánchez Goicochea 


Pero ¿cómo se define la protesta social? La protesta social es “cual- 
quier clase de acción colectiva disruptiva orientada a detener, reformar, 
modificar o, simplemente, protestar contra alguna acción o decisión de 
alguna autoridad política, en defensa de metas colectivas de los acto- 
res o de los intereses y personas que dicen representar” (Lipsky, 1968; 
McAdam, 1982; y Tarrow, 1998, citado en Favela, 2006). En términos 
llanos, la protesta es una forma en que la sociedad exterioriza sus recla- 
mos de modo pacífico o violento. 

En los últimos diez años, las acciones colectivas de protesta en el 
Perú han sido constantes, llegando a picos muy altos en 2015, 2021 y 
2022 con 2.194, 2.418 y 3.682 protestas respectivamente (ver gráfico 
7). En el 2015, las protestas giraron en torno a conflictos medioam- 
bientales; mientras que en el 2021 la protesta por la permanencia o no 
del presidente Manuel Merino se atenúo con numerosas marchas a 
nivel nacional; y en diciembre del 2022 y febrero de 2023 las protestas 
sociales escalonaron alcanzando su nivel más alto, con fuertes enfrenta- 
mientos entre la ciudadanía y las fuerzas del orden producto de la crisis 
política del país. 


Gráfico 1. Evolución de la protesta social en el Perú (2012-2022) 


2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 


Fuente: elaboración propia con datos del Vigésimo sexto informe anual de la Defensoría del Pueblo, 2022a. 


No obstante, para entender mejor a la protesta social es necesario 
interpretarla dentro del marco del conflicto social y así poder analizar: 
el papel de los actores sociales, el contexto en el que ocurren, la forma 
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en la que son expresadas, el tipo de demandas, las respuestas del Estado, 
entre otras (Defensoría del Pueblo, 2022b). Durante el conflicto social 
participan dos tipos de actores clave: i) el demandante: la persona, gru- 
po de personas, representante(s) o miembro(s) de una organización o 
institución que ejerce(n) presión para lograr un determinado objetivo; 
y li) el demandado: la persona, grupo de personas, representante(s) o 
miembro(s) de una organización o institución hacia quien(es) se dirige 
o expresa la medida de presión (Calderón, 2012); en Perú, más del 80 % 
de los demandados corresponden a algún nivel de poder del Estado. 
Por otro lado, siguiendo a Favela (2006), las demandas pueden es- 
tar orientadas a conseguir algún tipo de beneficio material o a exigir 
la defensa o el respeto de algún derecho civil o político; lo que da pie 
a clasificar a los conflictos sociales acorde con el tipo de demanda. En 
el Perú, entre el 2012 y el 2022 se han desarrollado un total de 2.669 
conflictos sociales, destacando los conflictos de tipo medioambiental 
(complejos en sí mismos por el número de personas movilizadas, las 
diferencias culturales, intereses en juego y desconfianza hacia el Esta- 
do), seguidos por los conflictos por asuntos de gobierno local y los 
conflictos por asuntos de gobierno nacional con 1.714, 222 y 183 con- 
flictos respectivamente (ver gráfico 2) (Defensoría del Pueblo, 2020). 


Gráfico 2. Tipos de conflictos sociales en Perú (2012-2022) 


Comunales; 6% Otros; 3% Electoral; 1% 


Demarcación Laboral; 3% 
territorial; 4%. 


Asuntos de 
gobierno local; 8% 


Asuntos de 
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4% _Socioambientales; 
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64% 
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Fuente: elaboración propia con datos de los informes anuales de la Defensoría del Pueblo 
(2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 2017, 2018, 2019, 2020, 2021a y 2022a). 
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De acuerdo con la Defensoría del Pueblo (2021b), si bien los conflictos 
sociales inician impulsados por alguna demanda concreta, contienen 
cuestionamientos explícitos o implícitos sobre el funcionamiento del 
modelo o régimen de la época; y las acciones colectivas de protesta 
hacen visibles estos problemas, ya que son la expresión de diferentes 
conflictos sociales. En el figura 1 se presenta una clasificación de las pro- 
testas sociales en Perú durante los últimos diez años según su forma y 
desarrollo del conflicto sobre base de lo propuesto por Calderón (2012). 


Figura 1. Tipos de protesta social en el Perú, 
según su forma y desarrollo del conflicto (2012-2022) 


Enfrentamiento 


-Enfrentamientos: 433 


-Toma de instalaciones: 751 


Confrontación 
Paro: 1.786 
Plantones: 7.460 
Destrucción o daño a la propiedad: 172 
Movilización: 2.745 


Manifiesto 
-Huelga de hambre: 947 
-Bloqueos de vías: 2.247 
-Marcha: 1954 


Preconflicto 


Fuente: adaptación a la propuesta de Calderón (2012) con datos de los informes anuales 
de la Defensoría del Pueblo (2012-2022). 


Entre el 2012 y 2022, el tipo de protesta social más utilizada en el 
Perú se expresó en plantones, que representan un 39 %, seguido por 
las movilizaciones masivas, bloqueos de vías y marchas en diferentes 
departamentos del país con un 14 %, 12 %, y 10 % respectivamente. 
En suma, las protestas sociales son una forma de plantear o amplifi- 
car las demandas sociales para generar un resultado afín a los objeti- 


vos que las impulsan. 
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Principales protestas sociales en el Perú: 2012-2022 


En este apartado, se expondrán y discutirán las protestas sociales 
más importantes en términos de impacto (demanda, actores, resul- 
tados y respuesta) durante los últimos gobiernos. El talón de Aquiles 
del gobierno de Ollanta Humala fueron las protestas sociales como 
expresión de conflictos medioambientales. Quizás la más fuerte se 
desarrolló en el 2012, cuando indígenas y campesinos lucharon en 
contra del proyecto minero Conga después que el Ministerio de 
Energía y Minas (MINEM) había aprobado el estudio de impacto 
ambiental del proyecto, dado que la ejecución del mismo implicaba 
el desplazamiento de pobladores y actividades agrícolas, el vaciado de 
cuatro lagunas y afectación a cinco cuentas hidrográficas (más tarde, 
estudios técnicos y peritajes internacionales demostrarían que la eje- 
cución del proyecto causaría daños irreparables al medioambiente). 

Máxima Acuña, una de las caras visibles de este conflicto, soste- 
nía: “Solo quiero que me dejen vivir tranquila en mi terreno y que 
no contaminen mi agua” (BBC, 2016). A pesar de la disparidad de 
poder entre los actores en conflicto, esta protesta social logró para- 
lizar el proyecto y se convirtió en un caso paradigmático de la resis- 
tencia anti-minera latinoamericana (Laboratorio de Estudios sobre 
Empresas Trasnacionales, 2017); aunque lo hizo a un costo muy alto, 
ya que el enfrentamiento arrojó un saldo de cinco personas fallecidas 
y cien personas heridas, entre comuneros, policías y militares. 

El expresidente Pedro Pablo Kuczynski, como parte de una nego- 
ciación corrupta con Kenji Fujimori para evitar su vacancia, otorgó el 
indulto humanitario al exmandatario Alberto Fujimori, que lo eximía 
de cumplir una condena de 25 años de presión por violaciones de los 
derechos humanos. Este hecho provocó que miles de ciudadanos sal- 
gan a las calles a alzar su voz, la protesta social se expresó en una mar- 
cha nacional pacífica en contra del indulto ilegal. Y tal como lo expresó 
la exministra de la Mujer, Gisela Ortiz, uno de los grandes problemas 
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que persisten en el país es la impunidad, hay cientos de casos de vio- 
laciones a los derechos humanos que aún siguen esperando un juicio 
justo (Infobae, 2022). Esta protesta movilizó a miles de peruanos y se 
desarrolló de manera pacífica, pero aun así la policía ocupo gases lacri- 
mógenos en contra de los manifestantes (ver tabla 1). 


Tabla 1. Caracterización de los principales conflictos sociales 
en el Perú según su impacto 2012-2020 


Tipo de 
conflicto 


Acciones de 
protesta 


Demandas 


Actores 


Respuesta del 
Gobierno 


Medioambiental 
Caso: Conga 


-Plantones 

-Huelgas de hambre 
-Paros de 
actividades 

-Marcha Nacional 
en Defensa del 
Agua 

-Mítines 


Cancelación del 
proyecto Conga que 
afectaría a cuatro 
lagunas (menor 
daño al ambiente 

y participar de los 
beneficios) 


-Frente de Defensa 
Ambiental de 
Cajamarca, 
comunidades 
indígenas y 
campesinas, 
activistas 
antimineros 
-Minera Yanacocha 
-Ministerio de 
Energía y Minas 
(MINEM). 


-Persecución de 
activistas: Máxima 
Acuña y Marco Arana 
-Uso excesivo de la 
fuerza policial 
-Maltrato a periodistas 
-Estado de emergencia 
-Renuncia del primer 
ministro y del ministro 
de Energía y Minas 


De asustos de 
carácter nacional 
Caso: Indulto a 
Fujimori 


-Marcha Nacional 
-Lavado de 
banderas 


Anular el fallo que 
repone el indulto a 
Alberto Fujimori 


“Colectivos 
-Familiares de 

las víctimas de la 
Cantuta y Barrios 
Altos 
-Ciudadanos en 
general 


-Uso de gases 
lacrimógenos por la 
Policía Nacional del 
Perú 


De asuntos de 
carácter nacional 
Caso: 
Legitimidad del 
poder 


-Marchas 
-Enfrentamientos 
entre ciudadanos 

y las fuerzas del 
orden 

-Cacerolazos 
“Publicación de 
contenidos en redes 


-Renuncia del 
presidente Manuel 
Merino 


“Jóvenes 

-Adultos de 40 años 
a más 

-Estado 


-Uso desproporcionado 
de bombas 
lacrimógenas 

-Uso de perdigones y 
armas de fuego. 
-Ternas: policías 
vestidos de civil 
-Detenciones 
injustificadas 


De asuntos de 
carácter nacional 
Caso: crisis 
política nacional 


-Movilizaciones 
-Marchas 
-Plantones 
-Enfrentamientos 
“Bloqueos 

-Daño a la 
propiedad 
Vigilias 


-Cierre del 
Congreso 
-Renuncia de Dina 
Boluarte 
-Adelanto de 
elecciones 

y asamblea 
constituyente 
Liberación de 
Pedro Castillo 


Fuente: elaboración propia con base en la Defensoría del 


-CGTP, rondas 
campesinas, 
organizaciones de 
pueblos indígenas, 
sindicatos 
-Mineros informales 
-Organizaciones 
sociales 
-Ciudadanía en 
general 

-Actores con 
discurso radical 
-Bandas de 
delincuentes 
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-Doce estados de 
emergencia 

- Uso masivo e 
indiscriminado de gases 
lacrimógenos 

- Discurso de 

búsqueda de “diálogo” 
provocador 

-Ternas: detecciones 
efectuadas por policías 
vestidos de civil 

- El uso masivo e 
indiscriminado de gases 
lacrimógenos 

-Uso de armas de fuego 


Pueblo (2012, 2018, 2021a, 2022b, 2023). 
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Durante el 2020, las protestas sociales masivas desarrolladas en 48 
lugares del país respondieron a la forma en cómo llegó al poder el 
presidente Manuel Merino. En el centro de las protestas se ubicaron 
los jóvenes, sin una línea política o ideológica clara, pero con un sen- 
timiento común de repudio a la forma de hacer política (corrupción 
y constante rivalidad entre el poder Ejecutivo y el poder Legislativo). 
Esta protesta tiene una peculiaridad, su convocatoria inicia en las 
redes sociales, especialmente en Lima, con replicadas en Arequipa, 
Ayacucho, Cusco, Chiclayo, Huancayo, Iquitos, Piura, Trujillo, entre 
otras ciudades. La participación de los jóvenes fue asumida en tér- 
minos generacionales con recursos de comunicación propios de su 
época, no obstante, estos dejaron sentado su interés por los asuntos 
públicos y políticos. 

Después de que Martín Vizcarra aceptó la decisión del Congre- 
so y anunció la renuncia de todo su gabinete, Manuel Merino, en 
aquel entonces presidente del Congreso, asumió el cargo como nue- 
vo mandatario. Por lo que las protestas continuaron con más fuerza 
en diferentes partes del país, con grandes signos de violencia y don- 
de los derechos fundamentales fueron vulnerados. El saldo: heridos 
por proyectiles de armas de fuego, personas intoxicadas por inhala- 
ción de gases (incluidos niños) y dos ciudadanos perdieron la vida 
(Inti Sotelo y Bryan Pintado). La renuncia de Merino no llegó hasta 
después de estas trágicas consecuencias; tras su renuncia, Francisco 
Sagasti juramentó como nuevo presidente del Perú (Defensoría del 
Pueblo, 2022b). 

Entre diciembre de 2022 y febrero de 2023, se registró la mayor 
afectación a la salud y vida de las personas de los últimos años pro- 
ducto del conflicto vinculado a la crisis política nacional (actos de 
corrupción, cierre del Congreso, captura del presidente Castillo por 
rebelión, asunción a la presidencia de Dina Boluarte aliada con la 
derecha), en el que se registraron 66 muertos y 1.004 heridos apro- 
ximadamente. Estas protestas fueron fomentadas en gran medida 
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por el sur del país (Apurimac, Ayacucho, Puno, Junín), que llegaron 
a la capital con la esperanza de que sus voces sean escuchadas y sus 
demandas puestas en debate. 

Sin embargo, la falta de empatía, el desconocimiento de la reali- 
dad del país, la discriminación estructural y la emisión de opiniones 
sesgadas desde los privilegios llevaron a fragmentar aún más el tejido 
social; por ello, “la violencia desatada en estas protestas por miem- 
bros de las fuerzas del orden y un sector de manifestantes reflejan 
la polarización que vivimos y la grave crisis social que atravesamos” 
(Defensoría del Pueblo, 2023, p. 6). 


Respuesta de la derecha gobernante a la protesta social 


Como se ha expuesto párrafos arriba, las protestas sociales están ba- 
sadas en derechos, pero no siempre quienes las promueven pueden 
garantizar que estas se desarrollen de forma pacífica. De acuerdo con 
la normatividad peruana, la Policía Nacional del Perú (PNP) es la 
encargada de restablecer el orden interno, pudiendo emplear la fuer- 
za como herramienta legítima para alcanzar este objetivo, siempre y 
cuando, se haga bajo los principios de legalidad, necesidad (solo de 
manera excepcional) y proporcionalidad (equivalencia entre el nivel 
de fuerza empleado y la gravedad de la amenaza a control). En este 
sentido, la CIDH sostiene que los Estados deben vigilar que los cuer- 
pos de seguridad respeten el derecho a la vida de quienes se encuen- 
tran bajo su responsabilidad (Defensoría del Pueblo, 2021b; 2023). 

Sin embargo, en los casos analizados, el común denominador 
de respuesta de los gobierno de derecha a las protestas y conflic- 
tos sociales ha sido autoritaria, marcado por el uso desmedido de la 
fuerza (uso masivo e indiscriminado de gases lacrimógenos, disparos 
de bombas lacrimógenas contra el cuerpo de las personas) y el uso 
de armas de fuego contra personas en zonas de enfrentamiento, in- 
cluyendo personas no involucradas en la protesta (Defensoría del 
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Pueblo, 2023). Estas medidas fueron aplicadas no necesariamente 
como alternativa extraordinarias o con el fin de proteger una vida; 
lo que da pie a la discrecionalidad del Estado con el uso de la fuerza. 

Producto de ello, entre el 2012 y el 2020, el total de muertos en 
enfrentamientos durante las protestas o afectados por las mismas as- 
cendió a 158 (de los cuatro conflictos expuestos, alrededor del 80 % 
murieron por heridas penetrantes por proyectiles de arma de fuego) 
y se registraron 4.229 heridos. Detrás de estas crudas cifras, estaban 
personas que tenían nombre y apellido, familias peruanas, sueños 
por cumplir y proyectos de vida que han sido truncados, por lo que 
sus muertes no deben ni pueden quedar impunes (Defensoría del 
Pueblo, 2023). 

En esta línea, el informe N” 000005-2021/1N/OGll del 29 de 
enero de 2021 del Ministerio del Interior señala que durante las ma- 
nifestaciones de los días 12 y 14 de noviembre de 2020 se registraron 
actos de uso innecesario de la fuerza por parte de efectivos policiales, 
así como uso intensivo e indiscriminado del armamento no letal en 
contra de los manifestantes, uso de municiones prohibidas (perdi- 
gones de plomo y canica de vidrio) y armas potencialmente letales 
disparadas directamente al cuerpo de los manifestados (Defensoría 
del Pueblo, 2022b). Del mismo modo, la Amnistía Internacional ha 
señalado que, durante los conflictos de 2022, “los lugares que con- 
centran el 80 % de las muertes son departamentos con población 
mayoritariamente indígena, denunciando un sesgo racista en la ac- 
tuación de las fuerzas del orden” (Defensoría del Pueblo, 2023, p. 1). 

Otra medida “legal” utilizada por los gobiernos de derecha para 
responder a los conflictos y protestas sociales y con el discurso de 
restaurar la paz social, en vez de atacar el problema de raíz, ha sido 
declarar estados de emergencia que restringen válidamente el ejer- 
cicio de derechos (detención, prohibición de reuniones, ingreso a 
domicilios e impedimento del libre tránsito). Entonces, a través de 
los estados de emergencia, las fuerzas del orden pueden ejecutar 
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acciones que atenten contra algunos derechos humanos bajo el am- 
paro de la ley. 

Finalmente, distintos organismos apuntan a que es necesario 
hacer uso de las herramientas institucionales para abordar los con- 
flictos y protestas sociales a través del diálogo y la negociación. Sin 
embargo, el diálogo como herramienta de búsqueda de consensos 
no ha sido la primera opción de los gobiernos de derecha; estos ge- 
neralmente han llegado después de consecuencias lamentables. 

Un claro ejemplo ha sido las respuestas del gobierno de Dina 
Boluarte hacia las protestas y conflictos sociales, desde un mensaje 
a la nación donde la presidenta menciona que “Puno no es el Perú”, 
cuando es uno de los lugares más afectados por el conflicto y con 
ciudadanos que tienen los mismos derechos que cualquier otro ciu- 
dadano del Perú, hasta buscar de manera algo prepotente algún es- 
pacio de diálogo después de llevar más de cincuenta fallecidos en el 
primer mes de su mandato. Queda claro que la respuesta no ha sido 
política, sino autoritaria y de corte policial-militar sin respeto por la 
vida ni de manifestantes ni de policías o militares (Castro, 2023). 


Conclusiones 


Los conflictos sociales que se han gestado en el Perú durante los 
últimos diez años, en su mayoría han girado alrededor del desarrollo 
de las industrias extractivas y su relación con las comunidades y el 
medioambiente; seguidos por conflictos relacionados a asuntos de 
administración pública en sus diferentes niveles de gobierno (nacio- 
nal, regional y local); ambos tipos de conflicto ponen en evidencia 
que los indicadores económicos positivos logrados por gobiernos de 
derecha neoliberal no han sido acompañados por una distribución 
justa de la riqueza. 

Aunado a ello, la precaria presencia del Estado, la inestabilidad 
política, las débiles instituciones, la vulnerable cultura democrática, 
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los actos de corrupción y la histórica desigualdad estructural han 
desencadenado en una serie de demandas sociales insatisfechas que 
han sido expresadas en distintas formas y grados de protesta social. 
Estas, implícita o explícitamente, cuestionan los elementos cruciales 
de los gobiernos de derecha basados en un modelo neoliberal, que 
muestra grandes signos de agotamiento. 

En este sentido, el Estado no debe ser ajeno a estos hechos, sino, 
por el contrario, debe buscar salidas políticas adecuadas para res- 
ponder a las demandas sociales en el marco de la ley, abordando 
los conflictos y protestas sociales desde una óptica constructiva, de 
diálogo y consenso con prioridad en la protección de los derechos 
humanos. Para ello, será clave que los gobiernos antes de tomar de- 
cisiones guiadas por en el autoritarismo y una lógica militar para dar 
respuesta a las protestas sociales, deban entender e internalizar la 
naturaleza de la protesta social, las características y percepciones de 
sus actores y los argumentos detrás de sus demandas. Caso contrario, 
si se continúa por la misma línea de abordaje de los conflictos y pro- 
testas sociales como lo ha venido haciendo la derecha gobernante, 
debemos preguntamos ¿a cuántos peruanos más vamos a tener que 
sacrificar? 
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Los movimientos 
conservadores y reaccionarios 
como ejemplo de apropiación 
de la movilización social y sus 

estrategias por parte de las 
derechas en América Latina 


DIEGO ERNESTO SOTO PEREIRA 


Introducción 


América Latina ha sido caracterizada desde hace ya varios años como 
una región sumamente conflictiva e inestable en múltiples niveles 
(económico, social, político), como un hervidero conformado por 
actores con sentimientos, emociones y expectativas diversas. Esto ha 
conllevado la presencia de toda una serie de conflictos, manifesta- 
ciones y luchas por parte de los distintos sectores de la sociedad, 
con los cuales se puede notar la “línea divisoria” entre los sectores 
dominantes y los sectores dominados, los unos buscando cimentar 
su dominio, los otros resistiendo en su mayoría los abusos de los 
primeros, provocando tensiones entre ambos campos. 

Si bien estas tensiones tienen expresión a través de los canales 
oficiales e institucionales (ya sean parte del gobierno o parte de al- 
guna ONG o institución de la sociedad civil) con los cuales se busca 
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dar una solución “formal” y sobre todo “legal” a los conflictos, es- 
tos en su mayoría encuentran su principal expresión a través de la 
propia organización y acción de las masas en protestas, luchas y/o 
movimientos sociales que ocupan el espacio público para visibilizar- 
se. De esta manera, los movimientos de protesta y lucha han tenido 
un papel sumamente relevante en América Latina, al expresar dichas 
tensiones, pero sobre todo las aspiraciones de las múltiples fuerzas 
sociales en los países de la región, haciendo de estos un elemento 
fundamental para entender el “rumbo” que han seguido y siguen 
cada uno de ellos, es decir, la manera en la que se establece un pro- 
yecto de nación a través de disputas y consensos dados en la relación 
de fuerzas particular de cada país. 

Sin embargo, la idea que se tiene de los movimientos sociales 
aparece influida por una visión romántica que plantea que todos es- 
tos movimientos y luchas surgen de los sectores populares y son pro- 
gresistas; que luchan por la emancipación y una mayor autonomía 
de los sectores subalternos de la sociedad. Empero, la historia recien- 
te nos demuestra lo contrario, con la aparición de un número cada 
vez mayor de movimientos y protestas provenientes de los sectores 
conservadores de la sociedad que se han ido modernizado (confor- 
mando las llamadas “nuevas derechas”), al tiempo que han aprendi- 
do a visibilizar sus aspiraciones y demandas mediante la apropiación 
del repertorio de protesta de los movimientos sociales populares. Y 
es este fenómeno el que nos interesa destacar en este capítulo: el 
aprendizaje por parte de los sectores dominantes y conservadores de 
la importancia de la protesta y. especialmente, de la realizada en el 
espacio público, que los ha llevado a apropiarse de distintas formas 
con las que se han manifestado los sectores populares en las últimas 
décadas. 

Así, este trabajo buscará exponer, primero, la importancia de los 
movimientos sociales en general como 
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actores que contribuyen a producir la sociedad, es decir, como aque- 
llos actores colectivos que a través de sus luchas van delineando 
y modificando el rumbo de las sociedades actuales, conformando 
identidades y expresando necesidades y aspiraciones de los diferen- 


tes sectores sociales (Pleyers, 2018). 


Posteriormente, se hará hincapié en la creciente aparición de protes- 
tas y movimientos sociales no solamente populares, pero también 
conservadores, y sobre todo en la manera en la que estos han ido asi- 
milando las formas de protesta de los subalternos con miras a captar 
mayores bases y a aumentar su influencia. Esto permitirá mostrarnos 
un panorama en el que esta apropiación de la protesta por parte de 
las “nuevas derechas” se vuelve un elemento a considerar para el 
análisis de la lucha política en América Latina. 


Los movimientos sociales: actores que contribuyen 
a producir la sociedad 


Comencemos por dejar en claro la importancia que le adjudico a 
los movimientos y protestas sociales hoy en día. Para ello, parto de 
un postulado retomado por Pleyers (2018) y realizado por Alain 
Touraine, quien colocó a los movimientos sociales como los protago- 
nistas centrales de la transformación de la sociedad. Este deviene un 
primer elemento a aclarar, ya que, si bien los movimientos sociales 
poseen actualmente un papel importante para expresar demandas y 
aspiraciones, así como llevar a cabo cambios y transformaciones en 
las sociedades, no son los únicos actores que intervienen. Se estaría 
dejando de lado la acción directa del Estado y sus instituciones, de 
las ONG y otras asociaciones e instituciones de la sociedad civil, así 
como otros actores, instituciones y mecanismos sociales que tam- 
bién se inscriben en la relación de fuerzas y pugnan por imponer 
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sus proyectos, visiones y necesidades. Pero también las condiciones 
particulares (el contexto) de cada país. 

Por ello, coincidiendo con Pleyers (2018), es que no podemos 
afirmar que sean los únicos productores de la sociedad o que solo a 
través de estos se pueda llevar a cabo una transformación sustancial 
O real, si no que conviven y se insertan en la lucha con otras fuer- 
zas asociadas en distintas figuras. Empero, su proliferación en varios 
países de América Latina, el conjunto de actores que los están con- 
formando (cada vez más diversos), la multiplicidad de demandas y 
reivindicaciones exigidas y el potencial transformador que llegan a 
expresar los han posicionado en la actualidad como un actor suma- 
mente relevante en cuanto a temas como la definición y disputa de 
un proyecto de sociedad y los aspectos que le darán forma. De esta 
manera, los movimientos sociales se perfilan como agentes impor- 
tantes que buscan producir cambios en distintas escalas, llevándolos 
a contribuir en la conformación de la sociedad. 

Dichos cambios, como acabo de mencionar, se dan en distintas 
escalas y pueden expresarse en múltiples ámbitos (social, cultural, 
político o económico), que es necesario mencionar para dejar en 
claro cómo puede entenderse la contribución que hacen estos acto- 
res en la producción de la sociedad. Uno de estos ámbitos, y el más 
fácilmente reconocible a mi parecer, es el de la política institucional 
y electoral (Pleyers, 2018). Aquí, la influencia de los movimientos 
y protestas sociales puede ser fácilmente reconocible en dos mo- 
mentos. El primero, y más visible, es el de los cambios electorales, 
en donde el descontento social puede verse reflejado en un cambio 
del partido político dominante, de los dirigentes del Estado y/o de 
sus funcionarios, realizado a través del sistema formal, legal, electoral. 
Mientras que el segundo momento puede ser identificado con la 
búsqueda por cambiar una ley, obtener nuevos derechos u orientar 
una política, nuevamente buscando la permeabilidad de otros inte- 
reses y visiones en el proyecto dominante, pero a través del proceso 
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electoral (mediante la participación en sondeos, elecciones, consul- 
tas populares, etc.). Con ello se busca influir en el “perfil político” 
que tendrá el Estado desde la legalidad e institucionalidad. 

Ahora bien, los cambios más significativos que han logrado las 
protestas y movimientos sociales populares han surgido principal- 
mente de su acción directa, de su descontento expresado en el espa- 
cio público, lo cual ha llevado a otro tipo de transformaciones que 
afectan el rumbo de las sociedades latinoamericanas. Dichas trans- 
formaciones no son siempre tan fácilmente reconocibles a simple 
vista, como en el caso de la política institucional, ya que pueden lle- 
gar a afectar “la subjetividad y el comportamiento de los individuos 
en sociedad en diversos grados, por lo que en algunos casos pueden 
tardar un tiempo en hacerse visibles o reconocibles” (Pleyers, 2018). 
Empero, lo que aquí vale la pena señalar es la manera en la que, a tra- 
vés de un variado repertorio de acción que incluye las marchas, míti- 
nes, performances, huelgas, bloqueos, tomas de tierra y edificios, hasta 
otras más radicales como los disturbios o los daños a propiedad, los 
movimientos sociales han ido conformando “espacios de experien- 
cia en los que se expresan e implementan nuevas y múltiples formas 
de participación y acción” (Pleyers, 2018). 

Y es a través de estas vías y espacios que se da la mayor contri- 
bución de los movimientos sociales a la transformación de la so- 
ciedad, mostrando por medio de su acción y prácticas, así como de 
las relaciones que mediante estas se construyen, que existen alter- 
nativas a la sociedad dominante. Es a partir de las expresiones de 
protesta, del desarrollo de iniciativas ciudadanas concretas y de un 
cambio en la forma de llevar su vida cotidiana que los subalternos 
pueden cuestionar el modelo (social, económico, político, cultural) 
y la ideología dominante, “planteando nuevos caminos para alcan- 
zar el “buen vivir” y la felicidad, y oponiéndose a la idea presentada 
por el modelo neoliberal para el cual el “buen vivir” se define por el 
alcance de nuestro poder adquisitivo” (Pleyers, 2018), de qué tanto 
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podamos comprar. Asimismo, elevan la política y lo político más allá 
de las instituciones y las elecciones, mezclando la vida cotidiana con 
el compromiso político, mostrando que la transformación de la so- 
ciedad no pasa únicamente por un cambio del panorama electoral, 
sino que implica un cambio de sentidos y de perspectivas. De esta 
manera, los movimientos sociales son tanto impulsores de cambios 
institucionales como también de cambios en el “sentido común” 
que nos guía en nuestras acciones tanto políticas como del día a día. 


Algunas características de las “nuevas derechas” 


Expuesto brevemente la importancia de la presencia y acción de los 
movimientos sociales en las sociedades actuales, es necesario precisar 
que estos no representan únicamente agentes de cambio progresis- 
tas o emancipadores de los sectores subalternos, sino que más bien 
se vuelven la expresión de distintos sectores. Justamente, reconocer 
la importancia de estos actores sociales como expresión de múltiples 
demandas, visiones y proyectos pasa también por identificar y sepa- 
rar aquellos movimientos “progresistas” de los movimientos “con- 
servadores” que luchan por conservar y ampliar sus privilegios. Tales 
movimientos han extendido, pero sobre todo hecho más visible su 
presencia en América Latina con la aparición de las “nuevas dere- 
chas”, “sectores conservadores modernizados” (Montoya, 2021) que 
buscan retomar ciertas formas de acción y lucha características de los 
movimientos progresistas para fortalecer su presencia y expresar su 
descontento. Reconocer esta diferencia en los movimientos sociales 
se vuelve sumamente importante al momento de analizar las luchas 
sociales y políticas en los distintos países de la región. 

Iniciemos por mencionar algunos elementos importantes que 
caracterizan a estas “nuevas derechas” para distinguirlas de las dere- 
chas más tradicionales, admitiendo que estas poseen especificidades 
provenientes del contexto, la situación y la coyuntura de cada país, 
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pero también ciertos aspectos muy particulares y recurrentes que 
aquí expondré. Me centraré en tres elementos de su estrategia que 
me parecen ser los que más se han distinguido en su disputa por el 
poder: la reivindicación de la democracia electoral, de la inclusión 
social y del nacionalismo (aunque en este punto será necesario esta- 
blecer algunos matices). Tales elementos vienen a diferenciarlas de 
las derechas anteriores, mostrando una importante toma de cons- 
ciencia por parte de estos sectores de la necesidad de actualizar su 
estrategia de lucha para poder “combatir” en la arena política, opo- 
niéndose principalmente a los gobiernos surgidos del “viraje hacia la 
izquierda” de los años recientes en muchos países de América Latina. 
Pero también a las “viejas derechas” con las que ya no comparten 
ciertas visiones, procesos y/u objetivos. 

Partamos de la reivindicación de la democracia que hacen estas 
“nuevas derechas”, aspecto que también señala Montoya (2021) en 
su trabajo. Aquí, lo importante a destacar es la defensa de la demo- 
cracia como defensa, principalmente, de sus instituciones y procesos 
(sobre todo electorales). Atrás quedaron los tiempos en los que las 
derechas privilegiaban acciones que les permitieran “tomar el po- 
der” como los golpes de Estado, aunque cabe aclarar que este tipo 
de acciones no han dejado de producirse, como pudimos ver con los 
casos de Perú en 2022 o de Bolivia en 2019.Sin embargo, las “nuevas 
derechas” han priorizado el acceso al poder mediante la legalidad 
electoral como forma de asegurar su legitimidad, tanto a nivel local 
como internacional, en caso de vencer en la contienda electoral y 
así presentarse como la elección del pueblo. Esto, a su vez, les per- 
mite enarbolar otros discursos como el de defensa de la patria y los 
valores sociales o el del combate a la corrupción o a los alteradores 
del orden, representados según ellos por las fuerzas progresistas y 
de izquierda. De esta manera, se presentan como respetuosas de las 
“reglas del juego”. 
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Pero esta reivindicación de la democracia no refiere solamente 
a la defensa del sistema y de los procesos electorales, sino que se 
entrecruza con el siguiente elemento a destacar y mencionado por 
Montoya (2021), que es el de la inclusión social. En este sentido, las 
“nuevas derechas” se muestran también como más democráticas al 
buscar ampliar su base social hacia sectores que no consideraban an- 
teriormente y recurriendo a temas a los que antes se oponían, como 
el de la lucha ambiental y ecológica o el (aparente) respeto a la di- 
versidad sexual, por ejemplo. Con ello, se muestra una clara toma 
de consciencia por parte de este sector de la necesidad de buscar un 
mayor apoyo popular, de las masas, mediante un alejamiento, aun- 
que no total ni en todos los casos, de sus actores más tradicionales, lo 
cual le permitirá pararse en el escenario político como un actor com- 
pletamente nuevo y diferente de las “viejas derechas” tradicionalis- 
tas. Y es a este cambio o asimilación en cuanto a prácticas y discursos 
al que me refiero cuando hablo de una modernización presente en 
las “nuevas derechas”. 

Por último, toca hablar del nacionalismo que expresan en algunos 
casos las “nuevas derechas”. Aquí, como mencioné anteriormente, es 
necesario hacer una aclaración, ya que la defensa y reivindicación de 
lo nacional no es un elemento presente en todas y cada una de estas. 
Hay algunas, como en el caso de la que fue representada por Macri 
en Argentina (2015-2019) o por Piñera en Chile (2018-2022), que 
apuestan por una profundización de la globalización, así como por 
una integración económica global. Empero, me parece importante 
mencionarlo ya que en otros países este se ha vuelto un eslogan 
que atrae y moviliza a amplios sectores de la sociedad, como lo fue 
en el caso de Brasil con Bolsonaro como presidente, el cual mostró 
un perfil ultranacionalista y soberanista (Sanahuja y López Burian, 
2020) que fue en muchos casos aplaudido por gran parte de la socie- 
dad brasileña. La elección y adscripción ya sea a un proyecto nacio- 
nalista o cosmopolita dependerá entonces de la coyuntura específica 


78 Diego Ernesto Soto Pereira 


de cada país, considerando elementos como su inserción y lugar en 
el mercado mundial, el desarrollo de las empresas nacionales o el 
alto número de migrantes y/o extranjeros que entran buscando una 
oportunidad laboral. 

Estos tres elementos que menciono de manera muy breve deben 
de ser profundizados y relacionados con el contexto específico de 
cada país. Asimismo, con ellos no busco crear un perfil o modelo 
único de lo que son las “nuevas derechas” y sus maneras de proce- 
der. Se trata de presentar los elementos que hasta ahora las hacen 
más reconocibles, pero sobre todo que se muestran como nuevas 
en el proceder político de estos sectores llamados “de derecha” o 
“Conservadores”. Asimismo, son elementos que se visibilizan en otro 
aspecto novedoso, y que es el que nos ocupa más en este artículo, 
que es el de la apropiación de la movilización social y su repertorio 
de acción. 


La apropiación de la movilización social 


Como hemos visto hasta ahora, las “nuevas derechas” han entendi- 
do la necesidad de implementar otras formas de acción con nuevos 
discursos, tratando de presentar una cara distinta que les permita 
extender su influencia hacia nuevos estratos sociales, con miras a 
ampliar sus bases de apoyo y así ser más competitivas en la con- 
tienda electoral. Para poder mostrar este “cambio novedoso y pro- 
gresista” basado en aspectos como los mencionados en el apartado 
anterior, han entendido también la importancia de visibilizarse de 
tal manera que les permita exponer sus planteamientos y lograr el 
convencimiento de las masas, por un lado, pero también defender 
sus intereses, los cuales sienten amenazados con la llegada en algu- 
nos países de gobiernos progresistas de izquierda. Dicha visibilidad 
se ha realizado a través de elementos más tradicionales y comunes, 
como los medios de comunicación y las redes sociales, empero, en 
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los últimos años, también se ha recurrido a nuevas expresiones en 
el espacio público comúnmente asociadas a los movimientos popu- 
lares, tratando de conformar a su vez movimientos sociales, pero de 
corte conservador. 

Así, el recurso a la movilización social y a su repertorio de acción 
aparece como “una de las características novedosas de las “nuevas 
derechas” del siglo XXI” (Montoya, 2021). Siguiendo lo retomado 
por este de Alejandro Peña (2017, citado en Montoya, 2021), estos 
movimientos conservadores buscan reivindicar aspectos como “la 
defensa de las instituciones, la lucha contra la corrupción y la insegu- 
ridad o la eficiencia del Estado, entre otros, lo cual hacen recurriendo 
cada vez más a las marchas, performances, cierres de ruta o mítines en 
plazas públicas” es decir, al repertorio de acción y lucha “callejera” 
que se le atribuía casi de manera única a los movimientos popula- 
res progresistas. Con esto, se da “una entrada a la calle de sectores 
sociales que anteriormente utilizaban otros canales de participación 
y confrontación política” (Montoya, 2021), mostrando una impor- 
tante toma de consciencia por parte de este sector de la necesidad 
de modificar y actualizar sus estrategias de disputa por el poder y 
defensa de sus intereses. Con esto las nuevas derechas entienden 
cada vez más la importancia de dominar no solo mediante la toma y 
conducción del Estado y sus instituciones, sino mediante el conven- 
cimiento y la adscripción voluntaria de los distintos estratos sociales 
a su proyecto de nación y a su visión del mundo. 

Para dar mejor cuenta de esta situación, recurriré a las investi- 
gaciones hechas por otros autores que, a través de múltiples casos, 
nos permiten ejemplificar de mejor manera lo hasta ahora dicho. 
Comencemos con el caso de Propuesta Republicana (PRO) en Ar- 
gentina presentado por Gabriel Montoya (2021). Este nació de un 
think tank durante la crisis argentina de 2001, convirtiéndose en “la 
principal fuerza política electoral de la derecha, llegando al poder en 
Buenos Aires en el 2007” (Montoya, 2021), para después, en 2015, 
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ganar la presidencia con Mauricio Macri. Este partido, desde el 2003, 
adoptó una posición en contra del gobierno kirchnerista, recurriendo 
a un discurso en el que se destacaban palabras como “consenso” o 
“republicanismo”, pero cuya gestión acabó mostrando fuertes rasgos 
autoritarios (Montoya, 2021). En cuanto a sus formas de acción, sus 
dirigentes se encargaron de promover, mediante convocatorias de 
participación y apoyo, “la movilización de colectivos organizados en 
temas diversos” (Montoya, 2021), que exclamaban consignas tales 


» «u 


como “hagamos un país sin ladrones, sin autoritarios”, “educación, 


»«u 


justicia, trabajo digno, basta de planes”, “sin justicia solo hay víctimas 
y opresores”, “la patria está en peligro”, “juntos por la democracia”, 
entre otras (Montoya, 2021). 

Así, se realizaron múltiples marchas, acompañadas por declara- 
ciones de los principales dirigentes del partido. Tal fue el caso de la 
realizada el 17 de agosto de 2020, denominada “Banderazo Patrióti- 
co”, promovida desde la cuenta oficial de Twitter del PRO junto con 
la imagen de un manifestante sosteniendo la bandera argentina y la 
frase “hace más ruido un hombre gritando que cien mil callando” 
(Montoya, 2021). A esta le siguió la marcha del 12 de octubre del 
2020 llamada ahora “Banderazo por la República”, que tuvo en Patri- 
cia Bullrich, exministra de seguridad y actual presidenta del partido, 
a una de sus principales convocantes, quien nuevamente a través 
de Twitter postulaba lo siguiente: “El 12 de octubre voy a marchar 
con mi bandera, en mi vehículo, junto a millones de ciudadanos de 
todo el país, en defensa de la República.++4120SomosLibres” (Monto- 
ya, 2021). Lo que esto demuestra, como bien señala Alejandro Peña 
(2017, citado en Montoya, 2021), es una “pérdida del miedo a la 
calle” y a la movilización de masas, que antes parecía caracterizar 
únicamente a las protestas progresistas. 

Otro ejemplo, también argentino, es el de dos performances reali- 
zadas en 2021 por la agrupación política de derecha “Jóvenes Repu- 
blicanos” investigadas por Daniela Camezzana y Verónica Capasso. 
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Estas tematizaron la pandemia y el proceso de vacunación (en el pri- 
mero) y los altos niveles de pobreza (en el segundo) en un contexto 
de marchas opositoras al gobierno nacional en la ciudad de Buenos 
Aires. Las autoras plantean la adopción de los elementos performá- 
ticos por parte de esta agrupación como una forma de aparición 
en lo público ya que ocuparon la calle buscando generar polémica, 
al tiempo que se destaca como algo novedoso su base social, con- 
formada por jóvenes de entre 16 a 30 años (Camezzana y Capasso, 
2022). Lo que estos buscan, de acuerdo con la investigación de las 
autoras, es la defensa de los valores republicanos y la lucha por la 
república y la libertad, hecha por medio también de otras actividades 
como conversatorios con referentes políticos y expertos en temá- 
ticas, así como pláticas de formación sobre historia argentina que 
muestran un revisionismo diferente al de los planes educativos ofi- 
ciales (Camezzana y Capasso, 2022), con los que buscan una mayor 
difusión de su ideología. Este caso, además de mostrar la ampliación 
de la base social y del repertorio de protesta, muestra su uso en un 
contexto no específicamente electoral, aunque sí de oposición. 

México es un país en el que también podemos encontrar este 
tipo de situaciones. Ejemplo de ello fue la marcha y ocupación del 
Zócalo de la Ciudad de México en septiembre del 2020, convocada 
por el Frente Nacional Anti AMLO (FRENA), movimiento que se 
denomina como 


ciudadano y pacífico, liderado por el empresario Pedro Luis Martín 
Bringas, y que busca la renuncia del actual presidente, López Obra- 
dor, por medio de herramientas jurídicas, de presión social y el uso 


de las redes sociales y los medios de comunicación (Forbes, 2020). 


Dicha agrupación se presenta como apartidista y enarbola consignas 
tales como “el derecho a la vida, la justicia, la igualdad, la libertad y 
la propiedad” (página FRENA), agrupando a empresarios y personas 
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de diferentes estratos sociales inconformes con el gobierno en turno. 
En dicha marcha, las consignas predominantes fueron “Es un error 
estar con Obrador”, “México nos necesita unidos” y “No al comunis- 
mo”, expresadas tanto por manifestantes a pie como en sus autos, y 
destacándose nuevamente la presencia de los símbolos patrios como 
la bandera nacional. Si bien la cantidad de personas movilizadas no 
fue de gran impacto, resultando en el establecimiento de un plantón 
“fantasma” (ya que se trataba en su mayoría de casas de campaña 
vacías), es claro el uso novedoso del repertorio de protesta por parte 
de un sector conservador que pugna por defender su visión de país. 

Por último, podemos mencionar el caso de Brasil, en donde apro- 
vechando el día de la independencia el entonces presidente, Jair Bol- 
sonaro, convocó a miles de brasileños el 7 de septiembre del 2021 
para salir a marchar en su apoyo, en el marco del conflicto con el 
Supremo Tribunal Federal, que abrió una serie de investigaciones en 
su contra (AFP, 2021). Su convocatoria fue ampliamente escuchada y 
llenó las calles de varias ciudades brasileñas en plena pandemia, “con 
el patriotismo (los manifestantes en su mayoría portaban camisetas 
verdeamarelas y banderas brasileñas) y la libertad como banderas” 
(Galarraga, 2021), y exclamando consignas como: “Nuestra bandera 
nunca será roja” (en alusión al color del Partido de los Trabajadores 
liderado por Lula), “El poder emana del pueblo”, “Brasil le dice no al 
comunismo” o “Bolsonaro es el mejor presidente de la historia de 
Brasil”. Aquí nuevamente se trata de un caso que hay que matizar ya 
que, si bien se muestra un apoyo popular masivo movilizado en el 
espacio público, se trata de un personaje abiertamente tradicional y 
conservador, por lo que podría debatirse qué tanto se trata de una 
nueva derecha o del retorno de la vieja con nuevas formas. Empero, 
la capacidad y cantidad movilizada de personas muestra un claro po- 
derío de convocatoria y el recurso a las masas para legitimar y defen- 
der un gobierno claramente conservador. 
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Tales son los casos que podemos mencionar y con los cuales que- 
remos mostrar el recurso a los métodos de la movilización y protesta 
social, así como la fuerte capacidad de convocatoria y movilización 
que poseen actualmente los grupos y movimientos conservadores, y 
no solo de las “nuevas derechas”, sino incluso de los sectores conser- 
vadores más tradicionales, sea que se encuentren en el poder o no. 
Ya que estos casos fueron solamente mencionados de manera breve, 
debido a la extensión de este trabajo y con miras principalmente a 
abrir el debate, se recomienda a quien lo desee retomar cada caso de 
manera más profunda para ubicar de mejor manera qué otros ele- 
mentos son apropiados y qué matices conlleva cada uno de ellos, y 
así ver hasta dónde este hecho se vuelve considerable y en qué grado 
dentro de las luchas políticas y sociales de los sectores dominantes, 
tradicionales y conservadores. 


Conclusión 


En los últimos años hemos vivido en América Latina una serie de 
“virajes” políticos que nos han llevado de la izquierda a la derecha 
y de regreso. Esto ha supuesto cambios importantes en cuanto a la 
conformación y proceder de las distintas fuerzas que disputan el po- 
der en los países latinoamericanos. Las “nuevas derechas” son un 
claro ejemplo de esto, al apropiarse de formas de lucha popular y 
discursos progresistas y democráticos, entendiendo que si quieren 
seguir compitiendo en el espectro político de manera importante, es 
necesaria una “actualización” (aunque solo sea en apariencia, en dis- 
curso) de sus viejas formas, buscando hacerse más presentes y que 
su ideología “eche raíz” en las consciencias de las masas. Y es través 
de la movilización y la protesta que estos sectores tratan de “mostrar 
otra cara”, una más inclusiva y progresista, de lucha y resistencia tam- 
bién contra “el enemigo”, los gobiernos y sectores progresistas, que 


84 Diego Ernesto Soto Pereira 


sin embargo no resulta más que otra máscara que cubre su verdade- 
ro rostro, sus verdaderas intenciones y procederes. 

Aquí, quisiera hacer hincapié en lo mencionado anteriormente 
en cuanto a que, ciertamente, la apropiación de la movilización social 
y su repertorio de protesta y lucha es una característica que compar- 
ten la casi totalidad de estos movimientos de las “nuevas derechas”, 
pero no por ello dejan de ser considerados por movimientos con- 
servadores más tradicionales, como en el caso de la convocatoria de 
Bolsonaro en Brasil, los cuales también están comenzando a ver su 
utilidad. Nuevamente abro la pregunta: ¿Cuándo se trata de la apa- 
rición de estas “nuevas derechas” y cuándo una continuación de las 
“derechas tradicionales” con nuevas formas de disputa por el poder? 
Por ello, insisto en que cada caso debe ser estudiado en su especi- 
ficidad, es decir, se debe profundizar en las fuerzas que conforman 
los movimientos sociales conservadores de acuerdo a su contexto 
particular, así como su ideología y discursos, y de ahí observar la ma- 
nera en la que se sirven del repertorio de protesta y movilización, 
seleccionando una de estas vías. Lo cierto es que hoy en día la de- 
recha se encuentra cada vez más presente en las calles de las ciuda- 
des latinoamericanas, tal vez no de manera tan numerosa aún, pero 
comenzando a disputárselas a otros movimientos y, especialmente, 
a los progresistas. Si bien no han logrado conformar movimientos 
fuertes, no por eso deben dejar de ser considerados en la disputa 
política pero también en el análisis académico. Lo que estamos pre- 
senciando es una toma de consciencia por parte de otras fuerzas, que 
no son necesariamente progresistas o abiertamente conservadoras, 
de la necesidad de seguir otra estrategia que les permita mantenerse 
en el juego, en la disputa entre las múltiples fuerzas sociales. 
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Batalla por el neoliberalismo 


La derecha chilena frente 
al proyecto reconstituyente 


ANDRÉS ALCALÁ RODRÍGUEZ 


Introducción 


A partir del estallido de octubre de 2019, en Chile se han vivido in- 
tensos momentos políticos y sociales derivados del fervor de con- 
cluir por fin el periodo de transformación que la idea de una nueva 
Constitución representa para el pueblo. Desde el sector más institu- 
cionalizado de la política, el tema también ha tenido un auge impor- 
tante. En el 2020, la pandemia y el plebiscito constitucional fueron 
los temas más discutidos en la escena política, cortándose únicamen- 
te este intervalo por breves espacios de tiempo para tratar la desapro- 
bación de los funcionarios de turno (Meléndez et al., 2021). 

Con el proyecto reconstituyente del país, está en juego un pro- 
yecto social, económico y político producto del pinochetismo, frente 
a un probable cambio decisivo producto de los movimientos sociales 
que han incidido en la refundación por vía constituyente. Lo ante- 
rior, no obstante, va más allá de los análisis de izquierda y derecha, 
puesto que el estado de cosas actuales en Chile supera este esque- 
ma. La realidad es que al interior de la política existen facciones en 
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cuanto a los diferentes grupos políticos y sus ideales en cuanto al 
proyecto de reforma constitucional. Sin embargo, consideramos que 
vale la pena el ejercicio y, por tanto, el presente capítulo tiene por 
objetivo plantear un análisis general de las derechas en el plano po- 
lítico chileno de cara al —probable— inminente proceso de reforma 
constitucional en Chile. 

Para lo anterior, el presente artículo está dividido en tres seccio- 
nes, necesarias para plantear el contexto actual del proyecto reconsti- 
tuyente chileno. Previo a exponer particularmente, se advierte que la 
lógica de análisis pone la mirada en los movimientos sociales como 
motor de cambio e impulso de los procesos constituyentes latinoa- 
mericanos actuales. Así, si bien la dinámica de la política institucional 
es relevante en el contexto actual, tiene un mayor peso el prolongado 
camino que han seguido los movimientos sociales. De esta mane- 
ra, en primer lugar, se aborda el proceso de-constituyente como un 
proceso necesario para justificar el cambio constitucional. Se hace 
énfasis en los aspectos generales que han justificado el cambio de 
proyecto y se analiza el impacto que la derecha ha realizado frente 
a este proceso. Luego, el segundo de los apartados crucialmente ex- 
plica el marco analítico respecto al proceso de formación de poder 
constituyente, en el que, se insiste, se hace énfasis en el contexto 
chileno actual y la incidencia de los movimientos sociales en el pro- 
ceso constituyente. Finalmente, el tercer apartado hace un recorrido 
por el plano ideológico de la derecha actual en Chile para destacar la 
posición que ha tenido frente a este proyecto. 


Proceso de-constituyente actual 


Si bien la crisis social posterior al estallido de octubre de 2019 in- 
crementó las posibilidades de cambio constitucional en Chile, o al 
menos incentivó una profunda reforma sobre las bases del Estado, 
justificada en mayor medida por la superación de la resaca de 
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—otras— antiguas crisis legal, institucional, socioideológica y mayor- 
mente económica, heredadas del pinochetismo (Salazar, 2011), lo 
cierto es que la idea y propuestas tienen una gestación anterior. Ya en 
marzo de 2018, a seis días de concluir el segundo periodo de manda- 
to presidencial, la entonces presidenta Michelle Bachelet Jeria envió 
un mensaje al Senado (N.2 407-365) con una propuesta de reforma 
en el que explicaba y justificaba políticamente los motivos esenciales 
para transformar el país a través de un nuevo texto constitucional 
(Proyecto de reforma constitucional, iniciado en mensaje de S.E. la 
Presidenta de la República, para modificar la Constitución Política de 
la República, 2018). 

Ya en 2016, los motivos expuestos por el comunicado de Bachelet 
al Senado implican una justificación importante sobre la necesidad 
de un nuevo texto constitucional y que en este siglo impera para el 
Estado chileno. Dentro de estas expresiones, expone que la Constitu- 
ción satisface la necesidad de resolver las crisis sociales, pero además 
una necesidad política. La justificación, por tanto, es tanto social y 
popular como política y económica. Sin embargo, de frente a estas 
necesidades, la oposición consideró al proyecto como una treta de 
Nueva Mayoría —la coalición que llevó a Bachelet al poder en 2013-, 
pues claramente el proyecto representa una oposición ideológica al 
proyecto de derecha y sus míticos argumentos en contra de las ma- 
sas y las colectividades (Landa, 2010). 

Con relación al poder constituyente, del comunicado expues- 
to por Bachelet, se desprenden características que a este juicio son 
trascedentes para una política transformadora de cara al contexto 
institucional que pesa sobre el proyecto de rehacer el texto. Esta 
comprensión del poder constituyente abre nuevas posibilidades para 
entenderlo a partir del actual Estado latinoamericano. Entre otras co- 
sas, propone que la visión del Estado democrático con relación al po- 
der constituyente es la de un conductor de acuerdos, un facilitador 
de la democracia plural y en beneficio de todos, así como un garante 
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de la legitimación del proyecto de reformulación y de la transforma- 
ción implicada en la nueva estructura (Proyecto de reforma constitu- 
cional, iniciado en mensaje de S.E. la Presidenta de la República, para 
modificar la Constitución Política de la República, 2018). 

Es importante detenerse un poco en este contexto, puesto que el 
proceso iniciado por Bachelet, aunque no culminó con el éxito con 
el que fue planificado, importa una veta importante y trascenden- 
tal para los poderes constituyentes regionales actuales, como antes 
no se había logrado. Para el año en que la Constitución chilena fue 
puesta sobre la mesa y se comenzaron a elaborar políticas para im- 
plementar las actividades de la deliberación, en América Latina ya se 
habían logrado procesos constituyentes ejemplares para el momen- 
to.Los procesos de Bolivia (2006-2009), el de Ecuador (2008-2008) 
y Venezuela (1999) de la primera década de este siglo dan cuenta de 
la importancia que el proceso tiene para la recuperación social y po- 
lítica de los contextos latinoamericanos. Sin embargo, el caso chileno 
destaca de los anteriores por las condiciones en que ha podido ser 
logrado y, en ese sentido, expondremos las implicaciones políticas 
que el proceso significó para este contexto. No obstante, hay que de- 
cir que el proceso iniciado y concluido por Bachelet fue importante 
en muchos sentidos, uno de los cuales implicó que se ampliara la 
visión dogmática que se ha tenido sobre los procesos constituyentes 
y sobre la participación tanto de la ciudadanía como del Estado. 

Lo anterior supone, por tanto, que el Estado chileno tendría una 
visión ampliada sobre el poder constituyente, pero, sobre todo, sig- 
nificará una reestructura en términos dogmáticos de la relación po- 
lítica que el Estado constitucional ha tenido respecto a los poderes 
constituyentes. Preferir una vía de ciudadanía activa y participativa 
por encima de vías pasivas e institucionales no es política menor 
cuando el Estado democrático constitucionalmente sostenido es el 
que promueve el cambio de Constitución con la participación de la 
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ciudadanía y la transformación del Estado en beneficio del reconoci- 
miento de las minorías culturales. 

De acuerdo con el mensaje que la entonces presidenta de la Re- 
pública envió al Senado, el trabajo que la propuesta de Constitución 
tiene de fondo está sostenido en una premisa epistemológica trans- 
formadora; esto es, pensar a la Constitución menos como documen- 
to normativo y más como como documento cultural, deliberado 
colectivamente. El resultado es un documento que, por excelencia, 
tiene capacidad de recoger aspiraciones sociales y proyectos políticos 
de la masa. Lo anterior, con la mediación del Estado constitucional 
democrático, implica que se piense en la mutación del Estado más 
próxima a lo que el Estado será en las próximas generaciones (Jordán 
Díaz y Figueroa Rubio, 2017). En ese orden de ideas, el proyecto fue 
elaborado con una política pública sólida en la que se diseñó me- 
todológicamente su implementación a través de fases y plebiscitos 
(Jordán et al., 2016). 

Luego, frente al resto de los actores políticos y los costos que el 
proyecto genera para su estructura ideológica, se dejó de lado su im- 
plementación y prácticamente fue congelado por poco más de dos 
años. Así, el proyecto masticado durante el primer periodo de Ba- 
chelet y digerido durante el segundo tuvo implicaciones importan- 
tes para la oposición. De frente, con una postura escéptica sobre la 
deliberación de masas, la derecha se preocupó más por el contenido 
estratégico que el nuevo texto significaría para la vida política del país 
y la izquierda. La cobertura de la prensa con línea editorial tradicio- 
nalmente liberal como El Mercurio (de Grupo Mercurio) y La Tercera 
(de Grupo Copesa)' abordaron el lanzamiento de la Constitución 


1 Que resultan ser los dos grupos de medios de comunicación más grandes del mer- 
cado de medios, acaparando un amplio espectro de audiencia, tanto históricamente 
—por la trayectoria que ha tenido el diario El Mercurio dentro del país— como por la 
potencia de la difusión de sus contenidos casi monopólica sobre los temas de tras- 
cendencia nacional. 
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con argumentos ideológicos contradictorios. Se presentó a la Consti- 
tución como un capricho de la izquierda (Jara y Ayala, 2018) impues- 
ta a seis días de terminar el mandato (Arellano y Basoalto, 2018; Soto 
y Franco, 2018) y no producto de un cuidadoso programa popular 
con implementación y ejecución bien definidas. Además, a pesar de 
reconocer una amplia participación popular, a la temática se le im- 
prime un cierto aire de desaliento a considerar que la preferencia de 
las masas es la de las instituciones tradicionales; mismo argumento 
que refuerza la justificación del estado actual de cosas en el tema 
institucional (Escudero, 2018). 

Si hablamos de trayectoria constitucional en Chile, debe pensarse 
en una historia trágica. Si es verdad que la historia ocurre dos veces, 
la primera como tragedia y la segunda como gran farsa —de acuer- 
do con la profética frase de Marx en el Dieciocho brumario de Luis 
Bonaparte—, la primera gran tragedia en la historia del poder consti- 
tuyente chileno fue la denominada Asamblea Constituyente de Asa- 
lariados e Intelectuales, que reuniera por convocatoria presidencial 
Arturo Alessandri Palma, “El Paleta”— a una gran masa de movili- 
zaciones populares al interior del Teatro Municipal de Santiago de 
Chile los primeros días de marzo de 1925 con el objetivo de que 
redactasen una constitución. El resultado fue un documento trans- 
formador con amplias bases populares, pero que después fue rem- 
plazado por uno que sí se adaptaba al proyecto político del gobierno 
en turno (Ayala Cordero, 2020; Salazar, 2009). De igual manera, el 
proyecto de Bachelet permaneció congelado hasta que el calor de los 
movimientos lo trajo nuevamente a escena; una vez que el estallido 
del 18 de octubre de 2019 cuestionare con fuertes movilizaciones al 
gobierno de turno del entonces Sebastián Piñera Echenique, en su 
segundo periodo, después de Bachelet. 

En esta ocasión, la entonces oposición, ahora en la presidencia, 
reabre la posibilidad de hacer una modificación al texto, pero esta 
vez, al vapor, presionada por la agitación social del momento, pero 
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desestimando el trabajo de fondo del proyecto de reforma de la 
anterior presidenta. Los actores que ocurrieron a los movimientos 
sociales representaron diversos intereses que expresarían en sus es- 
pacios particulares las necesidades de reforma que habían quedado 
a la intemperie con el desechamiento del anterior proyecto. Durante 
el estallido, se registraron una serie importante de grandes moviliza- 
ciones en torno a la idea de implementar una nueva Constitución 
con el propósito de alentar una transformación. Así, por ejemplo, 
solamente en el área metropolitana de Santiago se registró una am- 
plia participación de la ciudadanía organizada en cabildos y en otras 
formas de repertorio de protestas.? Como resultado, se recogió un 
amplio diálogo respecto de lo que mediante deliberaciones autoges- 
tionadas y autoconvocadas las diversas ciudadanías esperaban de una 
constitución transformadora. De acuerdo con la escala clasificatoria 
del Índice de Socio Materialidad Territorial (ISMT) desarrollado por 
la Universidad Católica de Chile (Del Romero Renau y Puig Vázquez, 
2021), las actividades de mayor intensidad de participación se dieron 
en zonas del área metropolitana en las que las clases sociales loca- 
lizadas en los deciles intermedios tienen una amplia presencia. De 
acuerdo con este mismo índice, en los lugares en los que el ingreso 
económico tiene menos presencia, no se registraron eventos de mo- 
vilización con la intensidad en la que se registraron en dichos barrios. 

Estos hechos nos demuestran que, contrario al tratamiento es- 
céptico que se ha dado al replanteamiento de un nuevo texto 
constitucional, así como de la formación de un poder constituyen- 
te, pensándose como un artificio de la izquierda en el poder o, asi- 
mismo, en el acuerdo realizado por los partidos políticos junto con 
el gobierno de turno,* en realidad, la propuesta está sostenida en 


2 Como actos culturales y mesas de trabajo autoconvocados por los barrios y los veci- 
nos comunales. 

3 Acuerdo por la Paz Social y la Nueva Constitución del 15 de noviembre de 2019, sig- 
nado entre diversos partidos políticos junto a representantes del gobierno (Acuerdo 
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una instancia cultural más profunda, que proviene de una iniciativa 
ciudadana. Si bien esta idea puede tener un inicio sólido en las bases 
sentadas por el gobierno de Michelle Bachelet (que quedó incon- 
cluso),* las organizaciones ciudadanas al interior de las ciudades, la 
resignificación del espacio urbano, así como la incidencia de los mo- 
vimientos sociales de larga data (entre los que se pueden nombrar 
el movimiento mapuche, el estudiantil, el de pobladores y el de mu- 
jeres) son indicadores que expresan la necesidad ciudadana de una 
nueva Constitución (Cfr. Salazar, 2011). 

Así entonces, llegamos a un punto en el que es importante men- 
cionar el interés que han tenido los diversos movimientos sociales en 
el proceso reconstituyente. Una vez que estos salen a la calle y son 
secundados por amplias masas de manifestantes, mismo fenómeno 
que se ha sido bautizado como gran estallido, el gobierno de turno 
resolvió una de las iniciativas presentadas por Bachelet en el gobierno 
anterior. Se trataba de la reforma al Capítulo XV de la Constitución, 
que marcaba el procedimiento de reforma y revisión constitucional 
(ley 21.200, 2019). Con esta reforma esencial, que en pocas palabras 
es una cláusula de modificación del rígido texto constitucional here- 
dado de la Junta Militar (Correa Sutil, 2015), el gobierno de Piñera 
Echenique inicia formalmente —y bajo presión de las movilizacio- 
nes sociales— el proceso de formación de una asamblea constitu- 
yente. En sentido dogmático, la reforma implica el inicio del proceso 
de-constituyente (Pisarello, 2014). Sin embargo, este proceso no se- 
ría marcado por el trabajo previo que había elaborado el gobierno 
anterior, sino que, como informó El Mercurio, dicho proyecto cons- 
titucional de Bachelet sería únicamente un referente, “un insumo” 
(Soto y Aninat, 2019) para escribir el nuevo texto constitucional, que 


Por La Paz Social y La Nueva Constitución, 2019). 

4  Lalista de materiales, así como los archivos de la lista y los informes de dicho proceso 
constituyente anterior pueden ser consultados en la página web de la Facultad de 
Gobierno de la Universidad de Chile (Escudero, 2019). 
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anunciaron sería decidido por un cuerpo legislativo —constituyen- 
te— elegido por la ciudadanía. Este referente es de suma importancia 
puesto que queda a discusión el papel del Estado respecto al poder 
constituyente, incluso cuando este es iniciado por el mismo. 

Es importante señalar que este proceso de-constituyente está in- 
serto en un contexto de países democráticos latinoamericanos que 
han erigido una nueva forma de crear constituciones; es decir que 
Chile no representa un caso aislado, sino que está inscrito en un 
fenómeno regional en el que diversos actores movilizados han pro- 
puesto la creación de nuevas constituciones. La motivación esencial 
de estos movimientos sociales para reformar o crear de cero un pro- 
yecto constituyente implica la superación del modelo de vida actual 
que registra una crisis sistemática vivida por la ciudadanía en múlti- 
ples escalas y que, de acuerdo con las teorías de los movimientos so- 
ciales, estas pueden ser leídas como agravios (Almeida, 2020). Estos 
agravios estallan desde las manifestaciones sociales con el objetivo 
de generar un cambio social; y aunque pueden generar nuevas crisis, 
su objetivo central es el de traspasar las crisis originales (respecto de 
la totalidad). En ese sentido, es importante destacar que, como parte 
de las estrategias del repertorio de resistencias sociales que fueron 
destapadas a partir del gran estallido, se registraron cabildos abiertos, 
asambleas populares, tomas pacíficas de escuelas y creación de cír- 
culos deliberativos, entre otras (Del Romero Renau y Puig Vázquez, 
2021). 

En este sentido, dentro del contexto chileno antes dicho, uno de 
los factores más nombrados por las diferentes testimoniales y ar- 
tículos, a primera vista tiene que ver con la crisis del modelo neo- 
liberal del que Latinoamérica ha padecido los peores estragos. En 
dicho modelo, el marco jurídico ha jugado un importante papel para 
su implementación, siendo Chile un campo de prueba para estas 
reformas estructurales y transformación del Estado, luego del coup 
d'état de 1973. En aquel momento trascendental, la transformación 
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económica del Estado fue un caldo de cultivo perfecto para dar paso 
a la vida privatizadora de la mayoría de las industrias y sectores eco- 
nómicos. El Estado ve, entonces, la formación de Grandes Grupos 
Empresariales (GGE), desapareciendo las empresas estatales que ha- 
bían sido creadas bajo el modelo de Industrialización por Sustitución 
de Importaciones (151). 

Tras dos décadas de este lesivo modelo, en el Chile de la década 
de los noventa los GGE representaron la mayor parte del Producto 
Interno Bruto (PIB), aun y cuando se implementaron reformas es- 
tructurales que desincentivaran la economía local para expandir el 
patrón de competencia hacia el exterior, recibiendo amplios bene- 
ficios par parte del Estado para captar privatizaciones de empresas 
(previamente creadas bajo la Corporación de Fomento de la Produc- 
ción “CORFO-), así como subsidios fiscales, entre otros (Garrido y 
Peres, 1998). Cabe destacar también que estos GGE controlan, hoy 
aún, sectores estratégicos del mercado de bienes básicos (Castillo y 
Álvarez, 1998) y además algunos de ellos disputan luchas con otros 
movimientos sociales -como el caso de los grupos Angelini y Matte— 
que hoy disputan territorios robados para su explotación contra el 
pueblo mapuche (Medrano, 2014). 

En este sentido, los diversos movimientos referidos pelean por 
des-constitucionalizarse del texto vigente como manera de solventar 
una de las crisis que atienden de forma primordial desde sus espa- 
cios de lucha y resistencia. De los movimientos nombrados, además 
del mapuche, están presentes en esta resistencia el movimiento estu- 
diantil y de pobladores. En estos movimientos, los frentes principales 
atienden también (simplificando riesgosamente sus consignas) a im- 
pulsos por desmontar el modelo neoliberal imperante. Los primeros 
desde la más importante de sus consignas, la de hacer el derecho a la 
educación un derecho humano no privatizable, y los segundos de la 
lucha por el derecho a la vivienda digna, que no sea un motín para 
los grupos desarrolladores de vivienda (Del Romero Renau y Puig 
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Vázquez, 2021). Aunado a esto, hoy Chile es un país dependiente 
de sus exportaciones tradicionales y de las exportaciones agrícolas 
no tradicionales; situación que ha propiciado la conformación de 
nuevas clases burguesas alrededor de la comercialización de la fruta 
fresca y las exportaciones vinícolas; todo ello, por medio de la pau- 
perización generalizada de los trabajadores agrícolas, quienes mayo- 
ritariamente son mujeres. Además, los principales capitales de estas 
corporaciones empresariales alrededor de las exportaciones agrícolas 
son de origen extranjero (Robinson, 2015), situación que ha profun- 
dizado el modelo económico basado en estructuras en disputa y los 
proyectos de despojo (Bravo Espinoza, 2019). 

Bajo este perspectiva, nos acercamos a la comprensión del pano- 
rama constituyente como un fenómeno de crisis multifactorial, pero 
que, en este espacio, referiré como una crisis genérica de derechos 
humanos. Lo primero que quiero aclarar es que los derechos huma- 
nos no pueden entenderse únicamente desde sus expresiones nor- 
mativas escritas, sino que tienen un fundamento más profundo. Para 
los objetivos de este texto, entiendo que las amplias manifestaciones 
sociales, incluso las agendas políticas cruzadas —en el sentido más 
clásico de izquierda y derecha, si se quiere—, configuran una necesi- 
dad latente, que es la de un Estado que en América Latina garantice 
y amplie el catálogo de derechos humanos de quienes padecen los 
estragos de estos sistemas económicos, a la vez que signifique una 
apertura para la transformación de las formas en las que el Estado 
ha reproducido y ha participado en la reproducción ampliada de los 
capitales opresores. Por lo tanto, destaco también que uno de los 
motivos centrales por los que el proyecto de constitución está en 
disputa política, en la América Latina del siglo XXI, tiene que ver con 
el alcance y garantía de los derechos humanos dentro de las prio- 
ridades estatales y el nuevo significado que deben adquirir a partir 
de que la sociedad impulsa su reconocimiento desde los movimien- 
tos sociales. Si se observa detenidamente, la visión de los derechos 
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humanos en los proyectos de izquierda y derecha —al menos en el 
plano ideológico— marcan diferencias notables; mismas que, a su 
vez, inciden directamente en el modelo económico y en el proyecto 
cultural hegemónico. 

Por ahora, detendré esta idea hasta donde se ha delineado, sin 
embargo, con la promesa de retomarla en el apartado subsecuente. 
Aun así, considero importante establecer que algunos autores han 
sostenido la idea que el contexto de reformas constituyentes, tam- 
bién denominado como “Tercera ola de constitucionalismo latinoa- 
mericana” (Gargarella, 2015; Medici, 2016), es un proceso que tiene 
una evolución marcada por el Estado social europeo (Viciano Pastor 
y Martínez Dalmau, 2021). En otras palabras, el proceso de consti- 
tucionalismo transformador actual en América Latina significa que 
hemos “llegado tarde” a la realización de formas de Estado probadas 
en otros contextos; distinguiéndose este proceso latinoamericano 
por el auge de políticas de Estado social bajo el formato de derechos 
humanos. La afirmación anterior se aceptaría, de no ser porque en 
el presente caso los derechos humanos son el motor fundamental 
de las nuevas constituciones. Estos derechos se han expresado en 
demandas sociales con denominaciones diversas, pero al final son un 
reclamo de estos. 

Por tanto, las crisis de las que se han hablado aquí inciden direc- 
tamente en la concepción y fundamentación de los derechos huma- 
nos, porque se tratan de mecanismos que permiten la vida digna, 
más allá de los esfuerzos estatales por concentrarla en el consumo 
y en la fabricación de clases medias artificiales (Therborn, 2013). En 
el contexto latinoamericano actual, gracias al impulso de los movi- 
mientos sociales, los derechos humanos comienzan a ser un para- 
digma desde el cual pensar la alternativa deseable. De esta forma, 
el proceso chileno representa una alternativa política al modelo de 
Estado que hasta entonces había operado en Latinoamérica junto 
con sus relaciones sociales de producción y reproducción, así como 
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el patrón de acumulación neocapitalista, y cuyo paso es marcado a 
partir de la agenda de los movimientos sociales. 

La actual ola de constituciones en la región implicó, en lo polí- 
tico, un experimento basado en la transformación profunda de sus 
instituciones públicas y en lo social, el cambio de las dinámicas y la 
forma de resistir y hacer frente a los embates del sistema, con oca- 
sión del neoliberalismo. Durante estos periodos, en el plano jurídi- 
co, el constitucionalismo latinoamericano se transformó en una de 
las cláusulas del pacto entre las clases dominantes con la burguesía 
extranjera y local, beneficiarias de las relaciones del patrón de ga- 
nancia-acumulación producto de los mercados neoliberales (Marini, 
2014); mismo al que hoy se propone dar un giro desde los proyectos 
constitucionales en los que han intervenido otros actores más allá de 
los interlocutores oficialistas. 

Para los diferentes casos latinoamericanos, la acción de los mo- 
vimientos sociales fue decisiva para posicionar la demanda de de- 
rechos desde un nuevo texto constitucional. Así como ocurrió en 
Bolivia, en el que el movimiento por un derecho específico fue co- 
brando cada vez más fuerza y fue posicionándose hasta el punto en 
que un nuevo texto constitucional fue necesario para repensar las re- 
laciones de Estado existentes (Correas y Sandoval Cervantes, 2015), 
lo que ha traído a colación pensar al poder constituyente desde estos 
nuevos procesos de transformación latinoamericanos. 

Por encima de la desconfianza que la derecha histórica o tradicio- 
nal ha tenido de las masas, en América Latina interactúan y partici- 
pan una multiplicidad de actores de la sociedad civil y la ciudadanía 
activa para proponer soluciones a una serie de conflictos sociales 
complejos y, por lo tanto, inciden en este aspecto actores sociales 
diversos, así como interacciones sociales de distinto sentido explicati- 
vo, como partidos políticos, líderes y lideresas de movimientos cam- 
pesinos, personas de la sociedad civil organizada, personas y sujetos 
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de derecho público internacional, así como la correlación de fuerzas 
de cada país con presencia específica en los debates. 


El proceso constituyente 


Antes de comenzar con la exposición del caso particular, es conve- 
niente señalar lo que se entiende por poder constituyente y, por tan- 
to, el lugar en el que se enmarca este proceso dentro del contexto 
latinoamericano actual. Dentro de la dogmática jurídica, es un tema 
poco abordado, incluso tratado de forma somera. Los motivos de lo 
anterior tienen que ver con la lógica bajo la que se ha visto al texto 
constitucional; es decir, atribuyo estas condiciones en el estado del 
arte a un problema epistemológico. Sobre ello, no es importante de- 
tenerse en este aspecto, sino que conviene más que nada aclarar que, 
antes que otra cosa, la facultad de un pueblo de darse una constitu- 
ción es un derecho humano (Alcalá Rodríguez, 2022). Esta visión 
es incompatible e incluso contraria a lo que se ha sostenido desde 
la dogmática jurídica. El abordaje ha sido más bien el de entenderle 
como una fase prejurídica de la constituyente. Por lo tanto, el poder 
constituyente ha sido una figura que en las constituciones modernas 
(que han adoptado el régimen de constituciones normativas), sobre 
todo a partir del siglo XX, se describe como un poder limitado a una 
determinada subjetividad (y preferentemente abstraída), con carác- 
ter temporal y finito y además sujeto a un poder vertical dominador 
y determinante de las relaciones jurídicas (Alcalá Rodríguez y Rosillo, 
2020). De esta manera, se piensa al poder constituyente desde la 
tradición francesa e inglesa del pacto social como la concertación de 
las fuerzas sociales posteriores al estado de naturaleza (Jaume, 2007). 

El conflicto con lo anterior implica que el poder constituyente ha 
sido utilizado como un concepto ideologizado y, por tanto, encubri- 
dor de realidades que son injustas. Así pues, bajo la óptica del contra- 
to primigenio u originario, así como la subrepticia idea del contrato 


100 Andrés Alcalá Rodríguez 


social, se han encubierto sujetos y realidades concretas en los países 
latinoamericanos (Alcalá Rodríguez y Rosillo, 2020). Bajo esta óptica, 
el poder constituyente esta diferenciado de lo que la dogmática jurídi- 
ca del Estado liberal ha clasificado como poderes constituidos, donde 
el primero tiene las limitaciones anotadas arriba con motivo de de- 
legar las funciones al aparato estatal de gobierno y administración, 
conformando a los poderes constituidos que operacionalizan al po- 
der del Estado en la clásica división de poderes, máximo exponente 
de la lucha de clases en el Estado liberal (Gramsci, 1975). 

Particularizando en la región latinoamericana de finales del si- 
glo XX, una nueva corriente de constitucionalismo se ha configurado 
desde las constituciones de Colombia (1991), Argentina (1994), Ve- 
nezuela (1999), Ecuador (2008), Bolivia (2009). En este constitucio- 
nalismo regional se han integrado miradas sobre la democratización 
y transformación de los Estados, dando incluso un carácter emanci- 
pador del pueblo (Medici, 2016), mientras que, en otro sentido, la 
literatura ha establecido que este fenómeno, más que una transfor- 
mación social, representa una continuación de las formas constitu- 
cionales tradicionales (Gargarella, 2015). 

A la luz de estos debates, el eco de la discusión se ha centrado en 
el estudio de los textos y de sus efectos jurídicos. Sin embargo, tras 
lo acontecido en las experiencias regionales recientes, hoy más que 
nunca conviene preguntarse por el sentido de los poderes constitu- 
yentes dentro del periodo de crisis de neoliberalismo descrito. De 
la misma manera, como ha sido enfatizado por Negri (2015), debe 
pensarse si el poder constituyente hoy en Latinoamérica representa 
el paso a la emancipación social y, en segundo lugar, quién es el suje- 
to decisivamente operador de este acontecimiento. 

La experiencia de los poderes constituyentes latinoamericanos 
recientes demuestra que los sujetos del poder constituyente son 
los movimientos sociales y las sociedades civiles organizadas. Su ac- 
ción constituyente o su potencia es su propia ontología, fruto de la 
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experiencia interpelativa. Han aprendido esto como una de las for- 
mas en las que pueden hacer posibles las demandas y la participa- 
ción en el espacio público, utilizando para ello un mecanismo simple 
(al menos teóricamente): tomándolo. Así, por ejemplo, durante las 
manifestaciones que tuvieron lugar durante el estallido de 2019 en 
Chile, los barrios y comunas de la capital Santiago resignificaron los 
espacios cotidianos de la ciudad, recuperándolos y reorientándolos 
para la organización política; lo que contribuyó a diversificar el reper- 
torio de lugares que usualmente ven la concurrencia de las protes- 
tas y manifestaciones (como la Alameda, la Plaza Italia —rebautizada 
“Plaza de la Dignidad”-—, etc.) por nuevos espacios para la discusión 
y la discusión políticas (Del Romero Renau y Puig Vázquez, 2021). 
Como bien señala Negri,* los poderes constituyentes en Améri- 
ca Latina no son aquellos de las clásicas constituciones, en ningún 
sentido; pues han variado las categorías clásicas que se elegían para 
constituir el relato. Han reemplazado esto por el espíritu de transfor- 
mación, regresando el tema político a la dimensión social, mitigando 
la enorme deuda al pluralismo fruto de las abstracciones constitu- 
yentes anteriores. Por lo anterior, el tema está inserto en una escisión 
teórica con el modelo clásico de estudio de los poderes constitu- 
yentes en la teoría y formas (dogmáticas) aportados hasta ahora en 
el páramo latinoamericano. Esta necesidad atiende a la trama de la 
crisis y a la necesidad de mirar a los sujetos que se vinculan entre sí 
para transformar su regulación social establecida. Por tanto, se parte 
de que existe una ruptura epistemológica sobre el poder constitu- 
yente causada por el enfoque en la observación del problema. Con- 
sideramos que debe observarse, primero, a los movimientos sociales, 
vinculando después a los textos y su producción transformadora. La 
problemática teórica consiste en que la acción de la transformación 
de un pueblo no puede observarse desde el estudio dogmático de los 


5 Enel prefacio a la nueva edición en español (2015) de El poder constituyente. 
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textos. La transformación de los pueblos es un ente vivo que debe 
observarse de lleno en la propia acción popular, es decir, en la lucha 
de clases. 

Ante esta problemática y en el contexto actual de Chile, la Cons- 
titución continúa en el largo proceso de deliberación y, por tanto, 
considero que, como parte de los procesos constitucionales recientes 
en la región, la mirada debe ponerse, ya no en la promulgación de la 
asamblea o el levantamiento de las mesas de trabajo constituyentes 
(aunque en ellas exista la disputa constante por el contenido especí- 
fico de cada derecho particular), sino en los movimientos específicos 
en contexto de crisis. 

En Chile, el proyecto constitucional aún contingente ha sido mar- 
cado los movimientos y se ha planteado desde hace casi dos décadas 
luego de la llamada vuelta a la democracia. Entre 1990 y la actuali- 
dad, ha habido cinco gobiernos de centro izquierda y dos reformas 
constitucionales sustantivas (1989 y 2005), pero la redacción de una 
nueva constitución se ha podido discutir únicamente luego de que 
“ganara” el “No” en 1988 y salieran los militares del gobierno; y 
posteriormente una vez que se dio el estallido durante el gobierno 
de Piñera Echenique en 2019. Desde este punto de vista, la reforma 
constitucional en Chile no tendría mucho sentido de análisis más 
allá de logicismos jurídico-dogmáticos y su contrastación con las 
tendencias europeas sobre constituciones. Sin embargo, durante to- 
dos esos años el ideario colectivo de dar la vuelta a la dictadura ha 
significado también la transformación constitucional desde lo popu- 
lar y desde las movilizaciones; puesto que estos no se han detenido y 
la sociedad jamás permaneció estática. El viejo dicho chileno de ser la 
sociedad del orden es más un ideario de la derecha en el poder que 
una descripción de la realidad. 
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La derecha chilena frente al constituyente 


Definir a la derecha es una de las tareas más complejas para el análi- 
sis político, y en el caso de Chile, la tarea no resulta menos sinuosa; 
sin embargo, cuando se observa a los actores políticos frente a frente 
y a partir de un tema concreto, los matices pueden discernirse con 
mayor habilidad. En el caso que analizamos, la posición concreta que 
un actor tiene frente al poder constituyente puede ayudarnos a ela- 
borar las diferencias que posicionen a un actor frente a otro y, para 
ello, consideramos que es importante resaltar una de las definiciones 
que Enzo Traverso (2021) ha resaltado para asemejar a las derechas 
a los fascismos europeos del siglo XX. La comparación puede ser fútil 
cuando se la observa en términos históricos, más no en términos 
pragmáticos. 

Este autor refiere que la derecha, hoy, en América Latina, tiene 
un auge ideológico producto del neoliberalismo y que ha ido acre- 
centándose, de la misma manera que en la Europa del siglo XX los 
discursos fascistas fueron ganando adeptos. Las maneras y las en- 
crucijadas de cada uno de los momentos que se comparan resul- 
tan de diferencias irreconciliables salvo en el aspecto de que ambos 
proyectos se centraban ideológicamente en mantener una hegemo- 
nía cultural que propugnara por la regresión de derechos (Traverso, 
2021). En ese sentido, la clasificación de la derecha actual y lo que se 
ha bautizado como “nueva derecha” es en realidad —en palabras de 
Traverso— un posfascismo, basado preponderantemente en el neoli- 
beralismo acelerado, tanto cultural como económicamente. 

Esta posición ideológica de frente al proyecto constituyente im- 
plica una regresión de derechos y la “batalla cultural” por el control 
hegemónico ideológico del discurso que implícitamente se distri- 
buye a partir de la regresión de derechos. Ahora bien, como antes 
referí regresar al punto sobre los derechos humanos, lo hago en 
este apartado para mencionar que en cuanto a la refundación de la 
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Constitución por vía deliberativa, los derechos humanos representan 
un pilar esencial sobre el que se erige el proyecto. En ese sentido, la 
tarea de distinguir una posición de derecha frente a una de izquierda 
en el plano ideológico de la actualidad política chilena va resultan- 
do cada vez más sencilla; pues, a riesgo de parecer reduccionistas, la 
nueva derecha preferiría una posición en la que no comprometa los 
bienes adquiridos por encima de supuestas nuevas concesiones de 
derechos por vía de un pacto constituyente. La distinción anterior 
nos ayuda a pensar en la derecha de forma situacional y no mera- 
mente teórica (Giordano et al., 2018) y, por tanto, consideramos que 
este análisis resulta válido para el contexto que estamos analizando. 
Ahora bien, considerando el amplio repertorio de estrategias de la 
derecha para acceder y permanecer en el poder y aunado a que his- 
tóricamente, en Chile, la derecha está vinculada ampliamente con el 
empresariado más poderoso, así como con los grupos religiosos ultra 
conservadores, como el Opus Dei o los Legionarios de Cristo (Alen- 
da, 2016), hay que destacar que una posición de la derecha frente al 
proyecto reconstituyente en general fue la intervención a partir de 
tanques de pensamiento (Alenda, 2016; Giordano et al., 2018). Los 
tanques de pensamiento han sido una de las estrategias más destaca- 
bles para que el neoliberalismo pueda posicionarse políticamente en 
la escena pública chilena, pero, además, esa vinculación entre poder y 
conocimiento ha propiciado una relación directa entre las narrativas 
sobre el cambio y el conocimiento que aportan los tanques de pen- 
samiento (Giordano et al., 2018). En ese sentido, se ha utilizado un 
uso ideologizado del poder constituyente, comprendiendo por este 
uso la utilización ideológica de los conceptos, pero también el uso 
encubridor de este solo concepto para privar de la escena política su 
uso diferenciado. Es importante destacar este aspecto dado que, en 
Chile, los tanques de pensamiento tienen una historia tradicional, 
entre cuyos antecedentes puede mencionarse incluso a los Chicago 
Boys. Más, en los casos más recientes, la influencia de los tanques de 
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pensamiento en las temáticas constituyentes fue de suma relevancia, 
aportando suficientes insumos a las propuestas por la constituyente 
que incluso pareciera que estos se encontraban en campaña, logran- 
do configurar la escena política a partir de los intereses principales de 
la alineación de cada tanque (Barreda et al., 2023). 

Finalmente, otro aspecto importante a tomar en cuenta respecto 
de las posiciones de la derecha y sobre las que vale la pena hacer 
mención implica el uso de los medios de comunicación como es- 
caparate de lo simbólico respecto al poder constituyente (Giordano 
et al., 2018). En la escena política chilena, el papel de los medios de 
comunicación respecto al tema constituyente ha sido de vital impor- 
tancia en cuanto a la información difundida y el grado de frecuencia 
con que se difunde la información. Tan solo en el primer periodo 
deliberativo de Bachelet, El Mercurio arrojó un total de 153 textos, 
frente a 49 de otros diarios (La Nación), en los cuales se destacaba 
como tema central del primero el grado de afectación que la nueva 
Constitución tendría sobre el derecho a la propiedad o, de igual ma- 
nera, como tema relevante destacaba la legitimidad del nuevo texto 
constitucional resaltando que las reformas del presidente Lagos (de 
2005) eran más legítimas que la elaborada por Bachelet (Coddou 
McManus y Ferreiro Gómez, 2016). 
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Disputas por la democracia 
ecológica en Colombia 


Iniciativas democráticas del Movimiento 
Nacional Ambiental (2017-2023) 


ROBERT ADRIÁN QUINTERO LEGUIZAMÓN 


Entre agosto del 2017 al diciembre del 2021 se realizaron diez con- 
sultas populares en distintos municipios de Colombia para decidir 
sobre proyectos minero-energéticos de mediana y gran escala. En 
estas experiencias participativas fue determinante el trabajo de orga- 
nizaciones socioambientales cuyo accionar logró concitar la preocu- 
pación de las comunidades por la sustentabilidad de los territorios y 
ecosistemas locales. Dicho proceso participativo se alentó y promo- 
vió aun a pesar de las obstrucciones e intento de boicot de algunas 
instituciones del Estado, quienes de diversos modos buscaron limitar 
el derecho de las comunidades a decidir sobre la conveniencia de 
permitir el desarrollo de proyectos minero-energéticos en sus terri- 
torios (Dietz, 2018; Muñoz y Peña, 2019). 

El boom de estas consultas populares colocó de presente el deseo 
de las comunidades por intervenir en los asuntos públicos y su dis- 
posición por salvaguardar y afianzar el principio de la autonomía te- 
rritorial, muchas veces restringida por la lógica centralista que impera 
en las dirigencias políticas y burocráticas del Estado colombiano. De 
esta forma, las comunidades se negaron a adoptar acríticamente las 


1 


políticas de desarrollo extractivistas impulsadas con mayor ímpetu 
en los últimos cinco periodos presidenciales (2002-2022), y cuyo 
fundamento se basó en una lectura mecánica de la teoría de las ven- 
tajas comparativas del comercio mundial. Según este enfoque, el sec- 
tor minero-energético representa una forma sustancial para atraer 
Inversión Extranjera Directa (IED) dado los precios elevados de los 
commodities en los mercados internacionales, y en concomitancia, 
un recurso para equilibrar una balanza comercial deteriorada por la 
volatilidad en los términos de intercambio, misma que afecta la po- 
lítica fiscal de los Estados. Sin embargo, como se sabe, las políticas 
extractivas, más que un simple instrumento de política económica, 
son producto de una dinámica de acumulación mundial de capitales 
configurada en torno al despojo y desposesión de bienes comunes 
y la consiguiente destrucción ecosistémica y degradación de la vida 
en el planeta. 

Lo expresado en las consultas es indicativo de una sociedad abier- 
ta a ensayar distintas formas de participación cuando sus derechos 
se ven vulnerados o conculcados por empresas que actúan con la 
anuencia de instituciones y funcionarios estatales incompetentes 
para impedir el daño ambiental. En tal sentido, este actuar delibe- 
rante de las comunidades frente a los problemas que detonan los 
conflictos socioambientales no solo debería entenderse como una 
capacidad de movilización específica en torno a asuntos ambientales. 
En efecto, en un sentido amplio, tales procesos de organización pre- 
cisan de ser comprendidos como la respuesta organizada de distintos 
actores sociales, políticos, económicos, artísticos, etc. frente a las múl- 
tiples formas de sometimiento que amenazan la propia existencia 
del colectivo. 

Resulta muy sugerente observar que el elemento catártico y li- 
berador de estas luchas posee la presencia o influencia de históricos 
procesos de resistencia (en algunos casos con mayor fuerza que en 
otros), y en particular, que estos son fruto del surgimiento de un 
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espacio de articulación entre fuerzas sociales tradicionales y emer- 
gentes (feministas, ecologistas, juventudes, etc.), lo que por igual ha 
impactado en la ampliación de los lenguajes de valoración y los re- 
cursos simbólicos movilizados en los repertorios de protesta. Más 
allá del elemento institucional que les dota de legitimidad (las con- 
sultas populares son un mecanismo avalado en la constitución), lo 
que en el fondo se manifestó en estas apuestas participativas es otra 
forma del ejercicio de lo político, una forma en el que “la comunidad 
se reencuentra a sí misma” (Echeverría, 1996, p. 11), un momen- 
to en el que los agentes colectivos recuperan su habilidad para ha- 
cer la historia (Escobar, 2005). Se trata, si se quiere, de un principio 
autodeterminativo de lo político enriquecido por las luchas por lo 
ecológico, una conjunción de posturas que impide que la segunda, 
lo ecológico, solo sea considerado como un medio instrumental de 
la primera, y en el que la premisa de reconstrucción hegemónica se 
apalanca sobre un reordenamiento y reorientación de las relaciones 
con el entorno vital. 

Asimismo, no deja de resultar revelador que estos procesos se 
hayan gestado en pleno momento de la implementación del acuer- 
do de paz, pues fue justo ese momento el que facilitó la eclosión de 
luchas sociales antes atrapadas entre el fragor de la guerra o la crimi- 
nalización y persecución de los disensos; ello a pesar de que el deseo 
de materializar la llamada “paz territorial” en Colombia es tan solo 
por ahora una anhelada aspiración truncada por los intereses de un 
bloque de poder de derechas (Quintero, 2022). 

Desde luego, las repercusiones de estas luchas para Estados cuasi 
autoritarios como el colombiano son inmensas, y ello por cuanto 
muestra las fisuras del consenso social promovido en torno a la idea 
de la seguridad antisubversiva como máxima de integración social; 
es decir, demuestra que las necesidades y demandas de las comuni- 
dades pueden acicatearse desde otros referentes sociales, políticos y 
culturales. Pero, sobre todo, disputan la concepción de un territorio 
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sacrificable a la explotación por un muy discutible “interés común”, 
del que en realidad ha provenido una parte importante de la capaci- 
dad de acumulación de las fracciones de la burguesía al mando del 
poder. El que esta praxis interpelante y deliberante se haga desde un 
ejercicio de la democracia directa, en virtud de la cual se ha logrado 
rebasar las mediaciones de las tradicionales maquinarias partidistas, 
genera disrupciones en un régimen político que restringe y desin- 
centiva la participación y la toma de decisiones colectivas; y a la vez 
habilita espacios de reconstrucción desde lo comunitario y lo local 
para avanzar en la procura por una sociedad emancipada de los las- 
tres del capitalismo dependiente, cuya estructura política ha sido el 
resultado de un régimen republicano oligárquico (Palacios, 2012) y 
la configuración de un Estado ambivalente (legal e ilegal) (Munera, 
1998). 

Por otra parte, desde el tejido de lo organizativo uno de las con- 
secuencias de las consultas populares fue la conformación de un 
Movimiento Nacional Ambiental (compuesto por más de cien 
organizaciones socioambientales y colectivos relacionadas con la 
defensa de los territorios, en adelante MNA), en el que se han pro- 
movido aprendizajes y reflexiones sobre la necesidad de impulsar un 
ordenamiento institucional acorde con las expectativas y reclamos 
participativos de las comunidades frente a las conflictos ambienta- 
les potenciados por el patrón reprimarizado de acumulación (Mo- 
vimiento Nacional Ambiental, 2019). La experiencia del MNA en 
torno a la necesidad de fomentar la resolución democrática de los 
conflictos socioambientales, y lo imprescindible de que estos me- 
canismos devengan parte del entramado jurídico e institucional, 
muestran la potencia de un proceso organizativo cuyos propósitos 
resultan antagónicos con las prácticas e idearios hegemónicos de las 
antiguas y remozadas derechas de nuestra región. 

Lejos de los discursos negacionistas o propensos a ensalzar las 
soluciones de la “economía verde”, tan en boga en las élites políticas 
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y económicas que ocupan un sitial preponderante en el direcciona- 
miento de los asuntos públicos en América Latina y otras tantas lati- 
tudes del orbe, pero asimismo, en tanto estrategia que se opone a las 
políticas que restringen la participación directa de las comunidades 
en la definición de los problemas trascendentales vinculados a sus 
territorios, la propuesta de la “democracia ambiental” impulsada por 
el MNA resulta de enorme valor sociopolítico, dado que constituye 
una iniciativa que conjuga la democracia directa con la salvaguarda 
de los territorios y ecosistemas respecto a las modalidades producti- 
vas que entrañan la destrucción de estos. 

A razón de la singularidad de la referida propuesta de ley, este 
trabajo se desliza a reflexionar sobre los elementos de fondo que sus- 
tentan la propuesta de una “democracia ambiental” como respuesta 
a las limitaciones que el Estado colombiano y la Corte Constitucional 
(vía sentencia SUO95) introdujeron al mecanismo de participación 
conocido como consulta popular y su alcance cuando de proyec- 
tos extractivos minero-energéticos se trata (Tacha, Mejía y Moreno, 
2022). 

Dicha propuesta se expresa en el proyecto de Ley de democracia 
ambiental presentada al Congreso de la República en noviembre del 
2021 para su discusión y eventual aprobación. Es de resaltar que en 
dicho documento se plantea la creación de dos instancias de parti- 
cipación política que recogen las experiencias suscitadas en el curso 
de la convocatoria a las consultas populares en más de treinta mu- 
nicipios del país: el “cabildo abierto socioambiental” y la “audiencia 
pública participativa de control socioambiental”. Profundizar en la 
génesis de esta propuesta y reflexionar sobre sus cometidos facilita 
reconocer el grado en que la experiencia de las consultas populares 
sirvió para potenciar las luchas políticas y sociales en diversos terri- 
torios y comunidades del país, y permite reconstruir algunas de las 
razones de las demandas que están presentes en las manifestaciones 
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populares que se desarrollaron entre noviembre de 2019 y abril/ 
mayo de 2021. 


Una breve reconstrucción del origen de las consultas populares 
o de la gestación de laboratorios de democracia directa 


Empecemos por señalar que estas experiencias no solo impugnaron 
las consecuencias o las implicaciones territoriales de un patrón de 
acumulación centrado en el sector primario de la economía. Estas 
fueron también, y quizá con mayor énfasis, ejercicios de participa- 
ción directa de múltiples comunidades que expusieron los desacuer- 
dos con los rasgos socioambientales de ese patrón, y con las lógicas y 
prácticas del régimen político que le ha auspiciado. Se trató pues de 
un rechazo a las implicaciones de un modelo económico-productivo 
desigual, fundado sobre un orden político excluyente, cuyos impac- 
tos se dejan entrever en el grado de devastación ambiental, cerce- 
namiento de los derechos fundamentales y degradación de la vida, 
en especial de comunidades originarias y afrodescendientes (sobre 
la persecución a defensores/as ambientales en Colombia durante el 
2020, ver el informe de la ONG Global Witnnes [2021] intitulado 
“Última Línea de defensa”). 

Lo que sucedió en estas consultas fue una eclosión de iniciativas 
de exigencia de participación, apalancadas sobre la base del acumu- 
lado organizativo de experiencias de lucha comunitaria y campesi- 
na, complementadas y remozadas por la acción de juventudes y en 
general procesos organizativos abiertos a explorar formas de lucha 
que intersecan acciones directas con el uso de mecanismos lega- 
les (Walker y Urkidi, 2017). En estos procesos se asumió la disputa 
ecológica, en algunos casos incluso la justicia ambiental, como una 
dimensión sustancial a salvaguardar frente al daño ambiental po- 
tencial u ocasionado por los proyectos de exploración o explotación 
minero-energéticos. 
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En este caso, no existe una disyuntiva entre la reivindicación de lo 
ecológico y la exigencia de la garantía de los derechos fundamenta- 
les, se trata, por el contrario, de una postura integral acerca de las ne- 
cesidades de las comunidades y la organización de los territorios. En 
estas disputas, la defensa de los bienes comunales se compatibiliza 
con el reclamo por el mejoramiento de condiciones de existencia del 
colectivo, de hecho, en el plano tanto de los repertorios contenciosos 
como los discursos que les otorgan sentido se aprecia que ambos 
factores se encuentran correlacionados y son de igual importancia 
para los colectivos, organizaciones y demás formas de agrupamiento 
que impulsan estas apuestas. 

Es importante señalar que las consultas si bien fueron un meca- 
nismo que se activó para decidir en colectivo sobre el destino o con- 
tinuidad de un proyecto minero energético, conforme a un principio 
de autonomía territorial, también movilizaron otros potenciales de- 
mocráticos. En efecto, la demanda de participación supuso no solo el 
derecho a pronunciarse sobre un tema trascendental para la comu- 
nidad, antes bien, implicó de modo más sustancial la determinación 
de incidir en la organización de los territorios, esto es, de ser actores 
protagónicos en la planificación y configuración del orden socioam- 
biental que rige a las comunidades. De igual manera, las consultas 
catalizaron la conformación de redes organizativas que propulsan la 
transformación de las estructuras de poder sobre las que se cimienta 
una sociedad desigual, excluyente y autoritaria. Esas redes han pro- 
curado trascender la conjunción de esfuerzos destinados a resistir a 
un proyecto extractivo específico para incluso arriesgarse a ocupar 
cargos de representación popular. Aunque el éxito de esta estrate- 
gia ha sido relativo y motivo ocasional de conflictos y tensiones al 
interior de las propias organizaciones, puesto que a menudo han de 
toparse con las limitaciones de la democracia representativa y el di- 
seño institucional que le vertebra, no ha dejado de ser un espacio de 
aprendizaje y sobre todo de visibilización de los programas de lucha. 
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De cualquier modo, lo sustancial es que las consultas populares sir- 
vieron de laboratorios democráticos en donde se ensayó la puesta en 
común de las comunidades a través de la conformación de minipú- 
blicos activos y deliberantes. Esto último debe valorarse con especial 
énfasis, en especial si se considera que en muchas de estos territorios 
la violencia, la cooptación a través de prebendas y la difusión de una 
cultura política del odio y el individualismo acérrimo han sido el 
habitus en torno a la cual, y de forma concomitante, se han estructu- 
rado las instituciones políticas. 

Aun así, no todo son oropeles en estos ejercicios de ampliación 
y profundización de la democracia. Las iniciativas sociopolíticas de- 
rivadas de estos ejercicios, así como los procesos de comunicación 
desplegados para fundamentar la decisión de la comunidad respecto 
a los proyectos extractivos, no han logrado modificar las prácticas 
y orientaciones sociopolíticas del conjunto de las comunidades en 
donde estas se desplegaron. Sería poco realista esperar que esto suce- 
diera de forma tan inmediata. No obstante, queda por evaluar si las 
consultas y agrupaciones políticas gestadas tras estas han facilitado 
un proceso de reconstitución del orden hegemónico y la catalización 
de nuevos sentidos comunes proclives a construir alternativas civili- 
zatorias. Un balance de ese tipo rebasa los alcances de estas reflexio- 
nes. Sin embargo, lo que sí es posible advertir es que los criterios de 
análisis respecto al potencial de estas experiencias de participación 
deben, además de ubicarse en relación con los logros en la recom- 
posición de los sectores que históricamente han gobernado esas re- 
giones, dimensionar el grado de implicación de las comunidades con 
las tentativas que asumen la construcción plural, diversa, sustentable 
y justa, en tanto social, política y económicamente igualitaria de la 
sociedad. 
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Fundamentos de la propuesta de democracia ambiental 
del Movimiento Nacional Ambiental 


Desde finales del siglo pasado se ha desplegado una fecunda teoriza- 
ción en clave normativa y el desarrollo de agendas de investigación 
sobre la relación entre democracia y ecología, esto de modo simulta- 
neo a la gestación de distintos tipos de movimientos ambientales en 
torno a conflictos ecológico-distributivos, demandantes de justicia 
ambiental y climática, cuyas prácticas y discursos se han enriquecido 
por la acción de un ecologismo popular presente incluso en anti- 
guas luchas anticoloniales (Pickering, Báckstrand y Schlosberg, 2019; 
Martínez, 2008). 

Infortunadamente, una masa importante de estos enfoques teó- 
ricos y procesos de investigación proceden de academias adscritas a 
países del centro capitalista. No obstante, el acervo de experiencias 
que contribuyen a la formulación de tales disertaciones son procesos 
organizativos surgidos en respuesta a los asimétricos y desiguales da- 
ños ambientales que acarrea el proceso de acumulación mundial. Sin 
embargo, la aparente inexistencia O limitación de estudios sobre el 
campo de la “democracia ambiental o ecológica” en el caso de Amé- 
rica Latina quizá podría explicarse por el hecho de que las disputas 
democráticas gestadas en la región por diversos movimientos socia- 
les implican una apuesta por la sustentabilidad, en consecuencia, no 
hay escisión entre el dispositivo democrático y el objetivo de lograr 
sustentables ordenes socioecológicos. La democracia en este sentido 
no es entendida al margen de los derechos bioculturales y arreglos 
institucionales o sociales basados en posturas bioéticas, por el con- 
trario, los diseños institucionales que regulan las relaciones sociales 
y de poder se producen desde premisas ecológicas, ello en particular 
en algunas comunidades originarias y afrodescendientes. 

El común denominador de los estudios sobre democracia 
ambiental radica en “garantizar la sostenibilidad ambiental al 
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mismo tiempo que salvaguardar los valores y prácticas democráticos” 
(Eckersley, 2019). Tal cometido procuró resolverse en las potencias 
capitalistas a través del diseño e implementación de mecanismos de 
gobernanza ambiental, mismos que al cabo del tiempo se revela- 
ron insuficientes para contener la dinámica de destrucción socioe- 
cológica de las sociedades tanto en el norte como en el sur global. 
En efecto, la profunda crisis de los procedimientos representativos, 
de la institucionalidad, valores y actores que componen los órdenes 
democráticos exhibieron la fragilidad de la democracia liberal para 
lograr revertir la “ley de degradación ambiental del capitalismo” (Po- 
vitkina, 2018). Aún más, distintos trabajos han mostrado cómo los 
fundamentos mismos de la democracia liberal acentúan las proble- 
máticas ecológicas reforzando las actitudes y patrones de comporta- 
miento individualistas. 

En el curso de la última década, como reacción crítica a estas 
posturas que se limitan a considerar el vínculo entre democracia y 
ecología a partir de arreglos institucionales que faciliten la gober- 
nanza y control ciudadano respecto a los asuntos ambientales, han 
incrementado las reflexiones en las que se subraya la necesidad de 
fortalecer mecanismos participativos inspirados en versiones radica- 
les de la democracia, y en donde la deliberación colectiva a través 
de la conformación de minipúblicos juega un rol fundamental en 
la toma de decisiones colectivas. Estos marcos analíticos han pres- 
tado atención a experiencias sustentables, en donde a la par que se 
procura resolver necesidades vitales, se ejercen prácticas democrá- 
ticas. Iniciativas de este tenor conectan la materialidad de apuestas 
económico-productivas con configuraciones políticas que persiguen 
relaciones de poder más igualitarias. 

En síntesis, podríamos retomar un argumento esgrimido por 
Robin Eckersley para sostener que la democracia ecológica resulta 
una apuesta fundamental frente a la crisis sociopolítica manifiesta en 
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la exacerbación de los proyectos de ultraderecha, puesto que desde 
esta se 


reexaminan los ideales democráticos, los fundamentos y las institu- 
ciones de la democracia liberal desde un punto de vista ecológico 
crítico para mostrar cómo autorizan daños ambientales injustos e 
irreversibles. Buscan resaltar los aspectos ecológicos y carácter demo- 
cráticamente arbitrario de los límites territoriales estatales, y revelan 
cómo y por qué las instituciones de la democracia liberal han sido 
tan insensibles a las luchas y representaciones políticas que buscan 
proteger los bienes comunes globales junto con los bienes ambien- 
tales públicos regionales, nacionales y locales. Buscan traer a la vista 
una gama más amplia de comunidades que están sistemáticamente 
no representadas o pobremente representadas en las democracias 
liberales (comunidades marginales y minoritarias, generaciones fu- 
turas, “no ciudadanos” fuera de la política que se ven afectados por 
las decisiones tomadas dentro de la política, especies no humanas y 
comunidades ecológicas más amplias). Finalmente, ofrecen nuevos 
imaginarios y/o prácticas democráticas que se defienden como más 
conducentes a la sostenibilidad ecológica local y/o global (Eckersley, 
2020, p. 217). 


La democracia ecológica en tal sentido es el esfuerzo de concebir y 
materializar órdenes sociopolíticos basados en los principios de la 
sustentabilidad fuerte o superfuerte (Martínez y Roca, 2013), a partir 
de los cuales sea posible configurar relaciones y metabolismos so- 
cioecológicos que garanticen la preservación de la “trama de la vida” 
(Moore, 2020) en condiciones óptimas y de pleno reconocimiento 
de su valor más allá de la reduccionistas concepciones antropocén- 
tricas propias del sistema mundo moderno colonial (Lander, 2019). 

Se trata pues de fundamentar política y normativamente socieda- 
des en las que el asunto crucial de la vida (de la bíos y la zoé, o en otra 
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clave cultural, de la Pachamama) no queden circunscritas a las deter- 
minaciones e intereses economicistas, ni al arbitrio de instituciones 
autoritarias regidas por minorías con poder para excluir y despojar 
de lo común a la pluralidad de pueblos y comunidades y degradar y 
destruir al planeta que habitamos. 

La democracia liberal burguesa fundamentada en la asignación 
de derechos individuales y de mecanismos de participación indirec- 
tos (en gran medida) ha conducido a estructurar un sujeto político 
con carencias para reflexionar sobre las implicaciones y vicisitudes 
que trae consigo la crisis civilizatoria, sobre todo por cuanto esta cri- 
sis precisa de pensar y actuar en colectivo y a través de mecanismos 
deliberativos que fortalezcan las respuestas dialógicas y sustentables 
a la voraz destrucción que impone la acumulación ampliada del capi- 
tal. Más aún, “el modo de vida imperial” (Brand, 2019) cuyo resorte 
ideológico y horizonte de existencia es el consumismo que se prácti- 
ca a diario en las potencias capitalistas, e incluso en el sur global, está 
sustentado en la idea de un sujeto del goce hiperindividual y para el 
que no basta saciar los excesos. Respecto a estos habitus reforzados 
por un proyecto hegemónico que tiende a negar las consecuencias 
y el poder destructivo de la megamáquina (Mumford, 2011 ) del 
capital, y cuyas formas remozadas ahora involucran discursos ecofas- 
cistas de origen neolmalthusiano o discursos xenófobos en los que 
se inculpa al extranjero por la suerte de los ecosistemas (Sánchez, 
2020), surgen con fuerza desde algunos movimientos sociales o ini- 
ciativas colectivas la exigencia de democratizar radicalmente las de- 
cisiones que afectan en profundidad los territorios y la vida común. 

De hecho, desde esta óptica se fundamenta el principio de que 
los potencialmente afectados por daños ambientales desencade- 
nados por cualquier actor o institución tienen el derecho a partici- 
par, intervenir y decidir sobre las políticas o decisiones que generan 
daños o incrementan los riesgos y vulnerabilidades sociecológicas 
(Eckersley, 2020). 
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Como se apreciará a continuación, esta máxima de la democracia 
ecológica resuena en la propuesta de Ley de democracia ambiental 
elaborada por el Movimiento Nacional Ambiental en el 2021 y pre- 
sentada al congreso de la república de Colombia con apoyo de un 
bloque parlamentario progresista. 


La iniciativa de democracia ambiental en Colombia 


De acuerdo con las investigadoras María Cecilia Roa y Kristina Dietz, 
en Colombia 


[lJas comunidades interpretan la democracia ambiental de dos ma- 
neras. En primera instancia, como un proceso de toma de decisiones 
colectivas acerca de las relaciones con elementos que forman parte 
del territorio y sobre su destino. Y en segunda instancia, como un 
aspecto condicional a la igualdad en términos del acceso a bienes 
existenciales (por ejemplo, el aire, la tierra o el agua) y al derecho en 
la medida en que garantiza la posibilidad de vivir en un ambiente 


sano, no contaminado (2020, p. 8). 


Las bases en torno a las cuales se constituyen estos procesos de or- 
ganización social y política son la autodeterminación y la delibera- 
ción colectiva, estos pilares han activado una esfera pública atenta a 
intervenir en los asuntos colectivos y con capacidad de disputa. Así, 
la democracia es comprendida como un ejercicio de construcción 
de poder político que surge de la difícil y paciente construcción de 
acuerdos en instancias asamblearias y a partir de la capacidad de 
intercambiar saberes entres múltiples agentes sociales, mismos que 
son indispensables para fundamentar las exigencias y avanzar en la 
construcción de alternativas al desarrollo. 

Algunos procesos que expresan en el país andino estos intentos 
de construcción de la democracia ecológica han sido la celebración 
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de consultas previas e informadas para evitar la expoliación de te- 
rritorios colectivos (las cuales, por demás, el Estado suele birlar); la 
realización de las consultas populares (incluso desafiando las restric- 
ciones impuestas por la sentencia SUO95, como en el caso de las 
ahora denominadas consultas populares “legítimas y autónomas”, 
realizadas en Mercaderes-Cauca y San Lorenzo-Nariño); y otros pro- 
cesos organizativos que estiman que la organización de los territorios 
no puede prescindir de la deliberación de colectiva y comunitaria. 


La propuesta de la Ley de democracia ambiental 


Ante el bloqueo de la Corte Constitucional al mecanismo de la con- 
sulta popular para decidir sobre proyectos extractivos en los terri- 
torios (ver sentencia SUO95 de 2018), organizaciones ambientales 
agrupadas en el MNA impulsaron la creación de la Ley de democra- 
cia ambiental. La sentencia de la Corte solicitó al Congreso crear una 
ley que facilitase la concurrencia y subsidiariedad entre los distin- 
tos niveles administrativos del Estado para asegurar los procesos de 
participación de las comunidades en proyectos relacionados con re- 
cursos naturales. La propuesta del Movimiento Nacional Ambiental 
propulsa el diseño de una nueva institucionalidad democrática a 
través del cual se garantice la participación plural e informada de 
la comunidad en asuntos que son de trascendencia pública para la 
existencia colectiva, o en palabras del movimiento ambiental, para la 
defensa de la vida. Es en tal sentido una propuesta sui generis cuyo 
objetivo central es establecer instancias democráticas que impulsen 
la deliberación colectiva de las comunidades y su incidencia en el 
ordenamiento de los territorios. Por tanto, la iniciativa del MNA es 
la de incorporar al orden estatal unos procedimientos democráticos 
que garanticen que la autodeterminación de las comunidades y pue- 
blos son decisivos y no meramente consultivos. 
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Así pues, en respuesta a la determinación de la Corte el MNA 
junto el Centro Sociojurídico para la defensa de la tierra (Siembra) 
elaboraron un proyecto de ley que en esencia contiene dos meca- 
nismos valiosos para activar formas de participación directas y de- 
liberantes que fundamentan una democracia radical. Como hemos 
mencionado antes, estos mecanismos se construyeron sobre la pre- 
misa de que a la ciudadanía afectada o potencialmente afectada por 
proyectos de exploración y explotación de recursos naturales no re- 
novables se les debe otorgar el derecho a decidir sobre la viabilidad 
O no de estos. 

El primer mecanismo se denomina cabildo abierto socioambien- 
tal, y este consiste en 


un procedimiento de participación ciudadana de carácter delibera- 
tivo y decisorio mediante el que la ciudadanía de uno o varios mu- 
nicipios potencialmente afectados por una o varias solicitudes para 
la ejecución de un proyecto de exploración de recursos naturales no 
renovables y por procesos de asignación de áreas para la exploración 
y explotación de recursos naturales no renovables promovidos por 
el Estado, se informará, discutirá y decidirá sobre su conveniencia o 
inconveniencia, en el marco de sesiones ordinarias de las asambleas 
departamentales y los concejos municipales o distritales. La decisión 
que se adopte en el cabildo abierto socioambiental estará basada 
en la información que sobre los proyectos a los que se refiere este 
artículo brinden las autoridades del orden nacional a la ciudadanía 
que participe en el cabildo, en la información que tengan las comu- 
nidades sobre el territorio, en la información proporcionada por la 
persona natural o jurídica interesada en el proyecto, y en la infor- 
mación sobre los determinantes del ordenamiento territorial que 
brinden autoridades del orden nacional, departamental y local com- 


petentes. La decisión que se adopte debe tener en cuenta y aplicar 
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los principios de precaución y prevención ambiental (Proyecto de 
Ley Estatutaria 121-2021C). 


El segundo de los mecanismos está concebido para proyectos que se 
encuentren en ejecución o explotación. Según lo referido en el pro- 
yecto de ley, la audiencia pública participativa de control socioam- 
biental es 


un mecanismo de rendición de cuentas obligatorio, convocado y 
organizado por las entidades de la administración encargadas de la 
política minero energética y ambiental del país, y del seguimiento a 
los contratos de concesión para la explotación de recursos naturales 
no renovables, con el fin de presentar a las personas y comunidades 
afectadas por la explotación de recursos naturales no renovables un 
informe de rendición sobre el estado de los proyectos de explotación 
de recursos naturales no renovables que estén en curso en cuanto a 
sus obligaciones contractuales, sociales y ambientales, escuchar a la 
ciudadanía y tomar decisiones de ajuste, si es el caso, sobre las medi- 
das de prevención, mitigación y compensación adoptadas (Proyecto 
de Ley Estatutaria 121-2021C). 


Como se puede apreciar, estos mecanismos aspiran a garantizar, aun- 
que de modo más acucioso, lo dispuesto en el acuerdo de Escazú 
(Muñoz y Lozano, 2021). Sobre todo, buscan dar fuerza de ley a la 
decisión de las comunidades y formalizar procedimientos de partici- 
pación basados en la deliberación colectiva. Frente a las restricciones 
impuestas por la Corte Constitucional a las consultas populares, es- 
tos mecanismos desarrollan potentes espacios de decisión que pue- 
den ser aprovechados por las comunidades que buscan garantizar la 
justicia ambiental. También demuestran la capacidad de propuesta 
de los movimientos sociales y su interés en ampliar y profundizar las 
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vías democráticas a pesar de la tendencia del Estado colombiano a 
desincentivarlas o boicotearlas. 

Si bien la propuesta se encuentra por ahora estancada en el Con- 
greso de la República y quizá no logre tener el apoyo suficiente para 
su adopción, no deja ser una de las iniciativas de mayor alcance para 
materializar desde los territorios un orden democrático en Colom- 
bia. No cabe duda de que al margen de la aprobación de esta ley, el 
MNA se dedicará a construir espacios y procesos de democracia eco- 
lógica tan subrepticia pero eficazmente como el trabajo que ejecutan 
los viejos topos (sobre la metáfora del viejo topo en la izquierda ver 
Blog del Viejo Topo [2013]). 


Reflexiones finales 


A continuación, enfatizo algunos aspectos que considero relevantes 
con relación a las experiencias sociopolíticas que vienen impulsando 
la construcción de “la democracia ambiental” y sobre la propuesta 
de ley que aspira a legitimar normativamente tal iniciativa. 


1. El sentido de esta democracia podríamos decir es la de una 
“democracia sin fronteras” (Dryzek, 2013). En consecuencia, 
no solo es un proceso de religitimación de la democracia libe- 
ral, antes bien en estos procesos democráticos se produce la 
ampliación de los marcos de derechos, por ejemplo, a través 
de derechos bioculturales. Son procesos que facilitan la arti- 
culación de demandas y agendas sociales en los territorios y 
facilitan la concurrencia de múltiples grupos sociales (mujeres, 
juventudes, campesinos, etc.) en función de la defensa de la 
vida. 

2. Tal como Damian White (2019) lo sugiere, la democracia 
ecológica ha de concebirse como un ejercicio continuo, no 
solo un proceso político, sino también de vida cotidiana e 
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interacciones, a partir del cual se involucren el desarrollo de 
imaginarios socioecológicos capaces de guiar una transición 
ecológica alternativa a la ecología del capital (Harvey, 2014). 

3. Con relación a la propuesta de Ley de democracia ambiental 
del Movimiento Nacional Ambiental, es importante sostener 
que, además de crear condiciones institucionales que permi- 
tan el ejercicio efectivo de la democracia en el ordenamiento 
de los territorios, es indispensable seguir construyendo pro- 
cesos autodeterminativos junto a las comunidades. Es esa la 
fuerza sociopolítica indispensable para facilitar transformacio- 
nes socioambientales en condiciones de justicia e igualdad. La 
cuestión sigue siendo ¿cómo arraigar mecanismos democráti- 
cos como el cabildo en situaciones cotidianas que faciliten la 
sostenibilidad de la vida? 

4. Un último asunto puede plantearse con ocasión de una re- 
flexión formulada por Robin Eckersley sobre distintas expe- 
riencias de democracia ambiental. Existen dos limitaciones 
relacionadas con esta respuesta democrática directa a los 
complejos problemas ecológicos globales: la durabilidad y el 
desafío de la ampliación. El problema de la durabilidad se rela- 
ciona con los bajos niveles de institucionalización que surgen 
de los movimientos voluntaristas y localistas, lo que plantea 
interrogantes sobre hasta qué punto la política prefigurativa 
puede crear las condiciones para su perpetuación en el tiempo 
(Eckersley, 2020, p. 230). 


En tal sentido, las acciones del MNA y su propuesta de Ley de de- 
mocracia Ambiental fija en la agenda política nacional y regional una 
inquietud de enorme relevancia: ¿Cómo las políticas prefigurativas de 
construcción de lo común, es decir, las experiencias de disputa y alter- 
nativas al desarrollo, pueden impulsar diseños institucionales demo- 
cráticos que permitan consolidar procesos de transición sustentable? 
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La racialización 
de las élites como 
impugnación de la otredad 


Sociología de la emergencia de la derecha 
“caucásica” y “anti-indígena” boliviana! 


RAFAEL LOAYZA BUENO 


Introducción 


La polarización es una de las ideas más recurridas en el debate con- 
temporáneo para describir la tendencia de la sociedad moderna hacia 
la concentración de fuerzas radicales y opuestas. Este contraste está 
generalmente asociado al conflicto social. Si bien muchas de las tipo- 
logías sociológicas que analizan el orden social son descripciones de ti- 
pos polares que podrían asemejarse (como aquellas distinciones entre 
“comunidad” y “asociación” de Ferdinand Tómnies o entre las solida- 
ridades “orgánica” y “mecánica” de Emile Durkheim), la polarización 
contemporánea se refiere más bien a la separación y oposición entre 


1 Este trabajo está basado en la Primera Encuesta de Nacional de Polarización (PENP) 
levantada en diciembre de 2022 por la Fundación ARÚ. Fue financiada y publicada 
por Konrad Adenauer Stiftung (KAS), Friedrich Ebert Stiftung (FES) y Cooperación 
Alemana el 3 junio 2023. Como consultor, trabajé en el diseño de esta encuesta, 
replicando la misma pauta de exploración de la encuesta que hice en 2018 y que 
quedó plasmada en el libro de mi coordinación Las caras y taras del racismo (La Paz: 
Plural). En este capítulo discutiré los hallazgos de ambos trabajos presentando sus 
datos junto con los del Instituto Nacional de Estadística (INE). 


133 


grupos que, aunque estén categorizados como desiguales, son equiva- 
lentes en recursos de movilización. Ciertamente, las tipologías socio- 
lógicas citadas plantean que la divergencia se da entre las demandas 
colectivas y el interés individual (entre el grupo y el individuo) en un 
contexto en el que discrepan los órdenes institucional e individual (la 
estructura y la agencia). Esta es pues la clásica tensión entre el colec- 
tivismo y el individualismo que forma la ansiedad dialéctica de Marx 
entre burguesía y proletariado. Sin embargo, la polarización contem- 
poránea parece eludir estas categorías analíticas cuando se muestra 
como una colisión entre corporaciones equivalentes en vigor social, 
aforadas por una diversidad de identidades que, además, pujan por el 
poder reclamando un derecho exclusivo a él. 

En América del Sur, la polarización se publicita a partir de las clá- 
sicas tensiones entre el progresismo y el conservadurismo, mostran- 
do en muchos casos los brincos vertiginosos (de izquierda a derecha) 
con los que el electorado suramericano parece estar acarreando una 
alternancia gubernamental histérica: del kirchnerismo al macrismo y 
del macrismo al kirchnerismo, del lulismo al bolsonarismo y del bol- 
sonarismo a lulismo. Ciertamente, el desate de estas variaciones, al 
no terminar de decantar la tenencia del poder a favor de una de 
las corrientes en puja, ha terminado vigorizando la identidad de los 
cuerpos sociales que representan a las corrientes en discordia. 

En los últimos años, Chile, Colombia, Ecuador y Perú parecen ha- 
berse sumado a la Argentina y al Brasil en el centrifugado resultante 
de la polarización política, mostrando que el fenómeno ha toma- 
do fuerza en América del Sur. Aunque Bolivia no haya tenido tales 
ejercicios pendulares, pues el Movimiento al Socialismo (MAS) ha 
gobernado casi ininterrumpidamente 17 años, su sociedad se pude 
representar como el encono de fuerzas radicales y opuestas deveni- 
das de una tensión de identidades que, aunque ha tenido su fundo 
en la calidad poscolonial del Estado, hoy parece haber cobrado más 
fuerza que nunca. 
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Sin duda, Bolivia está hoy polarizada por la tensión entre dos cuerpos 
sociales fornidos. Esta segmentación (que se observa en la distribución 
diferenciada del ingreso, de la autoafirmación étnica, de la personifica- 
ción racial y del voto) está fijando estereotipos que categorizan a los 
bolivianos en bandos de “blancos, cambas,? burgueses y capitalistas” 
opuestos a “indígenas, collas,* proletarios y socialistas”, en el ejercicio de 
una construcción ideológica del otro que tiene a los sentidos de origen 
y destino común de la identidad nacional en una crisis honda. 


Gráfico 1. Simplificaciones de la polarización 


Necesidades básicas satistechas 


Autoafirmación NO étnica 


IZQUIERDA 


Autoafirmación étnica DERECHA 


Necesidades básicas insatisfechas 


Fuente: elaboración propia. 


Como se ilustra en el Gráfico N*1, hoy la composición de la sociedad 
boliviana se explica por el encaramiento entre “indígenas, pobres y 
habitantes del occidente” y “no indígenas prósperos del oriente”, que 


2 Camba: Adjetivo coloquial que se refiere al poblador del oriente boliviano que com- 
prende los departamentos de Santa Cruz, Beni y Pando. 

3 Colla: Adjetivo coloquial que se refiere al poblador del occidente boliviano que com- 
prende los departamentos de La Paz, Cochabamba, Oruro, Potosí. Deriva del gentilicio 
otorgado por los quechuas a los aymarás que habitaban el Kollasuyo (el Altiplano). 
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se han fijado desde un sentido de pertenencia diferenciado y han 
optado por visiones de destino opuestas que se agencian en el voto y 
la movilización social. Hoy Bolivia puede ser explicada desde la dico- 
tomía del estereotipo racial masista/pitita,* de derecha a izquierda y 
de oriente a occidente, pues el prejuicio racial se ha transformado en 
un modo de conocimiento y poder que fomenta formas peligrosas 
de diferenciación. Se ha transformado en una narrativa que emerge 
en el ejercicio diario de la política y estalla en los contextos de com- 
petencia electoral. Es un producto discursivo (una forma de categori- 
zación) que está invistiendo a los bolivianos (en el imaginario racial) 
de “nosotros” los “afables”, frente a “aquellos”, los “antisociales”, ha- 
ciendo que las personificaciones del “otro” funcionen por encima de 
la realidad y produzcan un efecto de verdad probabilística antisocial 

La polarización actual en Bolivia es la implicación empírica de 
cómo la coexistencia entre sus ciudadanos está hecha por sentidos 
de identidad nacional divergentes en (1) el origen y (2) el destino 
comunes. En esta simplificación, Bolivia es una partidura de dos 
conjuntos interpelados por su ascendiente étnico y por su personifi- 
cación racial que además se encuentran segmentados cultural, terri- 
torial, económica y políticamente. 

El hecho histórico que ilustra esta partición ha sido el derrocamien- 
to de Evo Morales (en 2019) por una insurrección alojada en un mo- 
vimiento urbano personificado por los descendientes de quienes en 
1492 habían “llegado en barcos a América Latina” (DW, 06/09/2021). 
La insurrección urbana/no indígena contra el régimen del MAS se 


4  Masista/pitita: Adjetivos con el que se designa, respectivamente, al (1) militante o 
simpatizante del MAS y al (2) opositor o contrario a este partido. El término “piti- 
ta” deriva de un comentario del presidente Morales que, al referirse a las protestas 
opositoras a su gobierno en 2019 (que derivaron en su derrocamiento), afirmó esta- 
ban organizadas por personas de clases acomodadas que bloqueaban las calles con 
“pititas”. A partir de ahí, y en el contrate con el término masista, se transformaron en 
términos polisémicos y funcionales, que en la mayoría de los casos son eufemismos 
raciales de “indio” y “blanco”. 
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mostró sociodemográficamente inversa al ensamble rural/étnico que 
16 años antes había derribado al último gobernante “caucásico” en 
2003. La remoción de Evo es una de las señales de cómo la coexistencia 
entre los bolivianos pende de un sentido de pertenencia nacional que 
se presenta ligero, mutable y quebradizo, pero que al mismo tiempo 
está encajado en una bipolaridad étnico-racial que se muestra inversa- 
mente intensa, asentada y maciza. Esto ha permitido la emergencia de 
un movimiento anti-indígena que ha racializado al sujeto que, históri- 
camente, no había sido categorizado por su identidad y ha fermentado 
el nacimiento de una derecha que se alimenta del vigor de la pertenen- 
cia “anti-indígena” e invade los escenarios de la acción colectiva y la 
protesta social que antes eran ventajas del movimiento popular étnico. 

Lo notable de la Bolivia contemporánea no es tanto la ideologiza- 
ción de las bases de identidad étnicas (derivada del rezago al que los 
pueblos indígenas fueron sometidos por las élites republicanas), pues 
este proceso de diferenciación decantó la tenencia del poder político a 
favor del movimiento popular indígena con la llegada a la Presidencia 
del Estado de Evo Morales en 2006. Lo que es inusual es que las co- 
munidades no-étnicas (blancas o caucásicas, para usar términos más 
entendibles aunque menos precisos) que historiadamente no estaban 
racializadas (pues el régimen republicano categorizó exclusivamente al 
indígena al ser este el sujeto subalterno) están ahora representando su 
identidad en términos diferenciados. Los urbanos asentados no indí- 
genas de Bolivia se han transformado en algo más que una clase social 
desde el ascenso del movimiento indígena al poder político. Ahora son 
un cuerpo social que ha engendrado una identidad distinguida y anta- 
gónica, que reclama reconocimiento, denuncia discriminación y busca 
recuperar sus prerrogativas de poder representado el dislocamiento de 
su rol central en la historia de Bolivia. 

Este capítulo discutirá el fenómeno de la racialización del no in- 
dígena descrita en el párrafo precedente. Para ello, (1) se analizará 
la construcción del sentido de origen común de las comunidades 
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“Caucásicas” a partir del examen de la calidad poscolonial de su iden- 
tidad y de la “construcción ideológica de la otredad”. Observaremos 
las personificaciones raciales de los “causcásicos” a partir de su modo 
de representación que aparece “como signo de diferencia cultura/ 
histórica/racial en el discurso poscolonial” y que termina producien- 
do la diferenciación de origen a través de un estereotipo cultural 
que, ciertamente, “emerge como la representación de una diferen- 
cia y que es en sí misma un proceso de 'negación”” (Bhabha, 2004, 
pp. 91-112). (2) Se explicará la diferenciación del sentido de destino 
del electorado de derecha desde la politización de la identidad racial 
de las élites, como respuesta contingente a la hegemonía del movi- 
miento popular indígena desde la llegada del MAS al poder en 2006. 


Fijaciones de las identidades en pugna (origen común) 


Según el Instituto Nacional de Estadística (INE), en Bolivia el 63 % 
de la población está concentrada en las tierras altas del occidente 
del país (Potosí, Oruro, La Paz, Cochabamba y Chuquisaca), región 
que concentra el 70 % de la población vulnerable. Por otro lado, el 
37 % de la población está en las tierras bajas del oriente (Santa Cruz, 
Beni, Pando y Tarija), región donde habita el porcentaje mayor de 
personas con las necesidades básicas satisfechas. Respecto a la po- 
breza, Bolivia ha venido aumentando gradualmente las necesidades 
básicas satisfechas en su población desde los años setenta. En 1976, 
luego del censo nacional de población y vivienda, el INE reveló que 
el 85,5 % de los bolivianos vivía por debajo de la línea de la pobreza. 
Diez y seis años después esta cifra tan solo disminuiría 14,6 puntos, 
es decir a 70,9 %. El 2001 la pobreza llegó a 58,6 % y finalmente 
en 2012 a 48,8 %. Pues bien, existe una correlación positiva (cuyo 
coeficiente es de 0,392) entre la identidad no indígena y necesida- 
des básicas satisfechas que muestra una profunda relación entre el 
ascendiente “caucásico” y el bienestar económico. En general, esta 
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afinidad muestra una tendencia positiva que establece que la iden- 
tidad es la variable principal del ingreso. Está claro que el 90 % de 
los bolivianos que viven bajo la línea de la pobreza afirman tener 
ascendiente étnico y que el 80 % de quienes lo niegan tienen las ne- 
cesidades básicas satisfechas. Por otro lado, los datos muestran que 
la población caucásica se encuentra concentrada en las tierras bajas 
del oriente en un porcentaje 77 % dejando solo al 23 % en las tierras 
altas del occidente (INE). 

Ciertamente, la identidad tiene, como diría Max Weber, una afini- 
dad electiva con la pobreza. Eso hace que su adscripción o su negación 
sean la implicación empírica de una “asociación o conexión” entre la 
identidad y la distribución del ingreso (Scott, 2014, p. 204). Claramen- 
te, esta distinción produce una fricción entre “indígenas” y “no indíge- 
nas” que aparece en la interacción pública rutinaria, en los escenarios 
de la membresía de grupos informales, en el empleo y en la asignación 
administrativa, haciendo que la correlación entre identidad y clase so- 
cial sea la primera instancia de politización de lo social. 


Tabla 1. Identidad “no indígena”, 
Necesidades básicas satisfechas (NBS) y voto opositor al MAS 


Identidad, Identidad, Voto promedio 


Censo 2001 Censo 2012 opositor 
(%) (9%) 2005-2020 (%) 


Chuquisaca 34,5 50,1 44,36 
La Paz 22,6 45,4 28,99 
Cochabamba 25,7 52,5 33,69 


Departamento 


Oruro 26,2 48,9 32,19 
Potosí 16,2 30,8 34,23 
Tarija 80,4 85,4 51,50 
Santa Cruz 62,6 79,8 59,09 
Beni 67,3 67,9 67,45 
Pando 83,8 75,9 59,19 
Bolivia 38 58 41,2 


Fuentes: Censos 2001-2012, Órgano Electoral Plurinacional [OEP] (2005, 2009, 2014, 2020). 
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En lo que a la identidad respecta (ver tabla N*1), los censos nacionales 
de población y vivienda de 2001 y 2012 muestran que el 62 % y el 
42 % de los bolivianos, respectivamente, se asumen miembros de una 
de las 36 etnicidades que componen el Estado (en el primer caso) o 
si afirman descendientes de los habitantes precoloniales al destacar- 
se como “indígenas originarios” (en el segundo). El residuo (38 % y 
58 %) niegan filiación o pertenencia a cualquiera de ambas categorías 
(INE, 2022). Cabe agregar que en las opciones de adscripción en las 
boletas de los censos no contaban con una categoría de adscripción 
que permita la afiliación del ascendiente de la población “no indíge- 
na”. Por lo tanto, se les imposibilitó certificar una identidad cultural 
especifica que enriquezca la calidad plurinacional del estado. En esta 
carencia, si para los indígenas la identidad étnica resultó en acto de 
afirmación simbólicamente inclusiva, para los no indígenas implicó un 
acto de negación de la “otredad” que edificó un profundo sentimiento 
de apartamiento. Este dato podría extrapolarse hacia las manifestacio- 
nes de la identidad colectiva, pues en los sucesivos censos nacionales 
que indagaron la identidad étnica de los bolivianos la identidad de los 
“caucásicos” se mostró en una impugnación de la otredad, pues si para 
los indígenas su adscripción es un acto de afirmación de ascendiente 
común, para los “no indígenas” la “denegación” de tal condición es la 
que tiene carácter público. Es decir, mientras el indígena afirma ser tal 
cosa, el “no indígena” niega ser el otro. 

El efecto práctico de que las comunidades sociales en Bolivia tengan 
un sentido de origen y destino común diferenciado produce tensiones 
axiomáticas en la categorización de los grupos. Así, la personificación 
del “otro” ha separado a los bolivianos a partir de la percepción ra- 
cial de quien no le es afín étnicamente. En este punto, aunque el “no 
indígena” da la sensación de no estar racializado, pues prescinde de 
afiliarse racialmente, se comporta como si lo estuviera. Ciertamente, la 
encarnación fenotípica del “criollo” elude la concertación en las cate- 
gorías opuestas (“indígena”/“caucásica”) pues su adscripción mayor a 


140 Rafael Loayza Bueno 


una personificación por raza (indígena, mestizo o blanco) se encuentra 
en el mestizaje (45,5 %), en el descarte de todas las opciones citadas 
(44,8 %), tan solo 4,8 % en la categoría de “blancos” y 3,1% en la de 
indígenas. Por el contrario, la mayoría de quienes lo hacen (quienes 
se adscriben a una etnicidad) internalizan su personificación de racial 
en mayor medida (36,8 %, indígena, 51,2 % mestizo, 2,1 % blanco y 
9 % ninguna). Así, mientras en uno de los polos están los indígenas 
con más nitidez (pues estos han internalizado su categorización racial 
en mayor cuantía), en el otro están los “caucásicos” mimetizados en el 
confort del “color mezclado” y en el descarte de todas las personifica- 
ciones, en otro acto de denegación del “yo”. Por lo tanto, si la negación 
del ascendiente étnico es el aspecto notable de su autoafirmación, el 
ocultamiento de su racialidad es el más interesante de su personifi- 
cación. Así, mientras los “indígenas” plantean con menos pudor los 
aspectos raciales de su identidad, los “caucásicos” los mimetizan con 
su estratificación social (PENP, 2023). 

¿Por qué los caucásicos tienen más pudor de reconocerse como 
tales, mientras los indígenas lo hacen con menos tapujos? Al respec- 
to, Richard Dyer afirma que en el contexto de las sociedades posco- 
loniales existe una construcción fetichista del “otro racializado” que 
pesa más sobre afroamericanos e indígenas originarios que sobre 
los descendientes de los europeos (Dyer, citado en Black y Solomos, 
2000, pp. 538-539). Pues bien, en los procesos de personificación de 
los caucásicos en Bolivia se produce una conjunción entre recato y 
vergúenza sobre quienes tienen ascendiente ibérico producto, preci- 
samente, de los procesos de diferenciación poscoloniales. 

Paso a explicar: (1) Los descendientes de los colonizadores mo- 
nopolizaron el discurso de “autoridad” y “poder”, resultantes de la 
ocupación europea que los separa de aquellos que han sido históri- 
camente inferiorizados por los procesos de esclavitud, servidumbre y 
pongueaje. Por lo tanto, “no han sido segregados, y eventualmente 
marcados en el discurso y el lenguaje” merced a sus cataduras raciales. 
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Así, los caucásicos aparentan no estar racializados (Black y Solomos, 
2000, p. 540). Homi Bhabha (2004) afirma que este sentido de au- 
toridad ha sido construido a partir de una “compleja estrategia de 
reforma, regulación y disciplina” que se apropia del “otro” mientras 
visualiza el poder de “uno”. A este sentido de autoridad —presente en 
el discurso poscolonial— lo llama “mimetismo” y es “la representación 


»m 


de la diferencia a partir de la negación del “otro””. Negar al otro es, 
entonces, la acción constitutiva de autoafirmarse “uno”. Ahora bien, 
el discurso libertario de 1825 (fundacional de la República de Bolivia) 
ha hecho que el dominio colonial sea visto como opresor de las liber- 
tades individuales particularmente indígenas y, tangencialmente, crio- 
llas. Ciertamente, ha sido construido sobre el sentimiento de culpa del 
ascendiente dominante en una transacción paradójica. Por un lado, la 
ocupación ibérica ha conculcado los derechos y libertades generales 
de los indígenas (que han sido racializados e inferiorizados), y por el 
otro, los derechos a la representación política de los españoles nacidos 
en América (de los criollos) también conculcados por cuestiones de 
linaje. En el momento fundacional de Bolivia, los indígenas y criollos 
entraron en una colusión de intereses compartidos que, sin disminuir 
la subalternización de los “unos” respecto a los “otros”, ha logrado la 
fundación del país, pues ambos querían desprenderse de un yugo. En 
el momento de la génesis nacional, esta alianza ha sido construida so- 
bre los preceptos paternales del poder colonial y sobre los sentimien- 
tos de culpa del ejercicio de tal autoridad. (2) Así que ser descendiente 
español conlleva al pecado de la opresión indígena, la vergúenza de 
la genealogía sefardí y la calamidad de la carencia de linaje. Cierta- 
mente, en la fundación de la República, mientras el criollo boliviano 
se fijaba como regente del poder político, cultural y social, floreció a 
su ciudadanía carente de identidad alguna. Sin embargo, aun cuando 
el “caucásico” se niegue a llamarse tal cosa, actúa en el intercambio 
y la racionalidad social como tal, representando la condición domi- 
nante. Pero ya que ser “blanco” es también un acto de certificación 
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de ascendiente europeo (asunto que conlleva suspicacias opresivas), 
el “no indígena” prefiere el confort de no adscribirse a ningún grupo 
étnico y escoger el disfraz de la adscripción racial más neutral, el mes- 
tizaje o, cándidamente, eludir la tarea de identificarse. Esto se produce 
principalmente ya que el dominante tiende a ser más autentificado 
que el dominado, precisamente por sus prerrogativas de poder. Es de- 
cir, ya que el poder deviene de su ascendiente, entonces para ejer- 
cerlo, debe autentificarlo. Un ejemplo interesante de esta certificación 
(aunque en el lado opuesto del espectro racial) es que antropólogos, 
periodistas, cronistas y políticos empezaron a dudar del ascendiente 
indígena de Evo Morales solo cuando se encumbró como presidente 
de Bolivia. Al respecto, Bhabha afirma que este “mimetismo” también 
“Coarta la función estratégica del poder poscolonial” en la medida que 
también se transforma en una amenaza a ambos, “conocimientos 
normalizados y poderes disciplinares” (2004, p. 122) (3) Siendo que 
los blancos están vigilados, y autenticados por sus prerrogativas de po- 
der, llamarse uno mismo “descendiente directo de los españoles” lleva 
la responsabilidad de demostrar una condición de la que la sociedad 
exigiría evidencia y presentaría suspicacia. 

Tal como en la etnicidad, la colusión entre racialidad y pobreza 
es la que parece mostrar a los bolivianos diferenciados (segregados) 
y jerarquizados (discriminados) a partir de las percepciones sobre la 
calidad de su economía (formal o informal), el carácter de su trabajo 
(empleado o empleador) y la función de su oficio (proveedor o con- 
sumidor). Precisamente, está claro que los aspectos más internalizados 
de la racialidad de tanto “indígenas” como “caucásicos” tienen que 
ver con su estratificación de clase y los procesos de diferenciación re- 
sultantes de aquella. Como se puede ver en la Tabla N*2, la encuesta 
PENP trató de explorar la relación entre la asignación administrativa y 
la socialización política, preguntándole a los bolivianos cuál de las ins- 
tituciones sociales citadas generaba mayor bienestar y progreso al país. 
Se agruparon en la opción (1) a aquellas que representan los intereses 


La racialización de las élites como impugnación de la otredad 143 


de los trabajadores y el movimiento popular (sindicatos, organizacio- 
nes sociales, gremialistas) y en la (2) a aquellas que encarnan los inte- 
reses de las élites (cámaras de comercio, asociaciones de ciudadanos 
y plataformas ciudadanas). Los partidos políticos fueron medidos en 
una opción diferenciada. Los datos nos muestran que los “indígenas” 
han internalizado su condición “proletaria” (64,4 % se adscribieron a 
la opción 1) y los “no indígenas”, la suya “burguesa” (50,1 % se ads- 
cribieron a la opción 2). A partir del hecho de que los “unos” están 
“aburguesados” mientras los “otros” están “proletarizados”, la perso- 
nificación se politiza y hace que los indígenas —tal cual ocurrió con la 
autoafirmación- prefieran un gobierno del MAS y los “no indígenas”, 
cualquier alternativa frente a él. Tomando en cuenta que las encuestas 
señaladas mostraron que la polaridad se expresa también en el hecho 
de que los “unos” prefieren la empresa la privada y los “otros” pública, 
en el summum del cliché, los “indígenas” serían “socialistas” y los “no 
indígenas” capitalistas. 


Tabla 2. Autoafirmación y preferencias de organizaciones políticas 
y grupos informales 


Política organizada y grupos informales 


Sindicatos Empresarios, cámaras de 
organiz. sociales y comercio, plataformas 
economía informal ciudadanas 


Partidos 
políticos 


Recuento 785 312 122 


% dentro de Autoafirmación 64,4 % 25,6 % 


% dentro de Política organizada y 68,5% 41,8% 
grupos informales 


% del total 37,6 % 14,9 % 5,8 % 58,4 % 
Recuento 361 435 72 868 
% dentro de Autoafirmación 41,6% 50,1% 8,3% 100 % 
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% dentro de Política organizada y 31,5% 58,2% 371% 41,6% 
grupos informales 


% del total 17,3 % 20,8 % 3,4% 41,6 % 


No étnica 


Recuento 1146 747 194 2087 


% dentro de Autoafirmación 54,9 % 35,8 % 9,3% 100 % 


% dentro de Política organizada y 100% 100 % 100 % 100 % 
grupos informales 


% del total 54,9 % 35,8 % 9,3 % 100 % 
Fuente: PENP, 2023, 
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Tensiones de la identidad y racialización política 
(destino común) 


Aun cuando la identidad es variable y volátil, como lo es en gene- 
ral en la modernidad radicalizada, el estudio de PENP muestra con 
claridad que las aspiraciones de origen y destino común aparecen 
claramente opuestas en cada uno de los segmentos racializados. 
Entonces, el etiquetamiento de los “caucásicos” como “ricos” y los 
“indígenas” como “pobres” es internalizado a consecuencia de la 
preocupación de que el “otro” es una amenaza práctica al bienes- 
tar de “uno”. Como explicaría Jenkins (2002, p. 69) en el contexto 
de la interacción rutinaria, las imágenes propias se diluyen en una 
“negociación compleja de significados compartidos, entendimiento 
y prácticas racistas” que contribuyen a la diferenciación. Allí, la auto- 
afirmación y la categorización se combinan fijando relaciones especí- 
ficas de “refuerzo” en los “unos” y de “resistencia” en los “otros”, las 
cuales producen la polarización en Bolivia. Estas correlaciones subje- 
tivas —relativas pues están encaramadas en la percepción ansiosa de 
los “unos” respecto a los “otros”— muestran a los “caucásicos” eti- 
quetados de poderosos, autoritarios y conservadores (capitalistas) y a 
los “indígenas” de pobres, explotados e insurrectos (socialistas). Esto 
hace que la conjunción entre el ascendiente étnico (o no étnico) con 
la condición económica y las aspiraciones políticas de los bolivianos, 
que le dan cuerpo a la identidad, estén ideologizadas y, por lo tanto, 
profundamente politizadas. 

En este punto, no solamente refiero a cómo los caucásicos en los 
sucesivos censos (2001, 2012) escogieron, entre las opciones de as- 
cendiente étnico, a aquella que no se anexa a grupo alguno, sino a las 
implicaciones políticas derivadas de semejante elección. Por ejemplo, 
las preferencias mayoritarias de quienes niegan tener ascendiente 
étnico, referidas a la representatividad estatal republicana y a la posi- 
ción política opositora al gobierno del MAS, se plantean antónimas a 
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las preferencias de los “indígenas” que se sienten representados por 
la calidad plurinacional del Estado y afines al partido del expresidente 
Evo Morales (ver Tabla N3). Es decir, las comunidades sociales no 
solo están diferenciadas por su ascendiente y sentido de origen co- 
mún —por su percepción intersubjetiva de ser los descendientes de 
los originarios de la tierra o de la genealogía extranjera e invasora—, 
sino también por su cultura política y sentido de “destino común”. 
Así, los bolivianos parecen estar parcelados entre “indígenas” pluri- 
nacionalistas (69 %) y “caucásicos” republicanos (56 %), que más 
allá de sentirse bolivianos primordialmente, no avizoran un destino 
común a través de la política. 


Tabla 3. Autoafirmación* ¿Cuál de estas formas de organización 
política del país le parece la más apropia? 


Preferencia estatal 


Estado 
Plurinacional de | República de 

Bolivia Bolivia Ninguna | Total 
Recuento 843 339 37 1219 
% dentro de 
Autoafirmación 


69,2 % 27,8% 3% 100 % 


% dentro de Preferencia 
estatal 


% del total 40,4 % 16,2 % 1,8% 58,4 % 
Recuento 337 483 48 868 


% dentro de 
Autoafirmación 


71,4% 41,2 % 43,5% | 58,4% 


Ss 
2 
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ú 
E 
- 
E 
5 
o 
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5 
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38,8 % 55,6 % 5,5% 100 % 


No étnica 


% dentro de Preferencia 
estatal 


% del total 16,1% 23,1% 23% |416% 
Fuente: PENP, 2023. 


28,6 % 58,8 % 56,5% | 41,6% 


Por otro lado, particularmente desde la elección nacional de 2005 
hasta la de 2020, ha emergido una correlación positiva entre el 
ascendiente no indígena con el voto opositor al MAS que mues- 
tra que cerca de 7 de cada 10 electores que niegan filiación étnica, 
han votado en los últimos cinco procesos electorales en contra del 
Instrumento Político de Soberanía de los Pueblos (IPSP-MAS) y 8 de 
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cada 10 identificados étnicamente, a favor. No es una relación causal, 
más bien es una “afinidad electiva”, en el sentido signado por Max 
Weber, que exhibe una “asociación o conexión entre sistemas de 
creencias que operan en diferentes esferas de la vida social” (Scott, 
2014, p. 204). Tal el caso de la autoafirmación étnica y la preferencia 
electoral. Entonces, el contenido de uno de los sistemas (la auto- 
afirmación étnica) engendra una tendencia de significados para la 
construcción de otro sistema de creencias (la preferencia electoral). 


Tabla 4. Identidad “no indígena”, 
Necesidades básicas satisfechas (NBS) y voto opositor al MAS 


Correlaciones Voto opositor Identidad 


Voto opositor 
Identidad 
NBS 


Fuente: Censos 2001-2012, Tribunal Supremos Electoral (2005, 2009, 2014, 2020) 


En general, el voto contra el MAS (opositor) tiene las siguientes ca- 
racterísticas: (a) Es un voto fundamentalmente urbano, pues votan 
opositoramente 6,5 de cada 10 habitantes de las urbes (salvo la ciu- 
dad de El Alto que tiene una identidad aymara de 70 %). (b) Es 
oriental, pues el 75 % de este voto se produce en Santa Cruz, Tarija, 
Beni y Pando. (c) Está ordenado en función a la identidad racial, 
pues como hemos dicho el coeficiente de correlación promedio en- 
tre voto e identidad no-étnica en las elecciones nacionales de 2005, 
2009, 2014 y 2020 es de 0,68, es decir que casi 7 de cada 10 boli- 
vianos que niegan filiación étnica han votado en contra del MAS en 
cada una de las elecciones mencionadas. (d) Es fundamentalmente 
castellano hablante y católico. Curiosamente, las correlaciones entre 
las etnicidades de las tierras bajas, la Guaraní entre las más cuan- 
tificables, muestran un apego al voto opositor cuyo coeficiente de 
0,5. Esto refuerza la idea de que el MAS fundamenta su voto con las 
culturas andinas, antes que en las amazónicas. Asimismo, siendo que 
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los amazónicos constituyen apenas el 3 % de la población en general 
según el censo 2012, la preferencia electoral de estas comunidades 
es poco relevante en los resultados generales. (e) El voto “opositor” 
también se caracteriza por presentar correlaciones positivas con los 
indicadores de ingreso. Como en el oriente de Bolivia la prosperidad 
tiene un rostro caucásico, la correlación se superpone. 

Como hemos dicho, estas conjunciones están parceladas cierta- 
mente según el ascendiente étnico, a partir de sentidos distintivos 
(diferenciados por la autoafirmación y la personificación) de origen 
común y destino común. Es decir, mientras los indígenas reclaman 
tener un ascendiente “indígena originario” que les daría ciertas pre- 
rrogativas sobre el derecho privilegiado del país (si se lo pudiera decir 
así) y, por extrapolación, los “caucásicos” declaran una partencia ba- 
sada en su competencia histórica, economía y cultural, entre ambos 
existe la percepción de que el “otro” es ajeno a las aspiraciones de 
origen y destino del mundo social que habita cada “uno”. 


Conclusión 


La diferenciación presentada por los datos desplegados en este tra- 
bajo, y por la mayoría de los estudios que exploran la relación entre 
las percepciones raciales con la política y la economía en Bolivia, no 
solamente exteriorizan diferencias étnicas y raciales en la distribu- 
ción del ingreso y el acceso al poder político, sino, principalmente, 
“tendencias de comportamiento que exhiben un sistema de valores”. 
Es decir que los procesos de diferenciación y segregación habrían 
tomado (a lo largo de la historia) una forma colectiva llegándose 
a transformar en “una ristra de expectativas normativas especializa- 
das” que compondrían a la sociedad boliviana (Scott, 2014, p. 357). 

Las diferenciaciones raciales en Bolivia son tan prácticas como 
simbólicas, pues pueden escudriñarse desde la socialización prima- 
ria, la interacción pública rutinaria, la distribución del empleo y el 
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ingreso, hasta la política formal y la distribución el poder. Si bien 
aparecen en correlaciones positivas observables (tales como la co- 
rrespondencia entre la identidad el voto y la distribución de la clase 
social), florecen asimismo como estereotipos (fijaciones) que, mu- 
chas veces, funcionan por encima de la realidad. 

Ciertamente, “todos los grupos (y su identidad) son instituciones 
pues generan patrones en la práctica social que se han establecido a 
través del tiempo por “un modo particular de hacer las cosas” (Jen- 
kins, 2001, p. 61). En consecuencia, la racialización del “caucásico” 
en Bolivia muestra que el ascendiente colonial se sigue desarrollan- 
do normativamente y alimenta el orden social. Ahora bien, las cate- 
gorías sociales tales como la personificación no son necesariamente 
institucionales, pues no están regidas por un orden central, sino por 
la extensionalidad del prejuicio racial. Pero sí convenimos que la per- 
sonificación de los “no indígenas” genera percepciones que derivan 
en acción social hacia los “indígenas”, pues al ser ajenos al orden 
cultural del otro (al orden conceptual, como diría Durkheim) los 
“caucásicos” tenderán a tipificar su prejuicio haciendo que la dife- 
renciación emerja políticamente. Y este es el peligro de la racializa- 
ción del no indígena como impugnación a la otredad. 

Mi propósito es exponer esta contingencia a partir de las correla- 
ciones innegables que existen entre la autoafirmación con el ingreso 
y la distribución del poder político. Pues bien, para que la mayoría 
de los ricos en Bolivia sean “caucásicos” (y el dato matemáticamente 
opuesto aplicable a los indígenas) y para que solo haya habido un 
presidente de ascendiente étnico en la historia del Estado —ambas 
contingencias en 200 años de existencia boliviana—, las comunidades 
“caucásicas” han tenido que ser situadas en las jerarquías sociales 
superiores reglamentaria y recursivamente. Es decir que tanto las re- 
glas (las leyes, las normas y valores sociales) como los recursos que 
facilitan el orden social frenan (o por lo menos reducen) el ascenso 
y la movilidad social de los indígenas. Así, la voluntad sola de un 
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“indígena” no basta para conseguir movilizarse al estrato superior de 
clase, pues aunque las reglas legislen la equidad, los recursos requeri- 
dos están restringidos socialmente. 

Una implicación empírica que ilustra el punto es el promedio de 
reducción de la pobreza en Bolivia: 1% por año desde 1996. Mien- 
tras, por un lado, el indígena tiene 10 % de probabilidades de entrar 
en esa estadística (al acceso de una mejor educación, empleo, salud 
O justicia), los “no indígenas” tienen nueve veces más oportunida- 
des de lograr el mismo cometido. Ahora bien, el ascenso y la mo- 
vilidad social no solo tienen que ver con el acceso a recursos, sino 
también con la capacidad de autodeterminación del individuo y, en 
última instancia, del grupo. Sobre este punto, ¿qué hacer cuando los 
avances de un grupo son contenidos por el otro?. Responder a esta 
pregunta nos permitirá evaluar la capacidad de autodeterminación 
de un grupo, más aún sobre la voluntad del otro de contener este 
avance, para conectar la interacción social en el nivel micro social de 
la autoafirmación y la imagen pública con el orden institucional de 
grupos y categorías (Jenkins, 2001, pp. 62-63). Claramente, la identi- 
ficación del grupo y la categorización que este hace sobre los otros se 
combinan en relaciones específicas situadas de resistencia y refuerzo 
para producir la realidad social en un espacio y tiempo históricos de 
la colectividad étnica institucionalizada. 

Sin duda, el espíritu indigenista y descolonizador del Estado Pluir- 
nacional ha hecho que los “no indígenas” se sientan dislocados (se- 
gregados) de su rol central en la historia de Bolivia. Hoy, la irrupción 
de líderes como Luis Fernando Camacho en Santa Cruz y Horacio 
Poppe en Chuquisaca está vigorizando un sentimiento de regreso 
a la República, instrumentalizado por preocupantes movimientos 
conservadores situados en la derecha religiosa, que intervienen en 
la esfera pública con la misión de contener el “primordialismo” del 
movimiento popular indígena, pero el mismo ímpeto con el que 
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los indígenas están dispuestos a defender la vigencia del Estado 
Plurinacional. 

Pues bien, la polarización explica la prevalencia de los epifenó- 
menos de la discriminación y la segregación, en un mundo donde el 
orden reglamentario, y particularmente en la Bolivia Plurinacional, 
ha penalizado el racismo y lo ha transformado en una práctica in- 
moral. Es decir que aun cuando el orden estructural (legal, religioso 
y, eventualmente, cultural) trata al racismo como una conducta an- 
tisocial, la discriminación y la segregación (agenciada por la praxis 
social) se siguen abriendo paso en la sociedad moderna a través de 
la socialización y la política y a pesar de la contención que la ley y la 
moral podrían presentar. 

En el mundo del siglo XXI, los grupos de supremacía blanca pare- 
cen haber brotado con mayor vigor y abundancia, tal vez con mayor 
fuerza que nunca desde la lucha de los derechos civiles en los Estados 
Unidos y de la Reforma Agraria en Bolivia. El racismo político ha 
proliferado con más crudeza, paradójicamente, luego del quiebre de 
los techos de cristal que las elecciones, casi simultáneas, de Barack 
Obama y Evo Morales lograran en el continente americano. La políti- 
ca ha dado paso a liderazgos con bases electorales racializadas como 
las de Donald Trump y Jair Bolsonaro en el continente. Y es que aun 
cuando la penalización del racismo está institucionalizada en el régi- 
men normativo, la discriminación y segregación son contingentes y 
abiertas a través de las luchas por el poder político. 
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Estado dependente 
latino-americano 


A contrainsurgéncia 
como característica particular 


THAYS FIDELIS 


Introducáo 


Desde o início do presente século o mundo tem alternado entre os 
chamados governos progressistas e governos de direita e extrema-di- 
reita, tanto no centro como na periferia, sendo os principais gover- 
nos e frentes: no centro temos na Franca a Frente Nacional de Marine 
Le Pen, na Itália a Liga do Norte do ex-vice-premié Matteo Salvini e 
nos Estados Unidos o ex-presidente do republicano Donald Trump; 
e na periferia temos na Argentina o ex-presidente Maurício Macri, 
na Colómbia o ex-presidente Álvaro Uribe, na Turquia o presidente 
Recep Tayyip Erdogan, nas Filipinas o presidente Rodrigo Duterte, no 
Brasil o ex-presidente Jair Bolsonaro e o Estado Islámico do lraque e 
da Síria. 

Devido a esses governos e frentes foram retomados alguns es- 
tudos sobre o fascismo, tentativas que váo desde uma identificagáo 
deles ao nazifascismo do século passado, até a análises conjunturais 
que negam essa identificagáo. O conceito de fascismo é comumen- 
te relacionado aos movimentos reacionários e conservadores ou é 
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reduzido aos conceitos de ditadura, de bonapartismo ou de auto- 
ritarismo, porém nem todas as formacóes sociopolíticas que reco- 
rreram/recorrem sistematicamente ao terror contrarrevolucionário 
podem ser enquadradas como fascistas — ainda que a terminologia 
fascista aparega de maneira recorrente nas diversas vertentes da luta 
política sem a rigidez científica do termo, sendo utilizada para agi- 
tacáo de maneira esvaziada. 

Levando em consideracáo a relacio de co-determinacgáo entre 
capital e Estado desenvolvida por Mészáros, em que o Estado deve 
garantir e defender as condicóes necessárias para a reproducáo e 
acumulacáo do capital, e concordando com Cueva quando ele (num 
caminho do abstrato ao concreto) defende que o Estado capitalista é 
O Estado de determinada formagáo social com todas as suas determi- 
nacóoes histórico-estruturais, buscamos demonstrar como o Estado 
latino-americano precisou atribuir o caráter de contrainsurgéncia as 
suas características devido á forma particular de reprodugáo e acu- 
mulacáo de capital das suas formacóes socias e da localizacáo destas 
dentro do capitalismo desigual e combinado. 

Defendemos que a contrainsurgéncia, diferente de algumas pos- 
tulacóes dos anos setenta, náo imprime um caráter fascista ao Estado 
dependente e sim que a estrutura das classes sociais (dentro de uma 
hierarquia internacional de classes sociais) conforma um sistema de 
dominacáo no qual é necessário um Estado “forte” que garanta e 
defenda as condicóes de reproducáo do capital, sendo esse Estado 
“forte” o que tem uma institucionalizacio/profissionalizacáo da con- 
trainsurgéncia, ou seja, uma incorporacáo da contrainsurgéncia como 
característica particular do Estado dependente latino-americano. 

A linha argumentativa foi dividida em quatro segóes. Na primei- 
ra retomamos a relacáo entre capital e Estado, para entender como 
sempre há uma correspondéncia entre as necessidades das fases do 
capital e o Estado. Na segunda demonstramos como a particular 
forma de reproducáo do capital nos países dependentes exige uma 
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conformacáo de poder e um Estado “forte” que lhe é correspon- 
dente. Na terceira retomamos alguns debates sobre as ditaduras 
civil-militares latino-americanas para entender como as exigéncias 
do capital naquela conjuntura exigiu um tipo específico de Estado 
— € a variedade de explicagOes sobre esse tipo de Estado. Na quarta 
explicamos como a particularidade capitalista dependente requer a 
institucionalizacáo da contrainsurgéncia para que o Estado, em sua 
relacáo de co-determinacáo, continue dando conta das demandas 
internas e externas do capital e das suas burguesias. 


A relacáo de co-determinacáo entre capital e Estado 


Entendendo que o Estado é produto da divisáo do trabalho e das for- 
mas de sociabilidade classistas que resultam daquela, Ernest Mandel 
afirma em seu livro O capitalismo tardio que seu surgimento se dá de- 
vido a crescente autonomia de algumas atividades superestruturais 
que medeiam a produgáo material, fazendo com que a protecáo e a 
reproducáo da estrutura social sejam a fungáo primordial do Estado. 
Mandel destrincha essas principais fungOes em em trés: 


1) criar as condicóes gerais de produgáo que náo podem ser assegu- 
radas pelas atividades privadas dos membros da classe dominante; 
2) reprimir qualquer ameaga das classes dominadas ou de fracóes 
particulares das classes dominantes ao modo de producáo corrente 
através do Exército, da polícia, do sistema judiciário e penitenciário; 
3) integrar as classes dominadas, garantir que a ideologia da socieda- 
de continue sendo a da classe dominante e, em conseqúéncia, que 
as classes exploradas aceitem sua própria exploracáo sem o exercício 
direto da repressáo contra elas (porque acreditam que isso é inevitá- 


vel, ou que é “dos males o menor) ou a 'vontade suprema; ou porque 


nem percebem a exploracáo) (Mandel, 1985, p. 333). 
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A primeira funcáo é um tanto ampla, ela se relaciona com a esfera 
produtiva e inclui: garantir a mediacáo entre infra e superestrutura; 
garantir “os pré-requisitos gerais e técnicos do processo de produgáo 
efetivo [...]; providenciar os pré-requisitos gerais e sociais do mesmo 
processo de producáo [...]; e a reprodugáo contínua [das] formas 
de trabalho intelectual que sáo indispensáveis á produgáo” (Mandel, 
1985, p. 334). A segunda é requisitada nos momentos em que a 
luta de classes apresenta algum risco ao desenvolvimento do capital, 
bem como para reprimir e coagir os movimentos sociais, com um 
discurso de protecáo da sociedade contra alguns indivíduos que náo 
se “ajustam” á conduta social. A terceira fungáo é utilizada a todo 
momento, em todos os meios de comunicagáo, em todas as relagóes 
sociais, sendo essencial para garantir a hegemonia burguesa e facili- 
tar a integracáo' das classes dominadas ao processo produtivo. Sob 
o domínio da ordem burguesa o trabalho náo tem outra alternativa 
senáo submeter-se ao capital. 

É sabido que a origem do Estado se relaciona com a origem da 
propriedade privada. No período feudal ele tinha como funcáo ga- 
rantir as relagóes entre os donos da terra e uni-los contra um possível 
inimigo. Este tipo de funcionalidade era contrária a lógica de repro- 
ducáo do capital e por um longo tempo foi o impasse ao seu desen- 
volvimento. Ele só foi “superado” quando a acumulacáo primitiva 
e O capital mercantil obtiveram certo grau de autonomia e pude- 
ram tomar para si o poder do Estado e transformá-lo em seu ins- 
trumento de acumulacáo progressiva. É no momento histórico que 
surge o modo de producáo capitalista que a funcáo do Estado passa 


1 A “funcáo integradora” do Estado se dá de diversas formas nos diversos modos de 
producáo, sendo quase permanente a existéncia de algumas como a magia, a filo- 
sofia, a moral, a lei etc. Cada uma dessas “práticas ideológicas” se inserem no que 
Gramsci chamou de aparelhos de hegemonia como a escola, a religiáo, o sindicato, 
os meios de comunicacáo etc., todos eles vinculados a determinadas classes, porém 
o que prevalece no capitalismo é a lei do fetichismo. 
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a vincular-se diretamente á produgáo e a circulagáo de mercadorias, 
náo sendo um caráter a-histórico do Estado. 

Descendente do Estado absolutista, o Estado burgués o modifica 
e se diferencia das formas pré-capitalistas, por exemplo, ao substituir 
a coercáo pura para a combinacgáo com outras formas de legitimacáo 
e ao imprimir uma aparéncia de liberdade e igualdade, concomi- 
tantes a absorcáo das relacóes de troca pela sociedade em geral. A 
diferenciacáo entre o Estado capitalista e suas formas pré-capitalistas 
se dá, essencialmente, por características específicas do capitalismo, 
em especial pelo “isolamento das esferas pública e privada da socie- 
dade, que é conseqúéncia da generalizacio sem igual da producáo 
de mercadorias, da propriedade privada e da concorréncia de todos 
contra todos” (Mandel, 1985, p. 336). Com a cisáo do público e do 
privado o capital 


precisa de uma instituigáo independente, baseada nele próprio, mas 
que náo esteja sujeita a suas limitacóes [...]. Essa instituigáo inde- 
pendente, “ao lado, mas fora da sociedade burguesa) pode, baseada 
simplesmente no capital, satisfazer as necessidades negligenciadas 
pelo capital... O Estado náo deve ser visto, portanto, nem como um sim- 
ples instrumento, nem como instituigdo que substitui o capital. Só pode 
ser considerado uma forma especial de preservagáo da existéncia social 
do capital “ao lado, mas fora da concorréncia'”” (Altvater citado em 
Mandel, 1985, p. 336, grifos nossos) 


Nesse sentido, Mészáros aponta que o Estado é uma “estrutura de 
comando político de grande alcance do capital, tornando-se parte 
da “base material” do sistema tanto quanto as próprias unidades re- 
produtivas socioeconómicas” (2011, p. 119), superando aquela visáo 
dicotómica de estrutura e superestrutura náo dialéticas. O referido 
autor afirma que além da estrutura reguladora política, o Estado 
alcanga sua enorme importáncia “também como um constituinte 
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material essencial do sistema no seu todo, sem o qual o capital náo 
poderia afirmar-se como a forca controladora do modo estabeleci- 
do de reproducáo sociometabólica” (Mészáros citado em Paniago, 
2012, p. 82). 

Pontuamos a necessidade de entender a relacáo entre capital e 
Estado como uma relacáo constituída de elementos entrelacados, 
entrecruzados a ponto de náo se poder dissociá-los, uma relacáo de 
co-determinagáo entre as unidades reprodutivas materiais e O Es- 
tado, no qual “a estrutura de comando político surge para comple- 
mentar ('no nível de abrangéncia apropriado”), em vista dos defeitos 
estruturais do sistema, os elementos reprodutivos materiais, sem- 
pre de acordo com a dinámica expansionista do sistema do capital” 
(Paniago, 2012, p. 85). Ou seja, há uma relagáo de correspondéncia 
mútua dialética entre capital e Estado que os fazem surgir e coexistir. 

Meészáros afirma que o capital é “um modo de controle que se so- 
brepóe a tudo o mais, antes mesmo de ser controlado — num sentido 
apenas superficial — pelos capitalistas privados” (2011, p. 98) e que o 
Estado, nessa relacáo de co-determinacáo, complementa o controle 
do capital. É possível observarmos a funcáo do Estado no contro- 
le dos trés defeitos estruturais do sistema do capital apontados por 
Mészáros, a saber: separacáo entre producáo e controle, separacáo 
entre producáo e consumo e separacáo entre producáo e circulacáo. 

No primeiro, o Estado deve “sancionar e proteger o material alie- 
nado e os meios de produgáo (ou seja, a propriedade radicalmente 
separada dos produtores) e suas personificacóes, os controladores 
individuais (rigidamente comandados pelo capital) do processo de 
reproducáo económica” (Mészáros, 2011, p. 107), garantindo uma 
estrutura jurídica que assegure que os desacordos constantes entre 
os microcosmos do sistema náo sejam rompidos. Além disso, o Esta- 
do é necessário para “evitar as repetidas perturbacóes que surgiriam 
na auséncia de uma transmissáo da propriedade compulsoriamen- 
te regulamentada [...] de uma geracáo á próxima” (Mészáros, 2011, 
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p. 108) e para intervir corretivamente nos conflitos constantemente 
renovados entre as unidades socioeconómicas particulares — essa in- 
tervencáo “ocorre de acordo com a dinámica mutante de expansáo 
e acumulacáo do capital, facilitando a prevaléncia dos elementos e 
tendéncias potencialmente mais fortes até a formacáo de corporacóes 
transnacionais gigantescas e monopólios industriais” (Mészáros, 2011, 
p. 108). 

No segundo defeito estrutural, o Estado “deve sempre ajustar 
suas funcóes reguladoras em sintonia com a dinámica variável do 
processo de reproducáo socioeconómico, complementando poli- 
ticamente e reforgando a dominacáo do capital” (Mészáros, 2011, 
p. 110); essa agáo se deve, essencialmente, devido á produgáo náo 
se basear nas necessidades reais e sim em apetites de consumo ima- 
ginários ou artificiais que está destinado a atingir seu limite. Além 
dessa complementacáo política e reforgo da dominagáo, o Estado 
assume a fungáo de comprador/consumidor direto e em escala sem- 
pre crescente, provendo “algumas necessidades reais do conjunto 
social (da educacáo a saúde e da habitacáo e manutengáo da chama- 
da “infraestrutura” ao fornecimento de servicos de seguridade so- 
cial)” (Mészáros, 2011, p. 110) e satisfazendo algumas necessidades 
artificiais, como “alimentar náo apenas a vasta máquina burocrática 
de seu sistema administrativo e de imposicáo da lei, mas também 
o complexo militar-industrial, imensamente perdulário, ainda que 
diretamente benéfico para o capital” (Mészáros, 2011, p. 110). 

No terceiro defeito estrutural, o Estado “é chamado a preencher 
no domínio do consumo, em primeiro lugar dentro de suas próprias 
fronteiras nacionais” (Mészáros, 2011, p. 111), porém deve eliminar 
as barreiras locais para permitir o livre crescimento dos mercados, 
que é uma exigéncia básica do capitalismo. Mészáros aponta que a 


única forma pela qual o Estado pode tentar resolver essa contradicáo 


é com a instituicáo de um sistema de “duplo padráo”: em casa (ou 
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seja, nos países “metropolitanos” ou “centrais” do sistema do capital 
global), um padráo de vida bem mais elevado para a classe trabal- 
hadora — associado á democracia liberal — e, na “periferia subdesen- 
volvida”, um governo maximizador da exploracáo, implacavelmente 
autoritário (e, sempre que preciso, abertamente ditatorial), exercido 


diretamente ou por procuracáo. (Mészáros, 2011, p. 111) 


A resolugáo dessa contradicáo resulta no estabelecimento de 
“uma hierarquia de Estados nacionais mais, ou menos, poderosos 
que gozem — ou padegam — da posicáo a eles atribuída pela relagáo 
de forcas em vigor (mas de vez em quando, é inevitável, violenta- 
mente contestada) na ordem de poder do capital global” (Mészáros, 
2011, p. 111). Mészáros afirma que disso resulta duas tendéncias 
complementares: equalizacío no índice diferencial de exploragáo 
entre os países de capitalismo central e os de capitalismo periférico; 
e o crescente autoritarismo nos Estados dos países de capitalismo 
central, como necessário corolário político do aprofundamento do 
índice de exploracáo. 

Retomando á atuacáo do Estado frente ao terceiro defeito estru- 
tural, ele tem duas frentes: no plano nacional e no plano internacio- 
nal. No primeiro, ele tentará evitar a perene tendéncia á concentragáo 
e á centralizacáo do capital para evitar a “eliminacáo prematura de 
unidades de producáo ainda viáveis (ainda que menos eficientes, 
se comparadas a seus irmáos e irmás maiores), pois fazé-lo afetaria 
desfavoravelmente a forga combinada do capital nacional total em 
tais circunstáncias” (Mészáros, 2011, p. 113); caso haja alteracáo dos 
interesses do capital nacional total, as medidas antimonopolistas do 
Estado sáo descartadas facilmente. 

No plano internacional, o Estado tentará fortalecer o impulso 
monopolista, pois “quanto mais forte e menos sujeita a restrig0es 
for a empresa económica que recebe o apoio político (e, se preciso, 
também militar), maior a probabilidade de vencer seus adversários 
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reais ou potenciais” (Mészáros, 2011, p. 113) e éaí que o Estado assu- 
me o papel de facilitador do processo de monopolizacáo no exterior, 
afirmando, “com todos os recursos a sua disposicáo, os interesses 
monopolistas de seu capital nacional — se preciso, com a imposicáo 
da “diplomacia das canhoneiras” — diante de todos os Estados rivais 
envolvidos na competicáo pelos mercados necessários a expansáo e 
á acumulacáo do capital” (idem, p. 113). Porém, independente dos 
interesses de determinados capitais nacionais náo tem como elimi- 
nar os interesses do capital social total. 

Nesse sentido, entendemos que a relacáo de co-determinacgáo 
entre capital e Estado impóe que este último cumpra seu papel vital, 
a saber, “assegurar e salvaguardar as condicóes globais da extragáo 
de sobretrabalho” (Paniago, 2012, p. 81). Para cumprir esse papel, 
o Estado pode obter diversas formas, como a parlamentarista, de- 
mocrática, autocrática, ditatorial, bonapartista etc. 4 medida que as 
circunstáncias históricas específicas exijam. Entender a relacáo entre 
capital e Estado como uma relacáo de 'co-determinacáo; no qual 
a superestrutura política e legal surge para complementar a domi- 
nacáo e o controle sociometabólico e de entender que para garantir 
as condicóes globais de extragáo de sobretrabalho o Estado pode 
adquirir formas diversificadas, é a base teórica para a análise de como 
O capitalismo dependente latino-americano necessita de um Estado 
forte que tem o dever de atender náo apenas os interesses da repro- 
ducáo do capital imperialista, mas também de garantir a reproducáo 
da burguesia nacional. 


Capitalismo dependente e Estado dependente 
latino-americanos 


Para entender a estrutura económica, política e social dos países de 
economia dependente, é necessário retomar rapidamente o processo 
de expansáo do capitalismo europeu que implementou modificacóes 
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em países do chamado “terceiro mundo”. Essas mudangas foram de- 
terminadas, em primeiro lugar, pelas necessidades da Europa que 
devido seu avanco tecnológico adapta essas economias a seus fins, 
movimentando capitais e recursos de todos os tipos. Cada país desse 
chamado terceiro mundo tem suas particularidades históricas, geo- 
gráficas e económicas, porém todos tem uma evolugáo histórica se- 
melhante de extracáo de riquezas, exterminagcáo dos povos nativos, 
adaptacáo da produgáo voltada para os interesses de suas metrópo- 
les etc. cujo objetivo primordial era a obtencáo de riquezas e lucros 
para os grupos dominantes dos países centrais. 

Vánia Bambirra em seu livro Capitalismo dependente latino-a- 
mericano capta bem essas diferengas e semelhancas entre os países 
dependentes latino-americanos e propóe uma tipología entre eles. 
Para a autora, analisar o processo de surgimento e desenvolvimen- 
to das relacóes de produgáo tipicamente capitalistas e do mercado 
interno permite expor como “a situagáo de dependéncia em relacáo 
aos centros hegemónicos condicionou os marcos gerais das estruturas 
económicas produtivas dos países atrasados e como, ao mesmo tempo, 
estas estruturas sáo redefinidas em fungáo das possibilidades de desen- 
volvimento do capitalismo dependente” (2019, p. 74, grifos da autora). 
Esses processos permitem visualizar a dialética entre o interno e o 
externo, pois apesar da estrutura geral ter sido construída a partir de 
demandas externas, a “estrutura interna conquista um certo dina- 
mismo próprio, resultante do desenvolvimento da indústria e que 
funciona segundo leis específicas do novo modelo de capitalismo 
dependente” (Bambirra, 2019, p. 74). 

Theotónio dos Santos em seu livro Evolugáo histórica do Brasil: 
da colónia a crise da Nova República divide a história das economias 
dependentes entre as press0es para se ajustar as demandas externas 
e as tentativas de escapar desses ajustes. É interessante notar que 
mesmo as economias que melhor conseguiram se ajustar, náo con- 
seguiram iniciar um processo autónomo de crescimento e acabaram 
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por se submeter a novos ajustes determinados externamente — em 
todos os casos as economias dependentes estáo em desvantagem, 
seja pela expropriacáo intensiva de suas riquezas, seja pela exploracáo 
intensiva dos trabalhadores que esta expropriacáo exigia. 

Podemos observar, portanto, um trio constante da dependéncia: 
producáo especializada para o mercado externo, exploracáo inten- 
siva da máo de obra e baixa remuneracáo — e em alguns momen- 
tos históricos com a presenca de repressáo da forca de trabalho e 
supressio de relacóes salariais. A baixa remuneragáo é uma carac- 
terística constante que tem grande efeito estrutural, pois apesar de 
compor o modo de producáo capitalista globalizado e de terem sido 
dominados sucessivamente por setores mais desenvolvidos tecno- 
logicamente, as relagóes trabalhistas sempre permaneceram mais 
“atrasadas” em relacáo aos países centrais — enquanto o capitalismo 
mercantil desenvolve na Europa a manufatura moderna, desenvolve 
na América relacóes escravistas e servis. 

A primeira vista pode parecer estranho que no mesmo período 
em que se lutava por “liberdade, igualdade e fraternidade” no países 
do centro capitalista, que se consolidava um modo de produgáo e 
reproducáo social na qual náo haveria mais relacóes servis, apareca 
num outro continente economias baseadas em regimes de trabalho 
já superados; porém era necessário uma criacáo/obtencáo de rique- 
zas que servisse no exterior ás burguesias e monarquias europeias, 
e no interior ás oligarquias, pois apesar de náo terem um modo de 
producáo próprios, essas economias tinham formacdes socioeconó- 
micas dependentes. Santos afirma que a dependéncia é uma relagcáo 
que constitui e condiciona as estruturas internas, para ele dependén- 
cia é 


uma situacáo económica na qual certas sociedades tém a sua es- 
trutura condicionada pelas necessidades, as aqOes e os interesses de 


outras economias que exercem sobre elas um domínio. O resultado 
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é que estas sociedades se definem de acordo com essa situagáo condi- 
cionante, que estabelece o marco para o seu desenvolvimento e para 
as respostas diferenciadas que elas oferecem, sempre submetidas aos 
estímulos produzidos pela economia e sociedade dominantes. En- 
tretanto, em última instáncia, elas náo estáo determinadas por esta 
situacáo condicionante, e sim pelas forcas internas que as compóem. 
É o caráter destas forcas internas que explica a sua situacáo depen- 
dente e também a sua capacidade de enfrentamento ou submissáo 
aos impulsos externos que as condicionam (1994, p. 15, grifos do 


autor). 


A evolucáo social do Brasil, por exemplo, representa um modelo das 
formas extremas que o domínio imperialista pode chegar e como 
isso resulta no desenvolvimento dependente: no período colonial, o 
país tinha uma posicáo privilegiada na produgáo do agúcar e o ouro 
expropriado subsidiava a revolucáo industrial; no século XIX, o país 
tinha o monopólio mundial do café e da borracha; no século XX, 
tinha uma forte indústria de base (com capital estrangeiro); no sé- 
culo XXI além do agronegócio, teve o descobrimento do pré-sal. No 
entanto, em nenhum momento o Brasil conseguiu superar as barrei- 
ras da dependéncia e do subdesenvolvimento, permaneceu sempre 
dependente ao capital estrangeiro, agora financeirizado. 

Assim, é possível observar que o “imperialismo tem um duplo 
aspecto: o do centro económico em expansáo e o dos países que 
sáo objetos dessa expansáo; é assim que o conceito de dependéncia 
surge intrinsecamente ligado ao conceito de imperialismo” (Fidelis, 
2020, p. 136). É assim que, a partir da teoria do imperialismo, surge a 
teoria da dependéncia que busca compreender os impactos dos pro- 
cessos de desenvolvimento internacional do capital nos países afeta- 
dos, levando em consideragáo a dialética entre o desenvolvimento 
capitalista mundial e o desenvolvimento do capitalismo nos países 
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“menos desenvolvidos”. Essa teoria, em sua vertente mais crítica cha- 
mada teoria marxista da dependéncia (TMD) 


busca demonstrar que o que se chama de subdesenvolvimento é, na 
realidade, uma estrutura que se integra no amplo processo de desen- 
volvimento do capitalismo internacional e que por isso os fenóme- 
nos e as estruturas chamadas subdesenvolvidas devem ser analisadas 
em conjunto com o desenvolvimento internacional — apontando 
para a relagío de dependéncia dos chamados países subdesenvol- 
vidos em relacáo aos desenvolvidos e náo um processo possível de 
ascensáo no qual os países desenvolvidos auxiliam os subdesenvolvi- 
dos (Fidelis, 2020, pp. 136-137, grifos da autora). 


Portanto, a estrutura económica (assim como a política, social e 
cultural) dos países dependentes deve ser entendida a partir das re- 
lacóes económicas mundiais, em que há um desenvolvimento des- 
igual e combinado. Nesse sentido vamos analisar, á luz de Marini, 
como se dá a reproducáo do capital nos países dependentes para 
entender como daí se constrói um amálgama de poder que ocupa o 
Estado dependente latino-americano. 

Marini, em um artigo intitulado O ciclo do capital nas economias 
dependentes, analisa separadamente as trés fases do ciclo produtivo 
descritas por Marx, para entender como a dependéncia aparece em 
cada uma delas e como no ciclo de produgáo do capital aparece a 
relacáo de dependéncia. O referido autor separa o ciclo do capital 
em: circulacáo 1 (C*), que envolve D-M, ou seja, o movimento no 
qual o dinheiro assume forma de mercadorias que seráo inseridas 
no processo de producáo; producáo, que envolve P, ou seja, o pro- 
cesso no qual os objetos e meios iráo transferir parte de seu valor 
ás mercadorias e a forca de trabalho irá criar valor, um processo de 
valorizacáo do capital investido; e circulacáo 2 (C?), que envolve M”- 
D' ou seja, o movimento no qual as mercadorias criadas no processo 
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de producáo entram num processo de circulacáo para realizar-se em 
dinheiro novamente. 

Para entender a primeira fase, C1, é necessário saber de onde vem 
O dinheiro e Marini identifica trés fontes na economia dependente 
latino-americana: capital privado interno, investimento público e ca- 
pital estrangeiro. O capital privado interno é a “a parte da mais-valia 
gerada no interior da economia que (deduzidos os gastos improdu- 
tivos do capital) se apresenta para acumular-se sob a forma de meios 
de produsáo e forca de trabalho” (Marini, 2012, p. 23). Do ponto 
de vista da economia, independe de quem seja o proprietário desse 
capital (nacional ou internacional), pois já está deduzido a parte da 
mais-valia que sai da esfera nacional (remessa de lucros, pagamento 
de juros, amortizacóes, royalties etc.). 

A segunda fonte de dinheiro é o investimento público e ele tem 
duas fontes: os impostos e as empresas públicas. Os impostos podem 
ser diretos, quando recai sobre o capital e seus proventos advindos 
da transferéncia de uma parte da mais-valia gerada; indiretos, quan- 
do advém de outros tipos de rendimento (lucros, proventos etc.) 
advindos da distribuigío da mais-valia; ou, ainda, indiretos pagos pe- 
los trabalhadores. As empresas públicas possibilitam o investimento 
público á medida que tém nelas um processo direto de exploracáo, 
pois elas funcionam tal qual uma empresa privada na geracáo de 
mais-valia, só que esta é apropriada pelo Estado. 

É importante observar que nem todo gasto do Estado é produ- 
tivo, dependerá das despesas destinadas. Porém, mesmo nos gastos 
“improdutivos” é possível observar o objetivo produtivo, como por 
exemplo os gastos em educacáo e saúde que promovem parte da 
reprodugáo da forca de trabalho; somente os gastos com a buro- 
cracia estatal (civil, policial e militar) que sáo improdutivos. Marini 
atenta para a importáncia do Estado no ciclo do capital da economia 
dependente, já que ele tem a capacidade de “transferir para si parte 
da mais-valia gerada pelo capital privado, a de produzir ele próprio 
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mais-valia e, finalmente, a de captar parte do capital variável dos sa- 
lários pagos a forca de trabalho” (Marini, 2012, p. 24) — é essa tripla 
capacidade que permite o Estado investir na economia, participando 
massivamente na formacáo do capital constante total. 

O capital estrangeiro, a terceira fonte de dinheiro, se apresenta 
de duas formas: como investimento direto, quando os capitalistas 
investem diretamente na economia dependente através da proprie- 
dade total ou parcial do capital produtivo (o que levará a apropriacáo 
total ou parcial da mais-valia produzida); e investimento indireto, 
quando os capitalistas estrangeiros emprestam ou financiam os capi- 
tais privados nacionais ou o Estado. 

Na fase da producáo, P, náo precisamos levar em consideracáo 
a origem do capital, nos deparamos já com as instalacOes, maté- 
rias-primas, maquinários etc. nas quais a forca de trabalho executa- 
rá o processo de producáo de mercadorias, no qual está contido o 
processo de valorizagáo do capital. Isso náo quer dizer que haja uma 
independéncia dessa fase com a anterior, pois a fase anterior condi- 
ciona esta, imprimindo-Ihe características próprias — ou seja, as em- 
presas estrangeiras ou as quais o capital estrangeiro opera associado 
ao nacional sáo as que detém a tecnologia dos meios de producáo, 
causando um desnível tecnológico dentro do próprio país. 

As condicóes engendradas na primeira fase da circulacáo deter- 
minam o grau de acumulacáo do capital na fase de producáo. As 
empresas que tém o monopólio tecnológico obtém sistematicamen- 
te mais-valia extraordinária, concentrando, consequentemente, cada 
vez mais mais-valia e capital investido nas economias dependentes. 
Além disso, as empresas altamente tecnológicas podem ao invés de 
vender as mercadorias pelo preco de mercado, poderia vendé-las 
de acordo com o seu próprio custo de producáo; nesse caso, as de- 
mais empresas que Operam com nível médio teriam que vender 
suas mercadorias á precos inferiores do custo, o que as levariam á 
faléncia — isso resulta num processo de centralizacáo brutal no qual 
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as empresas menores náo conseguem fazer frente a concorréncia e 
acabam compondo processos de monopolizacáo precoce nas econo- 
mias dependentes. Normalmente o que acontece é a concentragáo 
através do lucro extraordinário. 

Em reacáo ao processo de concentracáo, as empresas que tém 
nível médio de produtividade aumentam a intensidade do trabalho, 
prolongam a jornada de trabalho ou simplesmente rebaixam os sa- 
lários — nos dois primeiros casos há extracáo de mais-valia absoluta 
ou mais-valia relativa e em ambos há diminuigáo do tempo de tra- 
balho socialmente necessário á reprodugáo da forca de trabalho; no 
último caso, a forca de trabalho é remunerada abaixo do seu valor, 
resultando numa superexploracáo da forca de trabalho. Apesar dessa 
estratégia ser acionada pelos capitais de menor competitividade, aca- 
ba por favorecer os capitais monopolistas, pois eles váo pagar o valor 
médio de todas as mercadorias, incluindo a forca de trabalho. E esse 
processo de tentar baratear todas as mercadorias vai se transformar 
num círculo vicioso de depreciacáo dos pregos de todas as mercado- 
rias devido a depressáo artificial do prego da forca de trabalho. 

A esses dois elementos (lucros extraordinários e salários abaixo 
do valor da forca de trabalho), Marini acrescenta duas características 
próprias da fase de producáo no ciclo do capital na economia depen- 
dente: superexploragcáo e subordinacáo ao exterior. Para que a supe- 
rexploracáo possa acontecer é imprescindível que os trabalhadores 
se encontrem em situagáo de difícil reivindicacáo, que aceitem uma 
remuneracáo abaixo do valor — nesse sentido é conveniente a criacáo 
de um exército industrial de reserva. Este tende a crescer á medida 
que novas técnicas sáo introduzidas na produgáo na busca pelo au- 
mento da produtividade, como o próprio Marx já aponta no capítulo 
23 d'O Capital, que a busca incessante pelo aumento da produti- 
vidade aumenta a diferenga entre a massa dos meios de producáo 
e a massa de forca de trabalho utilizada no processo de producáo. 
Disso resulta tanto o desemprego como formas de subemprego que 
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minam a possibilidade de reivindicacáo da classe trabalhadora e ga- 
rante a superexploracáo da forca de trabalho. 

A segunda característica é, também, uma consequéncia da pri- 
meira fase, pois os setores produtivos e as técnicas sáo determinados 
externamente, ou seja, os capitais estrangeiros ao invés de tentar en- 
trar nos países dependentes com suas mercadorias, passam a pro- 
duzir suas mercadorias nesses países, importando sua tecnologia 
para alcancar lucros extraordinários. O que Marini pontua é que os 
países centrais exportam a producáo de mercadorias correntes para 
os países dependentes, no qual tais mercadorias sáo bens de luxo — 
no entanto, essas mercadorias náo atendem as necessidades das clas- 
ses consumidoras, separando a estrutura de produgáo da capacidade 
real de consumo. 

Assim como na transicáo da fase C1 para a fase P náo se leva em 
consideracáo a origem do capital, na fase C? náo se leva em conside- 
racáo a origem das mercadorias, elas sáo apenas levadas ao mercado 
para venda, para realizar a mais-valia — todas as mercadorias teráo 
um carimbo “made in” ou “fabricado em” que identificará o país de- 
pendente na qual ela foi produzida e está sendo comercializada. 

Marini afirma que o capital na forma mercadoria apresenta trés 
categorias fundamentais: bens de consumo necessário, bens de con- 
sumo suntuário e bens de capital. A primeira é constituída pelos bens 
consumidos pelos trabalhadores, aqueles bens que determinam o 
valor da forca de trabalho — náo necessariamente sáo necessários, 
porém sáo consumidos ordinariamente pelos trabalhadores, como 
feijáo, sapato, celular etc. A segunda é constituída tanto por bens 
de consumo necessários (por exemplo o sapato, porém náo aquele 
sapato consumido pela classe trabalhadora, ou seja, sapatos de luxo), 
como por bens de consumo que náo compóem o consumo ordi- 
nário dos trabalhadores (por exemplo, carros, ¡ates, joias etc.). A ter- 
ceira é constituída pelas 
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matérias-primas, os bens intermediários e as máquinas que servem 
para a produgáo tanto de bens de consumo como de bens de capital. 
Estes se intercambiam entre os capitalistas sem passar pelo mercado 
de bens finais para o consumo individual. Em última instáncia, toda 
a producáo industrial está referida a este, posto que representa a 
destinacáo última da producáo, embora parte dela, e inclusive uma 
parte majoritária, seja consumida no curso do próprio processo de 
produgáo e náo compareca nunca no mercado de bens de consu- 
mo” (Marini, 2012, p. 33). 


Daí que essa forma relativizada da produgáo de bens de capital toma 
caráter acentuado na economia dependente, pois há um prolonga- 
mento da produgáo de bens de consumo em detrimento da pro- 
ducáo de bens de capital devido á oferta destes externamente na 
qual o capital pode recorrer. Ou seja, o que se produz de bens de 
capital é muito pouco comparado aos bens de consumo (necessário 
e suntuário) e o que é produzido é imediatamente consumido pelas 
próprias indústrias nacionais. 

Apesar da grande producáo de bens de consumo, a superexplo- 
racáo do trabalho é uma característica do ciclo do capital na econo- 
mia dependente e, como ela remunera a forca de trabalho abaixo de 
seu valor, os trabalhadores tém uma baixa capacidade de consumo, 
impactando numa baixa realizacáo da mais-valia. 

Além do baixo consumo por parte dos trabalhadores, Marini afir- 
ma que parte dos lucros fluem em diregáo ao exterior através de 
distintos mecanismos de transferéncia de mais-valia e a outra par- 
te, que fica no país, se divide entre a que se orienta para a acumu- 
lacáo e a que se orienta para gastos improdutivos dos capitalistas e 
das fracOes de classes a eles vinculados (parcela das classes médias). 
Assim, o consumo individual será proporcional á distribuicáo de 
renda: de um lado, alta concentracáo de renda e consumo de bens 
suntuários; do outro, salários abaixo do valor da forga de trabalho 
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e baixo consumo de bens necessários. A partir disso a estrutura da 
producáo se direcionará para a producáo de bens suntuários, pois 
somente nesse setor que as mercadorias conseguem se realizar — essa 
fase vai determinar o início do novo ciclo do capital, náo mais para a 
producáo de bens de consumo necessários e sim para os suntuários. 

A limitacáo de consumo na fase C? além de determinar a estrutu- 
ra produtiva, “tende a deslocar parte da circulagáo de mercadoria em 
diregáo ao mercado mundial através da exportacáo” (Marini, 2012, 
p. 34). Essa tendéncia reside no fato de que parte da mais-valia ge- 
rada náo fica no país, logo há uma redugáo do mercado e um baixo 
consumo. Em outras palavras, como na fase Cl o capital estrangeiro é 
predominante, na fase de acumulacáo e producáo esta é direcionada 
para os lucros extraordinários que só podem se realizar, em C?, com 
a venda das mercadorias e para que isso aconteca é necessário que 
a producáo seja de bens de consumo suntuários — somente com a 
ampla produgáo de bens suntuários que o capital estrangeiro pode 
se realizar na economia dependente. 


O ciclo do capital na economia dependente se caracteriza por um 
conjunto de particularidades. Entre elas, o papel que joga o capital 
estrangeiro na primeira fase da circulagáo, tanto sob a forma dinheiro 
como sob a forma mercadoria, assim como o fato de que a producáo 
determina transferéncias de mais-valia (que se faráo visíveis na segun- 
da fase da circulacáo), fixa a mais-valia extraordinária e se desenvol- 
ve sobre a base da super exploragáo do trabalho. Esses fatos levam a 
concentragáo do capital e a monopolizagáo precoce, ao mesmo tempo 
que divorciam a estrutura de producáo das necessidades de consumo 
das massas. A distorcáo na distribuigáo da renda que daí se origina 
dinamiza, na segunda fase da circulacáo, o setor de mercado capaz 
de sustentar o desenvolvimento dos ramos de produsáo suntuária, 
forcando O agravamento dessa distorgáo á medida que tais ramos 


aumentam sua producáo e demandam mais mercado. Os limites 
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com que se choca essa segunda fase da circulacáo tanto pela trans- 
feréncia de mais-valia como pela deformagáo da estrutura da renda 
interna, empurram-na em direcáo ao exterior, levando-a a buscar rea- 
lizagáo de partes das mercadorias no mercado mundial, com que se fe- 
cha o círculo da dependéncia do ciclo do capital com relagáo ao exterior 


(Marini, 2012, p. 35, grifos nossos). 


Esse conjunto de particularidades do ciclo do capital na economia 
dependente, desde a compra dos meios de producáo e forca de tra- 
balho, passando pela producáo e acumulacáo de capital e chegando á 
realizacáo das mercadorias produzidas, nos leva a entender que tanto 
a estrutura produtiva quando as relacOes sociais que daí derivam sáo 
determinadas e condicionadas externamente e, portanto, requerem 
uma organizacáo política que coadune com essa estrutura produti- 
va. Vánia Bambirra e Ruy Mauro Marini descrevem, separadamen- 
te, a condicáo da burguesia nacional nessas relagóes determinadas 
e condicionadas externamente. Para Bambirra a burguesia nacional 
é dominante-dominada; para Marini, a condigáo dela em relacáo á 
burguesia imperialista é de cooperacáo antagónica. 

Bambirra constrói uma análise da burguesia nacional a partir da 
ressignificacáo do que ela chama de amálgama de poder, no qual a 
burguesia nacional é apenas parte do poder do Estado. Conforme 
essa análise o que se produz nos países dependentes é a chamada 
hegemonía burguesa comprometida, na qual a burguesia industrial de- 
tém a hegemonía económica e social, mas náo liquida as oligarquias 
(agrária, mineradora, financeira e comercial), mantendo seus privilé- 
gios básicos para que elas continuem financiando o setor industrial. 

É importante ater-se a essa categoria hegemonia comprometida 
porque ela “define o caráter e o modo de funcionamento do capita- 
lismo dependente nesses países da América Latina, e define também 
suas possibilidades de limites” (Bambirra, 2019, p. 92). Essa categoria 
ressignifica o amálgama de poder que alguns estudiosos falam, pois 
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revela a sobreposicáo dos interesses de uma fracáo de classe específi- 
ca (industrial) ao conjunto da sociedade ao mesmo tempo que há o 
respeito ao pacto entre os vários interesses contraditórios das várias 
classes e setores — sendo esse respeito a condigáo necessária para a 
efetivagío da hegemonia da burguesa industrial. A criacáo desse sis- 
tema de dominagcáo burgués-oligárquico e a hegemonia comprome- 
tida, permite que a burguesia industrial administre o compromisso 
com os interesses das várias classes e setores. Vejamos como isso 
acontece. 

Para as oligarquias, em especial a agrária, a burguesia industrial 
renuncia uma parte dos seus interesses para náo questionar a fundo 
O poder oligárquico. Para o proletariado, a burguesia industrial rea- 
liza uma série de concess0es que contribuíam para a modernizacáo 
requerida pelo desenvolvimento capitalista e que contribuíam para a 
manutencáo do controle do aparelho estatal — a renúncia aqui acon- 
tece por parte do proletariado que se deixa conduzir pelas liderancas 
burguesas populistas. Para os camponeses, a burguesia industrial 
náo concede absolutamente nada, principalmente porque a pauta 
de reforma agrária se opúe diretamente aos interesses da oligarquia 
agrária que financia os gastos do setor estatal. Para as classes médias, 
a burguesia industrial permite que os benefícios advindos do próprio 
processo de desenvolvimento cheguem até elas. 

No plano político esse compromisso teve sua expressáo máxima 
no populismo que é uma “concepcáo ideológico-doutrinária que 
consistia em apresentar os interesses burgueses industriais mistura- 
dos com os interesses de toda a nagáo e de todo o povo, e identifi- 
cá-los com um líder popular, como se fossem interesses supra-classes 
e, ao mesmo tempo, de todas as classes” (Bambirra, 2019, p. 95).0 
populismo era capaz de se apresentar como o amálgama dos inte- 
resses de todas as classes e, por isso, conseguia motivar as grandes 
massas, controlá-las e utilizá-las como instrumento para a realizacáo 
de todas as políticas que fossem necessárias ao desenvolvimento 


Estado dependente latino-americano 173 


capitalista. Para isso os líderes (como Vargas, Perón e Cárdenas) har- 
monizavam o paternalismo oligárquico e a modernizacáo burguesa. 

No plano económico esse compromisso teve sua expressáo máxi- 
ma no protecionismo que pretendia impulsionar a industrializagáo 
através de uma política nacionalista e modernizante. Nessa política o 
Estado deveria atuar, também, como promotor direto da infraestru- 
tura necessária ao desenvolvimento capitalista moderno — limitando 
essa promocáo até onde náo atingisse os interesses das oligarquias, 
como é o caso da reforma agrária que seria bom para o setor indus- 
trial por ampliar o mercado interno, mas que náo foi levado adiante 
por conflitar com a oligarquia agrária. 

No plano social esse compromisso teve sua expressáo na criacáo 
de um complexo pacto social que renovou desde as “bases cul- 
turais da sociedade através da renovagáo das artes, do ensino, das 
concepcóes e métodos científicos etc., até a reforma do sistema ju- 
rídico-institucional, através de novos códigos de direito” (Bambirra, 
2019, p. 96). 

A burguesia industrial durante todo esse processo de desenvolvi- 
mento do setor industrial e consolidacáo da sua hegemonia (ainda 
que comprometida) póde defender um projeto nacional de desen- 
volvimento e, por isso, póde intitular-se de burguesia nacional. Segun- 
do Bambirra (2019) isso póde acontecer por dois motivos: 1) por ser 
um período em que os países centrais necessitavam de matérias-pri- 
mas e produtos agrícolas em grande escala para levar á cabo seu pro- 
cesso de industrializacáo moderna e compravam tais produtos dos 
países dependentes; 2) por ser um período em que os países centrais 
concorriam entre si por tais matérias-primas. Esses motivos parecem 
distantes da burguesia industrial e foi justamente por isso que ela 
conseguiu caminhar paralelamente, porque a dominacáo imperia- 
lista se direcionou aos setores primários e o setor industrial póde se 
dinamizar; ou seja, o capital imperialista náo atrapalhou o desen- 
volvimento e atuacáo das burguesias industriais nacionais enquanto 
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classe dominante em seus países, permitindo que elas levassem a 
cabo seus projetos nacionais. 

É importante frisar que o capital imperialista está incorporado 
no amálgama de poder na América Latina, respeitando a dialética 
entre o interno e o externo, ou seja, respeitando “sua ingeréncia no 
setor exportador, mas também mantendo o direito de decidir sobre 
a política industrial do país, inclusive quando esta viesse a enfrentar 
os interesses imperialistas, como no caso das tarifas protecionistas 
ou no caso das nacionalizacóes das fontes de energia” (Bambirra, 
2019, p. 99). Foi assim que a burguesia industrial nacional conseguiu 
manter seu projeto de desenvolvimento nacional, mantendo uma 
mescla de poder com a dominacáo imperialista. Após 1945, quando 
há uma nova fase de expansáo imperialista, há uma reorganizacáo 
nesse amálgama de poder. 

Ruy Mauro Marini em seu artigo intitulado Estado y crisis en Bra- 
sil afirma que o Estado dependente tem um considerável grau de 
autonomia devido a uma lei geral da sociedade capitalista, na qual “a 
autonomia relativa do Estado está em razáo inversa á capacidade da 
burguesia levar a cabo sua dominacáo de classe; em outros termos, 
um Estado capitalista forte é sempre a contrapartida de uma burgue- 
sia débil” (Marini, 1977, online, traducáo livre). Por entender que a 
burguesia latino-americana é débil, Marini concorda com Bambirra 
por entender a sua debilidade dentro da correlacáo de forgas desse 
amálgama de poder. Nesse sentido, Marini vai defender que o Esta- 
do dependente forte é uma característica das sociedades dependentes, 
explicando trés formas em que o Estado dependente tem sua auto- 
nomia relativa ampliada. 

A primeira forma advém das estruturas pré-capitalistas que difi- 
cultam a geracáo de mais-valia relativa e, por conseguinte, impedem 
a tendéncia capitalista de aquisicáo fixa de mais-valia extraordinária. 
Essas estruturas, apesar de integradas e articuladas ao modo de 
producáo capitalista global, náo alcangcam níveis de produtividade 
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equiparáveis aos dos países de capitalismo central, seja por estarem 
em modos de produgáo diferentes, seja por estarem em fases mais 
atrasadas do desenvolvimento das forgas produtivas. Devido a isso, 
as burguesias dependentes requerem do Estado uma intervengáo 
constante, o que acaba por reforcar a autonomia deste em relacáo á 
burguesía local. 

A segunda forma, que em partes se deriva da primeira, advém da 
relacáo subalterna que as burguesias dependentes tém em relacáo á 
burguesia imperialista. Apesar da ligacáo entre essas fragOes burgue- 
sas, há diferencas e, na grande maioria das vezes, oposicáo entre os 
interesses delas — o que Marini vai chamar de cooperacáo antagónica 
e Bambirra vai chamar de burguesia dominante-dominada. O Es- 
tado dependente tem, entáo, sua autonomia acentuada em relacáo 
á burguesia local para administrar esses interesses diferentes e até 
opostos, num sentido de agir em favor da economia dependente. 

A terceira forma deriva justamente dessa administracáo do Es- 
tado entre os interesses das burguesias dependentes e imperialistas, 
pois nesse processo o Estado dependente adquire também auto- 
nomia frente á burguesia imperialista. Em principio pode-se dizer 
que isso é impensável, dada a hierarquia entre capital imperialista 
e capital nacional; no entanto, é partindo do entendimento de que 
há contradicóes entre as burguesias imperialistas e que estas im- 
pactam náo apenas num plano externo, mas também interno dos 
países dependentes, que os Estados dependentes necessitam admi- 
nistrar esses conflitos e seus impactos dentro dos países dependen- 
tes. É por necessidade de administrar as crises internas resultantes 
das contradicóes interimperialistas que o Estado dependente amplia 
sua autonomia também em relacáo á burguesia imperialista — prin- 
cipalmente nos momentos de crise em que o Estado se volta para 
projetos de superacáo dela. 

Foi nos anos 1970 quando a crise do capital e a crise do Estado se 
manifestaram de maneira mais evidente na regiáo, que a relacáo de 
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co-determinagáo impós, mediante a violéncia autoritária, a transigáo 
a um novo padráo de reprodugcáo e acumulacáo capitalista, bem 
como a uma nova forma de Estado. 


Incapaz de reativar o processo de acumulacgáo através de inovacóes 
tecnológicas ou da organizacáo empresarial, por exemplo, a burgue- 
sia no poder náo tinha outro recurso do que reativá-lo mediante um 
ajuste de contas com o trabalho assalariado [...] a via reformista foi 
cancelada em benefício de uma política que favorecia o grande capi- 
tal (Cueva, 2012, p.150, traducáo livre). 


Para atender as necessidades da reproducáo ampliada do capital, o 
Estado dependente latino-americano adquiriu diversas formas de 
acordo com as exigéncias das conjunturas. Na próxima secgáo analisa- 
remos uma conjuntura específica, na segunda metade do século XX, 
na qual a crise do pacto fordista-keynesiano dos países centrais, o fim 
dos anos dourados e a crise estrutural do capital impóe ao capital im- 
perialista uma reestruturacáo. Esta, impacta nos países latino-ame- 
ricanos de diversas formas, no entanto, analisaremos um impacto 
específico: a adaptacáo do Estado dependente latino-americano com 
suas ditaduras civil-militares. Atentamos para o fato de que essa for- 
ma abertamente autoritária náo implica em qualquer descontinui- 
dade da sua funcáo, pois a forma da superestrutura legal e política é 
alterada para atender as necessidades estruturais do sistema socio- 
metabólico do capital. 


O debate sobre as ditaduras civil-militares 


Durante os anos 1970, ainda durante a vigéncia das ditaduras ci- 
vil-militares latino-americanas, houve um grande debate regional 
entre os estudiosos sobre o caráter delas, buscando entendé-las 
para além das relacóes internas e, alguns deles, fazendo uma análise 
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comparativa entre elas e o nazifascismo europeu. O conceito de fas- 
cismo é comumente relacionado aos movimentos reacionários e 
conservadores ou é reduzido aos conceitos de ditadura ou de auto- 
ritarismo, porém nem todas as formacóes sociopolíticas que reco- 
rreram/recorrem sistematicamente ao terror contrarrevolucionário 
podem ser rotuladas como fascistas. 

Nesse sentido, a pergunta que pareceu guiar o debate foi: a parti- 
cularidade da lei geral da acumulacáo capitalista na América Latina, 
no qual o ciclo do capital apresenta especificidades como a origem 
do capital, a superexploracáo da forca de trabalho e a transferéncia 
de mais-valia, nos possibilita afirmar que as ditaduras civil-militares 
latino-americanas é uma nova versáo do fascismo? A partir disso, 
nosso objetivo aqui é trazer algumas dessas problematizacdes e con- 
tribuir para o debate e nesse sentido entendemos ser importante 
trazer alguns dos debates realizados na época, como: Leandro Kon- 
der, Theotónio dos Santos, Agustín Cueva, Atílio Borón e Ruy Mauro 
Marini. 

Leandro Konder em seu livro Introdugáo ao Fascismo busca carac- 
terizar o que ele vai chamar de fascismo clássico/histórico: a fungáo da 
direita, a relativizacáo dos conceitos, a criagáo de um princípio sagra- 
do/mito e a relagáo com o capital financeiro. Após apresentar essas 
características económicas, históricas e sociais do fascismo, O autor 
sintetiza O fascismo da seguinte maneira: 


O fascismo é uma tendéncia que surge na fase imperialista do capi- 
talismo, que procura se fortalecer nas condicóes de implantacáo do 
capitalismo monopolista de Estado, exprimindo-se através de uma 
política favorável á crescente concentracáo do capital; é um movi- 
mento político de conteúdo social conservador, que se disfarga sob 
a máscara 'modernizadora' guiado pela ideologia de um pragma- 
tismo radical, servindo-se de mitos irracionalistas e conciliando-os 


com procedimentos racionalistas-formais de tipo manipulatório. O 
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fascismo é um movimento chauvinista, antiliberal, antidemocrático, 
antissocialista, antioperário. Seu crescimento num país pressupóe 
uma preparacáo reacionária que tenha sido capaz de minar as ba- 
ses das forcas antifascistas (enfraquecendo-Ihes a influéncia junto ás 
massas); e pressupóe também as condicóes da chamada sociedade 
de massas de consumo dirigido, bem como a existéncia nele de um 
certo nível de fusáo do capital bancário com o capital industrial, isto 


é, a existéncia do capital financeiro (Konder, 2009, p. 53) 


Mesmo localizando o fascismo clássico/histórico na fase de consoli- 
dacáo do monopolismo, Konder náo a restringe a esse período. Ele 
analisa o fascismo na Itália e na Alemanha e a sua relacio com o 
capital financeiro, assim como analisa as “formas impuras” do fascis- 
mo nos regimes de Franco (na Espanha) e de Salazar (em Portugal), 
concluindo que os regimes fascistas, neofascistas ou fascistoides “nas 
condicóes atuais, náo poderáo ser desencavados do passado: preci- 
saráo ser reinventados” (2009, p. 163). Essa reinvengáo passa pelo 
empenho dos setores mais reacionários do capital financeiro que 
tratam de empurrar cada vez mais para a direita os grandes partidos 
conservadores. 

O referido autor pontua uma diferenca entre os países do centro 
e da periferia do capitalismo: no centro, a direita opta “pelo gradua- 
lismo, pelas pressóes no sentido de que o aparelho do Estado seja 
melhor utilizado [...] na repressáo e neutralizacáo (ou aniquilamen- 
to) da esquerda” (Konder, 2009, p. 163); na periferia, a direita opta 
pela extremismo, com implantacáo de regimes fascistas quase “clás- 
sicos” — como exemplos temos a Coreia do Sul, Chile, Irá, Indonésia, 
Argentina, Grécia e Brasil — nesse período que estamos analisando. 

O que se apresenta como tendéncia para Konder é o estímulo 
do grande capital ao fascismo, devido ao desenvolvimento do ca- 
pitalismo. No entanto, dadas as condicóes atuais de guerra (termo- 
nucleares), é impensável a evolucáo do fascismo de maneira global. 
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Como o sistema capitalista náo pode renunciar a ele, vende-o em 
varejo nas guerras “localizadas”, agressóes internas etc. e em formas 
“transformadas superficialmente”. Assim, Konder defende que as 
circunstáncias globais exigem que o movimento fascista se utilize 
do seu pragmatismo padráo para se adaptar ás exigéncias hodiernas, 
sem, com isso, perder a esperanca de novos tempos em que possam 
escancarar sua verdadeira face fascista. 

De maneira semelhante a Konder, Theotónio dos Santos defende 
que houve fascismo em outros países, além da Itália e Alemanha. O 
referido autor defende a tese de que o padráo de desenvolvimento 
económico dominante na América Latina é de caráter dependente, 
superexplorador, monopolista, concentrador, excludente e margina- 
lizador e que essas características náo sáo compatíveis com a demo- 
cracia burguesa. Essa falta de compatibilidade resulta, segundo ele, 
numa tendéncia á formacáo de governos autoritários e autocráticos 
sem base forte entre os pequeno-burgueses, sem hegemonia ideoló- 
gica e sem a criacáo de um chefe de estado carismático. 

Segundo Santos, esse tipo de governo resultou, na segunda meta- 
de do século XX, no fascismo dependente que é um estado de excegáo 
de caráter “burocrático e centralizado, que instrumentalizaria uma 
política económica de grande capital internacional, com o objetivo 
de destruir [...] o movimento popular, assim como as bases cliente- 
lísticas da fase de mobilizacáo política de tipo populista e suas con- 
cessóes ao movimento operário e popular” (Santos, 1991, p. 117). 
Os regimes fascistas em países dependentes aparecem entáo como 
respostas a uma radicalizacáo popular que dificulta a acumulacáo do 
tipo populista. Para a instauracáo desses regimes no século passado 
foi necessária uma unidade política da classe dominante e um mo- 
vimento reacionário da pequena burguesia que se sentiu ameacada 
pelo radicalismo popular. 

Uma diferenca entre Konder e Santos é que este último diferen- 
cia o fascismo como movimento político e como regime político: como 
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movimento ele aparece nos anos 1920-1930 na Europa com o apoio 
da pequena burguesia; como regime político ele € multifacetado, 
mas tem um caráter histórico e de classes bem determinado que 
garante a execucáo de um estado de excecáo do grande capital com a 
utilizagáo de métodos terroristas em sua maioria das vezes. Dada essa 
diferenca, Santos afirma que as ditaduras latino-americanas foram re- 
gimes políticos que implementaram um estado de excecáo permanen- 
te com ampliacáo constante da intervencáo sobre a sociedade civil, 
cujas características sáo: fortalecimento do Executivo; debilitamento 
ou fechamento do Legislativo; ampliacáo do poder repressivo do Es- 
tado; substituicáo da figura do chefe de estado pela elite tecnocrática 
militar e civil; e substituigáo do partido fascista clássico pelas Forcas 
Armadas. Essas características e substituicóes, que dáo corpo ás di- 
taduras civil-militares, sáo vistas pelo autor como a primeira fase de 
um processo de fascistizacáo de longo prazo. 

Esse processo de fascistizacio é apontado por Agustín Cueva em 
um artigo intitulado La fascistización del Estado em América Latina 
que identifica os regimes na América Latina como fascistas e enten- 
de que essa identificagáo é a única que enxerga o real conteúdo de 
classe e forma de dominagáo. Para o autor, os regimes como os do 
cone sul sáo “regimes ou formas de Estado tipo fascistas” (1995, p. 2, 
traducáo livre). E sáo fascismo porque implantam “uma ditadura te- 
rrorista aberta dos elementos mais reacionários do capital monopó- 
lico, exercida contra a classe trabalhadora e o setor revolucionário do 
campesinato e dos intelectuais” (Cueva, 1995, p. 2, traducáo livre). 

Na tentativa de identificacáo das especificidades do fascismo la- 
tino-americano, Cueva retoma a representacáo leninista do sistema 
capitalista imperialista como uma “cadeia” composta de ligacóes de 
diversas “espessuras/pesos”. Entendendo a Europa como uma “li- 
gacáo forte”, o autor afirma que a crise capitalista a atinge de maneira 
diferente e consegue-se dissimular seus efeitos. Enquanto na peri- 
feria do capitalismo, onde há um acúmulo das contradigóes devido 
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sua “ligacáo débil”, a crise só as intensifica e cria situac0es de ruptu- 
ra: tanto as revolucionárias, como as contrarrevolucionárias. É dessa 
maneira que Cueva localiza o fascismo latino-americano como um 
“efeito do desenvolvimento desigual das contradicóes de todo o sis- 
tema capitalista imperialista” (Cueva, 1995, p. 3, traducáo livre). 

É dessa maneira que Cueva argumenta sobre a relacáo entre o 
aprofundamento das contradicóes nos países dependentes e a neces- 
sidade de manutencáo da dominacáo burguesa monopólica através 
da via terrorista, entendendo esta via como uma “valiosa alavanca 
extra económica para a recomposicáo dos mecanismos de acumu- 
lacáo de capital, seriamente afetados pela crise” (Cueva, 1995, p. 3, 
traducáo livre). Dessa maneira, o que aparenta ser inicialmente uma 
guerra política contra as massas trabalhadoras, revela-se uma guerra 
económica (Cueva, 1995, p. 3, traducáo livre) que se traduz numa 
política económica (possibilita através do terror) para o atendimento 
de uma série de demandas económicas que estavam sendo freadas 
pelo acirramento da luta de classes. 

Cueva cita 4 tarefas económicas que o fascismo na América 
Latina teria cumprido. A primeira delas se refere a aceleracáo e ao 
aprofundamento da acumulacáo capitalista baseada na remune- 
racáo da forca de trabalho muito por baixo do seu valor histórico, 
condicionando a acumulacáo á pauperizacáo absoluta dos trabalha- 
dores — essa primeira tarefa garante benefícios tanto para os setores 
monopolistas internacionais, como para os nacionais (sendo essen- 
cial para estes). A segunda tarefa é o reordenamento da produgáo 
industrial preexistente a partir dos mecanismos de concentracáo e 
centralizacáo de capitais que introduz mudangas nos setores mais 
“dinámicos” — essa tarefa reordena náo somente a economia, mas as 
fracOes burguesas que passam a conflitar pela hegemonia. A terceira 
tarefa é a transnacionalizacáo das economias, tanto da esfera da pro- 
priedade, como na esfera da producáo — essa tarefa modifica a loca- 
lizacáo na divisáo internacional do trabalho, criando uma vantagem 
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devido o preco da forca de trabalho. A quarta e última tarefa é a re- 
organizacáo do mercado interno a partir da redefinicáo dos itens de 
consumo — essa tarefa deteriora as “condic0es de saúde, educacáo, 
moradia etc. que sáo os gastos duramente afetados pelo processo de 
pauperizacáo absoluta das massas trabalhadoras” (Cueva, 1995, p. 5, 
traducáo livre). 

Essas tarefas económicas dialogam com a percepcáo de Santos 
sobre o processo de fascistizacáo de longo prazo que garantiriam náo 
apenas a perpetuacáo da dependéncia, mas também a hegemonia 
política da burguesia imperialista. Para Cueva, o fascismo latino-ame- 
ricano se articula a partir do predomínio da fragáo monopólica na- 
cional (que já é parte do capital transnacional) em parceria com seus 
aliados estrangeiros. 

Influenciado por Dimitrov que entende que “subida do fascis- 
mo ao poder náo é uma simples mudanga de um governo burgués 
por outro, senáo a substituicio de uma forma estatal da dominagáo 
de classe da burguesia — a democracia burguesa — por outra, pela 
ditadura terrorista aberta” (citado em Cueva, 1995, p. 7, traducáo 
livre), Cueva se questiona se no cone sul o que ocorreu foram re- 
gimes fascistas ou Estados fascistizados, concluindo que o fascismo 
latino-americano consolida o capitalismo monopolista de Estado e 
reforca o “Estado de Seguranca Nacional” — sendo este um proces- 
so de “militarizacáo do Estado latino-americano” (Cueva, 1995, p. 7, 
traducáo livre), no qual há uma 


consolidacáo dos exércitos latino-americanos como braco armado 
da burguesia monopólica, na medida em que ajusta contas no seio 
das respectivas forcas armadas consolida os setores mais reacionários 
dessa, aniquilando quase por completo as reservas progressistas que 


nesse ámbito podiam existir (Cueva, 1995, p. 8, traducáo livre). 
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Atílio Borón em seu artigo El fascismo como categoría histórica: en tor- 
no al problema de las dictaduras en América Latina defende que essa 
militarizacáo do Estado latino-americano citada por Cueva seria O ca- 
minho para se chegar a um verdadeiro capitalismo e a uma verdadeira 
democracia. Nesse artigo o referido autor argumenta sobre a pontua- 
lidade histórica do fascismo, entendendo-o como uma mudanga na 
forma do Estado numa conjuntura específica do capitalismo, ou seja, 


para reorganizar o aparato produtivo em consonáncia com os novos 
requerimentos da fase atual de desenvolvimento capitalista as classes 
dominantes tinham que ter “as máos livres” para aplicar sabiamente 
suas receitas de política económica e assegurar que seus tecnocratas 
contassem com as condicóes “ideais” para garantir o éxito do seu 
infalível remédio. Portanto, as liberdades democrático-burguesas de- 
viam ser chamadas temporariamente aos quarteis de inverno para 
dar lugar á reativagáo económica, logo após o poder seria “devolvi- 
do” ao povo, os militares seriam quem retirariam suas barracas e as 
classes dominantes poderiam autorizar que se iniciasse o “jogo da 
democracia” mas, agora sim, sem se preocupar com os excessos e 
os sobressaltos conhecidos pela burguesia durante os anos do presi- 
dente Allende no Chile (Borón, 1977, p. 508, traducáo livre). 


Dessa maneira, o fascismo localiza-se na fase crítica de decomposigáo 
do imperialismo clássico, no qual a rivalidade inter-imperialista im- 
póe as nacOes de capitalismo tardio (nos termos de Mandel) a neces- 
sidade de aplicar uma política expansionista forte que seja capaz náo 
somente de colocar tais nac0es entre as nacóes imperialistas, como 
também de conter os processos revolucionários da classe trabalha- 
dora. É dessa maneira que Boron diferencia os países que já estavam 
na carreira colonialista (Inglaterra e Franga) e os que estavam tentan- 
do entrar (Alemanha e Itália), determinando que o fascismo é algo 
específico desse segundo bloco de países, ou seja, que o fascismo é 
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“um tipo de crise política que se produziu nas economias capitalistas 
desenvolvidas que já estavam em condicóes de disputar — ou tentar 
disputar, pelo menos — a divisio do mundo ás poténcias que tinham 
se antecipado na carreira colonialista” (Borón, 1977, p. 493, grifos 
nossos). Na Alemanha e na Itália a grande burguesia monopolista 
nacional era predominantemente financeira e estava aliada a fracáo 
industrial, porém as classes dominantes tinham outras fracOes como 
os proprietários de terras, os capitais médios, “o exército, a burocra- 
cia, e sobretudo no caso italiano, a Igreja e a coroa” (Borón, 1977, 
p. 493). Assim, o fascismo surge para resolver a crise económica e 
política que garantirá a hegemonia do capital financeiro sobre as de- 
mais fracOes da classe dominante. 

Numa abordagem semelhante á de Santos, Boron aponta uma 
diferenciagáo do fascismo como movimento políticoe como forma 
política, apontando que a existéncia de um náo implica necessaria- 
mente a existéncia do outro, mas o movimento pode levar á forma. 
O movimento fascista composto pela massa pequeno burguesa e por 
uma parcela dos capitalistas monopolistas é, para o autor apenas 
um movimento reacionário á medida que náo consegue propor um 
projeto próprio de sociedade. É a coincidencia entre os interesses 
da pequena burguesia e da burguesia monopolista no sentido de 
superacáo da crise económica e política que as une no movimento 
político fascista. 

Esse movimento permitiu o processo de constituicáo da forma de 
Estado capitalista fascista. Após sua constituicáo, o Estado fascista 
organizou a pequena burguesia, eliminando a ala mais radical e do- 
mesticando a ala que serviu como “classe-apoio” á nova forma de 
dominacáo reacionária corporificada no Estado fascista — essa do- 
mesticacáo incluiu a subordinacáo do partido para a manutencáo do 
apoio da pequena burguesia. Como forma política o fascismo possui 
4 características, conforme Boron: novo modo de intervencáo do 
Estado na economia e nas relacóes sociais em geral; modificagáo na 
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relacáo entre os aparatos ideológicos e os aparatos repressivos, sub- 
metendo o primeiro a tutela do segundo, subordinando a vida social 
aos aparatos coercitivos do Estado e consagrando a supremacia do 
aparato repressivo (em especial o exército, a administracáo ou a po- 
lícia política); modificacáo da legalidade burguesa e o modo de re- 
presentacáo dos interesses sociais (náo toleram o regime de partidos 
políticos, precisam trocar os dirigentes á medida que eles náo cum- 
pram mais as funcOes esperadas); e demasiado crescimento da bu- 
rocracia estatal (processo que visa garantir a cooptacáo das fracóes 
dominantes do bloco no poder) e o surgimento de redes paralelas de 
poder (que demonstram as contradicóes do Estado fascista). 

Para o referido autor como o fascismo é uma categoria histórica 
náo há possibilidade de transportá-lo ás ditaduras civil-militares lati- 
no-americanas, sendo categórico ao afirmar que “o fascismo se situa 
historicamente no período de amadurecimento e crise da fase clássica 
do imperialismo. O fascismo “pertence” a esse período particular na 
história do capitalismo monopolista que se delimita com as guerras 
mundiais” (Borón, 1977, p. 499, traducáo livre, grifos do autor). 

Num sentido semelhante ao de Boron, Ruy Mauro Marini náo 
identifica o fascismo nos regimes da segunda metade do século XX 
na América Latina. Para ele, tanto o período contrarrevolucionário 
europeu como o latino-americano “constituem formas particulares 
da contrarrevolugáo burguesa” (Marini, 1978, p. 21, grifos do autor), 
porém é importante “verificar em qué consiste a especificidade que 
assume a contrarrevolucáo latino-americana, em especial a partir do 
Estado” (Marini, 1978, grifos do autor). Para isso ele busca entender 
os fatores que provocaram a abertura do processo contrarrevolucio- 
nário, como este influencia a estrutura e funcionamento do Estado, 
se as mudangas no Estado representam ou náo um fenómeno tran- 
sitório e como isso afeta a estratégia revolucionária. 

Conforme o referido autor, as ditaduras latino-americanas po- 
dem ser entendidas como resultado de trés processos: mudanca 
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de estratégia global norte-americana, transformacáo estrutural das 
burguesias nacionais e ascensáo do movimento de massas; e náo 
podem ser identificadas mecanicamente ao fascismo europeu “clás- 
sico/histórico”, apesar do semelhante uso do terrorismo de Estado 
contra seus inimigos. Para Marini o processo contrarrevolucionário 
latino-americano 


se inicia com um período de desestabilizacáo, durante o qual as 
forcas reacionárias tratam de agrupar em torno de si o conjunto da 
burguesia e de causar no movimento popular a divisáo, a descon- 
fianca nas suas forcas e nos seus dirigentes; continua através de um 
golpe de Estado, levado a cabo pelas Forgas Armadas, e se resolve 
com a instauracáo de uma ditadura militar. (Marini, 1978, p. 23, 


traducáo livre, grifos nossos). 


Nesses trés momentos apresentados podemos observar que no início 
da contrarrevolucáo, período que Marini chama de desestabilizagáo, é 
possível observar tracos fascistas, porém eles náo sáo determinantes 
e sim a desmoralizacáo do movimento popular (característica con- 
trária ao fascismo “clássico”), o acúmulo de forcas e aliangas e a neu- 
tralizacáo de alguns setores. 

A continuagáo, período que Marini chama de golpe de Estado, é 
explicada através da luta de classes. devido a base da estrutura dos 
países latino-americanos ser a superexploracáo da forca de trabalho 
náo foi possível no século XX derrotar politicamente o movimento 
popular (que permanecia aparentemente forte) e por isso foi neces- 
sário o uso da fora para a tomada do Estado. Ou seja, os movimen- 
tos populares fortalecidos com a pequena burguesia proletarizada, 
com os movimentos do campo e com novos movimentos dos tra- 
balhadores da indústria impossibilitam a chegada da nova fracáo 
hegemónica burguesa ao poder via eleigóes. Devido a isso a fracáo 
burguesa hegemónica tenta refazer o bloco no poder para incluir 
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a pequena burguesia e restabelecer suas relacóes de alianga com a 
mesma. Conseguindo isso, o novo bloco no poder em alianga com 
as Forcas Armadas consegue desestabilizar o campo popular (que 
seria o vírus causador dos males do organismo sáo, a sociedade bur- 
guesa democrática) e retomar o discurso ideológico de defesa da 
democracia. 

Esse processo inicia com uma negacáo da democracia como um 
meio para um fim grandioso que é o retorno a democracia, sem os 
males do campo social. Para conseguir tal facanha, a doutrina de 
contrainsurgéncia privilegia as Forgas Armadas como elemento cen- 
tral da sua estratégia, dando a ela a tarefa de solucionar o problema. 
Como se fala popularmente, matou dois coelhos com uma cajadada 
só: satisfez a “vontade” contrarrevolucionária da burguesia e a “von- 
tade” de poder das Forgas Armadas. 

A resolugáo, que Marini chama de instauracáo de uma ditadu- 
ra militar, é o transpasso da doutrina de contrainsurgéncia para um 
Estado de contrainsurgéncia que é um Estado no qual as estruturas 
e funcionamento tem coparticipacáo entre as Forgas Armadas e o 
capital monopólico, tendo esse Estado a forma de uma ditadura mi- 
litar ou qualquer outra forma. Durante o período de 1964 a 1985 o 
Estado brasileiro adquire a forma de uma ditadura militar, em que as 
Forcas Armadas assumem seu controle e poder político, porém seu 
conteúdo é compartilhado entre as Forgas Armadas e a burguesia 
monopólica. 

Marini afirma que o Estado de contrainsurgéncia apresenta uma 
hipertrofia do poder executivo, em dois ramos específicos: o militar, 
constituído pelas Forgas Armadas, Conselho de Seguranga Nacional 
e órgáos da inteligéncia; e o económico, constituído pelos minis- 
térios económicos e pelas empresas estatais de crédito, produgáo 
e servicos. Esses dois ramos reúnem-se no Conselho de Seguranca 
Nacional, transformando-o em órgáo chave desse tipo de Estado. 
A diferenca entre esse tipo de Estado e o Estado burgués “clássico” 
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é que nesse a tomada de decisóes divide-se entre os poderes que 
compóem o Estado (legislativo, judiciário etc.), enquanto naquele 
a alianga entre as Forgas Armadas e o capital monopólico detém o 
poder de decisáo. Em síntese, 


o Estado de contra-insurgéncia é o Estado corporativo da burguesia mo- 
nopólica e das Forcas Armadas, independente da forma que assuma 
esse Estado, quer dizer, independente do regime político vigente. 
Esse dito Estado apresenta similaridades formais com o Estado fas- 
cista, assim como com outros tipos de Estado capitalista, mas sua 
especificidade está em sua peculiar esséncia corporativa e na estrutura 
e funcionamento que geram dali. Chamá-lo de fascista náo nos faz 
avancar um passo na compreensáo do seu significado (Marini, 1978, 


p. 24, traducáo livre, grifos do autor). 


A apresentacáo desse debate nos parece essencial para entender a 
riqueza de vieses analisados por nossos pensadores latino-america- 
nos dessa conjuntura especial e que tem subsidiado os debates até 
hoje — em especial com o avango dos projetos neoliberais em toda 
a América Latina. O debate se torna cada vez mais atual, pois, ainda 
que os governos chamados progressistas encaminhem as demandas 
do capital, houve recentemente uma onda de governos de direita e 
extrema-direita nos países latino-americanos. Para entender essa “di- 
reitizacáo”, diversos estudiosos tém retomado o debate do fascismo, 
buscando identificar possíveis similitudes. Nesse sentido, apresenta- 
mos na segáo seguinte nosso entendimento acerca desse tema. 


Estado de quarto poder: a contrainsurgéncia como característica 
particular do Estado dependente latino-americano 


Ruy Mauro Marini é quem apresenta essa categoria Estado de quarto 
poder para analisar a institucionalizacáo da contrainsurgéncia após 
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o fim das ditaduras civil-militares latino-americanas. Para ele, a dou- 
trina de contrainsurgéncia é impulsionada a institucionalizagáo por 
dois fatores: uma crise económica sem perspectivas de superacáo que 
o imperialismo norte-americano sofria e, consequentemente, uma 
crise de hegemonia; ao avango das forcas revolucionárias na África e 
Ásia (Mocambique, Angola, Vietná etc.) e ao avanco das forcas po- 
pulares na Europa (Portugal, Espanha, Itália, Grécia e Franca). 

O avango dessas forcas em conjunto a crise económica do impe- 
rialismo estadunidense impóe adequacóes em sua estratégia, para 
retomar a legitimidade do sistema de dominacáo dentro do país, di- 
minuir o peso da crise nas diferentes classes e restaurar a hegemonia 
norte-americana no campo capitalista a partir da superacáo da crise 
económica — conhecida como a política de Carter. Assim, o imperia- 
lismo norte-americano modifica “sua estratégia mundial, para com- 
pensar e evitar a repeticáo dos fracassos obtidos na primeira metade 
da década” (Marini, 1978, p. 25, traducáo livre). Essa modificagáo 
segue duas linhas: a polarizacáo das relagóes com o campo socialista, 
centralizando na Europa Ocidental a briga entre a OTAN e o Pacto 
de Varsóvia; e o resfriamento das zonas periféricas “quentes”, através 
de uma revisáo da doutrina de contrainsurgéncia adequando-a ás 
novas condicóes da luta de classes. 

A doutrina de contrainsurgéncia tem como ponto principal a ori- 
gem dos movimentos revolucionários e ao longo da sua implemen- 
tacáo precisou ser revista, pois os novos teóricos do imperialismo 
estadunidense da Comissáo Trilateral entendem que o problema (ou 
seja, o surgimento dos movimentos revolucionários) náo é importa- 
do nem deriva de infiltragáo externa e sim é resultado de desequilí- 
brios na moderna sociedade capitalista que afetam o Estado. Por isso, 
seria necessário reformular a doutrina de contrainsurgéncia para que 
ela apontasse para uma “institucionalizacáo política, capaz de expres- 
sar-se em uma democracia “viável) quer dizer, restrita” (Marini, 1978, 
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p. 26, traducáo livre), capaz de administrar politicamente as novas 
condicóes de luta de classes na América Latina. 

O que de fato significa essa democracia viável é uma restrigáo 
da democracia no qual se institucionaliza a contrarrevolucáo lati- 
no-americana. Ou seja, aquela etapa contrarrevolucionária que inicia 
em 1964 com a doutrina de contrainsurgéncia como resposta as lu- 
tas populares é entendida como o padráo necessário a ser institucio- 
nalizado no Estado dependente latino-americano, como o padráo 
possível devido a imaturidade dos povos latino-americanos. 

Marini chama a atencáo para a diferenca entre a contrarrevolucáo 
latino-americana e o fascismo europeu, mesmo que identifique algu- 
mas semelhangas por ambos serem processos contrarrevolucionários 
burgueses. Segundo Marini, no fascismo europeu o Estado é tomado 
pelo movimento fascista que estava fora do Estado, movimento que 
acaba por dominar o Estado. Enquanto na América Latina o Esta- 
do de contrainsurgéncia é uma metamorfose do Estado provocado 
dentro do Estado, ou seja, desde os seus elementos de sustentacáo; 
nas palavras de Marini, “os aparatos burocráticos-repressivos, que 
deixam de ser corpo para se converter em cabeca” (Marini, 1976, 
online, traducáo livre). 

A metamorfose do Estado dependente latino-americano se torna 
possível por um lado devido a intensificacáo das lutas interburguesas 
e das lutas de classe em geral (provocadas pelo desenvolvimento do 
capital) que conduzem a uma certa autonomizacáo dos aparatos re- 
pressivos do Estado; e por outro lado devido á estratégia norte-ame- 
ricana de manutengáo do controle das suas zonas de influéncia. 

O acirramento das contradicOes interburguesas exige novos cam- 
pos de luta para a conformacáo de um novo bloco no poder, em es- 
pecial o campo político. Isso implica na flexibilizacáo da centralizacáo 
do poder político nas máos da elite tecnocrática militar que passa a 
incluir o parlamento, partidos, mídia etc. Contudo isso náo implica 
em abertura e penetracáo dos interesses dos trabalhadores no poder 
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político, implica somente na falta de hegemonia no bloco no poder, 
na luta entre as diversas fracóes para alcangar a hegemonía e na ins- 
titucionalizacáo da fórmula de “democracia viável/restrita” proposta 
pelos teóricos da Comissáo Trilateral. 

Em poucas palavras, o que esses teóricos propuseram foi uma 
““abertura' política que preserve o essencial do Estado de contrainsur- 
géncia. Em que isso consiste? Na institucionalizacáo da participacáo 
direta do grande capital na gestáo económica e na subordinagáo 
dos poderes do Estado ás Forcas Armadas” (Marini, 1978, p. 28, tra- 
ducáo livre). A institucionalizacáo da participacáo direta do capital 
na gestáo económica substitui os enfrentamentos entre as fracóes 
burguesas sem maiores discussóes com o objetivo de conseguir mais 
recursos do Estado. Já a subordinacáo náo acontece da maneira tran- 
quila, mas essencialmente é a vinculacáo das Forgas Armadas como 
uma espécie de quarto poder que exerceria um poder moderador 
além dos trés poderes clássicos do Estado. 

Nesse Estado de quarto poder as Forgas Armadas devem exercer 
“um papel de vigiláncia, controle e diregáo sobre o conjunto do apa- 
rato estatal” (Marini, 1978, p. 28, traducáo livre). Para Marini, esse 
papel caracteriza a estrutura e funcionamento do Estado subjugado 
pelas Forgas Armadas e é resultado da imposicáo do ordenamento 
legal militar á vida política, principalmente através das leis de segu- 


ranca nacional. 


Qualquer que seja a fórmula adotada — e o mais provável é que ela 
apresente variacóes nos diversos países do continente —, se caminha, 
no entanto, para um Estado de quatro poderes, ou mais precisamen- 
te, ao Estado de quarto poder [...]. Esta característica estrutural e de 
funcionamento do Estado náo será, de imediato, senáo o resultado 
da subjugacáo do aparato estatal pelas Forgas Armadas (para além 
das estruturas próprias da democracia parlamentar que se ostente) e 


do ordenamento legal de origem militar imposto a vida política, em 
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particular as leis de seguranca nacional (Marini et al, 1978, online, 


grifos do autor, traducáo livre). 


O que seriam movimentos pontuais da burguesia dependente de 
renúncia de parte do seu poder nos momentos de crise (de acirra- 
mento das lutas interburguesas e de grande mobilizacáo popular), 
acaba se transformando numa regra geral para o Estado dependente. 
Ou seja, os processos capitalistas de aprofundamento da dependén- 
cia acabam exigindo da burguesia dependente a renúncia parcial do 
seu poder para conseguir sobreviver enquanto burguesia nacional: 
é através do Estado de quarto poder que a burguesia débil dependente 
busca garantir a manutencáo da sua condigáo de classe. 

Entendendo que o Estado de quarto poder é a institucionalizacáo 
do Estado de contrainsurgéncia (que é um Estado conjunto da bur- 
guesia e das forcas armadas), no qual o Conselho de Seguranca Na- 
cional é o órgáo chave desse Estado por coincidir os interesses dos 
setores militar e económico e que, portanto, mantém a relacáo de 
co-determinagáo entre capital e Estado. Entendendo que a particu- 
laridade do capitalismo nos países dependentes requer um “Esta- 
do forte” que consiga, ao mesmo tempo, atender as demandas de 
reproducáo ampliada do capital e as demandas da burguesia local. 
Entendendo, ainda, que esse “Estado forte” adquiriu em alguns paí- 
ses latino-americanos a forma de ditaduras civil-militares que fossem 
correspondentes á fase desenvolvimentista internamente e a fase im- 
perialista externamente. Defendemos nesse artigo que o Estado de 
quarto poder, onde há uma subjugacáo do aparato estatal e uma im- 
plementacáo naturalizada nas relagóes sociais das leis de seguranca 
nacional, se transformou na forma de ser do Estado dependente após 
as ditaduras civil-militares que ao institucionalizar/profissionalizar a 
contrainsurgéncia a transforma numa característica particular des- 
se tipo de Estado que deve ter como resultado “o aprofundamento 
da superexploracáo do trabalho como fundamento da dependéncia, 
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uma espécie de República Oligárquica no Século XXI” (Fidelis; Seabra, 
2021, p. 414, grifos dos autores). 


Conclusáo 


É mister atentar que a relacio de co-determinacáo entre capital e 
Estado impóe sempre uma adaptacáo deste último em relagáo as 
fases do primeiro. O que destacamos nesse artigo é que a contrain- 
surgéncia, apesar de ter aparecido com esse nome apenas nas aná- 
lises do período ditatorial, ela se apresenta como uma característica 
do Estado dependente devido a particularidade do capitalismo daqui 
que requer como par categorial um Estado forte que garanta a per- 
manéncia da dependéncia em suas vertentes mais simples: a ruptura 
do ciclo do capital, a superexploracáo da forca de trabalho e trans- 
feréncia de mais-valia aos países centrais. 


BIBLIOGRAFIA 


Bambirra, Vania (2019). O capitalismo dependente latino-americano. 4* edigáo 
revisada. Florianópolis: Insular. 

Boron, Atílio (1977). El fascismo como categoría histórica: en torno al proble- 
ma de las dictaduras en América Latina. Revista Mexicana de Sociología, 
39(2), p. 481-528. www.jstor.org/stable/3539775. 

Cueva, Agustín (2012). El Estado latinoamericano y las raíces estructurales del 
autoritarismo. Ensayos sociológicos y políticos. Quito: Ministerio de 
Coordenasáo da Política e Governos Autónomos Descentralizados. 

Cueva, Agustín (1995). La fascistización del Estado em America Latina En: 
Marini, Ruy Mauro; Millán, Márgara. La Teoría Social Latinoamericana: 
textos escogidos. Tomo III: A centralidade do marxismo. México: UNAM. 

Fidelis, Thays (2020). A lei geral da acumulacáo capitalista e sua particularida- 
de em condicóes de dependéncia latino-americana. En: Nascimento, 


194 Thays Fidelis 


Adriano; Fidelis, Thays; Nunes, Elaine (coord.). Economia, política e de- 
pendéncia: contribuigóes para análise do Estado e da superexploracáo da 
forca de trabalho no capitalismo dependente. Maceió: Edufal. 

Fidelis, Thays y Seabra, Raphael (2021). Fascismo e profissionalizacáo da con- 
trarrevolucáo no Brasil. Revista Katalysis, 24(2), p. 407-416. https://pe- 
riodicos.ufsc.br/index.php/katalysis/article/view/75593/46584. 

Konder, Leandro (2009). Introducáo ao fascismo. 2* edicáo. Sáo Paulo: Expres- 
sáo Popular. 

Mandel, Ernest (1985). O capitalismo tardio. Sáo Paulo: Abril Cultural. Colegáo 
Os economistas. 

Marini, Ruy Mauro (1976). ¿Hacia uma “democracia viable” em América Latina? 
México: El Sol de México. https://marini-escritos.unam.mx/?p=578 

Marini, Ruy Mauro (1977). Estado y crisis en Brasil. Cuadernos Políticos, 13, 
p. 76-84. https://marini-escritos.unam.mx/?p=1305 

Marini, Ruy Mauro (1978). El Estado de Contrainsurgencia. Cuardenos Políti- 
cos, 18, p. 21-29. https: //marini-escritos.unam.mx/?p=1316 

Marini, Ruy Mauro (2012). O ciclo do capital na economia dependente. En: 
Ferreira, Carla; Osório, Jaime; Luce, Mathias (coord.). Padráo de repro- 
ducáo do capital: contribuicóes da teoria marxista da dependéncia. Sáo 
Paulo: Boitempo. 

Marini, Ruy Mauro et al (1978). La cuestión del fascismo en América La- 
tina. Cuademos Políticos, 18, p. 13- 34. https://marini-escritos.unam. 
mx/?p=1015 

Mészáros, István (2011). Para além do capital: rumo a uma teoria de transicáo. 
Sáo Paulo: Boitempo. Tradugáo de Paulo Cezar Castanheira e Sergio 
Lessa. 

Paniago, Maria Cristina Soares (2012). Mészáros e a incontrolabilidade do Capi- 
tal. 2? edicáo. Sáo Paulo: Instituto Lukács. 

Santos, Theotónio dos (1991). Democracia e socialismo no capitalismo depen- 
dente. Editora vozes: Petrópolis. 

Santos, Theotónio dos (1994). Evolugáo histórica do Brasil: da colónia a crise da 
Nova República. Rio de Janeiro: Vozes. 


Estado dependente latino-americano 195 


Sección ll 
Despojo, explotación 
y apropiación de lo común 
y lo comunitario 


Una apuesta de territorialidad 
intercultural en la ruralidad 
colombiana 


El caso de Santa Rosa, Cauca 


DANIELLA TRUJILLO OSPINA 


... porque la vida es siempre más que una investigación y la lu- 
cha a veces es más que la vida. 
Azize Aslan 


En memoria de María Catalina Gómez Dueñas, amiga e investi- 


gadora incansable del campo colombiano. 


Introducción 


Colombia es un país eminentemente rural. En el territorio nacional 
el 94,4 % de su superficie se encuentra ocupada por municipios con 
altos niveles de ruralidad donde reside el 31,6 % de la población 
(UPRA, 2016). En estas zonas rurales habitan y conviven en su ma- 
yoría pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes y poblacio- 
nes campesinas" bajo particulares dinámicas territoriales y culturales. 


1 Según el Censo Nacional de Población y Vivienda (CNPV) (2018), en Colombia 
hay 48.258.494 personas, de las cuales el 6,2 % se autorreconocen como población 
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Puede decirse que, a lo largo de la historia agraria del país, el devenir 
político de estos sujetos rurales se ha transformado temporalmente 
y ha configurado variados horizontes de lucha y movilización social 
que han traído consigo, entre otras cosas, la conjugación de territo- 
rialidades rurales bajo modos de vida comunitarios, heterogéneos y 
siempre fluctuantes. 

Con la profusa jurisprudencia multicultural contenida en la 
Constitución Política de 1991 (en adelante, CP de 1991), se han evi- 
denciado una serie de complejas y contradictorias formas en las que 
las poblaciones rurales deben acceder a determinados derechos po- 
líticos, sociales, económicos y culturales; lo que en muchos casos ha 
provocado la fragmentación y el cerramiento —simbólica y material— 
de territorios étnicos y campesinos en el marco de un creciente am- 
biente de competencia interétnica e intercultural. Esto, de cualquier 
forma, no ha resuelto las crecientes desigualdades sociales ni las con- 
diciones de extrema vulnerabilidad de estas poblaciones rurales. 

Pese a los desequilibrios en el acceso a derechos y la emergencia 
de conflictividades sociales (Nieto y Valencia, 2019), existen en el 
país experiencias organizativas en las que convergen, hoy por hoy, 
diversas territorialidades rurales, las cuales insisten en propiciar y ma- 
terializar procesos de diálogo y negociación intercultural entre las 
mismas comunidades rurales. Por tanto, es posible advertir que la 
apuesta de constitución de territorialidades interculturales no solo 
se viene experimentando en los espacios rurales con mayores niveles 


negra, afrocolombiana, raizal o palenquera y el 3,9 %, como indígenas. Además, debe 
resaltarse que debido a las movilizaciones y demandas sociales del campesinado 
colombiano, se ha empezado a generar un trabajo de reconocimiento estadístico de 
esta población por parte del Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE) en los últimos tres años. Así pues, la Encuesta Nacional de Calidad de Vida 
(ECV) registra que el 28,4 % de los colombianos/as de más de 15 años se identifica 
subjetivamente como campesino/a (DANE, 2020). 
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de conflictividad territorial del país? (1El, 2023), sino que está siendo 
promovida por distintos movimientos sociales y corrientes políticas 
de organizaciones étnicas y campesinas que la conciben como un 
tipo de figura territorial favorable para la consecución de la igualdad 
material, la ampliación de sus expresiones culturales y la consolida- 
ción de sus autonomías territoriales. No obstante, debe remarcarse 
que continúan persistiendo en este horizonte de constitución de te- 
rritorialidades interculturales profundos desencuentros y obstáculos, 
en tanto prevalece en el ámbito jurídico un esquema diferencial de 
derechos que dificulta, entorpece y ensombrece la materialización (a 
nivel político y administrativo) de apuestas comunitarias en el orden 
territorial. 

En esta dirección, el presente artículo rastrea y examina la inicia- 
tiva de constitución y delimitación de la Zona de Reserva Campesina 
(en adelante, ZRC) de Santa Rosa, localizada en el departamento del 
Cauca, como una apuesta de construcción de un tipo de territoriali- 
dad que, dadas las condiciones sociohistóricas y culturales del muni- 
cipio, se ha erigido bajo una matriz intercultural que intenta articular 
y armonizar, desde sus múltiples tensiones y limitaciones, territoria- 
lidades divergentes. Sostengo entonces que la apuesta colectiva de 
construcción de una territorialidad intercultural que se propone ma- 
terializar en la ZRC de Santa Rosa da cuenta de formas particulares 
e inéditas de convivencia intercultural, organización comunitaria y 
concertación social entre comunidades étnicas y campesinas. 


2 De acuerdo con un reciente documento publicado por el Instituto de Estudios 
Interculturales (1El), la base de datos de la Agencia Nacional de Tierras a corte de 
octubre de 2022 arrojó un total de 161 conflictos territoriales en el país, los cuales se 
concentran en los departamentos del Cauca (18,6 % de los casos), seguido del Meta 
(8,7 % de los casos), Chocó (8,1 % de los casos) Valle del Cauca y la Guajira (los dos 
respectivamente con 7,5 % de los casos) (1El, 2023). 
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Este artículo es producto de mi tesis de maestría en Estudios 
Latinoamericanos (Trujillo, 2021)? y de los actuales avances de mi 
investigación doctoral. En este proceso de investigación, he llevado 
a cabo: i) la recopilación y el análisis de fuentes secundarias que 
contienen literatura especializada sobre la ruralidad colombiana y 
el contexto socioeconómico, político, cultural y ambiental del de- 
partamento del Cauca y el municipio de Santa Rosa; ii) la consulta 
de fuentes oficiales de la nación, incluidas bases de datos, geoesta- 
dística y geoportales de entidades estatales; y iii) mi participación y 
acompañamiento a lo largo de varias actividades de campo realizadas 
desde el año 2018 hasta la actualidad? en el municipio de Santa Rosa, 
Cauca, como también los acercamientos que he sostenido —in situ y 
a distancia— con diferentes actores locales, expertos rurales y funcio- 
narios públicos. 

Este análisis se compone de cinco partes. En principio, se abordan 
algunos componentes claves de la ruralidad colombiana que son úti- 
les para comprender los complejos y contradictorios arreglos entre 
el ordenamiento territorial, la propiedad rural, el sistema multicul- 
tural de derechos y el fenómeno de la violencia. Seguidamente, se 
examina la constitución y trayectoria de las figuras territoriales de 
los sujetos rurales en el país, así como algunas de sus principales 
tensiones y desafíos. Luego, se analiza el caso de la ZRC de Santa Rosa 
como una experiencia territorial que apertura un horizonte colectivo 


3 La tesis contó con el financiamiento del Programa de Apoyo a Proyectos de 
Investigación e Innovación Tecnológica (PAPIIT) en el marco del proyecto “Del in- 
digenismo al indianismo. Estados nacionales y políticas interculturales en América 
Latina”, coordinado por la doctora Silvia Soriano Hernández. 

4 Las visitas que realicé durante el año 2018 y 2019 se realizaron en el marco del 
proyecto de “Diagnóstico y caracterización para Zona de Reserva Campesina en 
proceso de constitución de Santa Rosa (Cauca), Perijá (Cesar) y Pradera (Valle del 
Cauca)” por medio del Convenio de Asociación N* 556 de 2017 suscrito entre 
la Agencia Nacional de Tierras (ANT) y la Pontificia Universidad Javeriana de Cali. 
Posteriormente, he efectuado visitas y acercamientos con líderes y lideresas del mu- 
nicipio en el marco de mis estudios de posgrado. 
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para la conjugación de una territorialidad intercultural. Finalmente, 
se puntualizan unas breves consideraciones finales. 


Algunos componentes claves para adentrarnos 
a la ruralidad colombiana 


Antes de examinar la constitución y trayectoria de las figuras territo- 
riales de grupos étnicos y campesinos, es necesario tener en cuenta 
cuatro componentes de la ruralidad colombiana que resultan claves 
para comprender los complejos y contradictorios arreglos entre el 
esquema territorial y de propiedad rural, las múltiples manifestacio- 
nes de violencia e inequidad social y la administración de la diferen- 
cia étnica y cultural. 

De entrada, el ordenamiento territorial colombiano se ha imple- 
mentado bajo distintos planes y políticas públicas encaminados a 
promover la organización del uso, la ocupación y la transformación 
de espacios urbanos y rurales (Massiris, 2012). Al ser una política de 
Estado y un instrumento de apoyo a la gestión planificadora (Ibarra, 
2007), el ordenamiento territorial en el país adopta un profundo 
sentido político, social y ambiental, en el que el territorio se estructu- 
ra como espacio geográfico de carácter político-administrativo, fun- 
cional y estratégico sobre un conjunto de relaciones dinámicas entre 
los seres humanos, sus formas de producción e interacción con los 
recursos naturales (Duarte et al., 2019). 

Pese a ello, persiste en la planeación y organización de las zonas 
urbanas y rurales del país una visión sectorial de lo territorial, orienta- 
da por una gestión político-administrativa que ha estado centraliza- 
da en las entidades y espacios gubernamentales de carácter nacional 
en donde prevalece un acentuado sesgo urbano (Massiris, 2012). El 
penoso estado de rezago que atraviesa el mundo rural colombiano 
en términos de planeación, integración y participación territorial se 
ha convertido en un serio obstáculo para dar garantía y reconocer 
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los derechos de propiedad individuales y colectivos de poblaciones 
rurales, los cuales hacen parte del esquema de ordenamiento social 
de la propiedad rural vigente.* 

No podemos olvidar que Colombia es uno de los países más des- 
iguales en materia de acceso y tenencia de la tierra. Las relaciones 
jurídicas que los pobladores rurales sostienen con la tierra han sido 
asiduamente un aspecto problemático de la ruralidad colombiana, 
manifestándose un claro desinterés por parte de los gobiernos pre- 
cedentes para asegurar el efectivo acceso a la tierra y el derecho a 
la propiedad de campesinos, afrodescendientes e indígenas (Gutié- 
rrez Sanín y García, 2016; Machado, 2009). La inequitativa distri- 
bución de la tierra ciertamente ha profundizado el problema de la 
concentración en el país por más de cuatro siglos (Fals Borda, 1975; 
Legrand, 1984), traduciéndose en enormes brechas de desigualdad 
y violencia. Según estimaciones de la Unidad de Planificación Agro- 
pecuaria (UPRA, 2019), el nivel de informalidad en la tenencia de la 
tierra es de aproximadamente un 54 %, especialmente en aquellas 
zonas donde se desarrolla la pequeña propiedad campesina (Mejía 
y Mojica, 2015). Mientras tanto, el índice de Gini de tierras alcanza 
un valor de 0,89 indicando una distribución de la tierra sumamente 
inequitativa al punto de la desigualdad absoluta, donde el 0,4 % de 
la población posee el 46 % de las tierras (PNUD, 2011). Estos fe- 
nómenos no pueden ser examinados sin la incidencia histórica del 
prolongado conflicto armado interno que ha tenido como principal 
escenario el mundo rural colombiano, siendo su campesinado el ac- 
tor social más violentado y vulnerado durante las últimas décadas 


5 Un caso ilustrativo es el del Catastro Multipropósito, pues su incipiente desarrollo 
muestra el nivel de desactualización de la información correspondiente al registro 
y la propiedad del suelo en el país. Previo a la suscripción del Acuerdo Final para 
la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (en 
adelante, Acuerdo Final) firmado en 2016, el 66 % del territorio nacional todavía 
contaba con información predial desactualizada y el 28 % ni siquiera tenía informa- 
ción catastral (Cetina, 2023). 
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(Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la 
No Repetición [CEV], 2022).* 

A estas problemáticas hay que sumarle la evidente asimetría de 
derechos establecida entre las comunidades rurales en el marco de 
un multiculturalismo colombiano basado principalmente en crite- 
rios étnicos. Cabe precisar que tras la emergencia de la carta cons- 
titucional de 1991 se dio apertura a un nuevo régimen de derechos 
diferenciales de las poblaciones rurales que, en todo caso, reconoció 
a los indígenas y afrodescendientes como los sujetos étnicos por ex- 
celencia en el territorio nacional y, de otro lado, dejó por fuera de 
este marco de prerrogativas y ventajas estatales a todos aquellos que 
no se autodefinieran bajo criterios étnicos, como los campesinos” y 
los sectores populares (Chaves, 2011; Duarte, 2015; Yie, 2018). Es 
importante subrayar que la Corte Constitucional ha generado en las 
últimas décadas unos amplios estándares para balancear la asimetría 


6 De acuerdo con el Observatorio de Memoria y Conflicto del Centro Nacional de 
Memoria Histórica [CNMH], entre 1958 y 2018 el conflicto armado en Colombia 
dejó un saldo de 262.197 muertos, de los cuales 215.005 fueron civiles y 56.813 
fueron combatientes. Durante este período se identificaron 177.710 víctimas de ase- 
sinatos selectivos, 80.514 desaparecidos (de los cuales siguen sin ser encontrados 
unos 70.587 individuos), 37.094 víctimas de secuestro, 24.447 víctimas de masa- 
cres, 15.687 víctimas de violencia sexual y 17.804 menores de 18 años reclutados 
(CNMH, 2020). 

7 Gracias a una serie de movilizaciones, demandas y reivindicaciones históricas del 
campesinado colombiano y a la actual voluntad política manifestada por parte 
del gobierno en curso, el actual Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2022-2026 
“Colombia potencia mundial de la vida” es el único en la historia del país que ha 
incorporado una hoja de ruta donde quedan plasmados artículos claves para el cam- 
pesinado, destacándose: i) el artículo 356 que crea la Comisión Mixta Nacional para 
Asuntos Campesinos como instancia de interlocución entre el campesinado y el 
gobierno; ii) el artículo 357 que compromete al gobierno durante los próximos doce 
meses a formular e implementar un plan para identificar, caracterizar, reconocer y 
formalizar las territorialidades campesinas; iii) el artículo 359 que establece un tra- 
zador presupuestal específico para comunidades campesinas; y iv) el artículo 55 que 
estipula la concesión forestal campesina para aquellos pobladores que habitan zonas 
de reserva forestal de acuerdo con la ley 2? de 1959 (Forero, 2023). 
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de derechos contenida en el paradigma multicultural colombiano. 
Como detalla Gúiza et al. (2020), la Corte 


ha desarrollado una robusta jurisprudencia sobre los derechos del 
campesinado en sus dimensiones de reconocimiento, participación y 
redistribución. Esa jurisprudencia gira en torno a tres categorías: 1) el 
programa constitucional para sectores rurales y agrarios; ¡i) el sujeto 
de especial protección constitucional; y iii) el corpus iuris o constitu- 


ción campesina (p.170). 


A ello hay que agregarle que tras la implantación del primer gobier- 
no de izquierda política en la historia del país, las expresiones de 
lucha y reivindicación social del campesinado colombiano se crista- 
lizaron en su reconocimiento constitucional como sujeto de dere- 
chos y de especial protección, un significativo avance en materia de 
acceso a derechos y de protección de sus prácticas socioculturales, 
productivas y ambientales. Aun así, persiste un esquema diferencial 
de derechos que, por ejemplo, a nivel administrativo ha consentido 
la participación exclusiva de los pueblos indígenas en el sistema fiscal 
nacional, excluyendo de este tipo de financiación a las comunidades 
afrodescendientes y campesinas, siendo un caso único a nivel lati- 
noamericano. Este tipo de asimetrías no han hecho más que ocasio- 
nar la profundización de una serie de desequilibrios y desigualdades 
sociales a nivel territorial, en detrimento de las históricas relaciones 
de convivencia y de intercambio comunitario preexistentes entre 
grupos étnicos y campesinos (Nieto y Valencia, 2019). 


“Territorialidades superpuestas”: trayectorias, tensiones 
y desafíos 


Teniendo como preludio esta mirada sobre algunos componentes 
característicos de la ruralidad colombiana, es relevante identificar la 
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constitución y trayectoria de las figuras territoriales de los sujetos 
rurales en el país, así como algunas de sus principales tensiones y 
desafíos. En términos generales, puede decirse que existen a la fecha 
distintas figuras territoriales cuyo trasfondo ha estado atravesado por 
el autorreconocimiento de grupos étnicos (indígenas y afrodescen- 
dientes) y campesinos en el marco del sistema jurídico vigente pro- 
mulgado en la CP de 1991. Así pues, mediante la instauración de la 
Ley 21 de 1991 los resguardos, administrados por sus respectivos ca- 
bildos o autoridades tradicionales, se constituyeron en la única figura 
territorial colectiva con calidad de entidad territorialé encaminada a 
la protección de la autonomía de los pueblos indígenas, de manera 
tal que se clasifican en dos categorías: de origen colonial y republi- 
cano? y resguardos nuevos o constituidos.'* Por su parte, los territo- 
rios colectivos de comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 
Palenqueras (NARP) se convirtieron en la figura que reconoce el de- 
recho territorial de las poblaciones afrodescendientes en Colombia. 


8 Cabe detallar que, aunque el marco constitucional señala que las Entidades 
Territoriales Indígenas (ETIS) tienen el mismo nivel de autonomía de otras enti- 
dades territoriales reconocidas por el Estado (tales como los distritos, los departa- 
mentos y los municipios) y el Decreto 632 de 2018 integra en forma transitoria 
estas áreas al ordenamiento territorial como entidades territoriales, la Ley Orgánica 
de Ordenamiento Territorial (LOOT) omite de manera absoluta esta territorialidad 
indígena, por lo que sigue en deuda su reglamentación. 

9 Los resguardos coloniales fueron una figura de confinamiento y relegación —en algu- 
nos casos considerados de protección— de las poblaciones indígenas durante la colo- 
nia. Mientras tanto, los resguardos republicanos siguieron consolidándose durante la 
época republicana bajo criterios coercitivos y de marginación hacia esta población. 
Para finales del siglo XX, estas territorialidades adquirieron un peso político significa- 
tivo, al punto de ser reapropiados por las comunidades indígenas y asumidos como 
lugares de emancipación y autonomía (Hoffmann, 2016). 

10 Los resguardos nuevos o constituidos han sido formalizados y titulados a partir de 
la jurisdicción agraria de mediados del siglo XX. Para finales de este siglo, y tras la 
promulgación de la ley 160 de 1994, se procuró dar continuidad a la legalización 
de estas territorialidades indígenas dando creación al Decreto 2164 de 1995, cuya 
función fue la de establecer los lineamientos para la conformación, el saneamiento y 
la ampliación de resguardos indígenas en el orden nacional. 
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La autoridad máxima de gobierno y de administración interna de 
dichos territorios son los denominados Consejos Comunitarios, re- 
conocidos tras el establecimiento del artículo transitorio 55 de la CP 
y su posterior reglamentación con la Ley 70 de 1993 llamada “Ley 
de Negritudes”, la cual confirió el derecho a la propiedad colecti- 
va y la protección de sus prácticas culturales, entre otras facultades. 
Finalmente, y muy en desventaja respecto a los derechos territoriales 
conferidos a las comunidades étnicas, existen dos figuras territoria- 
les de autodeterminación campesina, a saber: las Zonas de Reserva 
Campesina y los Territorios Campesinos Agroalimentarios (TCAM). 
La primera fue reconocida por medio de la Ley 160 de 1994 o “Ley 
de Reforma Agraria” como instrumento de ordenamiento territorial 
y productivo de las poblaciones campesinas; mientras que la segun- 
da sigue sin ser reconocida por la normatividad rural colombiana 
pese a que goza de un fuerte respaldo por parte de diversas organiza- 
ciones campesinas de carácter nacional y regional. 

Actualmente, en el país existen cerca de cuarenta millones de hec- 
táreas que corresponden a zonas de reglamentación especial en las 
que figuran las territorialidades rurales de resguardos indígenas, títu- 
los colectivos de Consejos Comunitarios y ZRC (Agencia Nacional 
de Tierras [ANT], 2023). Pese a que el 35 % del territorio nacional 
corresponde a dichas figuras territoriales, cabe indicar que menos del 
10 % de estas tierras tituladas se encuentran aptas para la agricultura, 
pues la superficie restante contempla una inmensidad de selvas y 
bosques protegidos (PNUD, 2011). A su vez, son recurrentes los tras- 
lapes e intersecciones territoriales que se presentan entre estas mis- 
mas figuras colectivas, así como con áreas de protección ambiental y 
proyectos económicos de gran envergadura. Esto ha traído consigo 


11 Los resguardos indígenas tienen una cobertura de 33.265.558 hectáreas, los títu- 
los colectivos de Consejos Comunitarios se extienden en 5.724.342 hectáreas y las 
Zonas de Reserva Campesina se concentran en 1.290.637 hectáreas, de acuerdo con 
las bases de datos de la Agencia Nacional de Tierras (2023). 
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una serie de malestares, desencuentros territoriales y fricciones inter- 
culturales que han tenido como correlato un orden nacional donde 
el territorio ha sido asiduamente elemento problemático de la rurali- 
dad, sin olvidar que la aplicación de los dispositivos de ordenamiento 
territorial continúa siendo imprecisa, insuficiente, confusa y en mu- 
chos sentidos contradictoria y violenta (Trujillo, 2021). 

Bajo este complejo panorama rural, conviene retomar la noción 
de “territorialidades superpuestas” planteada por Agnew y Oslender 
(2010) para analizar la intersección de estas autoridades territoriales 
de comunidades rurales dentro del modelo territorial del Estado na- 
ción. La prevalencia de estas territorialidades superpuestas plantea 
la necesidad de avanzar en el marco jurisprudencial agrario para la 
adecuación y transformación de las figuras territoriales existentes de 
manera que sea posible la convivencia pacífica y el acceso igualitario 
a derechos para las poblaciones rurales. Vale la pena remarcar que en 
varios encuentros y asambleas políticas, movimientos sociales y or- 
ganizaciones políticas rurales como la Asociación Nacional de Zonas 
de Reserva Campesina (ANZORC), el Coordinador Nacional Agra- 
rio (CNA) y la Federación Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria 
(FENSUAGRO) han planteado la posibilidad de instaurar legalmen- 
te la figura de “territorios interculturales” con el ánimo no solo de 
mantener la convivencia y el intercambio pacífico entre actores ru- 
rales, sino también con la intención de asegurar una igualdad mate- 
rial y ampliar sus facultades de gobernanza, gestión y administración 
territorial. 

Ahora bien, teniendo en cuenta que los derechos territoriales del 
campesinado siguen estando en clara desventaja en el marco jurídico 
e institucional frente a los derechos de los grupos étnicos, es evidente 
cómo esta propuesta de creación y conjugación de territorios inter- 
culturales ha estado especialmente promovida por los movimien- 
tos campesinos, a diferencia de las reservas o distanciamientos que 
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puedan tener los pueblos indígenas y las comunidades afrodescen- 
dientes frente a dicha iniciativa. 

Precisamente, la aparente falta de apoyo o desconfianza respecto 
a la consolidación de esta figura territorial se debe, entre otros facto- 
res, a que aún resulta impreciso e incierto su funcionamiento en lo 
relativo a: 1) la armonización de las formas de gobernanza territorial 
ejercidas tradicionalmente por los grupos étnicos y campesinos; ii) la 
ejecución y articulación de las competencias de participación presu- 
puestal y su administración; iii) la procedencia e implementación de 
una consulta previa; iv) los procedimientos adecuados para clarificar 
la propiedad y la tenencia de la tierra; y v) la administración de la 
justicia en lo relativo a la asignación y priorización de la jurisdicción 
ordinaria y la jurisdicción indígena, entre algunos de los principales 
cuestionamientos. En cualquier caso, cada vez se avizoran dinámicas 
de interacción y organización entre poblaciones rurales que parecen 
dirigirse hacia apuestas comunitarias de creación y conjugación de 
territorios interculturales. A continuación, expondré un caso referen- 
te en la ruralidad colombiana. 


La ZRC de Santa Rosa: un vistazo hacia una apuesta 
de territorialidad intercultural 


Este proceso nos ayudó a sanar, nos volvió a dar la ilusión de 


creer en nosotros mismos. 


Rodrigo Gómez [líder campesino de Santa Rosa] 


Para entender el proceso de constitución de la ZRC de Santa Rosa, es 
necesario ahondar sobre algunos rasgos característicos de este tipo 
de figura territorial. En primer lugar, conviene indicar que las ZRC 
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en Colombia”? se constituyeron inicialmente como un proyecto de 
anclaje productivo que buscó regular y asegurar la tenencia de la 
tierra en zonas de colonización o frontera, afectadas por la violencia 
de actores económicos y políticos (Hoffmann, 2016). Mediante la 
promulgación de la Ley 160 de 1994 se creó la figura de ZRC como 
instrumento de ordenamiento territorial y productivo de las comu- 
nidades campesinas, lo que supuso que se constituyera, por encima 
de todo, en una figura colectiva en términos organizativos y de ges- 
tión territorial, y no precisamente en cuestiones de titularidad colec- 
tiva. En concreto, estas zonas se definieron como “áreas geográficas 
cuyas características agroecológicas y socioeconómicas requieren la 
regulación, limitación y ordenamiento de la propiedad con el pro- 
pósito de fomentar y estabilizar la economía campesina y superar 
las causas de los conflictos que la afectan” (Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural [INCODER], 2013, p. 3). La formulación y ejecu- 
ción de los correspondientes Planes de Desarrollo Sostenible (PDS) 
ha sido clave puesto que se constituyen en la hoja de ruta del campe- 
sinado para decidir y participar en la orientación del territorio, en la 
definición de sus usos y ordenación, bajo formas autogestionarias de 
organización que deben ser respetadas por las autoridades territoria- 
les (Cardoza, 2015; Méndez, 2013). Lo problemático en este asunto 
radica en la histórica desatención, rechazo y estigmatización! que 
ha tenido la figura de ZRC en el país. Es importante advertir que a 
más de veinte años de su reglamentación, solo se han constituido 


12 Los primeros antecedentes de las ZRC en el país se remontan propiamente al perio- 
do colonial en el que se configuraron formas de resistencia denominadas “rochelas”, 
siendo estas independientes de la administración española (Fajardo, 2014; Herrera, 
2002). Estos tipos de “asentamientos autónomos” tuvieron continuidad durante el 
siglo XIX y comienzos del XX, a través de la conformación de palenques de negros 
fugados y de núcleos campesinos llamados “baluartes”, localizados en las partes fron- 
terizas de las haciendas. 

13 Como “repúblicas independientes” o como territorios de población guerrillera. 
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y delimitado en el país once ZRC* (siete hasta el año 2018 y cua- 
tro en el gobierno actual), mientras que siguen avizorándose serios 
obstáculos para la formulación, implementación y financiación de 
los PDS, aspectos que a la fecha comienzan a decantarse en el actual 
gobierno nacional. 

Propiamente, la ZRC de Santa Rosa tiene una extensión de 
176.195 hectáreas (48,6 % del área municipal) y fue constituida el 
21 de abril de 2023 tras más de doce años de luchas, repliegues y 
desencuentros territoriales. El municipio de Santa Rosa se ubica en 
la región denominada como Bota Caucana, integrada por los muni- 
cipios de San Sebastián, Piamonte y Santa Rosa (Alcaldía de Santa 
Rosa, 2020), dentro de la estrella hídrica más importante de Co- 
lombia conocida como el Macizo colombiano” y catalogada por la 
UNESCO como Reserva de la Biósfera. Localizado en el Corredor 
Andino-Amazónico y a más de 200 kilómetros de la capital del de- 
partamento, este territorio ha tenido que experimentar el cruento 
contexto del conflicto armado y la presencia diferenciada de las ins- 
tituciones estatales (González, 2014). Con una serie de precariedades 
sociales, penosas deficiencias en el sistema de servicios públicos e 
infraestructura vial, así como rezagos e insuficiencias en el ordena- 
miento territorial y la tenencia de la tierra, el municipio ha sufrido 


14 Las 11 ZRC constituidas en el territorio nacional son: Cuenca de río Pato y valle de 
Balsillas, Guaviare, Morales-Arenal, Cabrera, Perla Amazónica, Valle del río Cimitarra, 
Montes de María-Polígono 11, Sumapaz, Santa Rosa, Losada-Guayabero y Gúejar- 
Cafre. Además, es importante resaltar que en la actualidad existen alrededor de se- 
senta procesos organizativos campesinos que vienen solicitando e impulsando la 
constitución y delimitación de esta figura en sus territorios. 

15 La eco-región del Macizo colombiano se extiende por 4.8 millones de hectáreas y 
está constituida por un conjunto montañoso de los Andes que atraviesan los depar- 
tamentos del Cauca, Valle del Cauca, Tolima, Huila, Nariño, Putumayo y Caquetá, y 
dan nacimiento a los principales ríos del país: el río Cauca y el río Magdalena corres- 
pondientes a la vertiente Caribe, el río Putumayo y el río Caquetá pertenecientes a la 
cuenca Amazónica, y el río Patía de la vertiente Pacífica. 
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profundos embates y disrupciones que han terminado por agravar 
las condiciones de vulnerabilidad de sus pobladores rurales. 

La historia de poblamiento de este territorio se remonta al perio- 
do previo a la instauración de la colonia, cuando transitaban por la 
región los indígenas andakis y los aguanungas, comunidades semi- 
nómadas. Durante la expansión del imperio inca, arribaron expedi- 
ciones militares hasta la zona del Sibundoy en el departamento de 
Putumayo, quedando sus descendientes, conocidos ingas, dispersos 
en los departamentos de Nariño, Cauca y Putumayo. Con la llegada 
de los conquistadores, arribaron a las tierras que tenían influencia 
incaica miles de indios forasteros, principalmente, anaconas (yana- 
conas O yanacuanas) traídos desde el sur (Friede, 1944), quienes 
fueron sometidos por los conquistadores como cargueros durante 
sus expediciones guerreras (Garcilaso de la Vega, 1929; Solórzano, 
1940). Con el transcurso del tiempo, los pueblos indígenas que so- 
brevivieron, tanto a las dinámicas de explotación y aniquilamiento 
del sistema colonial como a los desastres naturales acaecidos, fueron 
los ingas y yanaconas. Por su parte, se tiene registro de la primera 
familia de pobladores afrodescendientes en la década de los años se- 
senta del siglo XX, momento en que migró el primer núcleo familiar 
proveniente del Valle del Cauca, el cual se expandió posteriormen- 
te por varias veredas del municipio. En cuanto a las comunidades 
campesinas, debe resaltarse que desde la década de los sesenta hasta 
finalizada la década de los noventa se desplegaron varias oleadas de 
colonización campesina; primeramente, por la bonanza de la quina y 
décadas posteriores primordialmente por la bonanza cocalera, con lo 
cual no solo llegaron campesinos provenientes de otros municipios 
del Cauca, sino también de los departamentos de Huila, Antioquia, 
Putumayo y Caquetá (Diagnóstico Territorial Participativo Santa 
Rosa, marzo de 2018). Actualmente, la composición poblacional de 
Santa Rosa es mayoritariamente campesina o mestiza (72,5 %), en 
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menor medida indígena!*? (24,2 %) y con escasa presencia de pobla- 
ción negra, mulata o afrocolombiana (3,3 %) (DANE, 2018). 

Ahora bien, desde el año 2012 empezaron a ser recurrentes las 
rupturas entre los pueblos indígenas y pobladores campesinos, pro- 
ducto de las conflictividades y tensiones en torno al uso y tenencia 
de la tierra. En específico, la reactivación de una aspiración territorial 
encaminada a la constitución de un resguardo indígena sobre pre- 
dios ocupados por campesinos y campesinas de diez veredas hizo 
que se avivaran las disconformidades del campesinado y que estos 
mismos exploraran alternativas para llevar a cabo la formalización 
de los predios ocupados. Este mismo año, en medio de un escenario 
de socialización del INCODER en el que se expusieron las aspiracio- 
nes territoriales indígenas, los líderes y lideresas campesinos/as allí 
presentes decidieron solicitar un espacio autónomo para discutir las 
opciones más asequibles para proteger y asegurar sus derechos te- 
rritoriales. Se planteó entonces la viabilidad de figuras territoriales 
como la Reserva Natural de la Sociedad Civil, los TCAM y las ZRC. La 
tercera finalmente fue considerada como la opción más conveniente, 
en tanto la primera exigía la condición de propietarios sobre la tie- 
rra y la segunda carecía de reconocimiento jurídico en la legislación 
agraria. Como resultado de la inconformidad expresa por parte del 
campesinado, representantes del INCODER resolvieron abstenerse 
de dar resoluciones en esa ocasión y se comprometieron a poner en 
conocimiento a la entidad central sobre este disentimiento. 

Entre tanto, la propuesta de constitución de una ZRC tuvo un 
alto nivel de acogida y de resonancia, a tal punto que se planteó la 
necesidad de crear una zona que abarcase no solo los predios de las 


16 Los indígenas yanaconas e ingas cuentan con los siguientes resguardos: inga de 
Aponte, que organizativamente se localiza en el municipio de Aponte en el depar- 
tamento de Nariño, Yungillo (con los cabildos de Tandarido y San Carlos), San José, 
Mandiyaco, Santa Marta y San Joaquín, que organizativamente se concentra en el 
departamento de Putumayo (ANT, 2019). 
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veredas afectadas, sino también las áreas restantes del municipio con 
poblamiento campesino. Pese a ello, la situación no fue más que el 
abrebocas para engendrar una relación de competencia entre indíge- 
nas y campesinos, pues ambos grupos deseaban agilizar o concretar 
los trámites agrarios necesarios que les permitiese regular y asegurar 
la tenencia de la tierra, ya fuese de manera colectiva o individual. 
Como veremos más adelante, estos procesos de enfrentamiento y de 
competencia interétnica e intercultural se irán disipando en la me- 
dida que estas comunidades rurales buscaron articular y armonizar 
las distintas expresiones y derechos territoriales étnicos y campesinos 
por medio de múltiples estrategias de organización comunitaria. 

Así pues, el proceso de constitución de la ZRC de Santa Rosa re- 
quirió de varios dispositivos sociales y mecanismos de diálogo y orga- 
nización comunitaria, entre los que destaco: i) el liderazgo político y 
el acumulado organizativo de los movimientos étnicos y campesinos 
con presencia en el territorio; ii) la creación de la Mesa Interétnica 
e Intercultural de Santa Rosa como espacio comunitario de carác- 
ter intercultural autogestionado y legitimado por las diversas bases 
organizativas y sociales del municipio; y iii) el impulso y ejecución 
de una Consulta Previa de carácter intercultural emprendida por 
primera vez en el país por una comunidad rural y empleada como 
instrumento de diálogo social para la consecución de las autonomías 
territoriales de actores étnicos y campesinos. A continuación, explico 
de manera sucinta la incidencia que han tenido estos dispositivos 
sociales y mecanismos comunitarios en la constitución de la zona y 
en la apertura de un horizonte colectivo para la conjugación de una 
territorialidad intercultural. 
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Liderazgo político y acumulado organizativo de las fuerzas 
étnicas y campesinas 


Más allá del propio esfuerzo y liderazgo del campesinado santarro- 
sano a lo largo del proceso de constitución y delimitación de la ZRC, 
es imperativo recalcar el posicionamiento de diversos liderazgos co- 
munitarios y el despliegue de correlaciones de fuerza fundadas en 
niveles de organización, logrados por los distintos grupos sociales 
que convergen en el territorio (Gramsci, 1977). Tanto el liderazgo 
político como el acumulado organizativo alcanzado por las propias 
comunidades étnicas y campesinas del municipio durante los últi- 
mos años (como resultado de particulares trayectorias de lucha y re- 
sistencia social), proporcionó las capacidades y liderazgos necesarios 
para iniciar y efectuar un proceso sumamente demandante, tanto en 
términos organizativos como en cuestiones políticas, administrativas 
y logísticas. 

De esta manera, debemos comenzar señalando el liderazgo soste- 
nido por el Comité de Integración del Macizo Colombiano (CIMA), 
organización campesina del macizo colombiano." Desde su creación, 
el CIMA se constituyó en el movimiento regional campesino con 
mayor fuerza e incidencia en el territorio, de manera que su respaldo 
político, económico y técnico desde el inicio de esta apuesta territo- 
rial campesina ha resultado fundamental para: i) profundizar el co- 
nocimiento legal sobre la figura, ii) iniciar el proceso de socialización 
y iii) dar cumplimiento a cada uno de los procedimientos legales re- 
queridos durante la constitución legal de la zona. Con el despliegue 
de liderazgos claves en la región, participaciones estratégicas dentro 


17 El CIMA tiene un fuerte enraizamiento en los/as maestros/as rurales, los/as cuales 
lideraron en un principio los espacios de encuentro comunal y el despliegue de am- 
plias protestas sociales en el macizo colombiano durante la década de los noventa. 
Su carácter regional plantea la continuidad del campesinado andino de alta montaña 
a lo largo de los departamentos del Cauca y Nariño. 
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de espacios políticos e institucionales y numerosas gestiones desple- 
gadas con entidades estatales e instituciones académicas, el CIMA 
ha sido la primera organización campesina que, a pesar de impul- 
sar la implementación de Territorios Campesinos Agroalimentarios 
(TCAM), ha promovido y liderado la constitución de un territorio 
campesino bajo la figura de ZRC en la Bota Caucana.'* 

A su vez, la ZRC fue arduamente impulsada por todas las Juntas 
de Acción Comunal (JAC) constituidas a nivel veredal en el muni- 
cipio. Al convertirse en las células mínimas de gobernanza local y 
la base comunal donde se han encauzado distintos procesos socia- 
les, culturales, productivos, ambientales, como también de jóvenes 
y mujeres santarrosanas, las JAC se encargaron principalmente de 
avanzar en el proceso de difusión y socialización de la figura a lo 
largo y ancho del territorio rural de Santa Rosa (Calvache, líder cam- 
pesino de Santa Rosa, entrevista 6 de julio de 2021). Fue así como 
bajo la configuración de escenarios comunitarios y vecinales, las JAC 
posibilitaron en un corto periodo de tiempo que los habitantes del 
municipio conociesen el alcance político y territorial de una ZRC y, 
a su vez, dispusieran la apertura de espacios de diálogo permanentes 
orientados a discutir sobre las múltiples implicaciones de iniciar este 
tipo de solicitudes y aspiraciones. 

Por otro lado, es importante resaltar las alianzas que el campesi- 
nado ha establecido con sus pares rurales. En primer lugar, el CIMA 
se ha articulado con el movimiento indígena, en especial con el 
Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), a diferencia de la ma- 
yoría de las organizaciones campesinas del Cauca que han tomado 


18 En este caso, hubo dos elementos determinantes que conllevaron a optar por im- 
pulsar este tipo de territorialidad, como lo son: i) la correlación de fuerzas políticas 
emergentes en el campesinado de la región a lo largo de los últimos lustros, y ¡i) las 
propias dinámicas de apropiación territorial campesina caracterizadas por la conver- 
gencia de procesos de colonización desprovistos de una estructura propicia para la 
asignación formal de la propiedad. 
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distancia y, en muchos casos, presentado tensiones con el proceso 
político de esta autoridad indígena. Los pueblos ingas y yanaconas 
en cabeza de la Asociación de Cabildos indígenas del municipio 
de Santa Rosa (ACIMSCA) pertenecen a la estructura política del 
CRIC, el “proceso indígena con mayor capacidad de movilización a 
nivel nacional” (CEl, 2013, p. 32), convirtiéndose en la vanguardia 
del movimiento indígena contemporáneo en Colombia.'” Por tanto, 
el apoyo de esta organización en la constitución de la ZRC ha sido 
determinante en la medida que no solo comprendieron que esta 
figura territorial campesina no representa serias amenazas a sus au- 
tonomías y aspiraciones territoriales,* sino que además decidieron 
participar activamente en la preparación y formulación del PDS, así 
como de otros espacios indispensables para culminar con la consti- 
tución legal de la figura. 

En segundo lugar, el campesinado ha establecido relaciones y 
diálogos permanentes con el Consejo Comunitario Nuevo Futuro 
de los Grandes Luchadores,?' autoridad máxima de los pobladores 
afrodescendientes de Santa Rosa. En este caso, los afrodescendientes 
santarrosanos se vieron ampliamente favorecidos con la apuesta de 
constitución de ZRC, pues dada su corta trayectoria política y orga- 
nizativa en el territorio, su capacidad de gestión e interlocución ins- 
talada frente a instancias gubernamentales era ciertamente limitada. 
De tal modo que cuando se llevó a cabo el proceso de zonificación 


19 El carácter combativo, autónomo y de resistencia del CRIC les ha permitido abo- 
nar logros significativos en el marco del reconocimiento étnico, el acceso a tierras, 
el posicionamiento de plataformas de movilización nacional como la “Minga de 
Resistencia Social y Comunitaria”, así como el mejoramiento de las condiciones de 
vida de sus pobladores. 

20 A diferencia de otros procesos de constitución de ZRC en el país, en donde las 
mismas reticencias y concepciones generalizadas de organizaciones indígenas han 
frenado y obstaculizado los trámites administrativos necesarios para su aprobación. 

21 El Consejo Comunitario está vinculado a nivel regional con la Asociación de 
Consejos Comunitarios del Norte del Cauca (ACONC). 
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de la ZRC, esta incluyó e impulsó la aspiración territorial del Consejo 
Comunitario facilitando a sus representantes la asesoría por parte 
de funcionarios públicos, académicos y abogados vinculados con el 
proceso de ZRC, aspecto que a final de cuentas posibilitó la titulación 
colectiva de sus tierras para el año 2020. 


Mesa Interétnica e Intercultural de Santa Rosa 


La Mesa Interétnica e Intercultural de Santa Rosa (en adelante, la 
Mesa) emerge como resultado de la profundización de enfrenta- 
mientos, fricciones interculturales y desencuentros territoriales entre 
los pueblos indígenas y las comunidades campesinas. En 2016, en 
el marco de un Consejo Municipal de Desarrollo Rural (CMDR),? 
las comunidades rurales allí presentes comprendieron la urgencia 
de escucharse y conocer puntualmente las pretensiones y aspiracio- 
nes territoriales de sus vecinos (Joaquí, integrante campesino Mesa 
Interétnica e Intercultural, entrevista 22 de mayo de 2021). Producto 
de estas conversaciones, surgió la idea conjunta de crear una Mesa 
Interétnica e Intercultural como mecanismo idóneo de interlocu- 
ción, concertación y planificación territorial desde la autogestión de 
sus propias fuerzas comunitarias. Mediante la participación de los 
pueblos indígenas, las comunidades campesinas y las poblaciones 
afrodescendientes de Santa Rosa, junto con el acompañamiento de 
la Alcaldía municipal y organizaciones de segundo nivel como el 
CIMA y el CRIC, ese año se llevó a cabo la estructuración de la Mesa. 
En palabras de uno de los integrantes de este espacio: “tuvimos la 


22 La ley 101 de 1993 conocida, como “Ley General de Desarrollo Agropecuario y 
Pesquero”, señala que los CMDR sirven como “instancia superior de concertación 
entre las autoridades locales, las comunidades rurales y las entidades públicas en 
materia de desarrollo rural, y cuya función principal será la de coordinar y racionali- 
zar las acciones y el uso de los recursos destinados al desarrollo rural y priorizar los 
proyectos que sean objeto de cofinanciación” (Artículo 61). 
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suficiente voluntad para llegar a ese acuerdo, que al principio no fue 
fácil como todo proceso, pero que poco a poco fuimos entendiendo 
esa dinámica y así fuimos capaces de sentarnos y formalizar esta “co- 
munión de comunidades”” (Calvache, integrante campesino Mesa 
Interétnica e Intercultural, entrevista 6 de julio de 2021). 

A partir de ese momento, la Mesa tuvo como objetivo avanzar 
en el proceso de diálogo intercultural y de planificación territorial 
acogiendo como pilares tres estrategias principales que abarcaron: 
1) el diálogo social y la concertación comunitaria, ii) la defensa del te- 
rritorio y la conservación ambiental y iii) el acceso y formalización de 
tierras para sus pobladores a través de la consolidación de las diferen- 
tes territorialidades étnicas y campesinas (Garreta, Consejero Mayor 
ACIMSCA, entrevista 25 de mayo de 2021). Su estructura organiza- 
tiva quedó integrada por un coordinador, una secretaría técnica y 
una asamblea representativa constituida por veinticuatro personas, 
de manera que se asegurase la participación de ocho representantes 
de cada población, es decir, ocho indígenas, ocho campesinos y ocho 
afrodescendientes.?* 

En un inicio, se llevó a cabo un arduo trabajo interno y autónomo 
que tuvo como finalidad tender y fortalecer los canales de diálogo e 
interlocución entre las organizaciones étnicas y campesinas involu- 
cradas. Este proceso de fortalecimiento hacia adentro demandó un 


23 En este espacio confluyen y participan organizaciones indígenas de segundo nivel 
como el CRIC y la ACIN, la Asociación de Cabildos indígenas del municipio de Santa 
Rosa (ACIMSCA), así como cada uno de los cabildos y resguardos de los pueblos 
yanaconas e ingas. Respecto a las organizaciones afrodescendientes participantes, se 
encuentra el Consejo Comunitario Nuevo Futuro de los Grandes Luchadores el cual 
está vinculado directamente con ACONC. Igualmente, convergen organizaciones 
campesinas como el CIMA a nivel regional, las Asociaciones de Juntas de Acción 
Comunal (ASOJUNTAS) de la parte alta y de la parte media del municipio, todas las 
JAC, la Asociación Andaki, la Asociación por el Desarrollo de la Media Bota Caucana 
(ADESBOO,), la Asociación de Mujeres de la Bota Caucana (AMUBOC) y la platafor- 
ma de jóvenes del municipio. Mientras tanto, por parte de la sociedad civil, participa 
la Asociación de Víctimas Ayúdenos a Vivir (IEl, 2018). 
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periodo de dos años, tiempo que fue determinante para definir su 
estructura organizativa, su modalidad de funcionamiento, los ejes 
centrales de trabajo y el conocimiento profundo e indispensable so- 
bre las dinámicas organizativas y territoriales de cada grupo étnico y 
cultural. Para comienzos de 2018, el trabajo de la Mesa se concen- 
tró primordialmente hacia afuera, en la medida que se integró un 
ejercicio de interlocución directa con las instituciones estatales y de 
mediación con empresas privadas con intereses económicos sobre el 
territorio. 

Por consiguiente, el trabajo articulado de la Mesa permitió que 
se posicionara como el principal referente territorial de diálogo, 
negociación y concertación entre las organizaciones comunitarias 
y entidades gubernamentales. Esto supuso que todos los procesos 
de aspiraciones territoriales de comunidades indígenas, afrodescen- 
dientes y campesinas, los cuales se tramitaban con anterioridad de 
manera independiente, con poco o nulo conocimiento de las otras 
comunidades, pasaran a ser encabezados por la Mesa. Por medio de 
esta labor, las comunidades involucradas en este espacio compren- 
dieron la naturaleza y los alcances de cada figura étnica y cultural, y 
a su vez reconocieron las bondades de la ZRC como figura colectiva 
en términos organizativos y de gestión territorial, distinguiendo que 
no es propiamente una figura con atribuciones de titularidad colec- 
tiva. Lo anterior dio a entender que, ante todo, esta pretensión de 
territorialidad campesina está dirigida a garantizar las condiciones 
de desarrollo para la formalización de la propiedad privada de sus 
pobladores y el mantenimiento de las áreas comprendidas dentro 
del Sistema Nacional de Parques Naturales; sin que esto impida la 
existencia, creación o ampliación de figuras colectivas dentro de sus 
límites territoriales, tales como resguardos indígenas y territorios co- 
lectivos de comunidades negras. 

En pocas palabras, bajo la pregunta de “¿cómo hacíamos para 
acomodarnos y convivir todos en un mismo lugar?”, el propio líder 
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campesino Rodrigo Gómez deja entrever que la creación e imple- 
mentación de la Mesa no hizo más que intentar establecer un ejerci- 
cio de gobernanza territorial instalado en un proceso de autogestión 
comunitaria que ha reconocido y validado diversas expresiones étni- 
cas y culturales. 


Consulta Previa Intercultural 


Mediante la Ley 21 de 1991 se incorporó al derecho colombiano el 
Convenio 169 de la OIT a partir del cual se establece la Consulta 
Previa en el país.?* De este modo, el ejercicio de Consulta Previa 
en Colombia se constituye en derecho fundamental de los grupos 
étnicos para ser consultados cuando el Estado genere medidas legis- 
lativas o administrativas, o cuando los particulares creen un proyecto, 
Obra o actividad (Duarte, Gómez y Rodríguez, 6 de octubre de 2018). 
Este instrumento, concebido como “garantía de la identidad cultu- 
ral” asegura entonces la participación real, efectiva y oportuna de los 
grupos étnicos en los proyectos o actividades que sean susceptibles 
de afectarlos directamente (Yie, 2018). 

Teniendo como precedente este orden legislativo, el proceso de 
constitución y delimitación de la ZRC en Santa Rosa debía surtir 
la aplicación de la Consulta Previa como garantía de derecho fun- 
damental para las comunidades étnicas inmersas en el área decla- 
rada como ZRC. Principalmente, fue el pueblo indígena integrado 
por las etnias ingas y yanaconas del municipio el que instó avanzar 
con la delimitación territorial de la zona, siempre y cuando se diera 


24 Con el ánimo de garantizar un proceso de diálogo y concertación efectivo, se deter- 
minó que el procedimiento de Consulta Previa en Colombia debe efectuarse me- 
diante la consecución de las siguientes etapas: ¡) certificación sobre la presencia de 
comunidades étnicas; ii) proceso de coordinación y preparación; iii) desarrollo de 
la preconsulta, iv) desarrollo de la Consulta Previa; y v) seguimiento a los acuerdos 
(Directiva 10 de 2013 de la Presidencia de la República). 
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cumplimiento cabal a sus derechos étnicos (Garreta, Consejero Ma- 
yor ACIMSCA, entrevista 25 de mayo de 2021). 

Tal situación implicó que la naturaleza diferencial de esta consul- 
ta resultara ser la primera de este tipo en el país, entendiendo que 
era emprendida por una comunidad rural que requería contar con la 
autorización de sus pares comunitarios para conseguir avanzar en el 
trámite de su aspiración territorial (César Augusto Ramírez, funcio- 
nario ANT, entrevista 27 de abril de 2021). Como bien lo explica uno 
de sus líderes campesinos: 


este ha sido un caso atípico por cuanto se constituyó en una Con- 
sulta Previa “de comunidad a comunidad”. En un principio, veíamos 
que no era necesario y creíamos que la Consulta Previa solamente 
se hacía mediante el desarrollo de proyectos externos. En este caso, 
nos tocó “de comunidad a comunidad”, vislumbrando el desarrollo 
de las voluntades, las confianzas, las formas de pensar, de respetarnos 
y de convivir. Hemos entendido que este proceso era constitucional 
y que se debía hacer en el marco de lo étnico (Calvache, entrevista 
6 de julio de 2021). 


Al tratarse de una aspiración territorial campesina y no propiamen- 
te de la llegada de una multinacional o la realización de un mega- 
proyecto en el municipio, su connotación ha sido única en el país 
al punto de convertirse hoy por hoy en un referente obligado de 
diálogo intercultural para los distintos procesos territoriales que vie- 
nen avanzando sobre escenarios tan densos y complejos como el 
Cauca. Mediante el perfeccionamiento de metodologías de diálogo 
social enmarcadas en escenarios comunitarios posicionados territo- 
rialmente, como lo ha sido la Mesa, el procedimiento de Consulta 
Previa adquirió niveles nunca antes alcanzados en espacios rurales de 
convivencia interétnica e intercultural. En resumidas cuentas, la flui- 
da interlocución y comunicación entre actores étnicos y campesinos 
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dinamizada por espacios autogestionados de manera previa en el 
territorio permitió tramitar y movilizar un ejercicio consultivo con 
notables claros-oscuros en la jurisprudencia colombiana. 

Desde luego, el proceso consultivo que contó con una duración 
de dos años estuvo atravesado por desencuentros, rupturas y mo- 
mentos de repliegue entre las comunidades, pero esto no significó la 
imposibilidad de llegar a arreglos concertados y de abrir nuevamente 
los canales de diálogo dispuestos desde espacios como la Mesa. Por 
tanto, la posibilidad de culminar con relativo éxito la delimitación de 
las aspiraciones territoriales en la Consulta Previa dependió de un 
profundo ejercicio de revalidación del diálogo intercultural, en el que 
los mismos grupos étnicos y campesinos involucrados reconocieron 
la importancia de avanzar de manera conjunta en los procesos so- 
ciales y aspiraciones territoriales a través del reconocimiento de sus 
propias trayectorias, dinámicas, autonomías y principios de organiza- 
ción comunitaria. 


Consideraciones finales 


La profundización de este tipo de estudios enmarcados en la rura- 
lidad colombiana debe encaminarse a abonar una perspectiva te- 
rritorial sobre el Estado nación que lo conciba como un espacio de 
contención inacabado, dinámico y heterogéneo, en la medida que la 
exhaustiva movilización de territorios rurales comunitarios viene de- 
safiando de momento la instauración de una forma de territorialidad 
absoluta, jerárquica y excluyente. La intrincada historia del campo 
colombiano y la compleja trayectoria de organización y lucha de sus 
movimientos sociales pone de manifiesto no solo la capacidad de 
sobrevivencia de sus pobladores, sino aún más el enorme potencial 
de transformación de sus fuerzas comunitarias. 

Como pudimos ver, la experiencia territorial materializada en la 
ZRC de Santa Rosa representa la apertura de un horizonte colectivo 
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para la conjugación de una territorialidad intercultural en la rura- 
lidad colombiana. En gran medida, este caso permite explorar for- 
mas particulares e inéditas de convivencia intercultural, organización 
comunitaria y concertación social entre comunidades étnicas y 
campesinas, evidenciando con ello la manera como el encuentro y 
convergencia entre las diferencias culturales desafía el esquema ju- 
risprudencial multicultural y de derechos territoriales instituido en 
Colombia, en tanto pone de manifiesto la necesidad de adecuar y 
transformar la naturaleza de las figuras territoriales étnicas y campe- 
sinas para garantizar modelos más amplios de convivencia intercul- 
tural junto con un acceso igualitario a derechos para el conjunto de 
las comunidades rurales. 

En este sentido, la tarea de instaurar legalmente una figura como 
la de “territorios interculturales” tendría que precisar su funciona- 
miento en lo relativo a: i) la armonización de las formas de gober- 
nanza territorial ejercidas tradicionalmente por los grupos étnicos y 
campesinos; ii) la ejecución y articulación de las competencias de 
participación presupuestal y su administración; iii) la procedencia e 
implementación de una consulta previa; iv) los procedimientos ade- 
cuados para clarificar la propiedad y la tenencia de la tierra; y v) la ad- 
ministración de la justicia en lo relativo a la asignación y priorización 
de la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción indígena, entre algunos 
de los principales cuestionamientos. 
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Despojo y precarización 
en América Latina 


Entre el neodesarrollismo 
y el neoliberalismo 


AYELÉN BRANCA 


Nunca en la historia, como sucede en la actualidad, se habían 
combinado tan frenéticamente la crisis y el capitalismo en un 


solo comportamiento histórico que lo caracteriza en escala global. 


Adrián Sotelo Valencia 


La coyuntura contemporánea parece estar cada vez más definida por 
las características de una crisis multifacética que abarca distintas di- 
mensiones de la realidad social. En la apariencia inmediata, impacta el 
corrimiento a la derecha de tendencias políticas e ideológicas que se 
expresan en los discursos cotidianos, mediáticos y propagandísticos. 

Si observamos un poco más allá, las condiciones sociales, de vida, 
laborales, ambientales, y los datos que estas arrojan, expresan una 
situación decadente que está en relación directa con la dinámica co- 
mercial, financiera y monetaria de inestabilidad. Pero ya en el trasfon- 
do, la emergencia se hace tendencia ante el movimiento estructural 
de un sistema basado en la producción de valor que se encuentra 


231 


en dificultad para generar excedente de reinversión, contrarrestar la 
recesión y garantizar una etapa de crecimiento económico. 

Esta tendencia crítica a nivel global tiene consecuencias diferen- 
ciadas ante la heterogeneidad del sistema mundial capitalista. La re- 
producción del capital y las dinámicas en las formaciones sociales 
a las que está asociada no se da de la misma manera en los distin- 
tos puntos del globo. Las desigualdades histórico-estructurales que 
definen las particularidades de los centros capitalistas y las regiones 
dependientes se continúan reproduciendo bajo diferentes formas. 

Para comprender la convulsa vida social y política latinoamerica- 
na, es preciso atender a las características que definen sus relaciones 
sociales dadas sus estructuras como economías capitalistas depen- 
dientes. Si bien las dinámicas no son las mismas en cada país, ya que 
entran en juego delimitaciones estatales, relaciones institucionales, 
culturales y sociales internas, es posible identificar tendencias que 
permiten mirar un poco más allá de la superficie y comprender las 
causas de la coyuntura. 

Las agendas emergentes parecen inabarcables, por lo que es preci- 
so ordenar el panorama desde una perspectiva integral que nos per- 
mita comprender, o al menos preguntarnos ¿hacia dónde? ¿Cuáles 
son las tendencias que se reproducen? ¿Cuáles son las alternativas? 

Desde la reestructuración capitalista neoliberal y la llamada glo- 
balización, las perspectivas de gobierno y los modelos económicos 
que disputan en la región se expresan bajo dos proyectos que se 
presentan como antagónicos: el neodesarrollismo y el neoliberalismo. 
Cabe preguntarse si lo son. 

Tal antagonismo parece diluirse ante las dinámicas estructurales 
y relaciones de clases que se reproducen. A los fines de sopesar y 
proponer alternativas, es necesario complejizar las particularidades, 
identificar movimientos, las fracciones de clases en juego, los vín- 
culos con el gran capital imperialista, el lugar del Estado, tanto en la 
relación capital-trabajo como en la protección de bienes comunes. 
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En este escrito comenzamos caracterizando el lugar de AL en el 
sistema mundial a los fines de comprender las dinámicas que de- 
finen el capitalismo dependiente. A continuación, identificamos el 
modo en que estas dinámicas se reproducen y profundizan a lo largo 
de la historia bajo distintos patrones de reproducción del capital. En 
particular, analizamos cómo se profundizan relaciones de despojo y 
precarización sobre la base del actual patrón de reproducción por 
especialización productiva. Finalmente, en un nivel más concreto de 
abstracción, caracterizamos los programas económico-políticos del 
neoliberalismo y neodesarrollismo, sus tensiones y continuidades. 


América Latina en trasfondo de desarrollo capitalista 


Tal como afirmaba Marx, “[l]a violencia es la partera de toda socie- 
dad vieja preñada de una nueva. Ella misma es una potencia econó- 
mica” (Marx, [1894] 2010b, p. 940). El devenir del capitalismo fue 
posible a partir de un proceso de acumulación originaria basado en 
la escisión violenta del campesinado, poblaciones originarias, traba- 
jadores directos de sus tierras y medios de subsistencia. El despojo, 
de un lado, y la concentración de tierras, medios y bienes comunes, 
por el otro, son condiciones de posibilidad del modo de producción 
capitalista. En este proceso, la expansión colonial fue central. 


El descubrimiento de comarcas auríferas y argentíferas en América, 
el exterminio, esclavización y soterramiento en las minas de la po- 
blación aborigen, la conquista y saqueo de las Indias Orientales, la 
transformación de África en un coto reservado para la caza comer- 
cial de pieles-negras, caracterizan los albores de la era de producción 
capitalista. Estos procesos idílicos constituyen factores fundamentales 
de la acumulación originaria [cursivas en el original]. (Marx, [1894] 
2010b, p. 939). 
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Más adelante, Marx continúa: 


La colonia aseguraba a las manufacturas en ascenso un mercado 
donde colocar sus productos y una acumulación potenciada por el 
monopolio del mercado. Los tesoros expoliados fuera de Europa di- 
rectamente por el saqueo, por la esclavización y las matanzas con ra- 
piñas, refluían a la metrópoli y se transforman allí en capital [cursivas 
en el original] (pp. 942-943). 


Nacidos de las sociedades coloniales, el carácter específicamente ca- 


pitalista que asumen los Estados latinoamericanos tras su liberación 


política presenta particularidades respecto al “capitalismo desarrolla- 


do”, definidos por sus economías dependientes. 
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Forjada al calor de la expansión comercial promovida en el siglo XVI 
por el capitalismo naciente, América Latina se desarrolla en estre- 
cha consonancia con la dinámica del capital internacional. Colonia 
productora de metales preciosos y géneros exóticos, en un princi- 
pio contribuyó al aumento del flujo de mercancías y a la expansión 
de los medios de pago, que, al tiempo que permitían el desarrollo 
del capital comercial y bancario de Europa, apuntalaron el sistema 
manufacturero europeo y allanaron el camino para la creación de 
la gran industria. La Revolución industrial, que dará inicio a ésta, 
corresponde en América Latina a la independencia política que, 
conquistada en las primeras décadas del siglo XIX, hará surgir, con 
base en la nervadura demográfica y administrativa tejida durante la 
Colonia, un conjunto de países que entrarán a gravitar en torno a 
Inglaterra. Los flujos de mercancías, y posteriormente de capitales, 
tienen en ésta su punto de entroncamiento: ignorándose los unos 
a los otros, los nuevos países se articularán directamente con la me- 
trópoli inglesa y, en función de los requerimientos de ésta, entrarán 


a producir y a exportar bienes primarios a cambio de manufacturas 
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de consumo y —cuando la exportación supera sus importaciones— de 
deudas (Marini, [1973] 1979, pp. 16-17). 


Con la consolidación de Estados políticamente independientes y de 
un mercado mundial capitalista, AL, desarticulada internamente y 
subordinada a las demandas de los centros europeos, en particu- 
lar Inglaterra, continúa garantizando el subsiguiente desarrollo del 
capitalismo. 

Al especializarse en la exportación de materias primas, brinda los 
requerimientos materiales para la Revolución Industrial, el desarrollo 
tecnológico y especialización de los centros en determinadas ramas 
de producción. Pero además “contribuirá a que el eje de la acumula- 
ción en la economía industrial se desplace de la producción de plus- 
valía absoluta a la de plusvalía relativa” (Marini, [1973] 1979, p. 23). 

Tal como lo definió Marx, la plusvalía relativa! es el medio pro- 
piamente capitalista de extracción de plusvalor: 


Denomino plusvalor absoluto al producido mediante la prolonga- 
ción de la jornada laboral; por el contrario, al que surge de la reduc- 
ción del tiempo de trabajo necesario y del consiguiente cambio en 
la proporción de magnitud que media entre ambas partes compo- 
nentes de la jornada laboral, lo denomino plusvalor relativo (Marx, 
[1872] 2010a, p. 383). 


1 “Marx expone los métodos de la explotación del trabajo identificados con la plus- 
valía absoluta y con la plusvalía relativa, como aquellos básicos para la reproducción 
del sistema capitalista en un contexto histórico de largo plazo. Esto supone entender 
ambas formas de la plusvalía como conceptos históricos dialécticamente interrela- 
cionados dentro de una formación histórico-social específica, en cuyo seno se articu- 
lan los procesos de trabajo y las relaciones sociales de producción. La periodización 
que surge en base a estos dos conceptos de la plusvalía incorpora el predominio (o 
no) de la productividad del trabajo a base del desarrollo tecnológico por sobre la 
extensión de la jornada y la intensidad del trabajo” (Sotelo, 2012a, p. 20). 
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El lugar que ha ocupado AL en el mercado mundial permitiría, ade- 
más, contrarrestar una de las principales contradicciones del desa- 
rrollo capitalista: la ley tendencial a la caída de la tasa de ganancias. 
La propia dinámica de la competencia capitalista lleva aumentar el 
capital constante invertido (maquinarias y tecnología) y reducir el 
capital variable, aumenta así la composición orgánica y disminuye la 
masa de plusvalor producido, afectado a la tasa de ganancia (Marx, 
[1894] 20100). 

Ahora bien, Marx identificaba también el carácter tendencial de 
esta ley, que es posible de ser contrarrestada por diferentes factores, 
de los cuales los más generalizados son: elevación del grado de explo- 
tación, reducción del salario por debajo de su valor, abaratamiento 
de los elementos del capital constante, sobrepoblación relativa y co- 
mercio exterior (Marx, [1894] 2010c). La economía primario-expor- 
tadora de AL garantizaría entonces la reducción del capital constante 
y variable de la producción en los centros capitalistas, amortiguan- 
do el aumento de la composición orgánica y contrarrestando esta 
tendencia. 


Superexplotación, intercambio desigual y ciclo del capital 
dependiente 


El lugar de AL en el mercado mundial condiciona en su interior las 
relaciones sociales de producción, así como las orientaciones políti- 
cas de clases hegemónicas dominantes-dominadas (Bambirra, 1974) 
que actúan a favor de intereses imperialistas. La interrupción del ci- 
clo de capital, el intercambio desigual y la superexplotación definen 
la dialéctica de la dependencia (Marini, [1973] 1979). 

El intercambio desigual es desde la perspectiva de Marini una de 
las formas de transferencia de valor, vinculada al capital comercial, 
que se da debido a la fijación de los precios de mercado y los precios 
de producción de mercancías (Marx, [1894] 20100). 
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Teóricamente, el intercambio de mercancías expresa el cambio de 
equivalentes, cuyo valor se determina por la cantidad de trabajo so- 
cialmente necesario que incorporan las mercancías. En la práctica 
se observan diferentes mecanismos que permiten realizar transfe- 
rencias de valor, pasando por encima de las leyes del intercambio, y 
que se expresan en la manera como se fijan los precios de mercado y los 
precios de producción de mercancías. Conviene distinguir los mecanis- 
mos que operan en el interior de la misma esfera de producción (ya 
se trate de productos manufacturados o materias primas) y los que 
actúan en el marco de distintas esferas que se interrelacionan. En el 
primer caso, las transferencias corresponden a aplicaciones específi- 
cas de las leyes del intercambio, en el segundo, adoptan más abier- 
tamente el carácter de transgresión de ellas (Marini, [1973] (1979), 


pp. 33-34; cursivas nuestras). 


En las relaciones entre países imperialistas y dependientes, esta for- 
ma de transferencia desigual se complementa y profundiza con otras 
modalidades como los endeudamientos (capital que deviene intere- 
ses) y las inversiones extranjeras directas (capital productivo) (Seibel 
Luce, 2017; Reyes, 2020). 

Esta dinámica tiene efectos en las relaciones de capital-trabajo 
internas a los países dependientes. La superexplotación de la fuerza 
de trabajo se constituye como una forma de contrastación, para los 
capitalistas locales, de las transferencias de valor: 


Lo que aparece claramente, pues, es que las naciones desfavorecidas 
por el intercambio desigual no buscan tanto corregir el desequilibrio 
entre los precios y el valor de sus mercancías exportadas (lo que 
implicaría un esfuerzo redoblado para aumentar la capacidad pro- 
ductiva del trabajo), sino más bien compensar la pérdida de ingresos 
generados por el comercio internacional, recurriendo a una mayor 
explotación del trabajador (Marini, [1973] 1979, pp. 36-37). 
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Esta “mayor explotación” de la clase trabajadora se daría, según el 
autor, mediante tres mecanismos: el aumento de la intensidad del 
trabajo, la prolongación de la jornada laboral y la reducción del con- 
sumo del obrero. Esta última es posible en economías como las de 
AL, ya que su producción está destinada a las necesidades del mer- 
cado mundial, por lo que no depende de la capacidad interna de 
consumo. Se da una escisión entre las esferas de circulación y pro- 
ducción y, en consecuencia, 


la tendencia natural del sistema será la de explotar al máximo la 
fuerza de trabajo del obrero, sin preocuparse de crear las condiciones 
para que este la reponga, siempre y cuando se le pueda reemplazar 
mediante la incorporación de nuevos brazos al proceso productivo. 
(Marini, [1973] 1979, p. 52). 


En la historia del capitalismo dependiente latinoamericano, estas di- 
námicas asumieron distintas formas a través de las transformaciones 
históricas y su concretización. En un nivel medio de abstracción, es 
posible identificar tres patrones de reproducción, noción postulada 
por Marini (1982) y profundizada por Jaime Osorio: 


[La noción de patrón de reproducción] busca articular las nociones 
valor y valor de uso, preguntándose justamente en qué valores de 
uso encarna el valor en momentos determinados, y a quiénes van 
dirigidos, tanto en el mercado interno como en los mercados exte- 
riores, sea si constituyen bienes salarios, bienes suntuarios o bienes 
de capital (Osorio, 2016, p. 213). 
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Patrón exportador de especialización productiva, despojo 
y precarización 


La categoría de patrón de reproducción permite analizar la evolución 
del capitalismo en la región a lo largo del tiempo, lo que proporciona 
un hilo conductor que ayuda a comprender las particularidades en 
diferentes periodos. 


Las formas que asumen los patrones de reproducción varían en el 
tiempo, porque varían a su vez los elementos que permiten al capital 
valorizarse, a nivel global como a nivel local. Por ello podemos histo- 
rizar el desarrollo del capitalismo en regiones y formaciones sociales, 
considerando las formas particulares que presenta su reproducción 
(Osorio, 2016, p. 222). 


Desde principios del siglo XIX, con la inserción de AL en el mercado 
mundial capitalista y la formación de los Estados nacionales, se ha 
desarrollado el patrón agro-minero exportador. A raíz de la crisis de 
1929, se inició un proceso de industrialización destinado al mercado 
interno que, si bien en algunos países de la región se implementó a 
través de la Industrialización por Sustitución de Importaciones como 
respuesta necesaria a las crisis de 1929 y el contexto de la Segunda 
Guerra Mundial, se intensificó y generalizó tras el fin de la guerra en 
1945 y la integración monopólica mundial (Bambirra, 1974). 

Finalmente, a partir de los años setenta, y mediado por procesos 
dictatoriales que comenzaron en la década de los sesenta y se exten- 
dieron hasta principios de los noventa, se estableció en AL el actual 
patrón exportador de especialización productiva, el cual se mantiene 
hasta nuestros días (Osorio, 2016; Sotelo Valencia, 2012a).Es impor- 
tante destacar que incluso después de los procesos de industrializa- 
ción, la producción primaria destinada a la exportación nunca dejó 
de tener un peso significativo en estas economías. 
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Especialización productiva y despojo 


Es interesante establecer un diálogo entre esta historización y la rea- 


lizado por Infante-Amate, Urrego Mesa y Tello Aragay (2020), quie- 


nes abordan un análisis ecológico basado en las transformaciones de 


los patrones energéticos de producción y consumo a nivel global: 
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Una particularidad de América Latina entre las regiones periféricas 
del mundo es su alta diversificación en la exportación de materiales: 
a lo largo de la historia ha sido el principal suministrador de produc- 
tos agrarios, metálicos y petrolíferos. El peso de los diferentes tipos 
de recursos ha variado a lo largo de la historia: a principios del siglo 
XX los productos agrarios y ganaderos fueron el principal rubro de 
exportación; entre c. 1930 y 1950 lo fue el petróleo; después de la 
Segunda Guerra Mundial tuvo lugar un auge sin precedentes de la 
exportación de metales; y con el cambio de siglo la biomasa, con 
manejos agrícolas muy intensivos, volvió a cobrar importancia. En 
cualquier caso, en todos los períodos ha persistido una fuerte diver- 
sificación extractiva que hace de la región un escenario de conflictos 
ambientales de todo tipo a nivel global. [...] La geografía del flujo de 
recursos que sale de América Latina ha cambiado sustancialmente 
a lo largo de la historia. Hasta finales del siglo XX, el principal flujo 
exportador iba dirigido a Europa y EE. UU., y existía una relación 
balanceada con el resto de las periferias. La dirección de los flujos de 
exportación ha estado dominada durante la mayor parte del siglo XX 
por una suerte de “colonialismo informal” que dominó el subconti- 
nente desde el siglo XIX. En los últimos 20 años el eje Asia-Pacífico, 
liderado por China, se ha convertido en el principal importador de 
materiales (p. 202). 
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A partir de un estudio ecológico basado en el método de la contabi- 
lidad de los flujos de materiales,? se da sustento empírico a las tesis de 
los estudios de la dependencia y muestran que las venas de AL están 
más abiertas que nunca, que la diversificación del extractivismo y la 
masa de materiales extraídos no dejan de crecer. 

Estos estudios, por su parte, presentan una arista particular a la 
noción de intercambio desigual; al vincularla con el flujo de materia- 
les, identifican una relación de intercambio ecológico desigual. Desde 
la Economía Ecológica, una manera recurrente de estudiar este fe- 
nómeno es comparar el precio medio por material exportado con 
el precio medio por material importado. Desde esta perspectiva, se 
corrobora el intercambio desigual que hay entre los centros imperia- 
listas y las periferias dependientes ya que estas “tienen que vender 
muchos más recursos para poder pagar sus importaciones” (Infan- 
te-Amate, Urrego Mesa y Tello Aragay, 2020, p. 197). 

A través de análisis históricos, ecológicos y económico-políticos, 
se identifica la destacada posición de nuestra región en el mercado 
mundial, las transformaciones que experimenta la dinámica econó- 
mica tanto a nivel interno como externo y las principales actividades 
productivas. Se observa, así, la profundización y complejización de la 
dinámica extractiva en AL, a partir de la segunda mitad del siglo XX, 
en relación con la reestructuración capitalista neoliberal. 


La contribución material de América Latina no ha dejado de cre- 
cer en todo el período analizado, aunque la mayor aceleración tuvo 


lugar desde la década de 1980 [...]. El nivel extractivo reciente ha 


2 “La contabilidad del flujo de materiales (MFA) es una herramienta metodológica, 
armonizada internacionalmente, que data de finales de la década de 1990 y que hoy 
está incorporada por las principales agencias estadísticas del mundo. Fue diseñada 
para suplir las carencias de la Contabilidad Nacional clásica a la hora de informar so- 
bre la presión de la economía en el medio ambiente” (Infante-Amate, Urrego Mesa 
y Tello Aragay, 2020, p. 183). 
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alcanzado niveles sin precedentes: es posible que en las últimas cua- 
tro décadas se hayan extraído más materiales para la exportación 
que en toda la historia previa de la región (Infante-Amate, Urrego 
Mesa y Tello Aragay, 2020, p. 202). 


Este patrón de especialización productiva presenta, entonces, y tal 
como lo analiza Osorio (2016), las siguientes características: 


1. La producción se enfoca en sectores agrícolas, mineros, indus- 
triales y de servicios, aprovechando las ventajas naturales o 
comparativas de la región con el objetivo de exportar, lo que 
lleva a una disminución de la actividad industrial dirigida al 
mercado interno. 

2. Las principales actividades económicas operan de forma inde- 
pendiente y no establecen vínculos orgánicos con el resto de 
la estructura productiva local. Estas industrias dependen del 
suministro externo de bienes tecnológicos, diseño, equipos, 
insumos y, en algunos casos, incluso materias primas. 

3. Existe una separación entre los espacios de producción y va- 
lorización del capital, lo que profundiza la escisión entre el 
doble papel de la clase trabajadora como consumidora y pro- 
ductora, afectando a la priorización del consumo interno. 

4. La capacidad competitiva de este modelo económico en los 
mercados internacionales se basa en la reducción de los sala- 
rios locales y en la depreciación de cualquier aspecto que im- 
plique aumentar el costo laboral. El fondo de consumo de la 
clase trabajadora es apropiado para la acumulación de capital. 


Estas características, propias de un patrón de reproducción depen- 
diente que se profundiza, asume diferentes dinámicas en los países 
de la región. Siguiendo a Sotelo Valencia (2021), pueden distin- 
guirse dos tendencias. Por un lado, se identifican aquellos países 
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cuyas economías se basan en una industria manufacturera, como 
la de México, estrechamente vinculada al ciclo de capital de Estados 
Unidos; y, por otro lado, economías como las sudamericanas volca- 
das a la producción primaria exportadora. 

En el primer caso, el patrón de reproducción se sostiene sobre 
la superexplotación de la fuerza de trabajo, tanto por la actividad 
maquiladora de exportación como las migraciones masivas y las re- 
mesas que se convierten en ingresos dinamizadores a nivel local y 
nacional. Mientras que en las economías reprimarizadas, basadas en 
la venta de materias primas, alimentos y recursos energéticos de bajo 
valor agregado, se reproduce tanto la superexplotación de la clase 
trabajadora —al no importar el mercado interno— como las relacio- 
nes de intercambio desigual y el permanente despojo de territorios 
y bienes comunes. En esta modalidad, el extractivismo y la dinámica 
del agronegocio son las actividades que sintetizan las contradiccio- 
nes del patrón dependiente. 

Tal como lo analiza Álvarez (2017), 


[e]l extractivismo es una de las renovadas formas de dependencia 
y dominación que posibilita la articulación de los recursos naturales 
de América Latina con los centros de producción global a través de 
un complejo entramado de redes. Así definido, el extractivismo no 
contempla solamente actividades típicamente de extracción como la 
minería y el petróleo, sino también otras, como los agronegocios o 
los biocombustibles, que abonan una lógica extractivista a través de 
la consolidación de un modelo monoproductor, que destruye la bio- 
diversidad, conlleva la concentración de tierras y la reconfiguración 
de vastos territorios, además de generar múltiples efectos negativos 


sobre la salud humana (p. 55). 
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Superexplotación y precarización 


En la bibliografía actual (Alves, 2019; Sotelo Valencia, 2012b; Katz, 
2018; Osorio, 2020; Carcanholo, 2017), se encuentran profundos 
debates sobre las tendencias hacia la superexplotación como una ca- 
racterística estructural propia de las economías dependientes. En es- 
tas discusiones se abarcan tanto la dimensión teórico-metodológica 
como la concreción de esta relación, se problematiza la persistencia 
de la superexplotación como una dinámica estructural en las relacio- 
nes capital-trabajo en la región y se pregunta por su expansión hacia 
las regiones centrales. 

Sin adentrarnos en las discusiones, interesa aquí destacar la per- 
manencia de la relación de superexplotación, con expansión a lo 
largo del globo —debido a las necesidades mismas de la expansión 
capitalista y la imposibilidad de resolver las contradicciones de la ley 
tendencial de la caída de la tasa de ganancia—, pero con particular 
ímpetu en regiones dependientes donde se ha reproducido históri- 
camente. Tal como analiza Sotelo (2012), se 


vislumbra una tendencia a la exacerbación de la superexplotación 
del trabajo, estimulada en la actualidad por la llamada flexibiliza- 
ción del trabajo que ocurre en la dimensión productiva de nuestras 
sociedades a través del impulso-imposición de la llamada “reforma 
estructural” pregonada por las burguesías dependientes y por los or- 


ganismos monetarios y financieros internacionales (p. 32). 


De esta forma, la superexplotación, lejos de ser un fenómeno del 
pasado o excepcional, se expande ante la crisis de acumulación de 
capital y la búsqueda por contrarrestarla mediante una apropiación 
del fondo de consumo de la clase trabajadora. Demarcada, además, 
por las transformaciones tecnológicas y el paso al modelo posfordis- 
ta de producción. 
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En este marco, la superexplotación toma forma palpable en la 
tendencia a la precarización de cada vez más sectores de la sociedad 
(Sotelo Valencia, 2015). En AL, la clase trabajadora informal crece 
permanentemente y gran parte de la formal se enfrenta a condicio- 
nes cada vez más inestables. Impactan los salarios por debajo de la 
canasta básica y la vulneración de los derechos sociales básicos y pro- 
tecciones laborales. 

La tendencia a la precarización de la fuerza de trabajo se refleja en 
datos como los de la informalidad laboral. Si bien, tal como analiza 
la OIT (Maurizio, 2021), durante la primera década del siglo XXl se 
estaba dando un proceso de formalización asociado, por un lado, 
“a un mayor dinamismo en la demanda de trabajo en un contexto 
macroeconómico caracterizado por una tasa de crecimiento relati- 
vamente alta y estable; por otro lado, a la implementación de políti- 
cas públicas específicas tendientes a fortalecer este proceso” (p. 29), 
este comienza a desacelerarse ante el debilitamiento del desempeño 
macroeconómico. 

La tasa de informalidad promedio en la región se mantuvo en 
alrededor del 51 % desde 2012 hasta el periodo 2017-2019. Es decir, 
más de la mitad de la clase trabajadora carece de protección social, 
seguridad laboral y beneficios como seguro de salud, pensiones y 
vacaciones. Generando, además, un panorama laboral complicado 
antes de la llegada de la pandemia. 

La pandemia de covid-19 ha agravado la situación. El aumento de 
la tasa de desempleo se conjuga con la precariedad y desprotección 
que enfrenta el sector en informalidad de la clase trabajadora. Al ca- 
recer de acceso a crédito, no se benefician de medidas fiscales o de te- 
letrabajo, y tienen limitado acceso a servicios de salud y mecanismos 
de sustitución de ingresos. Por su parte, tras el fin del confinamien- 
to, la recuperación de los empleos se ha dado paulatinamente, pero 
principalmente sobre la base de empleo informal, entre un 60 % y 
80 % (OIT, 2027). 
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Estas condiciones se profundizan en mujeres y disidencias, que 
tienen menos acceso a empleos formales, cobran menos por los mis- 
mos trabajos o se ven impedidas a acceder a mejores cargos. Además 
de verse afectadas por el trabajo doméstico no remunerado (Valen- 
zuela, 2022). Por su parte, si bien la tasa de trabajo infantil y peligroso 
está disminuyendo en AL, por ejemplo, en 2016, era de un 7,3 % 
(10.500 de menores) y en 2020 es de 4 % (5.500 de menores), sigue 
siendo una población considerable de infancias trabajadoras, en con- 
diciones de inseguridad, explotación, pobreza y sin educación. 

Cuando hablamos de vulneración de derechos fundamentales, 
estamos hablando de los límites a la reproducción de la vida. Uno 
de los indicadores alarmantes, tal como lo analiza la propia CEPAL 
(2022), es la inseguridad alimentaria y nutricional: 


Según información de FAO y otros (2022), en 2021 el hambre afec- 
taba a 56,5 millones de personas en la región. Esto equivale a 49,4 
millones de personas en América Latina y 7,2 millones de personas 
en el Caribe. Se prevé que el alza en el precio de los alimentos incre- 
mente la malnutrición, con aumentos de la desnutrición, el sobrepe- 
so y la obesidad. Cabe destacar que, en 2020, el 21 % de la población 
de América Latina (117,3 millones de personas) y más del 50 % de 
la población del Caribe (13,9 millones de personas) no podía cos- 
tear una dieta saludable (FAO y otros, 2022) (p. 8). 


Ante este panorama, la seguridad social y económica está en riesgo 
permanentemente, y por esto mismo lo está la situación política. Es 
la propia democracia como sistema de igualdad de condiciones la 
que permanece en constante deterioro. Esta es de hecho la principal 
tensión del patrón de reproducción por especialización productiva 
que se contradice con cualquier sostenimiento de una democracia 
inclusiva, al profundizar un modelo excluyente (Osorio, 2016). 
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Por su parte, la democracia entra en crisis frente a la consolida- 
ción de posiciones políticas o gobiernos autoritarios que se presentan 
como respuesta a la crisis multifacética, las demandas imperialistas y 
los intereses de las clases hegemónicas locales. Estos adoptan políticas 
represivas frente a la movilización social y promueven una agenda me- 
diática que respalda una ideología conservadora. La misma se basa en 
la criminalización explícita de la pobreza, así como en la represión de 
las luchas de la clase trabajadora, el movimiento feminista, los pueblos 
originarios, ecologistas y antirracistas que se extienden en la región. 


En resumen, la superexplotación del trabajo, la especialización de la 
producción, la concentración de los ingresos, el desempleo, la miseria y 
la exclusión de los Estados capitalistas de América Latina, formalmente 
democráticos, pero que en realidad hunde sus raíces en la contrainsur- 
gencia y en estructuras autoritarias de poder, configuran la caracterís- 
tica de una dependencia estructural que se opone a las demandas de 
democratización de América Latina por las clases trabajadoras y popu- 
lares, que exigen una mayor participación en las decisiones que afectan 


sus condiciones de vida y de trabajo (Sotelo Valencia, 2012a, p. 33). 


Ahora bien, la dinámica sociopolítica que se desarrolla sobre este 
patrón dependiente por especialización productiva asume diferentes 
concretizaciones ante la dinámica de clases y sus expresiones en los 
cambios de gobiernos. 


Entre el neoliberalismo y neodesarrollismo 


Tras la disolución de la URSS a finales de los ochenta y el Consenso 
de Washington (1989), se instala en los noventa la hegemonía mun- 
dial del capitalismo neoliberal (García Delgado y Gradin, 2017). Se 
detiene cualquier intento de multilateralismo redistributivo como 
los que proponían desarrollar previamente organismos como la 
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Organización por la Naciones Unidas (ONU), y se excluye de los 
espacios de decisión a los países dependientes y actores no estata- 
les vinculados a intereses populares, quedando en manos del Grupo 
de los Siete, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE), el Fondo Monetario Internacional (FMI) y 
el Banco Mundial, bajo un modelo de multilateralismo defensivo 
(Mundy, 2007). 

El neoliberalismo, impulsado por estos organismos internacio- 
nales, ha promovido en AL la liberalización de los mercados y la 
reprivatización de empresas estatales sobre la base del patrón de re- 
primarización de la economía. Esta situación ha generado una mayor 
vulnerabilidad ante las fluctuaciones del mercado internacional. 

Conjugadas con políticas públicas de recortes en materia de dere- 
chos sociales como la educación, la salud y los servicios, la liberación 
de entrada y salida de capitales al eliminar y reducir los impuestos a 
las exportaciones, el incentivo a las exportaciones primarias y el en- 
deudamiento externo, no hace más que movilizar masas de recursos 
desde los sectores populares hacia el conjunto del capital, las grandes 
empresas trasnacionales que controlan todas las ramas de la econo- 
mía y el comercio exterior (Féliz, 2017). 

A principios del siglo XXl, en AL se dieron procesos de gobiernos 
“progresistas” que se erigieron tras el agotamiento del neoliberalis- 
mo y como consecuencia de procesos de luchas populares que se 
levantaron a lo largo de la región (Movimiento Sin Tierra en Brasil, 
zapatistas en México, piqueteros en Argentina, campesino-indígenas 
en Bolivia, Revolución Bolivariana en Venezuela). A diferencia de las 
postulaciones de Fukuyama (1992), el fin de la historia no había lle- 
gado, las profundas crisis sociales se enfrentaron con la resistencia 
popular que no permite que la ortodoxia neoliberal se siga reprodu- 
ciendo tal como estaba delineado. 

Parece entonces que esta crisis del neoliberalismo, en su pro- 
pia reproducción, se fundamentó en una reconfiguración política 
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original de la clase trabajadora que enfrentó, rechazó y resistió de 
manera constante el avasallamiento sobre sus cuerpos y territorios. 
Siguiendo a Féliz y Díaz (2017), identificamos que la nueva estruc- 
tura política del pueblo trabajador involucró al menos dos grandes 
grupos dinámicos. Por un lado, un grupo surgido del sector traba- 
jador desempleado marginado del sistema tras el impacto de las 
diferentes etapas de la reestructuración neoliberal; y por otro, el mo- 
vimiento obrero organizado y, en particular, una nueva generación 
de activistas feministas, antirracistas, ecologistas e indígenas. Frente a 
estas luchas, las políticas sociales y laborales recuperaron las antiguas 
instituciones de la legislación laboral para abordar parcialmente las 
demandas de integración del movimiento obrero. 

De esta forma, un proyecto alternativo parece consolidarse 
“como superación dialéctica de la crisis del neoliberalismo, constru- 
yendo sobre su herencia una nueva forma de valorización del valor” 
(Féliz y Díaz, 2077, p. 31); y su posibilidad estuvo directamente rela- 
cionada con el proceso histórico de luchas sociales por reconfigurar 
el capitalismo patriarcal en crisis. 

Dados los procesos y dinámicas históricas particulares de cada 
Estado nacional, es posible identificar tres grandes proyectos de rear- 
ticulación posneoliberal (Féliz y Díaz, 2017): 


1. En la medialuna del pacífico, Colombia, Perú y Chile, se con- 
solidaron patrones de reproducción del orden social más 
neoliberales. 

2. En la medialuna del atlántico, Brasil, Argentina, Uruguay y Pa- 
raguay, se dieron estrategias desarrollistas de industrialización 
periférica y redistribución del ingreso. 

3. Venezuela, Bolivia, Ecuador (en menor medida) y Cuba, don- 
de los pueblos pudieron irrumpir con mayor fuerza política, 
constituyen el eje del buen vivir, que dio lugar a procesos de 
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transformación de algunas matrices capitalistas de la econo- 
mía, la sociedad y el Estado. 


En este marco, parecía abrirse un horizonte de transformación en la 
realidad latinoamericana, que no se explica solamente por el proce- 
so de ascenso de lucha social y su cristalización en la política, sino 
también por transformaciones en el sistema mundial y el lugar que 
asumen aquí AL: el ascenso de China como comprador de los com- 
modities permite el crecimiento económico en algunos países de 
la región, que junto con transformaciones en las instituciones de 
gobiernos, vino acompañado de mayor autonomía estatal unido a 
políticas redistributivas, priorizando “pactos de consumo y empleo”. 
Si bien en el eje del buen vivir hay una mayor tensión sobre las rela- 
ciones sociales capitalistas, en la mayor parte de la región permane- 
cen, sin embargo, las estructuras del capitalismo dependiente. De tal 
forma que ni la precarización ni el despojo dejan de ser problemáti- 
cas para atender. 

Las políticas sociales dirigidas a sectores más empobrecidos, res- 
paldadas por los organismos multilaterales de crédito como el Banco 
Mundial, se han implementado para mitigar las consecuencias so- 
ciales de las políticas neoliberales y sus crisis, siendo estrategias para 
controlar el conflicto, que también involucraron represión y judicia- 
lización de la protesta y la pobreza. 

Como dijimos, además, este escenario estuvo vinculado a trans- 
formaciones geopolíticas globales y el ascenso de China como com- 
prador de los commodities, que profundiza el modelo extractivo en 
la región. Que se expresa, por ejemplo, en la construcción de mega- 
proyectos como represas hidroeléctricas o carreteras desplazando a 
comunidades enteras de sus territorios. 

También la promoción de la inversión extranjera ha llevado 
a la explotación de recursos naturales sin una adecuada regula- 
ción ambiental y laboral. Se sigue profundizando, bajo gobiernos 
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desarrollistas, las problemáticas socioambientales propias del extrac- 
tivismo y la reprimarización (Thwaites Rey y Ouviña, 2018). 

Por su parte, tras la crisis financiera del 2008, las economías de 
AL sufren consecuencias directas. En primer lugar, la repercusión se 
dio en aquellas economías basadas en la industria manufacturera 
como la mexicana y centroamericana, que sufre una recesión debido 
a la caída en las exportaciones, los flujos de inversión extranjera y los 
ingresos por remesas y turismo (Sotelo Valencia, 2020). 

Si bien las economías primario-exportadoras no se vieron afecta- 
das de la misma manera, experimentaron consecuencias negativas a 
partir de 2011-2012, tras la caída en los precios de los commodities. 
Lo que da cuenta de que, si bien el reciente aumento en la deman- 
da impulsado por la Cuarta Revolución Industrial y la nueva transi- 
ción energética mantiene el dinamismo en estas economías, siguen 
sufriendo las fluctuaciones en el mercado comercial y financiero 
internacional. 

Los límites del neodesarrollismo, que se expresó ante el estan- 
camiento económico que despliega la crisis financiera del 2008, la 
caída del precio de los commodities en 2011, así como las políticas de 
austeridad que se profundizan en regiones centrales como Europa y 
Japón, reconfiguró la hegemonía latinoamericana. Se abre así un es- 
cenario de correlación de fuerzas favorables a las élites vinculadas al 
gran capital internacional: tiene lugar el neoliberalismo tardío (García 
Delgado y Gradin, 2017). 

En un plano político, esto se expresa en la llegada de gobiernos de 
derecha, en muchos casos mediados por golpes institucionales como 
en Brasil con el impeachment de Dilma—que permaneció con el go- 
bierno extremadamente conservador de Bolsonaro expresando una 
crisis democrática—, o por elecciones como la llegada del macrismo 
en Argentina; asimismo, se configuraron coaliciones opositoras en 
toda la región. 
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Bajo estos gobiernos, el modelo económico dependiente por 
especialización productiva, anclada en las exportaciones agroindus- 
triales y la sociedad de servicios, se profundiza con proyectos de pri- 
vatización, desnacionalización y endeudamientos externos (García 
Delgado y Gradin, 2017; Osorio y Reyes, 2020), donde la redistri- 
bución de la riqueza ha estado orientada a sectores del gran capital, 
mediante políticas de ajuste y recorte público. 

Si bien pareciese una repetición del neoliberalismo anterior, se 
identifican diferencias sustantivas vinculadas tanto a las particu- 
laridades del contexto social interno —atravesado por los procesos 
desarrollistas y en avance en materia de derechos sociales y conscien- 
cia popular— como al escenario económico y geopolítico global —el 
Consenso de Washington mostró sus límites y se desarrollan políti- 
cas económicas proteccionistas, junto a discursos nacionalistas en las 
regiones imperialistas. El neoliberalismo tardío se diferencia del ante- 
rior en tanto no se sostiene sobre la idea de un “Estado mínimo”, ni 
es directamente privatista, sino que ha desarrollado otros discursos, 
que reproducen a la vez ideologías conservadoras (García Delgado y 
Gradin, 2017). 

Actualmente, la coyuntura permanece dinámica, la llegada de go- 
biernos de corte progresistas en países como México, Colombia o 
Chile, históricamente neoliberales, el retorno de Lula en Brasil, así 
como la permanencia del gobierno del Movimiento al Socialismo 
(MAS) en Bolivia y del chavismo en Venezuela, parecen restringir la 
idea de un neoliberalismo tardío. Sin embargo, las agendas mediáti- 
cas, las coaliciones que llegan al gobierno y las condiciones críticas 
que se viven en la región, no dejan de expresar un desplazamiento 
hacia los intereses del gran capital frente al triunfo popular. 

Con diferencias en los distintos países, modelos alternativos y 
tendencias políticas en los gobiernos, hay algo que permanece en 
esta historia: la dependencia económica y las condiciones de subor- 
dinación que se reproducen en la región. 
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Hablar de neoliberalismo o neodesarrollismo no es más que cuali- 
ficar el sistema de explotación que domina y constituye la sociedad 
contemporánea. Cuestionar una estrategia concreta de desarrollo (li- 
beral o desarrollista) pone en cuestión, o debería hacerlo, el conjun- 
to de las determinaciones que operan por detrás, como parte de lo 


instituido (Féliz y Torno, 2017, p. 7). 


Consideraciones finales 


Desde finales de siglo XX, las características propias del capitalismo 
dependiente se profundizan tras procesos de desindustrialización, re- 
primarización y privatización, bajo dominio de capital extranjero, así 
como con el crecimiento de los endeudamientos externos. En el pla- 
no de lo social, esto se expresa en la profundización de la superexplo- 
tación de la clase trabajadora, el aumento de desempleo que, junto 
con el ajuste en políticas sociales de salud y educación, culminan con 
una profunda una crisis social. En un plano político, la democracia 
entra en crisis frente al patrón de reproducción excluyente que supo- 
ne el modelo económico. 

La tendencia contradictoria del modelo capitalista tensiona las 
bases mismas de la política democrática liberal que este postula. 
La búsqueda por la recuperación del crecimiento capitalista a nivel 
global reubica a la clase trabajadora, en general, y a las condiciones 
sociales y ambientales de regiones dependientes como la latinoa- 
mericana, en particular, en un lugar de subordinación permanente, 
profundizando tanto condiciones de vida no dignas como modelos 
políticos autoritarios y represivos que ponen en jaque la propia de- 
mocracia formal. 

Frente a este panorama, debemos detenernos y entender que la 
crisis no es solo del modelo neoliberal ni del neodesarrollista, sino 
que se asienta en un modelo capitalista dependiente, neoextracti- 
vista y precarizado. Ante el cual es preciso construir alternativas 
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revolucionarias. Recetas que, lejos de querer gestionar la crisis, rom- 
pan con el sistema que las reproduce. 

Es preciso recuperar las experiencias de organización de pueblos 
originarios que luchan en defensa de los territorios, del movimiento 
feminista que cuestiona el lugar de las mujeres en la estructura (re) 
productiva, de las organizaciones sociales que construyen espacios 
urbanos y campesinos para el desarrollo de condiciones de vida dig- 
na, con consciencia de clase y popular. 

Necesitamos construir soberanía e integración latinoamericana 
a partir de un control sobre la gestión científica, tecnológica y la in- 
novación en el desarrollo de las fuerzas productivas dando prioridad 
a las necesidades de los mercados internos y regionales. Al mismo 
tiempo, reordenar la producción y exportación sobre la base de esas 
necesidades de los mercados internos y regionales, no de los intere- 
ses extranjeros. 

Las agendas inmediatas nos ponen enfrente ideologías tan con- 
servadoras como neofascistas y modelos económicos dirigidos por 
el capital financiero extranjero y oligarquías locales. Sin embargo, 
frente al pesimismo es preciso avanzar en la organización popular y 
disputar en cada territorio mediante la construcción de alternativas 
reales. Es necesario disputar las instituciones, los gobiernos y leyes, 
reconociendo que un Estado capitalista nunca va a dejar de defender 
los intereses de las clases que lo sostienen. La alternativa frente al 
despojo y la precarización, la dependencia y subordinación, debemos 
construirla, entonces, sobre la base del poder popular organizado. 
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El Estado dependiente 
en América Latina 
Entre la superexplotación de la fuerza 


de trabajo, el desmonte de los derechos y 
la asistencialización de la política social 


MARIANGEL SÁNCHEZ ALVARADO 


Introducción 


El Estado dependiente en América Latina, desde una perspectiva 
marxista, se desarrolla y transforma como resultado de las relacio- 
nes de dominación y explotación impuestas por el sistema capitalista 
mundial de manera diferenciada. Desde esta perspectiva, se analizan 
las estructuras sociales, políticas y económicas de la región, y se pone 
de relieve cómo las economías latinoamericanas han sido histórica- 
mente subordinadas respecto a los intereses de las potencias extran- 
jeras y las clases dominantes locales. 

La dependencia se entiende como un proceso en el cual las eco- 
nomías latinoamericanas están integradas en la división interna- 
cional del trabajo de manera desigual. Los países latinoamericanos 
se han visto atrapados en una posición de subordinación y depen- 
dencia, siendo relegados a la producción de materias primas y pro- 
ductos de bajo valor agregado; mientras que los países capitalistas 
centrales se han beneficiado de la explotación de estos recursos y la 
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superexplotación de la fuerza de trabajo como elementos esenciales 
para la reproducción del sistema de producción. 

Esta relación de dependencia ha sido perpetuada a través de una 
serie de mecanismos, como la deuda externa, los tratados comercia- 
les desfavorables y la inversión extranjera directa. Estos mecanismos 
han permitido la extracción de riqueza y recursos de la región, dejan- 
do a los países latinoamericanos en una situación de dependencia 
económica y debilitando su capacidad de desarrollo autónomo. 

En el ámbito político, el Estado dependiente se caracteriza por 
la existencia de élites oligárquicas que han mantenido el poder y la 
dominación a lo largo de la historia. Estas élites, en alianza con los 
intereses económicos externos, han utilizado al Estado como instru- 
mento para preservar sus privilegios y reprimir los movimientos po- 
pulares que buscan un cambio social y económico más justo. 

En este contexto, el Estado dependiente ha generado condicio- 
nes para que existan altos niveles de desigualdad y precarización en 
América Latina. La concentración de la riqueza en manos de unos 
pocos, tanto nacionales como extranjeros, ha llevado a la marginali- 
zación de amplias capas de la población, agudizando la pobreza y la 
falta de oportunidades. 

La superexplotación como categoría esencial para pensar la reali- 
dad latinoamericana ha sido potencializada por medio de condicio- 
nes colocadas por el propio Estado, donde la legislación laboral y los 
derechos de la gran mayoría de la población han sido sistemática- 
mente desmontados, y las formas de respuesta a las condiciones de 
precarización exacerbadas se han dado por medio de una política so- 
cial cada vez más debilitada, fragmentada y focalizada en la atención 
de la pobreza, especialmente por medio de la política de asistencia 
social. 
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El Estado como garante de la reproducción del capital 
y la particularidad del Estado dependiente 


El papel del Estado y de la política en la sociedad capitalista se ha 
constituido en un ámbito de preocupación por una variedad de pen- 
sadores en la tradición marxista. En esta investigación, son tomados 
como puntos centrales, para las discusiones acerca de la naturaleza 
de clase del Estado, las ideas tanto de pensadores clásicos como otros 
autores y autoras más contemporáneos que han aportado grande- 
mente en la comprensión del Estado orgánicamente vinculado a la 
sociedad de clases. 

En los Manuscritos económicos-filosóficos de 1844, Marx (2001) 
afirma que el Estado es, esencialmente, la expresión de la sociedad 
dividida en clases antagónicas. Deja de constituirse, tal y como lo 
explicaban otros autores, como aquella esfera alienada de los inte- 
reses universales y se torna una institución que busca la garantía de 
la propiedad privada y la reproducción de la división de la sociedad 
entre propietarios de los medios de producción y propietarios de la 
fuerza de trabajo. 

En La ideología alemana (2009), Marx evidencia que el Estado no 
es más que la forma de organización que los burgueses crean para sí 
mismos, esto con la finalidad de garantizar recíprocamente su pro- 
piedad y sus intereses. Es decir, el autor muestra una vez más cómo 
el Estado responde a los intereses de la clase hegemónica. Además, 
esta fundamentación del Estado clasista es ampliamente expuesta 
en el Manifiesto del Partido Comunista (1948), donde Marx y Engels 
demuestran cómo la burguesía promovió el perfeccionamiento de 
los instrumentos de producción y, consecuentemente, incorporó las 
diferentes naciones al modo de producción capitalista. En este texto, 
el Estado moderno es concebido como un “comité para intervenir 
en los negocios comunes de toda la clase burguesa”, promoviendo 
aun la organización política de una clase para oprimir a otra. 
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Por su parte, en El 18 de Brumario de Luis Bonaparte, Marx (2017) 
reconoce que la esfera estatal se caracteriza por lo que él llama “equi- 
librio de las clases en lucha”, adquiriendo una cierta autonomía con 
relación a las mismas. En este texto, reafirma la convicción de que el 
Estado siempre se mantuvo al servicio de los intereses de las clases 
dominantes. 

Engels, por su parte, en la obra El origen de la familia, la propiedad 
privada y el Estado (1976), ratifica las bases de discusión presentes en 
el Manifiesto del Partido Comunista (1948), resaltando que las relacio- 
nes materiales son la base de la estructura social y de la consciencia 
humana; es decir, la configuración del Estado es resultado directo de 
las relaciones de producción. Además, sostiene que el Estado repre- 
senta un instrumento esencial para la dominación de una clase sobre 
la otra y afirma que este posee un carácter ampliamente represivo. 
En la introducción de la obra Las luchas de clase en Francia de 1895, 
Marx ampliará su posición, donde prosigue defendiendo el carácter 
de clase del Estado; sin embargo, observa ahora la transformación 
completa de la sociedad como tarea de las masas que exige un traba- 
jo largo y perseverante. 

En la obra El Estado y revolución (2010), Lenin, en concordancia 
con Marx y Engels, entiende el Estado como el representante de la 
dominación entre clases a partir de un doble movimiento. Por un 
lado, legitima la sumisión, y por otro, busca atenuar el conflicto entre 
las clases sociales. El autor entiende que la esencia del Estado bur- 
gués reside en sus aparatos represivos y coercitivos, siendo el ejército 
y la policía las fuerzas fundamentales del poder estatal. 

Posteriormente, más avanzado el capitalismo monopolista, se 
ubica la obra de Gramsci (1931), quien desarrolló de forma sistemá- 
tica la concepción de Estado “ampliado”. A través del análisis de las 
nuevas determinaciones del sistema del capital, este pensador for- 
mula su teoría de la ampliación del fenómeno estatal, conformado 
por la sociedad política y la sociedad civil. A partir de este análisis, 
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Gramsci aprehende cómo el proceso de “intensa socialización de la 
política”, representado por la conquista del sufragio universal, por la 
emergencia de partidos políticos de masa, de numerosos sindicatos 
y movimientos sociales, evidencia que la lucha política no se restrin- 
ge solamente a la esfera política, propia de los Estados elitistas, sino 
a través de una “nueva esfera pública ampliada”, caracterizada por 
el protagonismo político de amplias y crecientes organizaciones de 
masa (Coutinho, 1987, p. 65). 

Como lo indica Poulantzas (1976), el Estado, que mantiene la 
unidad y la cohesión de una formación social dividida en clases, con- 
centra y resume las contradicciones de clase del conjunto de la for- 
mación social, consagrando y legitimando los intereses de sus clases 
y fracciones dominantes frente a las demás clases en esta formación, 
a la vez que asume contradicciones de clase mundiales. De esta ma- 
nera, a pesar de que el Estado responde a un interés global de la 
clase que ostenta el dominio económico y político, no se reduce a 
una contradicción simple, de fractura mecanicista entre “la base” y 
la envoltura supraestructural, ya que las transformaciones “superes- 
tructurales” dependen de las formas que reviste la lucha de clases en 
una cadena imperialista marcada por el desarrollo desigual de sus 
eslabones (Poulantzas, 1976, p. 74). 

Por su parte, Rosa Luxemburgo, en su libro ¿Reforma o Revolu- 
ción? (2010), hace referencia a que el Estado se tornó capitalista con 
el triunfo de la burguesía, es decir, el Estado se define a partir de 
la clase hegemónica del momento histórico. Así, el propio desarro- 
llo capitalista modifica esencialmente la naturaleza del Estado, am- 
pliando o disminuyendo su esfera de acción, “imponiéndole nuevas 
funciones constantemente (sobre todo en lo que afecta a la vida eco- 
nómica), haciendo cada vez más necesaria su intervención y control 
de la sociedad” (p. 23). Así, la autora refiere que el Estado existente 
es una organización de la clase dominante, el cual asume funciones 
que favorecen y crean condiciones para el propio desarrollo de la 


El Estado dependiente en América Latina 263 


sociedad al coincidir ello con los intereses de esa clase dominante. 
Sin embargo, esta armonía solamente se lleva a cabo en ciertos mo- 
mentos y con ciertos límites. 

Sin caer en una comprensión mecanicista, economicista, instru- 
mental o reduccionista del Estado, es indiscutible y materialmente 
comprobable que distintas fracciones del capital son acompañadas 
por el Estado, el cual garantiza condiciones generales para la acu- 
mulación de capital. Según menciona Heinrich (2008), el Estado se 
transforma históricamente y actúa como “capitalista global ideal”; 
sin embargo, este interés global no siempre es idéntico al interés 
particular de las distintas fracciones capitalistas o de los capitalistas 
individuales y, en este sentido, las actuaciones del Estado pueden 
oponerse por completo a estos intereses particulares. Así, la “clase 
económicamente dominante” consta de capitalistas que compiten 
entre sí con diferentes intereses, en donde, si bien es cierto hay un 
interés común de preservación de este sistema —especialmente si es 
amenazado por movimientos revolucionarios—, dicho interés es de- 
masiado general para poder ofrecer una pauta común respecto a la 
actuación del Estado, por lo que implica una lucha de clase, tanto al 
interior de la burguesía como con la clase que vive del trabajo. 

Retomando autores más contemporáneos, parece indispensable, 
para pensar el Estado en el sistema capitalista actual, mencionar a 
Mészáros y su despliegue de la función correctiva vital de las for- 
maciones estatales históricamente constituidas del capital, como la 
manutención y también el fortalecimiento de los irreprimibles im- 
perativos materiales de autoexpansión del sistema! (Mészáros, 2015, 
p. 18). Es decir, las formaciones estatales del sistema del capital no 


1 Como refiere Paniago (2012), mencionando a Mészáros: “A intervencáo remediado- 
ra prática do Estado, como o fim de assegurar o funcionamento do sistema, aparece 
de forma mais explícita quando se examinam os mecanismos de sua intervencáo 
corretiva sobre os efeitos estruturais do sistema do capital (separacáo entre producáo 
e controle, producáo e consumo e produgáo e circulacio)” (p. 86). 
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son de ninguna forma inteligibles por sí mismas, sino como com- 
plemento correctivo necesario para los defectos estructurales en la 
expansión de la reproducción metabólica social de la cual habla este 
autor. De esta forma, como bien lo expone Fallas (2016), susten- 
tándose en Mészáros, el Estado es esencial para descubrir defectos 
formales del sistema de relaciones sociales vigentes y tomar medi- 
das paliativas para posibilitar su reproducción, ya que se constituye 
como un mecanismo impotente para la resolución de los problemas 
sociales al poseer en su raíz estos antagonismos de las clases sociales 
(p. 56). Para Mészáros (2008), el desarrollo del sistema del capital 
exigió una estructura de comando político en separado para consti- 
tuirse como tal. Por su parte, Fallas (2016), en la misma línea del au- 
tor, menciona que en un dado momento de su desarrollo el capital 
tuvo que atribuir a estructuras diferentes las funciones de carácter 
socioeconómico y las de carácter político. 

La estructura política, representada en el Estado, hace parte de 
la base material del sistema del capital y desempeña funciones de 
acuerdo con las diferentes necesidades impuestas por él y su im- 
perativo de expansión dirigida a la acumulación. Así, el capital es su 
propio sistema de comando y la dimensión política es una parte in- 
tegrante, no subordinada. 

Respecto a Mandel, en el texto La formación del pensamiento eco- 
nómico de Marx de 1843 a la redacción de El capital: estudio genético 
(1987), menciona que “el Estado, que debería ser la encarnación del 
“interés general) parece obrar en interés solamente de la propiedad 
privada, y para hacerlo viola no sólo la lógica del derecho, sino tam- 
bién principios humanos evidentes” (p. 3). Según el mismo autor, las 
funciones principales del Estado se pueden clasificar en: 


1) Proveer aquellas condiciones generales de la producción que 
no pueden asegurarse por medio de las actividades privadas de los 


miembros de la clase dominante, 2) Reprimir cualquier amenaza al 
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modo de producción prevaleciente por parte de las clases domina- 
das o de algunos sectores particulares de las clases dominantes [...], 
3) Integrar a las clases dominadas para asegurar que la ideología do- 


minante de la sociedad siga siendo la de la clase gobernante. 


Estas funciones van a matizarse en cada momento histórico de ma- 
nera diferenciada y están tensionadas por las luchas entre las clases, 
sectores y grupos que buscan incidir en la dinámica social para im- 
poner sus intereses. 

Un pensador latinoamericano como Osorio (2019) indica que 
el Estado es una entidad compleja y afirma que es más que una do- 
minación de clases, a pesar de que es esencialmente una domina- 
ción de clases. Este autor menciona que el Estado presenta al menos 
cuatro particularidades que sintetizan su importancia en la moderna 
sociedad capitalista. Primeramente, indica que el Estado es la única 
institución que tiene la capacidad de hacer que los intereses sociales 
particulares de una clase puedan aparecer como intereses de toda 
la sociedad. Una segunda particularidad que presenta el Estado es 
que sintetiza costumbres y valores compartidos y proyecta rumbos 
y metas comunes para todos los miembros de la sociedad, es decir, 
se presenta una sociedad ilusoria y crea un imaginario de que las 
distintas clases y sectores de la sociedad van en un mismo camino. 
Otra de sus particularidades es que el poder se reproduce en y a par- 
tir de todos los rincones y vasos capilares de la sociedad. Por último, 
el autor menciona que las sociedades no solamente producen, sino 
que se reproducen en el campo material, social, político e ideológico, 
y es el Estado la entidad que cumple el papel esencial en ese proceso. 

De esta forma, es evidente que, al referirnos al Estado, nos esta- 
mos refiriendo a una entidad particular y de vital importancia en la 
organización societaria capitalista moderna, la cual incluye el con- 
junto de instituciones, el cuerpo de personas funcionarias que ad- 
ministra y trabaja en estas instituciones, las leyes y normas, además 
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de una condensación de la red de relaciones de poder, dominación, 
fuerzas y lazos comunitarios que atraviesan la sociedad. Todas ellas 
marcadas y atravesadas por las funciones de dominación y poder de 
las clases sociales (Osorio, 2019, p. 19). 

Un aspecto importante en el cual el autor hace hincapié es la rup- 
tura aparente presentada entre los procesos económicos y políticos. 
La compra y venta de la fuerza de trabajo, su utilización y explotación 
aparecen como procesos regidos por una lógica ajena a coerciones 
extraeconómicas. De esta forma, la principal cristalización del Estado 
capitalista aparece como extraña a la explotación y a la reproducción 
de las clases; sin embargo, se presenta no solamente apenas como 
una correlación de fuerzas en la cual predominan los intereses de 
las clases dominantes, sino que es, antes que nada, una relación so- 
cial que crea fuerzas y modifica esas correlaciones a favor de los que 
dominan. La lucha entre el capital y el trabajo fue responsable de 
la constitución del Estado, de la emergencia de acciones por parte 
del Estado y de otras instituciones para amenizar, de cierta forma, la 
desigualdad que brota, necesariamente, de la explotación del capital 
sobre el trabajo (Osorio, 2019, p. 51). 

De esta manera, es a partir de la dependencia ontológica del Es- 
tado con relación a la economía que la política social, por más que 
pueda contribuir para la defensa de la clase trabajadora, siempre 
tendrá como límite insuperable la reproducción del capital.? Como 
bien lo expone Paniago (2012), la dominación del capital sobre el 
trabajo es de carácter fundamentalmente económico y no político, 
por lo que la dominación del capital no puede ser quebrada en el 
nivel de la política. 


2  Apesar de que Marx considera la emancipación política essencialmente limitada, no 
deja de reconocer su positividad. Como él mismo afirma (Marx, 1991, p. 28): “Náo 
há dúvida que a emancipacáo política representa um grande progresso. Embora náo 
seja a última etapa da emancipacáo humana em geral, ela se caracteriza como a 
derradeira etapa da emancipacáo humana dentro do contexto do mundo atual”. 
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Particularmente, el Estado en las economías dependientes está 
marcado por relaciones desiguales de poder que limitan el ejercicio 
de su soberanía frente a otras formaciones económico-sociales a la 
que están sometidas. Así, según Brettas (2017), este funciona como 
una herramienta al servicio de los intereses de las clases dominantes 
de los países centrales, al mismo tiempo en que expresa las necesida- 
des de la clase dominante local, en sus relaciones de contradicción y 
subordinación con aquellas. Lo anterior se refleja en el carácter auto- 
ritario de los Estados en las economías dependientes. 

De este modo, las aproximaciones realizadas en torno a los fun- 
damentos del Estado, tal como se ha intentado reseñar en los párra- 
fos anteriores, posibilitan comprender la importancia de analizar esta 
categoría desde una perspectiva de la totalidad social, es decir, com- 
prendiendo el Estado dentro del propio sociometabolismo del capi- 
tal a partir de una aproximación histórico-crítica de la realidad, con 
el fin de analizar las mediaciones existentes para comprenderlo den- 
tro de las relaciones capitalistas que le dieron origen y lo sustentan. 

No hay duda que el Estado, en esta región, es determinado por la 
relación de dominación típica del capitalismo, a pesar de que conten- 
ga sus particularidades, por ello, para alimentar el análisis del Estado 
en América Latina, es necesario considerar lo que Zavaleta (1986) 
llamó de formación social abigarrada.? Esta noción muestra cómo el 


3 El concepto de formación social abigarrada fue construido por René Zavaleta 
Mercado, considerando los planteamientos del filósofo alemán Ernst Bloch en El 
principio esperanza (1954), ya que las reflexiones sobre la “no simultaneidad de 
lo simultáneo” le sirvieron para profundizar en torno a sociedades estructuradas 
por la dominación colonial y capitalista, y para problematizar la configuración del 
tiempo histórico en sociedades como las latinoamericanas (Cabaluz y Torres, 2022). 
La categoría de formación social abigarrada remite a la convivencia de lo múltiple, 
lo diverso y lo heterogéneo. Es una categoría que enfatiza en la coexistencia, en la 
sobreposición desarticulada, en la concurrencia y en la simultaneidad de modos de 
producción, temporalidades históricas, concepciones de mundo, formas de organi- 
zación política, entre otras. En formaciones sociales abigarradas, la unidad es formal, 
aparente e incompleta, lo que predomina es la desarticulación e inorganicidad. Es 
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Estado moderno tiene su génesis en un proceso de sobreposición de 
culturas, cosmovisiones, organizaciones políticas y sociales previas al 
colonialismo y al capitalismo contemporáneo. Esta condición abiga- 
rrada en la sociedad explica, en parte, la poca adherencia y el poco 
alcance democrático en la mayor parte de los países de la región, 
donde en algunas zonas el Estado está “ausente” —a pesar de que sea 
una ausencia a propósito— y produce un vacío de poder formal ocu- 
pado por oligarquías regionales que se apropian del aparato estatal 
para beneficio propio. 

El Estado capitalista como forma concreta de una determinada 
formación económico-social es resultado tanto de un específico de- 
sarrollo interno como del lugar que cada formación ocupa en el seno 
del sistema imperialista (Cueva, 2012). Por esto, es precisamente la 
configuración de cada formación lo que determina la forma del Esta- 
do capitalista, de acuerdo con el grado de intensidad y desarrollo de 
las contradicciones acumuladas en su interior, de la posibilidad ob- 
jetiva de atenuación o acentuación de las mismas y de las funciones 
concretas que se desprenden para esta instancia, por lo que la lucha 
de clases toma aquí una relevancia especial para la comprensión del 
Estado y las diferenciaciones existentes en cada formación social, no 
de una manera mecánica o indeterminada, sino que se inscribe nece- 
sariamente en los parámetros estructurales de cada formación social 
del sistema capitalista (Cueva, 2012, p. 145). 

Continuando con Cueva (2012), resulta que en el interior de este 
sistema y al hacer abstracción de las singularidades más concretas 
de los países de la región, la forma del Estado capitalista tiende a ser 
marcadamente distinta aunque a su vez complementaria— según se 
trate del Estado correspondiente, ya sea a una formación imperialista 


una categoría de enorme riqueza, pues intenta complejizar las reflexiones sobre los 
modos de producción desarticulados y las formaciones económico-sociales a partir 
de un proceso creativo de traducción que intenta explicar la compleja realidad social 
de América Latina. 
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o de una formación dependiente, haciendo hincapié en que estas 
últimas no es que no hayan alcanzado un nivel de desarrollo o ma- 
durez política, sino que, en virtud de la propia ley de desarrollo des- 
igual del capitalismo, no se pueden dejar de traducir en un desarrollo 
desigual del Estado burgués. 

Así, el Estado debe entenderse dentro de su contexto más amplio, 
dentro de la lógica que acompaña la producción capitalista, por lo 
que reducirlo a sus instituciones y a la actuación “neutra” en la so- 
ciedad de clases oculta las relaciones sociales desiguales que funda- 
mentan su particularidad como forma política e histórica. Como lo 
menciona Osorio (2019), más allá de las fisuras propias de un Estado 
de clases, el Estado en el capitalismo dependiente está atravesado por 
lo menos por dos procesos que definen sus particularidades y que 
redefinen sus fisuras propias. El primer proceso se refiere a la condi- 
ción dependiente de las formaciones sociales en que se constituye. 
El segundo, se refiere al significado de la particular modalidad de 
explotación en el capitalismo dependiente, es decir, la superexplota- 
ción que determina las relaciones entre clases, fracciones y sectores 
(Osorio, 2019, p. 205). 

Ante esto y retomando a Cueva (2012), parece claro que en una 
aproximación de orden global las áreas de mayor acumulación de 
contradicciones coinciden con el espacio de los países dependientes, 
por lo que este autor menciona que la condición de estos países 
no es solamente su base económica, sino también la funcionabili- 
dad de la instancia estatal, ya que esta debe asegurar la reproducción 
ampliada del capital en condiciones de una gran heterogeneidad 
estructural, que comprende “desde la presencia de varios modos y 
formas de producción hasta la malformación del aparato productivo 
capitalista” (Cueva, 2012, p. 146). Además, el Estado de los países 
dependientes tiene que llevar adelante el proceso de reproducción 
en medio de un constante drenaje de excedente económico hacia 
el exterior, con sus implicaciones en términos de acumulación y de 
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la consiguiente necesidad de establecer determinadas modalidades 
de extracción de tal excedente, y por otra parte, tiene que imponer 
cierta coherencia a un desarrollo económico-social inserto en la ló- 
gica general del funcionamiento del sistema capitalista-imperialista, 
cuando a veces ni siquiera está concluida la tarea de integración de 
un espacio económico nacional y de la nación misma, por su propia 
condición y características de formación social dependiente. 

Así, el Estado en el capitalismo dependiente implica una conden- 
sación de las relaciones de poder y dominación, así como la cons- 
trucción de una comunidad en un espacio específico del sistema 
mundial capitalista. Este es caracterizado por las relaciones restrin- 
gidas de soberanía frente a las formaciones económico-sociales y 
regiones que presentan una soberanía más amplia, en la medida en 
que son Estados desarrollados, centrales e imperialistas. Este ejercicio 
desigual de la soberanía en el interior del sistema mundial capitalista 
es una característica estructural, es un proceso que se acentúa o se 
atenúa en diferentes periodos históricos.* Este doble proceso pro- 
voca un debilitamiento o la ausencia en las clases dominantes del 
capitalismo dependiente de proyectos autónomos de desarrollo y de 
proyectos nacionales; sus proyectos más bien operan en condiciones 
de subordinación y asociación a los capitales de los países centrales 
que predominan en diversos momentos históricos. 

La debilidad estructural de las clases dominantes y la subordina- 
ción dependiente exige que el Estado en el capitalismo periférico ope- 
re como una relación social condensada de enorme relevancia. Osorio 
(2019) menciona que la debilidad productiva del capitalismo depen- 
diente tiene su correlato en el fuerte intervencionismo estatal, como 
fuerza para impulsar los proyectos hegemónicos, aún en situaciones 
en que la política económica y el discurso predominante pretendan 


4 Esta situación mencionada Osorio (2019) va a catalogarla como sub-soberanía, la 
cual implica una subordinación y asociación del capital y de sus clases dominantes 
locales con el capital y las clases soberanas del mundo desarrollado e imperialista. 
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apuntar para el fin de la intervención estatal. Un aspecto interesante 
de rescatar es el mencionado por Cueva (2012), quien afirma que el 
Estado de los “eslabones débiles” tiende a adquirir formas dictatoria- 
les, o en el mejor de los casos, despóticas, debido al mismo cúmulo de 
contradicciones que la sociedad civil no está en capacidad de atenuar 
y que le corresponde al Estado mitigar. La hegemonía mencionada 
por Gramsci, según Cueva (2012), no es el rasgo más destacado de la 
dominación burguesa imperialista en los países dependientes, y esto 
no obedece a razones meramente coyunturales ni a fallas ideológicas, 
sino a que estos países están inscritos en la propia configuración es- 
tructural de estas formaciones sociales y a la posición que tienen en la 
propia división internacional del trabajo (Cueva, 2012, p. 147). 

De aquí la relevancia de partir desde la inserción de América Lati- 
na en el capitalismo mundial y el papel del Estado y la política social 
hasta las configuraciones actuales en la reproducción del modo de 
producción capitalista, con el fin de comprender la constitución de 
las mediaciones necesarias para la reproducción del capital a través 
de la política social, conforme será expuesto a continuación. 


La superexplotación de la fuerza de trabajo en las 
formaciones sociales de Latinoamérica: un elemento 
necesario para comprender la particularidad de la región 


La superexplotación, entendida como la violación de valor de la fuer- 
za de trabajo, es el fundamento del capitalismo dependiente. Si se en- 
tiende que la capacidad de trabajo o fuerza de trabajo es “el conjunto 
de las condiciones físicas y espirituales que se dan en la corporeidad, 
en la personalidad viviente de un hombre y que éste pone en acción 
al producir valores de uso de cualquier clase” (Marx, 1973, p. 29),* 


5 La explotación, entendida como el proceso mediante el que una clase social, la capi- 
talista, se apropia de una fracción del valor generado por otra, la asalariada, se erige 
como el núcleo de las relaciones sociales en aquellas sociedades en las que el modo 
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entonces el valor de la fuerza de trabajo, al igual que cualquier otra 
mercancía, es determinado por el tiempo de trabajo necesario para la 
producción, incluyendo la reproducción de este. 

Por lo tanto, el límite o mínimo del valor de la fuerza de trabajo 
es definido por el valor de la masa de mercancías que son indispen- 
sables para la persona poseedora de la fuerza de trabajo, ya que es su 
base material para renovar su proceso de vida, es decir “el valor de 
los medios de vida físicamente indispensables” (Marx, 1973, p. 135). 
De esta forma, si el precio de la fuerza de trabajo es inferior a este 
mínimo, descenderá por debajo de su valor, ya que las condiciones 
de reproducción serán precarias. Osorio (2018), apoyado en Marx 
(1973), indica que la explotación en el capitalismo se da aun respe- 
tando el valor de la fuerza de trabajo, ya que es posible la producción 
de plusvalor; sin embargo, cuando aparecen otras determinaciones 
como el uso de la fuerza de trabajo en tiempos determinados, jor- 
nadas de trabajo prolongadas y en condiciones de intensidad, esa 
explotación se ve incrementada por la necesidad de apropiación del 
trabajo excedente. Los problemas se agudizan cuando la composi- 
ción orgánica del capital se eleva y la sobrevivencia de todos los capi- 
tales se ve en riesgo por la caída de la tasa de ganancia y las crisis, por 
lo que el capital busca estrategias para apaciguar esta situación, sien- 
do dos de los factores centrales de dicha contención el incremento 
de los grados de explotación y los salarios por debajo del valor. 

En los países latinoamericanos, este proceso evidencia una forma 
de subsanar el problema que acarrea el intercambio desigual de la 
región, con el fin de compensar la pérdida de plusvalor en la produc- 
ción interna. Aquí aparecen varias formas de superexplotación de la 


de producción capitalista ejerce un papel dominante. De esta premisa se parte para 
profundizar sobre las particularidades de la región, donde los autores de la teoría 
marxista de la dependencia desarrollarán la categoría superexplotación de la fuerza 
de trabajo para analizar de manera particular las condiciones de los países capitalistas 
dependientes. 
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fuerza de trabajo como estrategias de reproducción del capitalismo 
dependiente, entre las que se encuentran: 


+ El aumento de la intensidad de la fuerza de trabajo, es decir, el 
aumento del plusvalor mediante una mayor explotación. Ma- 
rini (1973) menciona que se da este aumento de la intensidad 
sin que se modifique el nivel tecnológico existente (plus- 
valía relativa), se incrementa el valor creado por la persona 
trabajadora sin alterar la jornada de trabajo, pero cambiando 
la relación entre el tiempo de trabajo excedente y el tiempo 
de trabajo necesario, en esos tiempos, la persona trabajadora 
produce más en mayor intensidad. 

» Prolongación de la jornada de trabajo, esto es, el aumento del 
plusvalor absoluto, por medio del aumento simple del tiempo 
de trabajo excedente, lo cual ocurre cuando la persona traba- 
jadora sigue produciendo después de haber creado el valor 
equivalente al de los medios de subsistencia para su propio 
consumo. 

+ Remuneración inferior al valor real de su fuerza de trabajo, es 
decir, la reducción del fondo de consumo del obrero, que se 
traslada para el aumento del fondo del capital. No se respetan 
las condiciones técnicas de producción y el costo de los me- 
dios de subsistencia para fijar la relación entre el tiempo de 
trabajo necesario y excedente. 


Lo anterior cuenta con una base material, que consiste en la extensa 
superpoblación relativa de los países dependientes, lo cual no solo 
resuelve el inmediato remplazo de la mano de obra prematuramente 
agotada, sino que se constituye en una fuerza que el capital emplea 
para presionar sobre las condiciones salariales y de trabajo de la po- 
blación trabajadora activa. 
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Así, en el capitalismo dependiente existen condiciones objetivas 
para que la superexplotación se constituya en un mecanismo funda- 
mental de explotación por parte del capital y refiere a la ruptura del 
ciclo del capital presente en los patrones de reproducción que se han 
gestado desde los procesos de independencia hasta la actualidad. El 
acento exportador que presenta cada uno de estos patrones de re- 
producción crea las condiciones propicias para que el capital genere 
estructuras productivas alejadas de las necesidades del grueso de la 
población trabajadora. De esta manera, según indica Osorio (2018), 
al no tener los trabajadores un papel relevante en la realización de los 
bienes producidos por las empresas de punta de la acumulación, el 
capital puede operar con mayores espacios para implementar las di- 
versas formas de la superexplotación, como las que se mencionaron 
anteriormente (Osorio, 2018, p. 169). 

La segunda clave que da cuenta de la superexplotación en los 
países latinoamericanos dependientes la constituyen las pérdidas de 
valor que sufre el capitalismo dependiente en el mercado mundial, 
por medio del intercambio desigual y otro tipo de transferencias. 
Estas pérdidas alcanzan algún grado de reposición debido a la apro- 
piación por parte del capital de una parte del fondo de consumo de 
la clase trabajadora y su conversión en el fondo de acumulación o de 
apropiación, ya sea por la extensión de las jornadas de trabajo o bien 
por la intensificación de estas. 

Si entendemos la explotación de la fuerza del trabajo, en gran- 
des términos, como el proceso de apropiación de trabajo ajeno por 
parte de un no productor, en el capitalismo, este método toma la 
forma particular de apropiación del valor que rebasa el valor de la 
fuerza de trabajo. Según Osorio (2014), la superexplotación es una 
forma particular de explotación, y esa particularidad reside en que es 
una explotación que viola el valor de la fuerza de trabajo (p. 8). Esta 
cualidad se puede evidenciar en diferentes escenarios; sin embargo, 
Marini (1973) menciona que tiende normalmente a expresarse en el 
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hecho de que la fuerza de trabajo se remunere por debajo de su valor 
real (p. 93). 

No es trivial que se reitere que es la fuerza de trabajo la que se 
remunera por debajo de su valor, a diferencia de otras mercancías; 
esto tiene que ver con la particularidad de esta mercancía, que no so- 
lamente crea valor, sino que además permite elevar la tasa de ganan- 
cia y plusvalor por medio de prolongaciones en la jornada laboral, 
intensificación del trabajo o pago de salarios por debajo del valor, sin 
alterar la composición orgánica del capital y sin presionar a la baja 
de ganancia. 

Debido a que la reproducción capitalista dependiente está ba- 
sada fundamentalmente en la superexplotación de la fuerza de tra- 
bajo, provoca diversas consecuencias en términos estatales en esas 
formaciones sociales y regiones. Como lo expone Osorio (2019), la 
superexplotación genera procesos productivos que tendencialmente 
ignoran las necesidades de la mayoría de la población trabajadora, 
direccionando la producción para mercados extranjeros y/o para el 
estrecho sector que conforma el mercado interno, generados por 
medio de la concentración de la riqueza, lo cual va modificándose 
dependiendo de los patrones de reproducción del capital imperantes 
en cada momento histórico (Osorio, 2019, p. 208). 

Así, la limitada expansión de la estructura productiva en el ca- 
pitalismo dependiente reduce la masa de trabajadores empleados, 
propiciando, por otra parte, la tendencia al aumento de la población 
trabajadora desempleada o subempleada, profundizado por la inten- 
sidad del trabajo y de las jornadas de trabajo de las personas trabaja- 
doras activas. Esto se evidencia, según datos de la OIT (2022), donde 
el 50 % de la economía latinoamericana opera en la informalidad. 
Esta tasa es mucho mayor, de 63 %, entre los jóvenes, los cuales pa- 
decen de los trabajos peores pagados y en condiciones más precarias. 

La categoría superexplotación es fundamental tanto para explicar 
la reproducción del capital en las formaciones sociales dependientes 
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como para el proceso de acumulación del capital a nivel mundial. Las 
diversas formas en las que se manifiesta tienen consecuencias en la 
reproducción del capital, lo cual muestra el papel diferenciado de las 
economías centrales y las dependientes, según predomine una u otra 
forma; sin embargo, en las economías dependientes, esta manera de 
superexplotación se muestra de manera generalizada. 

De esa forma, este orden social se torna posible sobre la base de 
un ejercicio fuerte del poder político, el cual requiere de un Estado en 
el que los mecanismos coercitivos operen de manera recurrente. En 
un mundo social con enormes carencias sociales y donde el aparato 
estatal tendencialmente se constituye como una gran institución que 
reparte donaciones y beneficios, no como derecho de las personas, 
sino como dádivas, el Estado y sus autoridades son vistos como si es- 
tuvieran por encima de la sociedad, como “encarnación de un poder 
que, por dádivas y auxilios, permitiría mitigar el despotismo cotidia- 
no del capital, depositando esperanzas en una autoridad protecto- 
ra” (Osorio, 2019, p. 210). Esto genera que las autoridades estatales 
ganen legitimidad, característica necesaria para su reproducción, a 
pesar de las grandes desigualdades presentes en la región, donde el 
Estado tiene un papel central en los cambios políticos y económicos. 
La superexplotación es fundamental en la reproducción del capital 
en el capitalismo dependiente, además de otras razones, porque sub- 
sume al grueso de la población trabajadora a condiciones de trabajo 
y de vida precarizadas, por lo que el Estado como ente legitimador de 
esta forma de reproducción gana una importancia para visibilizar las 
condiciones que dan forma a esta estructura de producción, lo cual 
se explicará con más detalle a continuación. 


El Estado dependiente en América Latina 277 


La tendencia de la política social: el proceso 
de asistencialización 


Para entender la política social como un mecanismo utilizado por el 
Estado para la propia reproducción del sistema capitalista, se debe 
analizar el papel de estas políticas públicas en el modo de produc- 
ción capitalista y la importancia que tienen para el proceso de repro- 
ducción de la sociabilidad burguesa. 

La política social se entiende como una forma particular de inter- 
vención del Estado dirigida de manera directa a las condiciones de 
vida y reproducción de la clase trabajadora a través de la distribución 
secundaria del ingreso. Según Seiffer (2011), las políticas sociales in- 
directamente han cumplido una función reguladora de las condi- 
ciones de venta y uso de la fuerza de trabajo constituyéndose en 
importantes agentes de proletarización. Indica la misma autora que 
la política social ha sido una de las formas que las sociedades han 
encontrado para “dar respuesta”, parcial y contradictoriamente, a la 
forma mercancía de la fuerza de trabajo garantizando su reproduc- 
ción sin “costo directo” para el capital individual. 

La política social, en este sentido, es entendida como un proce- 
so y resultado complejo y contradictorio que se establece entre el 
Estado y la sociedad civil, en el ámbito de los conflictos y lucha de 
clases que envuelven el proceso de producción y reproducción del 
capitalismo, como menciona Behring (2006), tanto en sus grandes 
ciclos de expansión como en sus momentos de estancamiento; se 
problematiza el surgimiento y su desarrollo en el contexto de la acu- 
mulación capitalista y de la lucha de clases, con la perspectiva de 
demostrar sus límites y posibilidades. De esta manera, la condición 
histórica y social de la política social debe ser extraída del propio mo- 
vimiento de la sociedad de forma general, además de no perder de 
vista las particularidades en los Estados nacionales. 
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Por su naturaleza, y considerada aislada de la totalidad social y del 
fundamento ontológico que le da origen, la política social, que tiene 
en el Estado su sujeto fundamental, no puede extrapolar la órbita de 
la sociedad burguesa, ya que nace articulada a esta. Mismo así que 
puedan chocar con algunos intereses del capital, este choque no es 
radical y, por lo tanto, no apunta para su superación. Sin embargo, 
es necesario tomar en cuenta que la política social hace parte de una 
totalidad social más amplia y es en el interior de esta totalidad social 
que esta adquiere sentido. Este sentido es determinado por su cone- 
xión con un objetivo que no es puesto por la propia política social 
endógenamente, sino por las clases fundamentales de esta sociedad. 
Como apunta Behring (2000), es reconocido que la existencia de la 
política social es un fenómeno asociado a la constitución de la socie- 
dad burguesa, es decir, del específico modo capitalista de producir y 
reproducirse. 

Tonet (2015), por su parte, contribuye ricamente a esta discusión. 
Este autor menciona que la lucha entre el capital y el trabajo tam- 
bién fue responsable por la emergencia de acciones (como la política 
social) por parte del Estado y de otras instituciones, para amenizar la 
pobreza que brota necesariamente de la explotación del capital sobre 
el trabajo. Esta política social no es una simple concesión del Estado 
burgués, sino que resultará siempre, en menor o mayor grado, de la 
lucha entre capital y trabajo. De este modo, estas acciones podrán 
contribuir más para la reproducción de los intereses del capital o 
para la defensa de los intereses de la clase trabajadora dependiendo 
del momento histórico y las necesidades concretas del sistema del 
capital para su reproducción, además de las luchas entre las fuerzas 
en confrontación. Sin embargo, dada la dependencia ontológica del 
Estado en relación a la economía, la política social, por más que pue- 
da contribuir para la defensa de los intereses de la clase trabajadora, 
siempre llegará a un límite insuperable, puesto por la propia repro- 
ducción del capital. 
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Sin embargo, la política social además incorpora luchas por la 
universalización de los más diversos derechos y por la expansión de 
los institutos democráticos exigidos por la ciudadanía. Así visto, las 
políticas sociales son entendidas a partir de su carácter contradicto- 
rio, “no son una consecuencia natural del estado burgués” (Netto, 
1992, p. 29, traducción libre), sino también parte de una concretiza- 
ción de la movilización y organización de la clase trabajadora dentro 
de una lógica capitalista. Es decir, la política social es eminentemente 
contradictoria, ya que, a pesar de que puede representar e incorporar 
algunas demandas de la clase trabajadora, es, ante todo, un mecanis- 
mo de reproducción del sistema capitalista, por lo que se sitúa en el 
ámbito de la emancipación política, lo cual, no obstante ser impor- 
tante y necesario, es insuficiente para la superación de este sistema 
de explotación en el que vivimos. 

Pastorini (2019), reforzando esta idea, menciona que la política 
social es un instrumento importante utilizado por el Estado para 
crear las condiciones necesarias para el proceso de valorización y 
acumulación del capital, al mismo tiempo que atiende algunas de 
las necesidades relativas de existencia de los sujetos. Es decir, res- 
ponde a las necesidades objetivas y subjetivas que derivan de cómo 
los seres humanos participan en la esfera de la producción, siendo 
este, por tanto, el punto de partida para el análisis de la política so- 
cial, sin desconsiderar que existe una articulación dialéctica entre 
los diferentes elementos de la totalidad del ciclo del capital y, por 
ende, la comprensión de la forma particular de articular los distintos 
momentos indisociables — producción, distribución, intercambio y 
consumo-— será central para el debate de la política social. Es en el 
interior de esta dinámica que la política social llega a sus destinata- 
rios en forma de servicios, bienes, beneficios, entre otros; a través de 
acciones desarrolladas por técnicos, profesionales y demás personas 
funcionarias que viabilizan sus procesos de trabajo por medio de 
instituciones públicas o privadas que tienen como objetivo atender 
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las manifestaciones de la cuestión social, siendo al mismo tiempo 
una condición esencial para consolidar el proceso de producción y 
acumulación de riqueza. 

De esta forma, para entender la política social es necesario en- 
tender la dinámica de la sociedad en su totalidad, tanto la forma 
en cómo se organiza la producción de la vida material como las re- 
laciones que se establecen en la llamada superestructura jurídica y 
política. Pensar la sociedad capitalista como una totalidad? en mo- 
vimiento, es decir, que se encuentra en constante transformación, 
implica analizar la relación dialéctica entre las partes que la constitu- 
yen. Con fundamento en lo anterior, entender la sociedad como una 
totalidad dinámica implica comprender la profunda relación entre 
las partes del todo, su movimiento, conexiones y leyes; además de 
observar que los procesos sociales son producto de las intenciones, 
acciones e intereses de los sujetos que generan acciones y estrategias. 

Evidenciar estas determinaciones económicas y políticas es vital 
para desvendar la importancia de la política social y el Estado para la 
reproducción del capital. Por esta razón, se comprende que toda in- 
tervención del Estado en la sociedad es económico-política de forma 
articulada y no comprendida en partes independientes. La política 
social, entendida como una mediación entre la sociedad y el Esta- 
do, expresará la correlación de fuerzas entre clases, grupos y sectores 
que tensionan la sociedad burguesa en el proceso de disputa por el 
acceso, control y apropiación de la riqueza socialmente producida 
(Pastorini, 2016). Al mismo tiempo, son expresión de las luchas por 
la hegemonía política e ideológica en la sociedad, por esto, con las 


6 Como indica Lukács (1967), totalidad significa, “de un lado, que la realidad objetiva 
es un todo coherente en que cada elemento, de una forma o de otra, está en relación 
con cada elemento, y de otro lado, que esas relaciones, en la propia realidad objetiva, 
forman correlaciones concretas, conjuntos, unidades, articulados entre sí de formas 
completamente diversas, pero siempre determinadas” (Lukács, 1967, p. 240). 
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transformaciones en el modo de producción, la política social se ve 
permeada y va tomando matices, sin perder su esencia original. 

La política social, a pesar de ser un instrumento utilizado por la 
clase hegemónica para la valorización del valor y reproducción del 
sistema de producción, es una mediación contradictoria y se ha pres- 
tado históricamente para atender —aunque de forma diferenciada— 
las demandas del capital y, hasta cierto límite, las del trabajo. Un 
momento emblemático que representa lo anteriormente mencio- 
nado fue en el siglo XIX, con la conquista de la legislación fabril por 
los trabajadores ingleses (Mishra, 1982), la cual fue identificada por 
Marx (1975) como “la victoria de un principio” por haber institucio- 
nalizado un conjunto de beneficios físicos, morales e intelectuales 
juntamente con la garantía de reducción de la jornada de trabajo 
para diez horas. Esto se considera una conquista, que, según Marx, 
resultó de una batalla llevada a cabo durante treinta años con “una 
tenacidad admirable” y por primera vez, “aprovechándose de un 
desacuerdo entre los señores de la tierra y los señores del dinero”, 
la clase operaria inglesa logró imponer su fuerza organizada a las 
potencias ciegas de la ley de la oferta y de la demanda del mercado 
(Marx, 1975, p. 368). Sumando a esta reflexión, Faleiros, en su clásico 
libro O que é política social (2004), agrega que las políticas sociales 
aparecen como “dádivas”, relacionándolas enseguida con las exigen- 
cias del capital para valorizarse y reproducir la fuerza de trabajo, con 
las luchas sociales y crisis del capitalismo. 

Tomando en cuenta los diferentes referentes citados, desde una 
perspectiva histórico-crítica, se propone una postura de análisis que 
evidencia que el conjunto de estrategias llevadas a cabo por la clase 
dominante en cada momento histórico específico representa las ne- 
cesidades sociohistóricas del capital. 

En síntesis, en concordancia con Mallardi (2016), para entender 
la política social, se debe hacer en el contexto de las determinaciones 
sociohistóricas, presentándose como obligatorio comprender sus 
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fundamentos y racionalidades en el marco de la totalidad concre- 
ta en la cual se insertan. Lejos de determinismos monocausales, la 
aproximación propuesta por la perspectiva histórico-crítica permite 
aprehender la génesis de la política social en el marco de la cuestión 
social producto de la sociabilidad capitalista, así también su funcio- 
nalidad dentro de las estrategias o mecanismos estatales para garan- 
tizar la reproducción de la fuerza de trabajo. De esta forma, la política 
social nace y se desarrolla con la intencionalidad de enfrentar la 
cuestión social, como menciona Yazbek (2004), el carácter regulador 
de la intervención estatal en el ámbito de las relaciones sociales en la 
sociedad le da un formato fragmentado y sin reglas estables ni reco- 
nocimiento de derechos. Estas acciones del Estado, que dejan de lado 
a los sectores más empobrecidos de la fuerza de trabajo, deben de ser 
aprehendidas en el contexto contradictorio de las transformaciones 
económicas, sociales y políticas que caracterizan el desarrollo capi- 
talista, donde las intervenciones en el ámbito social representan un 
espacio de menor relevancia en la administración pública, tomando 
auge la focalización en la atención de la pobreza. 
Como indica Sposati (1988): 


Las políticas sociales [...] entre estas la asistencia social, aunque apa- 
renta tener la finalidad de contener la acumulación de la miseria y su 
minimización a través de la acción de un Estado regulador de las di- 
ferencias sociales, de hecho no lo hacen. Constituidas en la red de los 
intereses que marcan las relaciones de clase, las políticas sociales [...] 
han conformado una práctica gestionaria del Estado, en las condicio- 
nes de reproducción de la fuerza de trabajo, como favorecedoras, al 
mismo tiempo, de la acumulación de la riqueza y de la acumulación 


de la miseria social (Sposati, 1998, p. 11). 


Esta misma autora expresa que diferentes estudios sobre la política 
social en la periferia capitalista, como los de Vasconcelos (1999) y 
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Vieira (1983), que parten desde una perspectiva marxista, indican 
que estas son estructuralmente condicionadas por las características 
políticas y económicas del Estado, sea en los países centrales o en los 
dependientes. De esta forma, el abordaje utilizado para compren- 
der la política social es desde la totalidad, es decir, la política social 
como una mediación entre economía y política, como resultado de 
contradicciones estructurales engendradas por la lucha de clases y 
delimitadas por los procesos de valorización del capital, todo esto en 
el marco de la condición general de la política social en el contexto 
de crisis del capitalismo actual (Behring, 2006). 

No se trata de comprender la política social desligada de la base 
objetiva material en la que nace y se desarrolla, lo cual nos llevaría 
a ubicarla de forma endógena, parcial y aislada, reduciéndola sola- 
mente a victorias de la clase trabajadora, o bien, a meras concesiones 
del Estado, acentuando la idea de la posibilidad de la superación del 
orden socioeconómico mundial por medio de la acumulación siste- 
mática de políticas sociales, con fundamento en una base igualitaria 
jurídica. Si caemos en este juego democrático reformista, de pen- 
sar resolver gradualmente las desigualdades sociales por medio de 
la política social, serán evidentes las limitaciones para desvendar el 
horizonte de la búsqueda de una emancipación humana, lo cual va 
en contra de su propia naturaleza. Parafraseando a Marx (1995), las 
luchas sociales resultan equivocadas siempre que tengan como hori- 
zonte sustituir una forma particular asumida por el Estado burgués, 
como cita este autor en las Glosas Críticas Marginales al artículo: “El 
rey de Prusia y la reforma social. Por un prusiano”: “jamais encontrará 
no “Estado e na organizacáo da sociedade” o fundamento dos males 
sociais” (Marx, 1995, p. 1). 

El desarrollo del sistema de producción capitalista en la historia, 
en cada patrón de reproducción, ha generado una serie de condicio- 
nes para la clase trabajadora, expresadas en pauperismo, desempleo, 
desigualdad y otra serie de consecuencias que se remontan a los 
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orígenes de la industrialización capitalista con sus determinaciones 
esenciales sobre la moderna desigualdad de clases y las reacciones 
de la clase trabajadora a tales condiciones. Por esto, es importante 
mencionar lo expuesto por Pimentel (2016), quien dice que la hu- 
manidad en general ha vivido en pobreza; el único periodo en que 
la humanidad desconoció las desigualdades de clase fue en la prehis- 
toria de la humanidad, donde la supervivencia, la escasez y el poco 
desarrollo de las fuerzas productivas obligaban a los seres humanos 
a compartir la vida.” 

A lo largo de la historia, la desigualdad social se ha cristalizado en 
la desigualdad de clases y en cada una de las sociedades desarrolladas 
en los diferentes modos de producción que han existido podemos 
encontrar una clase de productores que mantiene con su trabajo al 
resto de la sociedad y una clase dominante que vive a expensas del 
trabajo de la clase trabajadora. Lo anterior genera una lucha de cla- 
ses, evidenciando que la opresión de este tipo no es el producto de la 
naturaleza humana, sino de un determinado desarrollo histórico de 
la humanidad, el cual, esencialmente, es desigual. Por esto, antes de 
poder hablar de la política social, es necesario colocar este marco his- 
tórico del desarrollo de las fuerzas productivas y la cuestión social, ya 
que esta es la justificativa y necesidad material presentada para que 
el Estado, ejerciendo su rol para el favorecimiento de la reproducción 
del capital, comience a intervenir de manera sistemática en la misma. 

En la actualidad, a partir del progresivo desmantelamiento de 
los servicios sociales, la asistencia social ha tomado un fuerte pro- 
tagonismo, especialmente desde la crisis estructural del capital de la 


7 Según Engels (1979), la desigualdad de clases existente hoy data de la época en que 
los seres humanos comenzaron a producir excedente en el periodo neolítico. Como 
lo coloca Mandel (1987, pp. 13-14): “No todas las desigualdades son desigualdades 
de clase [...] la desigualdad de clases es una desigualdad que tiene sus raíces en la 
estructura y en el desarrollo normal de la vida económica y que es mantenida y 
acentuada por las primeras instituciones sociales y jurídicas de la época”. 
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década de los setenta, la cual garantiza apenas la atención precaria de 
las necesidades de la población. Además de garantizar la relación de 
dominación-subalternidad, que contiene intrínsecamente la función 
política de neutralización de las tensiones existentes, es una forma de 
gestión estatal de la fuerza de trabajo y cumple el papel de ampliar 
las bases de legitimidad del Estado y de su poder político de control 
social. A pesar de que, en su constitución y funcionabilidad contra- 
dictoria, es también un modo de acceso a recursos por parte de la 
población más empobrecida. 

Como un mecanismo por medio del cual los sectores más pau- 
perizados de la clase trabajadora acceden a servicios y recursos que 
son muy variados y diversificados, la asistencia social se coloca como 
una política que atiende la situación de expoliación y pobreza de 
un sector también diversificado y cada vez más amplio, el cual tiene 
en común la dependencia de la intervención pública para sobrevivir. 
Sin lugar a duda, la asistencia social es un área polémica y compleja, 
Yazbek (2004) refiere que, generalmente, es abordada a partir de su 
forma aparente, como ayuda puntual y personalizada a grupos de 
mayor vulnerabilidad social, donde su atención cada vez es más fo- 
calizada y selectiva con programas con algún tipo de responsabilidad 
individual a la persona usuaria del servicio. 

Como menciona Pastorini (2016), dentro del contexto de rees- 
tructuración de la dinámica capitalista, desde la última década del 
siglo XX, las particularidades que asume la protección social, espe- 
cialmente en el cono sur en donde se centra la autora, se eviden- 
cian en dos vías. Primeramente, partiendo de la lógica ideo-política 
que orienta las acciones de protección social en estas sociedades 
dependientes localizadas en la periferia del capitalismo, se distan- 
cia de los principios éticos (democracia, redistribución, solidaridad, 
atención del riesgo colectivo, participación) que estructuraron los 
“sistemas” protectivos que comenzaron a ser organizados en las pri- 
meras décadas del siglo XX. Por el contrario, “los actuales formatos 
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de protección social se estructuran apoyados en dos pilares funda- 
mentales: los programas de transferencias monetarias condiciona- 
dos y focalizados en la pobreza absoluta, y las acciones controladoras 
y coercitivas” (Pastorini, 2016). Estos mecanismos de intervención 
del Estado sobre la cuestión social se constituyen en las principales 
estrategias para administrar la sobrepoblación relativa. 

Además, otro elemento constitutivo de este proceso de asisten- 
cialización de la protección social que coloca la autora es la intensifi- 
cación de la participación del sector privado en áreas como la salud, 
la educación y la previsión social, políticas sociales permanentes que 
eran los pilares sobre los cuales se erguía la estructura de protección 
social, juntamente con la legislación laboral. A través de los procesos 
de “privatización” —directa e indirecta—, el Estado tuvo y tiene un pa- 
pel fundamental incentivando la autoprotección de los trabajadores 
y creando mecanismo para facilitar la apropiación del fondo público 
por el sector privado. 

Todas estas transformaciones van a impactar en las condiciones de 
producción y reproducción de la fuerza de trabajo, por lo que también 
es posible verificar un cambio en el perfil de las personas trabajadoras 
que son incluidos y expulsados del ámbito de la protección del Estado. 
En este sentido, como fundamento, se parte por comprender que la ca- 
tegoría de Estado como la de política social y, por ende, asistencia social, 
no pueden explicarse escindidas de la relación social en las que se pro- 
ducen. Es decir, la forma en que se organiza y desarrolla la producción 
y reproducción de las relaciones sociales es matriz constitutiva para en- 
tender la sociabilidad en la que vivimos y en las condiciones en las que 
reproducimos nuestras vidas: el modo de producción capitalista. 


Consideraciones finales 


En conclusión, el análisis del Estado dependiente en América Latina 
desde una perspectiva crítica y marxista revela la existencia de un 
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entramado complejo en el que convergen la superexplotación de la 
fuerza de trabajo y otros determinantes que genera un desmonte de 
derechos laborales y la asistencialización de la política social. Estos 
fenómenos son manifestaciones directas de un sistema capitalista 
global que perpetúa la desigualdad y la opresión en la región. 

La superexplotación de la fuerza de trabajo somete a las clases 
trabajadoras a condiciones laborales precarias y salarios insuficien- 
tes, generando una situación de vulnerabilidad y desprotección. Esta 
realidad se ve agravada por el desmonte de derechos laborales, que 
debilita la capacidad de organización y defensa de los trabajadores, 
consolidando así un entorno laboral desfavorable y propicio para la 
superexplotación. 

Por su parte, la asistencialización de la política social se convierte 
en un mecanismo de control y desmovilización de las clases traba- 
jadoras al enfocar las respuestas a la pobreza y la exclusión en la 
entrega de ayudas puntuales, sin abordar las causas estructurales ni 
promover cambios significativos en la distribución de la riqueza y el 
acceso a derechos básicos. 

Este estudio nos permite comprender cómo el Estado depen- 
diente en América Latina es una construcción histórica que refleja 
las relaciones desiguales de poder en el sistema capitalista global. La 
superexplotación de la fuerza de trabajo, el desmonte de derechos 
laborales y la asistencialización de la política social son mecanismos 
utilizados por las élites económicas y las potencias extranjeras para 
preservar sus intereses y mantener el control sobre las mayorías 
populares. 

Desde una perspectiva crítica, es fundamental evidenciar y cues- 
tionar esta realidad social. Es necesario impulsar una transformación 
social profunda que promueva la justicia social, la equidad y la dig- 
nidad de todas las personas. Esto implica la necesidad de fortalecer 
la organización y la participación de la clase trabajadora, defender 
los derechos laborales y exigir políticas sociales que aborden las 
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desigualdades estructurales y fomenten el desarrollo integral de los 
individuos y comunidades como respuesta parcial y de contención, 
teniendo como horizonte la emancipación humana. 

En resumen, el Estado dependiente en América Latina, marca- 
do por la superexplotación de la fuerza de trabajo, el desmonte de 
derechos laborales y la asistencialización de la política social, es un 
fenómeno complejo y arraigado en las dinámicas del sistema capita- 
lista global. Su comprensión crítica nos desafía a buscar alternativas 
transformadoras que contribuyan a la construcción de sociedades 
más justas, equitativas y emancipadoras en la región. 
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comunes del presente 


Emociones morales 
y subversivas 
El enfoque sociocultural para entender 


el nuevo movimiento estudiantil 
nicaragúense de 2018 


JAVIER SILVA NAVAS 


Introducción 


La Centroamérica de finales de los años noventa se encontraba 
inmersa en una profunda crisis mundial atizada por los conflictos 
laterales de una guerra fría que llegaba a su fin. De igual forma, 
Guatemala, El Salvador y Nicaragua estaban en los últimos años de 
cruentas guerras civiles que tenían por detrás intereses nacionales 
y extranjeros. En el caso de Nicaragua, el agotamiento social y eco- 
nómico después de una década de la agresión armada que montó 
Estados Unidos a través de un ejército contrarrevolucionario llevó al 
gobierno de la Revolución Sandinista a sentarse a negociar, con los 
principales líderes de “La Contra”, la firma de unos acuerdos de paz. 

En El Salvador y Guatemala, estos acuerdos llegaron unos años 
más tarde, pero en condiciones muy distintas al caso nicaragúense. 
En esos países, las guerrillas de izquierda no lograron tomar el poder, 
sino que entraron en un empate militar en el caso del Frente Fara- 
bundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) y de desgaste para 
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la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG), produc- 
to del aislamiento, la cruenta represión gubernamental y la falta de 
apoyo militar extranjero, situación que los llevó a firmar acuerdos 
de paz en 1992 y 1996, respectivamente. Ambas organizaciones gue- 
rrilleras decidieron seguir existiendo en la vida política de sus paí- 
ses como partidos políticos. Solamente el FMLN ganó las elecciones 
presidenciales en el 2009 gobernando El Salvador durante diez años. 

A pesar de haberse logrado la paz en la región centroamericana 
después de años de guerra civil, los retos en materia de institucio- 
nalidad, de reducción de la pobreza y la desigualdad continuaron 
vigentes. De hecho, el nivel de devastación producto de los conflictos 
obligaba a realizar cambios de fondo o estructurales si se pretendía 
sacar a Centroamérica de las ruinas en que había sido dejada. Sin 
embargo, los movimientos guerrilleros que luego de los acuerdos 
de paz entraron en el juego de la democracia liberal como partidos 
políticos tendrían niveles de influencia y participación política muy 
distintos en cada país. 

Como parte del proceso de “recuperación económica” al que fue 
sometida Centroamérica, se llevaron a cabo las llamadas “políticas de 
ajuste estructural” promovidas desde el Fondo Monetario Internacio- 
nal (FMI). Estas medidas dieron por inaugurado en la región el mode- 
lo neoliberal que prometía modernizar las instituciones democráticas, 
reducir rápidamente los niveles de inflación, estabilizar la economía y 
construir la senda para el desarrollo. Por otro lado, los planes de ajus- 
te estructural en acuerdo con organismos financieros internacionales 
también implicaron reestructuraciones importantes en las “reglas del 
juego democrático” y, por lo tanto, terminaron generando importan- 
tes cambios en las identidades de las fuerzas políticas en contienda. 

Es en este contexto también que 


los países centroamericanos adoptan dócilmente el Plan Puebla Pa- 


namá (PPP) en el año 2001, impuesto desde Washington [...] como 
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un mecanismo para la expansión del capital, el control migratorio y 
la explotación de recursos naturales estratégicos de la región [...] en 
Enero de 2004, ante el inminente fracaso de las negociaciones del 
Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), corroborado el año 
después en el centro de Mar del Plata, Argentina, el gobierno esta- 
dounidense logra imponer un tratado de libre comercio a los paí- 
ses de la región llamado Dominican Republic-Central America Free 
Trade Agreement (DR-CAFTA), firmado en mayo de 2004 (López, 
2015, pp. 13-14). 


La firma de este tratado de libre comercio genera un panorama am- 
plio de cómo se fue reconfigurando la realidad regional y cómo se 
estaban acomodando nuevos procesos de dominación, además de 
las definiciones que tomaron frente a ello los distintos actores po- 
líticos, económicos y sociales. En Nicaragua, el Frente Sandinista de 
Liberación Nacional (FSLN) navegaría sobre estas nuevas condicio- 
nes, especialmente en un escenario adverso por la falta de aliados 
internacionales y una feroz persecución a nivel interno. Sin embargo, 
el éxito de la sobrevivencia política del FSLN en parte tiene que ver 
con su capacidad de adaptación y pragmatismo frente a estas nuevas 
condiciones. 

Se podría decir entonces que el contexto regional está imbricado 
en el fin de la guerra fría y su influencia en las guerras de liberación 
nacional. Asimismo, es una época en la que Centroamérica se con- 
vierte en una zona con altos índices de violencia destacando Hon- 
duras, El Salvador y Guatemala. El modelo neoliberal se convierte 
en un nuevo detonante para la migración y la profundización de 
las desigualdades. La región se consolida también como un impor- 
tante paso para el narcotráfico, al mismo tiempo que se vuelve cada 
vez más dependiente en lo político y en lo económico de Estados 
Unidos. 


Emociones morales y subversivas 297 


En el caso nicaragúense, a partir de la derrota electoral del FSLN 
en 1990, se abrió una nueva etapa en la cultura política nacional, 
influenciada principalmente por los cambios en el modelo de desa- 
rrollo y el régimen político (Sánchez-Ancochea y Martínez Franzoni, 
2016). En este contexto, el histórico antagonismo entre liberales y 
conservadores, que dominó la contienda electoral del país durante 
los últimos 150 años, fue desplazado por el eje sandinismo y antisan- 
dinismo (Santiuste, 2000). 

Esta nueva realidad se vio reflejada en que el FSLN se convirtió, 
una vez que regresó al gobierno en el año 2007, en el nuevo actor 
hegemónico de la política nicaragúense. En este sentido, para enten- 
der el desarrollo que ha tenido como partido de gobierno en estos 
últimos quince años, es importante poner sobre la mesa el modelo 
de gestión que se planteó construir desde esos primeros años. En 
este caso, lo que ellos mismos denominaron “modelo de consenso 
tripartito”, el cual resulta relevante para el presente artículo, puesto 
que describe en buena medida el carácter corporativo con el que se 
maneja la gestión de lo público en el país. Y, por otra parte, porque 
la política estudiantil también estuvo mediada por esta estructura. 

El llamado “modelo de consenso tripartito” (Silva, 2020), nom- 
brado de esa manera por el gobierno de Daniel Ortega, estaba inte- 
grado por las principales y más representativas centrales sindicales 
del país, en su mayoría con vínculos con el FSLN. La función de los 
sindicatos en este modelo era formar parte de la mesa tripartita de 
negociación del salario mínimo, un proceso que durante los años de 
los gobiernos liberales fue siempre tortuoso y fallido debido a la falta 
de acuerdos entre el sector privado y los sindicatos. En este nuevo 
escenario, todos los años se lograban acuerdos exitosos de aumentos 
al salario mínimo, basados en una fórmula que calculaba el aumento 
de acuerdo con el crecimiento anual del país y la inflación acumula- 
da. En esencia, el papel de los sindicatos era servir como filtro de las 
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demandas laborales de sectores que no estuvieran representados en 
asociaciones gremiales avaladas por el Gobierno. 

En el caso de la política estudiantil, la Unión Nacional de Es- 
tudiantes de Nicaragua (UNEN), con presencia en las principales 
universidades públicas del país, servía como mediador para todo lo 
relacionado con la gestión de demandas en el ámbito universitario. 
Esta organización en esencia funcionaba como un brazo político del 
FSLN en las universidades públicas y tenía en sus manos la elección 
de autoridades universitarias, la asignación de becas, estipendios y 
otros beneficios para la comunidad universitaria. En los días de abril 
de 2018, durante la rebelión estudiantil, fueron los que coordinaron 
la represión al interior de las universidades y posteriormente de las 
represalias en contra de los jóvenes que participaron de las protestas. 


La idea de ciclo para entender las rebeliones estudiantiles 
recientes en Centroamérica 


Los movimientos estudiantiles han tenido un papel central en las 
agendas de investigación de las ciencias sociales desde inicios del si- 
glo XX. En América Latina, se puede hablar de tres momentos funda- 
mentales en donde han sido objeto de interés. Primero, la Reforma 
de Córdoba en 1918, que sentaría las bases de la autonomía univer- 
sitaria en la región. Segundo, los grandes movimientos del 68 en 
México y Brasil, que sentaría un precedente relevante para el proce- 
so democratizador en ambos países. Y tercero, las movilizaciones en 
Chile en 2011. 

Estos casos se mencionan por ser los más relevantes en términos 
de interés investigativo en toda la región. También resulta impor- 
tante rescatar las movilizaciones estudiantiles contemporáneas en la 
Centroamérica de posguerra. Por lo tanto, las experiencias de Hon- 
duras en 2009, de Guatemala en 2015 y Nicaragua en 2018 ponen 
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en perspectiva las particularidades de la región centroamericana res- 
pecto a los llamados “grandes movimientos estudiantiles” del siglo 
AL, 

En este sentido, se plantea ir más allá de las singularidades con 
las que se quiere analizar a estos movimientos, que se evidencian 
en la manera de nombrarlos: “movimiento estudiantil mexicano” 
o “movimiento estudiantil chileno”. Y aunque también se habla del 
“nuevo movimiento estudiantil nicaragúense”, lo cierto es que lo que 
realmente interesa es plantear la relevancia de utilizar el enfoque so- 
ciocultural de las emociones para el análisis de los elementos consti- 
tutivos de este nuevo movimiento. 

De la misma manera, los movimientos estudiantiles en América 
Latina han sido protagonistas de grandes cambios sociales, políticos 
y culturales, por lo que es posible recuperar experiencias a lo largo y 
ancho del continente en el último siglo. Para efectos de los objetivos 
aquí planteados, se hará referencia a estos movimientos a partir de la 
idea de ciclo, entendiendo a la misma como “un punto de inflexión 
para el cambio social y político” (Tarrow, 1997, pp. 264-268), el cual 
tiene fases ascendentes y descendentes. 

Este concepto resulta útil para analizar la periodización de pro- 
cesos políticos movilizadores y desmovilizadoras, así como para en- 
tender las variables subjetivas involucradas (Modonesi, 2017, p. 17). 
Además, trata de tomar distancia de la tendencia a ubicar o condi- 
cionar a las movilizaciones estudiantiles a partir de fechas específicas, 
así como a espacios geográficos en concreto. Se trata de entender el 
contexto en el cual se dieron, pero también de poner énfasis en que 
los ciclos de movilización también están atravesados por vasos co- 
municantes que tienen que ver con reivindicaciones que van muchas 
veces más allá de lo local o lo particular. 

La idea de ciclo es pertinente cuando se quiere entender un fenó- 
meno más allá de lo local o cuando se quieren evidenciar las ramifi- 
caciones regionales que pueden tener determinadas movilizaciones. 
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Es decir, el “ciclo es reconocible y delimitable como secuencia pro- 
longada, expansiva de intensa movilización y protestas; un elemento 
que lo caracteriza remite a su composición social y, lo que más nos 
interesa, al proceso de subjetivación política que cobijó” (Modonesi, 
2017, p. 12). 

Este proceso de subjetivación política sin duda también está atra- 
vesado por la dimensión generacional, un aspecto que excede el en- 
foque de este artículo. Este proceso se forja al calor del conflicto, 
de nuevas identidades y prácticas políticas, pero también “en torno 
a acontecimientos catalizadores” (Modonesi, 2017, p. 12). En este 
sentido, se pueden analizar los ciclos de movilización estudiantil en 
la región a partir de grandes momentos históricos que se han con- 
solidado a partir de su potencia transformadora, pero también por la 
atención académica que han generado. 

Para ejemplificar la idea de ciclo en el marco del contexto cen- 
troamericano, se pueden mencionar las movilizaciones estudiantiles 
que se han desarrollado en la última década. En el caso de Guatema- 
la, en el año 2015 se iniciaron una serie de protestas lideradas por 
el movimiento estudiantil, especialmente en la Universidad de San 
Carlos, que es de carácter público. 

El contenido principal de las protestas fue la lucha contra la co- 
rrupción. A partir de la denuncia contra una estructura de corrupción 
denominada “La línea” hecha por la Comisión Internacional Contra 
la Impunidad en Guatemala (CICIG) y el Ministerio Público (MP) en 
abril de 2015, se desata la crisis. Sin embargo, existían antecedentes 
inmediatos en el descontento frente al gobierno del Partido Patrio- 
ta (especialmente, con figuras como la de la exvicepresidenta Roxana 
Baldetti) y antecedentes más profundos debido a la configuración del 
Estado guatemalteco: “La crisis de 2015 [...] no es más que el resul- 
tado de un lento pero sistemático deterioro de la institucionalidad 
pública y de la legitimidad del Gobierno y de los distintos actores insti- 
tucionales del Estado de Guatemala” (González, 2020, p. 298). 
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En la experiencia guatemalteca, el movimiento estudiantil sirvió 
como un eje articulador de las movilizaciones, pero también de las 
demandas más amplias que se habían postergado durante décadas. 
Uno de los logros más importantes del movimiento fue la renuncia 
y posterior encarcelamiento del presidente de entonces, Otto Pérez 
Molina, y de la vicepresidente Roxana Baldetti, por los casos de co- 
rrupción que investigaba la CICIG. Y aunque, no se lograron muchos 
de los cambios estructurales que se plantearon, sí se construyó una 
nueva agenda pública vigente hasta la fecha. De la misma manera, 
el movimiento estudiantil logró una rearticulación importante en 
términos de incidencia política y nuevas prácticas. 

En la experiencia del movimiento estudiantil hondureño, lo que 
es relevante mencionar en un principio es su surgimiento a raíz del 
golpe de Estado orquestado en contra del entonces presidente Ma- 
nuel Zelaya en el año 2009, Las diversas expresiones del movimiento 
estudiantil se organizaron para rechazar el golpe, pero también para 
posicionar temas urgentes como el cese de la violencia estatal y pa- 
raestatal, la creación de oportunidades de empleo, la destitución del 
presidente electo producto del proceso electoral posterior al golpe, 
así como la democratización de los espacios de representación políti- 
ca y la lucha contra la corrupción. 

Es bastante evidente la transversalidad de las agendas que mo- 
vilizan a los estudiantes hondureños, la mayoría pertenecientes al 
Movimiento Estudiantil Universitario de la Universidad Nacional 
Autónoma de Honduras (UNAH). Sin embargo, también han man- 
tenido una lucha permanente en contra de los intentos privatizado- 
res del gobierno hondureño de la UNAH: 


Es decir, las políticas gubernamentales y universitarias entre 2009 
y 2017 han conducido a la aplicación de pagos de matrícula, labo- 
ratorios y materiales cada vez más altos, y también a la expulsión 


de alumnos con bajo rendimiento académico y a la exclusión de 
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estudiantes a través de la denominada “prueba de aptitud académi- 
ca”. Esta prueba favorece a los grupos estudiantiles procedentes de 
colegios ubicados en sectores de clases medias y altas, lo que condu- 
ce a una segregación social que refuerza desigualdades generales en 
lugar de revertirlas o mitigarlas (Vommaro y Briceño-Cerrato, 2018, 
p. 35). 


Por otro lado, la llegada al gobierno de Xiomara Castro de Zelaya en 
el año 2022 representa un punto de ruptura en la política hondure- 
ña contemporánea. Hay una gran expectativa respecto a esta nueva 
administración, especialmente en la capacidad que tenga de revertir 
décadas de política neoliberales. Por lo que realmente es un desafío 
importante para el movimiento estudiantil y los movimientos so- 
ciales que han estado en resistencia en Honduras la capacidad de 
este gobierno de gestionar las demandas apremiantes que aún están 
pendientes. 

Esta nueva oleada de politización y movilización estudiantil en 
Centroamérica sin duda marca una tendencia que rompe con la vieja 


0) 


noción de “desafección” o “apatía” que pesaba sobre las juventudes. 


De hecho, es posible ver que un 


[planorama de experiencias de politización estudiantil que se des- 
pliegan en América Latina en la actualidad nos muestra que se trata 
de organizaciones que producen movilizaciones que expresan posi- 
bilidades políticas de establecimiento de relaciones intergeneracio- 
nales, a la vez que tienden puentes entre las movilizaciones de los 
jóvenes y las de otros movimientos y expresiones sociales colectivas 
más O menos organizadas. Así, vemos cómo estas movilizaciones su- 
peran ampliamente los límites sectoriales (y aun los generacionales) 
para convertirse en procesos que dinamizan diversas luchas sociales 
más amplias y expresan impugnaciones al sistema dominante que 


exceden las cuestiones educativas. (Vommaro, 2013, p. 4). 
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En esta realidad se enmarca el desarrollo que han tenido los mo- 
vimientos estudiantiles en sus formas de organización, identida- 
des colectivas y sus prácticas políticas. Asimismo, lo que resulta un 
denominador común entre todas las experiencias estudiantiles en 
América Latina y en Centroamérica es que finalmente las agendas 
sociales terminan excediendo de manera decisiva a las sectoriales. Y 
por lo tanto, es lo que determina en buena medida la amplitud de 
las agendas y demandas de los movimientos estudiantiles, así como 
la manera en la que responden en contextos altamente represivos. 


El enfoque sociocultural para entender la movilización 
y la protesta social 


El papel de las emociones en la comprensión de la movilización y 
la protesta social está adquiriendo una relevancia mayor. Las emo- 
ciones juegan un papel central también en la construcción, el desa- 
rrollo, el éxito y el fracaso de los movimientos sociales. Por lo que es 
importante profundizar sobre las emociones morales (Jasper, 2018), 
que son consideradas elementos movilizadores y catalizadores de la 
movilización y la protesta social. 

Las emociones morales representan un eje transversal desde 
el cual se puede analizar el desarrollo de esos principios morales, 
que apuntan a “transformar nuestras responsabilidades morales, en 
cuanto intentan ayudar a sus participantes a articular nuevas visiones 
morales basadas en nuevas formas de sentir-pensar” (Poma y Gra- 
vante, 2022, p. 23). 

El tema de las emociones morales es algo que ha desarrollado con 
amplitud James Jasper en los últimos veinte años. Este autor presen- 
tó una “tipología básica de sentimientos basada en la duración y la 
forma cómo se sienten” (Jasper, 2012, p. 48). En dicha tipología, Jas- 
per divide las emociones en varias categorías: impulsos, emociones 
reflejo, estados de ánimo, vínculos afectivos y emociones morales. 
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Cada una se diferencia de la otra en términos cognitivos y en su 
duración, en donde se pueden identificar a las emociones morales 
como las que tienen un desarrollo más lento pero un alcance más 
importante. El surgimiento de esta tipología de emociones sin dudas 
permitió analizar el papel de las emociones en la protesta social y en 
los procesos constitutivos de los movimientos sociales. 


Tabla 1. Tipología de emociones de Jasper (2018) 


Emociones Definición 


Se definen como respuestas automáticas a eventos e 
informaciones que surgen inesperadamente: miedo, rabia, 
disgusto, sorpresa, alegría, conmoción. 


Emociones reflejo (Reflex 
emotions) 


Estas son las necesidades corporales que desplazan otros 
Necesidades (Urges) sentimientos y atención hasta que se satisfacen: hambre, 
agotamiento, dolor físico, necesidad de orinar o defecar, etc. 


Son sentimientos energizantes o desenergizantes que persisten 
a lo largo de los contextos y que pueden ser modificados por 
emociones reflejo durante las interacciones. 


Estados de ánimo 
(Moods) 


Sentimientos relativamente estables, positivos o negativos hacia 
otras personas o cosas, pueden ser el amor, odio, el agrado o 
desagrado, la confianza, desconfianza, el desprecio o el respeto. 


Compromisos afectivos 
(Affective commitments) 


Son los sentimientos de aprobación o desaprobación de nosotros 
Emociones morales mismos o de nuestras acciones, basados en intuiciones o 

(Moral emotions) principios morales como la vergúenza, culpa, orgullo, indignación, 
ultraje y la compasión. 


Fuente: Elaboración propia con base en Poma y Gravante (2017) y Jasper (2018). 


Considerar la dimensión emocional de los movimientos sociales per- 
mite también considerar procesos emocionales-cognitivos que nos 
pueden explicar los procesos de movilización, así como es el moral 
shock, la elaboración de la amenaza, el marco de injusticia o la bús- 
queda de los culpables. La rebelión de abril de 2018 en Nicaragua 
representó un shock moral significativo a nivel social en el país, el 
cual ha tenido consecuencias profundas, que se manifiestan en pola- 
rización política, rupturas generacionales, represión estatal desmedi- 
da, asesinatos, exilio, crisis económica y el surgimiento de un nuevo 
movimiento estudiantil en el país. Por otra parte, el compartir dentro 
de los movimientos estas emociones morales y subversivas hacia los 
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adversarios puede influir en su identidad colectiva y en las decisiones 
estratégicas que desarrollan. 

En esta línea, hay autoras como Flam (2005) que abordan el 
tema del trabajo emocional como parte de la acción política que 
puede crear una cultura emocional antihegemónica. Especialmente 
en la relevancia de ciertas emociones. Dentro de la categorización 
que hace la autora, se encuentran las llamadas contraemociones sub- 
versivas (subversive counter-emotions) que se pueden identificar en 
el odio, el desprecio, la rabia y la esperanza que los movimientos so- 
ciales van construyendo y dirigiendo hacia los oponentes. Asimismo, 
hay emociones que fortalecen los vínculos sociales y las relaciones de 
dominación (cementing emotions), como la lealtad, el amor y la grati- 
tud (Poma, y Gravante, 2017). Por otro lado, las emociones también 
han servido para mantener cohesionado a los movimientos sociales 
y para desafiar el orden existente en la sociedad. 

Las emociones también se caracterizan por el potencial moviliza- 
dor que contienen, pero autores como Jasper (2014) y Flam (2005) 
también señalan, por ejemplo, el cinismo y la resignación por su ca- 
pacidad desmovilizadora. Por otro lado, emociones como el ultraje o 
la rabia, que además son emociones sancionadoras (sanctioning emo- 
tion), pueden movilizar. En esta línea, estos autores también señalan 
cómo la rabia es una emoción central en el ámbito de la protesta y 
de los movimientos sociales, aunque, como afirma Jasper, “tenemos 
que conocer mucho más acerca de las varias formas que la rabia pue- 
de tener” (014, p. 212). 

Igualmente podemos decir del papel del marco de injusticia —in- 
justice frame— (Gamson, 1992) por parte de los jóvenes universitarios 
en la emergencia de la identidad colectiva del movimiento. El moral 
shock es un momento de ruptura en la cotidianeidad de las personas 
que tendrán que reaccionar a los cambios y amenazas percibidas, ele- 
mentos que posteriormente los pueden inducir a involucrarse en el 
movimiento a pesar de su falta de experiencia política Jasper, 1997). 
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El shock moral es una manera en que los activistas fomentan el 
reclutamiento y el crecimiento del movimiento, ya que, como señala 
Jasper (1997), estos eventos de ruptura emocional les sugieren a las 
personas que el mundo no es lo que pensaban, y la molestia o des- 
contento que puede llegar a ser visceral los conduce muchas veces a 
la acción política. Por otra parte, el shock moral “tiene la capacidad de 
producir en las personas un proceso de reelaboración de la realidad” 
(Poma y Gravante, 2077, p. 43). En este sentido, tal parece que, en el 
caso nicaragúense, las imágenes y videos que circularon en las redes 
sociales de la represión gubernamental desmedida pudo haber sido 
un catalizador importante de la movilización y la protesta. 

Es importante mencionar que el shock moral dependerá de la cul- 
tura, en la medida en que las emociones son también construcciones 
culturales y de los momentos históricos, ya que, según la época de 
la que se esté hablando, el ser humano es más o menos propenso a 
aceptar o no su condición y a defender derechos adquiridos, por lo 
que el shock moral dependerá de las expectativas del sujeto (Poma y 
Gravante, 2017). 

Y aunque, como dice Jasper (1997), el enfoque cultural tiende a 
resaltar el trabajo retórico y performativo que realizan los organiza- 
dores para erigir sensibilidades y generar shocks morales que con- 
ducen a las personas a la participación, en otras ocasiones, es tal la 
potencia del evento que el trabajo de los activistas se reduce a la ges- 
tión y fortalecimiento de los vínculos afectivos y morales derivados 
del shock. 

El evento de shock moral sin dudas condiciona la orientación y la 
profundidad de los cambios en la identidad colectiva del movimien- 
to, así como también en las rupturas y continuidades alrededor de 
sus prácticas políticas. Y por supuesto, en un nivel biográfico, se pue- 
den vislumbrar los impactos de este evento en los activistas, lo que 
puede dar cuenta de cambios en las convicciones, en las creencias y 
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en las emociones que los participantes experimentan en la dinámica 
de la protesta (Poma y Gravante, 2019). 

En este sentido, el enfoque sociocultural de las emociones bus- 
ca abordar desde una perspectiva más profunda el desarrollo de la 
protesta social. Esto motivado por la necesidad de responder el por 
qué los individuos se organizan, se movilizan, se posicionan y le dan 
sentido a los desafíos que les presenta el sistema cultural en el que 
interactúan. 

Las emociones sin duda juegan un papel central también en la 
construcción, el desarrollo, el éxito y el fracaso de los movimientos 
sociales. Por lo que profundizar sobre las emociones morales (Jasper, 
2018) como elementos movilizadores para el caso del movimiento 
estudiantil nicaragúense permite explorar en buena medida los ele- 
mentos constitutivos de este movimiento, así como la forma en la 
que desafían al orden político establecido. Es decir, los sujetos que 
dan vida a estas luchas utilizan las emociones como una herramienta 
política para crear, entre otras cosas, empatía y solidaridad de la so- 
ciedad con sus demandas. 


El potencial movilizador de las emociones en la rebelión 
estudiantil de abril de 2018 en Nicaragua 


Una vez que el FSLN regresó al gobierno en el año 2007, lo hizo bajo 
un contexto totalmente diferente al de los años ochenta. En esta 
ocasión, regresaba al poder en minoría, al hacerlo con un 38 % de los 
votos y además bajo un frágil sistema político de democracia liberal, 
que no tardaría mucho tiempo en sucumbir bajo las pretensiones 
autoritarias de Daniel Ortega y su esposa, Rosario Murillo. 

Sin embargo, este proceso tomaría al menos una década en con- 
solidarse y mientras tanto el nuevo gobierno sandinista se encontró 
con un respaldo económico importante de parte de Venezuela, a tra- 
vés de créditos petroleros. Casi durante una década representó en 
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algunos casos el equivalente al 30 % del Presupuesto General de la 
República y en otros casi el 50 %. Sin embargo, el esquema de coope- 
ración con Venezuela nunca fue ratificado por la Asamblea Nacional 
y tampoco ingresó en las cuentas nacionales como legalmente debe- 
ría hacerse (Silva, 2020). 

En este sentido, es importante mencionar que las donaciones y 
préstamos venezolanos se canalizaron a través de Alba Petróleos de 
Nicaragua, una empresa mixta venezolana y nicaragúense, lo que de- 
rivó en que 


[e]stos recursos financiaron toda una gama de iniciativas públicas 
incluyendo el subsidio al transporte urbano, las transferencias de 
insumos agrícolas y microcréditos, la construcción y reparación de 
viviendas, y un estímulo salarial mensual para los trabajadores gu- 


bernamentales con bajos salarios (Spalding, 2017, p. 171). 


En el ámbito universitario (Pirker, 2019), se aumentó de manera 
considerable la matrícula en las universidades. En el año 2007, en las 
universidades agrupadas en el Consejo Nacional de Universidades 
(CNU), la matrícula era de 79 mil estudiantes, mientras que en el 
año 2016 era de 120.305 estudiantes. Este aumento en la matrícula 
universitaria terminó beneficiando a jóvenes de clases bajas y me- 
dias del país. Por lo que establecer vínculos entre esa desconfianza 
creciente en el gobierno, en las instituciones del Estado y las nuevas 
demandas de los sectores juveniles explica al menos el protagonismo 
que estos últimos tuvieron durante la rebelión de abril de 2018. 

Para el año 2017, en las encuestas anuales que realizaba la Cor- 
poración Latinobarómetro, se reflejaba una tendencia importante 
respecto a la confianza de la población en el gobierno y en otras ins- 
tituciones del Estado. Una situación que explica en buena medida el 
apoyo mayoritario que tuvo la rebelión de abril de 2018. 
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Gráfico 1. Indicadores Latinobarómetro 2017 
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Fuente: elaboración propia con base en datos de Corporación Latinobarómetro (2017). 


En este sentido, algunas de las estrategias de la organización corpo- 
rativa UNEN para imponer sus decisiones y expulsar otras opciones 
ideológicas del espacio universitario incluían formas de acción di- 
recta como la toma de instalaciones universitarias para obtener un 
mayor número de becas de las autoridades o protestar en contra de 
la presencia de personalidades identificadas con la oposición (Pirker, 
2019). Estas situaciones reflejan la capacidad de gestión y de inciden- 
cia que tenía esta organización al interior de las universidades, algo 
que no necesariamente implicaba que la mayor parte del estudianta- 
do universitario se encontrara afiliado a la misma. 

El modelo de gestión del poder que el FSLN había venido ejer- 
ciendo en el país se encontraba en los inicios del año 2018 en una de 
sus mayores crisis. El agotamiento de ese modelo tuvo su expresión 
máxima con la caída abrupta de la cooperación venezolana producto 
de la crisis sociopolítica en ese país, lo que dejó al gobierno del FSLN 
sin mucho margen de maniobra para la continuidad de los proyectos 
sociales, que hasta ese momento se sostenían con esos recursos. 

El mantenimiento de esos programas sociales se veía cada vez 
más comprometido, por lo que era previsible que en algún momen- 
to se tomaran políticas de ajuste, debido a la carga presupuestaria 
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que implicaban estos programas. El 18 de abril de 2018 iniciaron 
en Nicaragua protestas a raíz de la aprobación de una reforma a la 
seguridad social (González, 2021), que fue aprobada por el gobierno 
de manera unilateral y que reducía las pensiones y aumentaba las 
semanas de cotización para la jubilación. Esta reforma fue contes- 
tada desde grupos autoconvocados de jóvenes de las universidades 
públicas y privadas del país, siendo los estudiantes de la Universidad 
Centroamericana los primeros en manifestarse. 

Es importante mencionar que la ruptura del modelo de consenso 
tripartito que mantenía el gobierno con el gran capital y los sindica- 
tos podía verse comprometido por la disponibilidad de recursos del 
gobierno. De la misma manera que también era un consenso elitista 
el que se había construido, donde amplios sectores sociales se man- 
tenían excluidos. Por otro lado, la crisis político-económica en la que 
se sumergió Venezuela, producto del enfrentamiento e intervención 
de los EE.UU., la UE y sus aliados, implicó para Nicaragua una dismi- 
nución significativa de la cooperación y el crédito petrolero del que 
había gozado en la última década. 

Ahora, si bien la crisis en el Instituto Nicaragúense de Seguridad 
Social empezó desde hace más de veinte años, el gobierno de Daniel 
Ortega estuvo posponiendo una reforma integral de la seguridad so- 
cial, además de profundizar el uso discrecional de sus recursos para 
inversiones poco fiscalizadas. La respuesta gubernamental a las pro- 
testas siguió el patrón que se había utilizado desde el inicio del go- 
bierno del FSLN en el 2007, cuando estas se salían de sus esquemas 
de control. 

Es decir, las protestas eran respondidas principalmente con el uso 
de fuerzas de choque afines al partido de gobierno, que terminaban 
por disolver las manifestaciones de manera violenta y con el amparo 
de las fuerzas de seguridad. Sin embargo, lo que sucedió el 18 y 19 
de abril en las principales ciudades rebasó los esquemas de represión 
tradicionales, ya que hubo excesos durante los intentos de aplacar 
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las manifestaciones de descontento con las medidas que se estaban 
proponiendo en la reforma a la seguridad social. 

Las protestas se extendieron rápidamente a lo largo y ancho del 
país, las principales universidades públicas y privadas se mantuvieron 
tomadas por los estudiantes y otros sectores sociales y políticos se 
sumaron a las expresiones de protestas, asumiendo cada vez más una 
agenda amplia de demandas. Si bien el decreto sobre la seguridad 
social fue finalmente derogado, ya para ese momento había dece- 
nas de muertos, heridos y encarcelados, lo que determinó en buena 
parte la evolución de las exigencias de los manifestantes, ya girando 
sobre todo alrededor de la justicia, el cese de la represión estatal y la 
impugnación de la legitimidad del gobierno. 

La participación del movimiento estudiantil fue clave en el cre- 
cimiento de las manifestaciones de protestas. Se mantuvo como el 
eje articulador y convocante de la agenda de oposición al gobierno y, 
por lo tanto, también se convirtió en el objetivo principal del gobier- 
no del FSLN y de las fuerzas de seguridad. 

En este sentido, luego de casi tres meses de protestas constantes 
y de la paralización económica del país, la fase de estallido social se 
fue apagando, principalmente por la puesta en marcha de la llama- 
da “Operación Limpieza” por parte del gobierno (Moncada, 2021), 
haciendo un paralelismo interesante con la operación del mismo 
nombre llevada a cabo por el Gobierno de Somoza en contra de la 
guerrilla urbana del FSLN en 1978. En esa operación, participó no 
solamente la Policía Nacional, sino un número importante de fuer- 
zas paramilitares ligadas al partido de gobierno, que tuvieron como 
objetivo el desalojo de los tranques en todo el país y la recuperación 
total del espacio público. 

A pesar de ese contexto altamente represivo, ha habido acerca- 
mientos entre la oposición organizada y el gobierno, en donde el 
movimiento estudiantil ha tenido un papel protagónico. Ese vínculo 
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se ha dado a partir de dos intentos de diálogo y negociación, los cua- 
les han fracasado en sus propósitos centrales. 

En el primero, fue mediador la Conferencia Episcopal de Nicara- 
gua, un actor que el FSLN ha considerado que no es neutral, debido 
a su postura a favor de las manifestaciones. El segundo intento de 
negociación buscó ser más discreto entre representantes oficiales y 
los principales sectores de oposición. En estos acercamientos, el go- 
bierno planteó su postura de que en el país se estaba gestando un 
golpe de Estado o una ruptura del orden constitucional al pedir la 
oposición un adelanto de elecciones y las renuncias anticipadas de 
Daniel Ortega y Rosario Murillo. En dicho encuentro, también se 
presentaron propuestas de reformas políticas y económicas que no 
alcanzaron consenso en la mesa. 

Sin embargo, a pesar de la continuación de la crisis sociopolítica 
y sus consecuencias, hoy en día es evidente que en el país durante 
los días más álgidos de la rebelión y de las movilizaciones se come- 
tieron violaciones graves a los derechos humanos por parte del Esta- 
do. La Oficina de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos 
de la ONU (ACNUDH), la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) y un Grupo Interdisciplinario de Expertos Inde- 
pendientes se han dedicado a documentar (Alta Comisionada de 
los Derechos Humanos, 2019; Grupo Interdisciplinario de Expertos 
Independientes, 2018) in situ las violaciones de derechos humanos, 
ejecuciones extrajudiciales, arrestos arbitrarios, entre otros sucesos. 
Se contabilizan más de trescientos muertos en el año 2018 durante 
lo álgido de las protestas, que han sido documentados tanto por la 
CIDH como la ACNUDH. 

Y es en ese contexto de violencia política desbordada que tam- 
bién se han ido constituyendo las expresiones organizadas del nue- 
vo movimiento estudiantil nicaragiense. En estos años han surgido 
diversas organizaciones, que siguen en activo hasta la fecha, como 
Alianza Universitaria Nicaragúense, Movimiento Estudiantil 19 de 
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abril, Alianza de Jóvenes y Estudiantes Nicaragilenses y Unidad Ju- 
venil y Estudiantil. Algunas de estas organizaciones tienen presencia 
a nivel nacional y en algunas sus miembros provienen de distintas 
universidades públicas y privadas del país. 

La conformación de estas organizaciones va a estar atravesada 
por múltiples identidades, que convergen especialmente en el espa- 
cio universitario, pero también fuera de él. Asimismo, van forjando 
sus prácticas en el dinamismo mismo de la protesta, por lo que las 
demandas y la resonancia de estas en la sociedad resulta también 
cambiante, puesto que responde también a flujos y reflujos propias 
de la movilización en ambientes tan volátiles y violentos. 

Es importante mencionar que hasta la fecha estas organizaciones 
continúan existiendo desde la clandestinidad y el exilio. La mayoría 
de sus líderes fueron encarcelados durante las redadas de media- 
dos del año 2021 y pasaron en prisión casi dos años (DW, 2021). 
De hecho, la mayor parte de los presos políticos nicaragiienses han 
sido liberados en febrero de 2023, desterrados a Estados Unidos y 
despojados de su nacionalidad nicaragúense (Yuhas, 2023), lo que 
representa otro avance en la estrategia de consolidación autoritaria 
del gobierno de Ortega y Murillo en Nicaragua. 

En este contexto es que resulta importante establecer la impor- 
tancia del enfoque sociocultural para entender el surgimiento de 
este nuevo movimiento estudiantil en Nicaragua. En buena medida, 
es posible identificar que desde el 18 de abril de 2018 muchos de los 
participantes en las protestas, principalmente jóvenes universitarios, 
estuvieron impulsados a la acción política a partir de esos sentimien- 
tos de aprobación y desaprobación frente a la respuesta guberna- 
mental, algo propio de lo que se ha denominado emociones morales. 

En las entrevistas que dieron muchos de los jóvenes universita- 
rios que se encontraban atrincherados en las principales universida- 
des de Managua, se constatan en buena medida las razones que los 
llevaron a participar en las protestas. Es el caso de Suri, estudiante de 
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la Universidad Politécnica de Nicaragua (UPOLI), que en esos días 
expresaba: “Yo decidí venir acá porque no soporté que nos siguieran 
matando a los nuestros, pensé que tenía que hacer algo” (Caparrós, 
2018). Igual es el caso de Lesther Alemán, uno de los líderes estu- 
diantiles que increpó a Daniel Ortega en el primer Diálogo Nacional 
llevado a cabo en mayo de 2018 (El Universo, 2018). En una entrevis- 
ta se refería a su papel como joven en las protestas y en la posibilidad 
de morir en medio de la represión: “Es una de mis frases: quien ama 
a su patria está dispuesto a entregarse en una cruz. El sufrimiento, el 
dolor son necesarios si amas a tu pueblo” (Caparrós, 2018). 

En esos días, también fue tomada por los estudiantes la Universi- 
dad Nacional Autónoma de Nicaragua (UNAN) en Managua, la más 
grande del país. En ese recinto, también había jóvenes que expresa- 
ban lo que les motivaba a estar ahí, como el caso de Melisa y Erasmo: 
“Dicen que el valor no es la ausencia de miedo sino el miedo mis- 
mo junto a la voluntad de seguir. Entonces nosotros teníamos sobre 
todo esa rabia de ver que mataban a nuestros compañeros” (Capa- 
rrós, 2018). El mismo escenario se repite en muchos espacios que 
ocuparon los estudiantes que protestaban, incluso algunos pertene- 
cientes a escuelas secundarias, cuyos testimonios fueron recogidos, 
como en el caso de Charlotte, de 16 años, una estudiante de segundo 
año de secundaria a la que no le gustaba meterse en política. Fue 
después de ver las imágenes de los grupos paraestatales, disparando 
contra los opositores al gobierno a finales de abril de 2018, que ella 
decidió salir a las calles a protestar: “Yo quiero justicia para todos los 
caídos (muertos)”, decía en aquellos días (Navarrete, 2018). 

Sin duda, ciertas emociones, como la indignación o la rabia, se 
han identificado como emociones movilizadoras (mobilizing emo- 
tions), las emociones del trauma pueden paralizar, si no son sobre- 
llevadas por los sujetos (Gravante y Poma, 2018). En este caso, la 
gestión colectiva de dichas emociones morales es lo que hace que 
los sujetos puedan sobreponerse y fortalecer la identidad colectiva. 
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El caso del nuevo movimiento estudiantil evidencia cómo es posible 
entender la acción política y contenciosa desde un enfoque menos 
rígido y más cercano a los sujetos. 


Conclusiones 


El estudio de los movimientos estudiantiles se ha hecho desde dis- 
tintos enfoques teóricos y metodológicos. En general, se han con- 
siderado como una expresión más de lo que hoy se conoce como 
movimientos sociales. De la misma manera, en el uso de la categoría 
movimiento estudiantil también es posible observar una tendencia a 
la homogeneización de estos actores y a una visión estructuralista de 
su rol en la arena política. 

Sin embargo, plantear la inclusión de nuevos enfoques para ana- 
lizar a los movimientos estudiantiles permitirá establecer nuevos 
puntos de partida para futuras investigaciones, que puedan ser más 
interdisciplinarios y que vean con mayor interés el impacto social y 
cultural que pueden tener estos actores. Y especialmente, es funda- 
mental no asumir estos fenómenos como casos excepcionales o que 
se presentan de la misma manera a lo largo del tiempo. Esto permi- 
tirá entender las particularidades de cada experiencia, pero también 
para lograr mayores grados de abstracción en estudios comparativos 
o más generales. 

Sin duda, el potencial movilizador de las emociones es un punto 
de partida para acercarse a los estudios de los movimientos estu- 
diantiles desde una perspectiva microsociológica. Pero también para 
poner el interés investigativo en los sujetos que se organizan, en las 
identidades colectivas, en las prácticas políticas y, en última instancia, 
en los impactos biográficos que los procesos de movilización y pro- 
testa generan en la vida de los participantes. 
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La Glorieta de las Mujeres 
que Luchan y la disputa por la 
memoria del tiempo presente 


GABRIELA DELGADILLO GUEVARA 


Y ahí estaba yo frente a Medusa, 

comprendiendo que en la marcha también alzó su voz, 
y como parte del monumento también contó su historia, 
la historia de Medusa es también 


la historia de las mujeres violentadas 


Esperanza Durán 


La estrategia de combate al narcotráfico en México a partir del 2006 
y los efectos sociales y económicos del conflicto interno armado' han 
incidido en el incremento de la violencia y en su escalada hacia formas 
aterradoras. Las cifras desde el 2007 dan cuenta del viraje que conduce 
a la crisis de violencia actual, la cual conlleva el aumento de las desapa- 
riciones, los homicidios, los casos de tortura, los secuestros, las masacres 


1 Se opta por la definición que propone Schedler (2018), quien argumenta la exis- 
tencia de un conflicto bélico inespecífico en el que no hay claramente dos bandos 
rivales, pero sí una sociedad civil vulnerable a la violencia generada por este conflicto. 
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y la ocurrencia de múltiples atrocidades,? así como los incuantificables 
daños psicosociales en familias y comunidades. 

La contraparte de este desastre humanitario es el surgimiento de 
cientos de organizaciones y colectivos conformados por familiares 
de víctimas de la violencia. Distintos organismos de la sociedad civil, 
académicos, artistas, activistas, investigadores, promotores culturales, 
periodistas y ciudadanos brindan apoyo de distinta índole para res- 
paldar sus esfuerzos. En conjunto, conforman comunidades emocio- 
nales (Myriam Jimeno, 2010) que son las que, en todo el país, hacen 
frente a los estragos psicosociales que deja la violencia. 

Silvia Karl (2014) señala que los procesos de organización colec- 
tiva de los familiares de desaparecidos se convierten en prácticas de 
rehumanización de cara a la falta de reconocimiento de los agentes 
estatales que tienden a la deshumanización. La postura reacia por 
parte del Estado para aceptar su responsabilidad frente a la violencia, 
para reconocer a sus víctimas e impartir justicia, es la que prevalece 
no solo cuando se trata de las desapariciones, la respuesta estatal 
es deshumanizadora en todos los casos. Se puede afirmar, enton- 
ces, que el conjunto de prácticas de las comunidades emocionales en 
México —que nombran y rememoran a las y los desaparecidos, pero 
también a las víctimas de feminicidio, a las y los periodistas, defen- 
sores de los derechos humanos y del medioambiente asesinados y, 
en general, a las víctimas de la violencia de la que por comisión y 


2 La organización Ciudadanos por una Causa en Común A. C. registra las atrocidades 
que se publican en los medios de comunicación. Considera como atrocidad “el uso 
intencional de la fuerza física para causar muerte, laceración o maltrato extremo; 
para causar la muerte de un alto número de personas; para causar la muerte de 
personas vulnerables o de interés político, y/o para provocar terror” (Ciudadanos por 
una Causa en Común, 2022). Muchos de los casos considerados como atrocidades 
se incluyen en las estadísticas oficiales bajo otras clasificaciones, sin embargo, esta de- 
nominación es relevante porque muestra algo que no se refleja en, por ejemplo, las 
cifras de homicidios, esto es, la dimensión de la crueldad y el horror que ha acompa- 
ñado la crisis de violencia en México. En 2022, hasta el 31 de agosto, la organización 
registró 4.134 atrocidades que dejaron al menos 7.118 víctimas. 
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omisión es responsable el Estado— son, de la misma manera, prácti- 
cas de rehumanización que generan “narrativas del sentido” que son 
“aquellas que dicen sobre la pérdida pero en aras de una posible y 
deseada reconstrucción” (Gabriel Gatti, 2011). 

Los antimonumentos en México son parte de estos procesos re- 
parativos y de resarcimiento simbólico. Como se expondrá en ade- 
lante, la experiencia colectiva en torno a la Glorieta de las Mujeres 
que Luchan (GML) da cuenta de las posibilidades reparativas de los 
lugares de memoria en México y de las formas en las que los antimo- 
numentos han territorializado en el espacio público una memoria 
politizada. 


La oleada iconoclasta y la marea del antimonumentalismo 
feminista 


La estatua de Cristóbal Colón es retirada de su pedestal en la Ciudad 
de México, antes de ser derribada por manifestantes en la conmemo- 
ración del “Día de la raza”, por esta razón: la exclusión de la historia 
sangrienta de la conquista; asimismo, la sustitución autogestiva de la 
estatua por la Antimonumenta “Justicia” en el año 2021 responde a 
la exclusión y al olvido premeditado al que se refiere Hervás.* 

En el último lustro, los monumentos han sido “tomados” para 
ser reapropiados, intervenidos o destruidos. Esta expresión, que se ha 
descrito como una “oleada iconoclasta”, comienza en Chile y ocurre 
a la par del estallido social de finales de 2019. El estallido se da el 18 
de octubre y, en medio de las protestas, el 29 de octubre manifestan- 
tes derrumban en Temuco la estatua del conquistador español Pedro 
de Valdivia y la del militar Dagoberto Godoy, cuya cabeza quedó 


3 Este suceso es revisado con detenimiento más adelante. Véase el apartado “El pedes- 
tal vacío de Colón o crónica de una toma feminista inminente”. 


La Glorieta de las Mujeres que Luchan y la disputa por la memoria del tiempo presente 321 


en las manos de la estatua del toqui mapuche Caupolicán.* Días 
más tarde, la estatua de Cristóbal Colón es derribada en la ciudad 
de Arica, lo mismo que la estatua del español Francisco de Aguirre 
en la ciudad de La Serena (Huenchumil y Mundaca, 8 de noviembre 
de 2019). Así cayeron muchas estatuas más, la mayoría de figuras 
emblemáticas relacionadas con la conquista y el colonialismo. De 
acuerdo con el Consejo de Monumentos Nacionales de Chile, entre 
diciembre de 2019 y febrero de 2020 se dañaron más de cuatrocien- 
tos monumentos públicos (Gómez, 16 de octubre de 2022). 

Antes de que en Chile ocurriera este sintomático ataque social a 
los monumentos, en México acaeció una experiencia que compartía, 
por otras razones, el mismo rasgo furioso. El caso de la menor de 
edad que denunció a cuatro policías que la violaron en la Alcaldía 
de Azcapotzalco de la Ciudad de México fue el detonador de la his- 
tórica marcha feminista del 16 de agosto de 2019. Con los hashtags 
*NoMeCuidanMeViolan y +ExigirJusticiaNoEsProvocación* se con- 
voca a protestas a nivel nacional.* En el marco de las manifestacio- 
nes en la Ciudad de México, decenas de mujeres se congregan en la 
Victoria Alada, más conocida como el Ángel de la Independencia,” 


4 El Toqui Caupolicán fue un protagonista insigne de la lucha mapuche contra los 
españoles en la guerra de Arauco. 

5 El 12 de agosto se realiza la primera manifestación para exigir castigo para los cua- 
tro policías señalados por la joven como sus atacantes. Durante la jornada de pro- 
testa, en la concentración frente a las instalaciones de la Secretaría de Seguridad 
Ciudadana, las mujeres manifestantes arrojaron diamantina de color rosa a Jesús 
Orta, secretario de Seguridad Pública de la Ciudad de México, rompieron cristales 
de edificios públicos y realizaron pintas. Estos actos fueron señalados por la jefa de 
gobierno Claudia Sheinbaum como una provocación (Fuentes, 2019). 

6 Miles de mujeres responden a la convocatoria y salen a marchar en estados 
como Aguascalientes, Chiapas Coahuila, Michoacán, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, 
Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, Veracruz, Yucatán. 

7 Es sugerente que uno de los pocos monumentos que representa figuras femeni- 
nas en la Ciudad de México haya cambiado su denominación en el habla común 
a una referencia masculina. Mónica Cejas hace un análisis del Monumento a la 
Independencia y concluye que se trata de un monumento “falocéntrico” en el que, 
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y grafitean el basamento del monumento con consignas, frases de 
protesta y demandas. “México feminicida”, “Amigas, se va a caer”, “La 
patria mata”, “La policía nos viola”, “Violicía”, “Queremos justicia, no 
venganza”, “Nunca más tendrán la comodidad de nuestro silencio” 
fueron algunas de las pintas que quedaron plasmadas sobre la Co- 
lumna del Ángel (Lozano, 20 de agosto de 2020). La respuesta po- 
lítica y social a la intervención feminista abre una discusión pública 
alrededor de la importancia y el valor de los monumentos, sobre su 
inamovilidad e intocabilidad, su vigencia y sus omisiones. 

A la postre, Restauradoras con Glitter, colectivo formado tras los 
sucesos del 16 de agosto, hace pública una carta en la que pide no 
borrar las pintas en el Ángel y expresa el cuestionamiento, compar- 
tido por mujeres y colectivos feministas, hacia el repudio de auto- 
ridades y medios de comunicación a las formas de protesta de las 
mujeres, repudio que contrastaba con la reacción hacia la creciente 
violencia de género en el país: 


El patrimonio cultural puede ser restaurado, sin embargo, las muje- 
res violentadas, abusadas sexualmente y torturadas nunca volverán a 
ser las mismas; las desaparecidas seguirán siendo esperadas por sus 
dolientes y las asesinadas jamás regresarán a casa. Las vidas perdidas 


no pueden restaurarse, el tejido social sí. 


Con este texto cierra la carta de Restauradoras con Glitter, que es 
dirigida al presidente Andrés Manuel López Obrador y a la jefa de 
gobierno, Claudia Sheinbaum, en la que el colectivo expresa su posi- 
cionamiento y solicita que las pintas realizadas por mujeres sobre la 
Columna de la Independencia se mantengan para su documentación 


entre otras cosas, se menciona apenas a tres heroínas en un listado de veinticuatro 
insurgentes inscrito en el basamento. Para Cejas, es un monumento patriarcal recu- 
bierto de una apariencia femenina estereotipada (Vargas, 2021, p. 51). A este rasgo 
patriarcal se suma otro: su masculinización en el habla cotidiana. 
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minuciosa “por su alta relevancia social, histórica y simbólica” y “con 
el objetivo de enfatizar y mantener viva la memoria colectiva sobre 
este acontecimiento y sus causas, así como promover una toma de 
consciencia para plantear y gestionar soluciones al problema de fon- 
do” (Restauradoras con Glitter, 21 de agosto de 2019). 

En octubre de 2019 es cuando comienza la oleada iconoclasta en 
Chile, y esta práctica social de protesta —el ataque a las estatua-s se 
extiende desde Estado Unidos a partir de mayo de 2020. El contexto 
en el que esto ocurre es el torrente de manifestaciones antirracistas y 
anticoloniales que se dan como respuesta al asesinato del afroameri- 
cano George Floyd a manos de la policía el 25 de mayo de 2020, en 
la ciudad de Mineápolis. El homicidio de Floyd deja al descubierto la 
brutalidad policial y los actos de racismo hacia los afroamericanos en 
Estados Unidos, y desata el movimiento de protestas denominado 
Black Lives Matter que se caracterizó por usar el derribo de estatuas 
como una de sus formas de protesta. La oleada iconoclasta propaga 
y refuerza las tendencias antimonumentales, especialmente en Amé- 
rica,* pero también tiene expresión en otras partes del mundo como 
Bélgica y Reino Unido (BBC, 2020). 

La necesidad de manifestar en el espacio público la indignación 
frente a la violencia de género y su normalización liga la intervención 
feminista de la Victoria Alada con la intervención de la estatua de 
Isabel la Católica en la Paz, Bolivia, por parte del colectivo feminista 
Mujeres Creando, o con la instalación de Milanka en el pedestal de la 
estatua derribada de Francisco de Aguirre en la ciudad de La Serena,? 


8 En Colombia, por ejemplo, el llamado Paro Nacional comienza con el derribo de 
una estatua. El 28 de abril de 2021, antes de que comience la manifestación masiva 
con la que se fecha el inicio de las movilizaciones, a las 7 de la mañana, los indígenas 
misak derriban la estatua del conquistador español Sebastián de Belalcázar en el mi- 
rador en Cali. Junto a esta, en el contexto de las movilizaciones, caen varias estatuas 
más. 

9  Milanka representa a la mujer del pueblo diaguita y tiene una simbología matriar- 
cal relacionada con la fuente de vida, con el orden del equilibrio, el cuidado de las 
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o con el mapeo de monumentos levantados para honrar hombres 
en contraste con los erigidos para reconocer a mujeres en Chile en 
la coyuntura del estallido social, o con las decenas de intervenciones 
realizadas por mujeres a estatuas y monumentos en distintas latitu- 
des en el contexto de manifestaciones feministas. 

Así también, esta urgencia de expresión a partir de una visión 
crítica del pasado que implica la denuncia de la violencia histórica 
hacia las mujeres está vinculada a la instalación de la Glorieta de 
las Mujeres que Luchan, una experiencia relevante en el marco de 
este antimonumentalismo protagonizado por mujeres, cuya vigencia 
obliga a una reflexión sobre las formas de la disputa por el espacio 
público y la memoria de las mujeres en México. 


Reforma, pasaje de memorias y contramemorias 
en México 


El lenguaje, el tiempo y el espacio son los marcos de la memoria 
(Halbwachs, 2004). A partir de estos encuadres, mediados por la ex- 
periencia de los agentes sociales, es posible la constitución y repro- 
ducción de la memoria colectiva. El espacio es el anclaje del proceso 
de rememoración, “el cimiento material y simbólico de los procesos 
constitutivos de la memoria” (Kuri, 2017, p. 16). En tanto ámbito 
común y lugar de heterogeneidad social, política y cultural, el es- 
pacio público es un soporte fundamental en la construcción de las 
memorias sociales; sus formas, su disposición material, topográfica, 
arquitectónica o paisajística, inciden en la construcción de memorias 
e identidades, de la misma forma en la que la experiencia social e 
histórica incide en el espacio y lo transforma. 


aguas, de los ríos y las semillas. Cuando es derribada la estatua de Francisco Aguirre, 
Milanka es confeccionada e instalada en el que fuera su pedestal por la agrupación 
Casa La Nuez (Huenchumil y Mundaca, 2019). 
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El espacio público es el lugar en el que se expresan representa- 
ciones del pasado. Agentes sociales y estatales despliegan en él una 
lucha política y simbólica en el acto de marcar la memoria y gra- 
bar visiones del pasado, desde los requerimientos del presente. Sin 
embargo, la disputa por el espacio público no se da en igualdad de 
condiciones. El Estado tiene la atribución soberana de consignar en 
el espacio público dispositivos conmemorativos: monumentos, es- 
tatuas, mausoleos, estelas, memoriales. Por medio del ejercicio de 
este poder de consignación, se instaura la memoria hegemónica, la 
cual se orienta a la legitimación y la preservación del poder (Ortiz y 
Robles, 2022). De aquí que los monumentos contengan la memoria 
identitaria de la nación; lo que al mismo tiempo significa, debido a 
su carácter selectivo —hay una memoria que reconocer y ensalzar—, 
el desconocimiento de otras memorias, su no enunciación y, por lo 
tanto, su borradura. Entendida así, la instauración de memoria por 
parte del Estado es al mismo tiempo la instauración de olvido; el 
monumento “realiza el mayor efecto del poder de la representación 
y de la celebración: condena al olvido, a la invisibilidad, a la no pre- 
sencia a aquellos o a aquello que no tiene el poder de representarse 
y ser representado” (Achugar, 2003, p. 206). Esta forma de ausencia 
premeditada de memorias equivale a la cancelación de su represen- 
tación y al silenciamiento de su enunciación. De aquí que se hable de 
contramemorias en oposición a la memoria oficial. 

En la Ciudad de México, encontramos un ejemplo paradigmático 
de cómo el espacio público se puede asimilar a un lienzo de memo- 
rias. El Paseo de la Reforma es la avenida emblemática de la Ciudad 
de México, reconocida por su valor histórico y memorístico. Refor- 
ma, como se le conoce coloquialmente, es un espacio de relevancia 
política y cultural: trayecto de manifestaciones que se dirigen hacia 
el Zócalo capitalino, lugar de congregación para mítines, espacio de 
protestas y de eventos culturales. 
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El Paseo fue trazado durante el reinado de Maximiliano (1863- 
1867) y nombrado originalmente como el Paseo del Emperador. 
Después del triunfo de los liberales en la Guerra de Reforma (1858- 
1861), es renombrado como Paseo de la Reforma, y es ahí cuando 
comienza su conformación como espacio simbólico de un proyecto 
nacional cuyos pilares serían la Independencia y la Reforma. Des- 
de entonces, los gobiernos liberales, el gobierno dictatorial de Por- 
firio Díaz, los gobiernos emanados de la Revolución Mexicana y los 
subsiguientes han dispuesto la avenida para ir trazando en él una 
visión hegemónica de la historia de México. En el Paseo se mezclan 
un “culto a lo europeo y el orgullo del pasado indígena” (Martínez, 
2005, p. 34); encontramos la Victoria Alada que simboliza la inde- 
pendencia de la sujeción de la corona española; está Cuauhtémoc, 
que se negó a entregar el tesoro a los invasores españoles; Benito 
Juárez, que encabeza el gobierno que puso fin al gobierno conser- 
vador y derrotó a un imperio extranjero; se encuentran las estatuas 
de militares, políticos e intelectuales liberales (Kuri, 2017; Martínez, 
2005; Ortiz y Robles, 2022). Hasta el año 2021, y desde 1877, allí se 
encontraba también la estatua de Cristóbal Colón,'” en medio de la 
glorieta que hasta entonces llevaba su nombre y la cual se convertiría 
en la Glorieta de las Mujeres que Luchan. 


Antimonumentos, marcas territoriales de una memoria 
politizada 


Los antimonumentos colocados en México a partir de 2015 son in- 
tervenciones de denuncia y reivindicación en el espacio urbano que 
comunican contramemorias, valiéndose de esculturas en forma de 


10 La estatua de Cristóbal Colón fue el primer monumento en ser colocado en Paseo 
de la Reforma, entonces Paseo del Emperador, en 1877. Fue donada a la Ciudad de 
México por el empresario y banquero mexicano Antonio Escandón, quien la encargó 
en 1873 al escultor francés Charles Cordier. 
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insignias o símbolos que funcionan como “vehículo de la memoria” 
Jelin, 2003). La narrativa memorial que materializan los antimonu- 
mentos contiene un reclamo de verdad, justicia y no repetición. 

La paulatina construcción de la “ruta de la memoria”, como se ha 
denominado al pasaje entre Paseo de la Reforma y el Centro Histó- 
rico en el que se han instalado antimonumentos, comienza con la 
colocación del Antimonumento +43 en abril de 2015 en el cruce de 
Reforma y Bucareli, dedicado a los 43 estudiantes desaparecidos de 
la normal de Ayotzinapa y a los miles de desaparecidos en México. 
Posteriormente, de 2017 a 2021 se han instalado nueve antimonu- 
mentos más en la ruta de la memoria." El último de ellos fue la Anti- 
monumenta “Justicia” en la glorieta que antes ocupara la estatua de 
Colón. A la fecha, el último espacio tomado, el 8 de mayo de 2022, 
fue la antes llamada Glorieta de la Palma, hoy día renombrada como 
Glorieta de las y los Desaparecidos. 


11 El 5 de junio de 2017 se instala el Antimonumento 49 ABC frente a las oficinas del 
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), después de ocho años del incendio de 
la guardería ABC en Sonora en el que 49 niños murieron y 70 más resultaron heri- 
dos, sin que a la fecha se hayan procesado responsables. El Antimonumento David 
y Miguel se coloca el 5 de enero de 2018, seis años después de que los jóvenes de 
20 años David Ramírez y Miguel Rivera fueran secuestrados. Posteriormente, siguió 
la instalación del Antimonumento +65 el 19 de febrero de 2018 frente a la Bolsa 
Mexicana de Valores, con el que se busca honrar la memoria de los 65 mineros que 
quedaron sepultados en el derrumbe de la mina Pasta de Conchos, en Nueva Rosita, 
Coahuila, y exigir justicia para ellos y sus familias. Durante el 50 aniversario de la ma- 
sacre del 2 de octubre, en 2018, se instala a un costado del Zócalo el Antimonumento 
1968. El siguiente año, el 8 de marzo, familiares de víctimas de feminicido erigen so- 
bre Avenida Juárez, frente al Palacio de Bellas Artes, la primera Antimonumenta en 
México para rememorar a las víctimas de feminicidio y exigir el cese de la violencia 
feminicida. A diez años de la masacre de 72 migrantes ocurrida el 22 de agosto de 
2010 en San Fernando Tamaulipas, se coloca el antimonumeto +72 frente a la em- 
bajada de Estados Unidos. El 10 de junio de 2021 se instala el Antimonumento por 
los cincuenta años de la Masacre del Jueves de Corpus, episodio conocido como “el 
halconazo” (Fundación Heinrich Bóll, 2021). Finalmente, en 2021 se instala, en la 
glorieta que antes ocupara la estatua de Colón, la Antimonumenta “Justicia”. 
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Además de los antimonumentos ubicados en el centro de la Ciu- 
dad de México, existen decenas de marcas de memoria que han sido 
erigidas por familiares, organizaciones de víctimas, colectivos y acti- 
vistas en la ciudad y en todo el país (Díaz y Ovalle, 2018). De acuerdo 
a Elizabeth Jelin (2003), las marcas territoriales de la memoria son 
marcas físicas en espacios públicos que se transitan cotidianamente, 
creadas, colocadas, intervenidas, constituidas por colectivos u otros 
“emprendedores de la memoria” para la rememoración de hechos 
traumáticos y vergonzosos del pasado reciente, y para recordar y ho- 
menajear a las víctimas. Las marcas territoriales de memoria pueden 
ser memoriales, monumentos, algún edificio, una placa, la interven- 
ción de espacios, el renombramiento de plazas o calles, pero también 
puede ser un trayecto.'? 

Los antimonumentos erigidos en México son un tipo particu- 
lar de marcación territorial de la memoria. En principio, se puede 
decir que en los antimonumentos hay una contraposición a los 
monumentos, los cuales son formas solidificadas, con pretensión de 
inamovibles, de una memoria que legitima y contribuye a la perma- 
nencia del poder en turno; por su parte, los antimonumentos son la 
materialización de memorias “no contadas” en la narrativa memorial 
del Estado; sus artífices se aprestan —rebelándose al silenciamiento y 
en un afán de incidencia política— a tomar y a habitar espacios urba- 
nos “monumentalizables”. Mientras que los monumentos son con- 
memorativos y celebratorios, pues invitan al recuerdo de un pasado 
idealizado, los antimonumentos son dispositivos de rememoración y 
de protesta; recuerdan, en sentido opuesto a los monumentos, epi- 
sodios aciagos de la historia reciente de México. 


12 Ejemplos de este tipo de marca territorial de la memoria son la ronda de las madres y 
abuelas de Plaza de Mayo que se realiza todos los jueves en Buenos Aires, Argentina, 
O la marcha del 2 de octubre que se lleva a cabo cada año de la Plaza de las Tres 
Culturas, en Tlatelolco, al Zócalo de la Ciudad de México. 
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Los memoriales y marcas territoriales de las memorias traumáti- 
cas han sido erigidas, a lo largo de la historia contemporánea, cuando 
las experiencias de horror y de violencia sistemática han finalizado: 
nuevos vientos soplan y llega el tiempo de recordar a las víctimas, 
de honrarlas y de procurar la memoria para que la atrocidad no se 
repita. Este es el caso de los contramonumentos en la Europa de pos- 
guerra o de los memoriales o las marcas territoriales de la memoria 
en América Latina después de las dictaduras. Los antimonumentos, 
en cambio, se instalan cuando la violencia no ha cesado. De ello se 
deriva que se caractericen por una temporalidad de lo reciente y por 
la urgencia de la memoria implícita en su papel como dispositivos de 
denuncia y de protesta. 

En los antimonumentos lo relevante no es el lenguaje estético o 
la experiencia reflexiva del espectador a partir de la estética —como sí 
es el caso de los contramonumentos.'* Los antimonumentos suelen 
ser emblemas o símbolos fácilmente identificables que no apuntan a 
la experiencia estética del espectador, sino a hacer visibles sus causas 
y a llamar la atención pública, de la sociedad y el gobierno. Esta aten- 
ción se consigue gracias a la estridencia de la que les dota el hecho 
de estar “fuera de lugar”, en espacios que podrían corresponder al 
arte público monumental. De igual importancia para conseguir la 
atención pública, que los dota de sentido como proyecto y realidad 
en las calles, son las voces colectivas que los mantienen, los significan 
y que constantemente convocan en torno a ellos. La movilización 
social y política, y las prácticas rememorativas y reivindicativas son las 
que sostienen la enunciación que los antimonumentos contienen, es 


13 Los contramonumentos o monumentos negativos contienen la concepción del ar- 
tista sobre cómo invitar al visitante al recuerdo, a rememorar lo terrible que allí 
sucedió. El diseño de estos “monumentos negativos”, como también se les conoce, 
es pensado en su forma y materialidad para transmitir un significado referente a la 
memoria. 
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esa movilización y esa práctica lo que los legitima, manteniendo viva 
su narrativa memorial. 

En particular, la inserción de los antimonumentos en el Paseo de 
la Reforma, espacio de la memoria hegemónica por excelencia, hace 
de ellos un hecho incómodo para el poder instituido, lo que es pa- 
tente cuando estos estorban la monumentalización oficial, es decir, 
cuando los antimonumentos ocupan lugares en los que el gobierno 
en turno pretende consignar espacios públicos y enunciar a través de 
ellos su narrativa. 


El pedestal vacío de Colón o crónica de una toma 
feminista inminente 


La estatua de Cristóbal Colón es retirada de Paseo de la Reforma el 10 
de octubre de 2020. Esto ocurre dos días antes de la conmemoración 
del 12 de octubre —entonces Día de la Raza, actualmente Día de la 
Nación Pluricultural.'* El gobierno de la Ciudad de México informa 
que el conjunto escultórico se retira para ser restaurado “con el fin 
de preservar el patrimonio cultural y artístico” (Roa, 10 de octubre 
de 2020). En realidad, se trató de una medida preventiva para evitar 
que la estatua fuera derribada, pues según se ha expuesto, recien- 
temente se habían destruido monumetos que exaltaban el pasado 
colonial o esclavista en varios países. Además, en días anteriores se 
había lanzado en Change.org la petición de que la estatua fuera reti- 
rada y, a través de redes sociales, circulaba la convocatoria “lo vamos 
a derribar” (Somoselmedio, 8 de octubre de 2020). En el transcurso 
de ese 12 de octubre, la jefa de gobierno Claudia Sheinbaum cues- 
tionó la pertinencia de regresar la escultura (Santiago y Sánchez, 12 


14 Desde 1928, por iniciativa de José Vasconcelos, el 12 de octubre se conmemoró el 
“Día de la Raza”, en alusión a lo que él llamó la raza iberoamericana. El 18 de diciem- 
bre de 2020, por decreto del presidente Andrés Manuel López Obrador, se cambió 
la denominación del 12 de octubre al “Día de la Nación Pluricultural”. 
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de octubre de 2020), con lo que se reaviva el debate, abierto a partir 
de la intervención feminista del Ángel, en torno a la representación 
monumental en el espacio público. 

En 2021, el gobierno de México conmemora los Siete Siglos de 
Historia de México-Tenochtitlan, los 500 años de resistencia indíge- 
na" y los 200 años del México independiente; era, sin duda, un año 
importante para la puesta en relieve de la identidad y la historia na- 
cional. Empero, el ambiente social de ese periodo está signado mu- 
cho más por la indignación de las mujeres que por las celebraciones. 
Rumbo a la marcha del 8 de marzo, el gobierno federal ordena co- 
locar vallas metálicas en el perímetro de Palacio Nacional y de otros 
edificios públicos y comercios próximos al Zócalo capitalino. El muro 
metálico genera múltiples críticas y enojo entre mujeres y feministas. 
Pero el gobierno defiende las murallas del Palacio. Es “un muro de 
la paz que garantiza la libertad y protege de provocaciones”, señala 
en ese momento el vocero de la presidencia, Jesús Ramírez (Ramírez 
[OJesusRCuevas], 6 de marzo de 2021). Por toda respuesta, el 7 de 
marzo de 2021, decenas de mujeres se congregan frente a Palacio 
Nacional e intervienen las grandes vallas metálicas que rodean el 
edificio, escribiendo sobre ellas los nombres de cientos de mujeres 
víctimas de feminicidio. Avanzada la noche, la acción es coronada 
con la proyección, sobre la fachada de Palacio Nacional, de la frase 
“México feminicida”.'* El 8 de marzo el muro metálico, lleno de nom- 


15 El actual gobierno, encabezado por el presidente Andrés Manuel López Obrador, 
cambia la manera de referirse a la efeméride. En la conmemoración del 13 de agos- 
to de 1521 el evento fue denominado como “500 años de resistencia indígena”. 
Generalmente, se le conoció como día de la conquista de México o día de la caída de 
México-Tenochtitlan. 

16 También se proyectan otras frases interpelando al presidente Andrés Manuel López 
Obrador: “AMLO, date cuenta”, “un violador será gobernador”, “somos las mujeres, 
somos una voz colectiva”, “No + violencia”. Las proyecciones sobre Palacio Nacional 
se dan en el contexto de la candidatura a la gubernatura del estado de Guerrero, 
por el partido Morena, de Félix Salgado Macedonio, quien había sido acusado de 
violación. 
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bres, flores, cruces rosas y siluetas de mujer en cartulina, se había 
convertido en un memorial. 

Antes de cumplirse un año del retiro de la estatua de Colón, el 
5 de septiembre de 2021, en el marco del Día Internacional de la 
Mujer Indígena, la jefa de gobierno anuncia la sustitución del mo- 
numento. En el que fuera el lugar de Cristóbal Colón, se colocaría a 
Tlali,' una escultura de cabeza olmeca femenina creada por el artista 
mexicano Pedro Reyes, que había sido diseñada con la consigna de 
honrar 500 años de resistencias indígenas. Sin embargo, la discusión 
pública sobre la estética del monumento y su creador condujo a la 
cancelación del proyecto. 

En medio de la polémica, el 25 de septiembre de 2021, mujeres 
que posteriormente se hicieron llamar Frente Amplio de las Mujeres 
que Luchan (FAML)' toman el espacio de la antigua Glorieta de 
Colón en Paseo de la Reforma y consignan en lo alto de su pedestal 
vacío a la que sería la segunda antimonumenta feminista en la Ciu- 
dad de México: la Antimonumenta llamada “Justicia” una figura de 
madera'” color violeta que dibuja la silueta de una mujer con el puño 
en alto, la cual estaría dedicada a todas las mujeres “que en todo el 
país han enfrentado las violencias, la represión y la revictimización 
por luchar contra las injusticias” (El País, 25 de septiembre de 2021) 
En el mismo acto, las mujeres renombran el espacio como Glorieta 
de las Mujeres que Luchan. 


17 Tlali proviene del vocablo náhualt tlalli, que significa tierra. 

18 El FAML está conformado por “mujeres indígenas, afrodescendientes, familiares de 
víctimas de feminicidio y personas desaparecidas, mujeres buscadoras, sobrevivien- 
tes de violencias feminicidas, mujeres desplazadas, víctimas de crímenes de Estado, 
defensoras del territorio, del agua, de la vida, periodistas y defensoras de derechos 
humanos” (Antimonumenta Vivas Nos Queremos, 2023). 

19 Meses después, a principios de marzo de 2022, la pieza de madera es sustituida por 
una figura de acero. 
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Luchar por un espacio para la memoria de las mujeres 
y para “Justicia” 


El día de la toma de la glorieta, como parte de la intervención al es- 
pacio, las mujeres del FAML escriben sobre las vallas que rodeaban el 
pedestal de Colón, y que entonces circundaban a la Antimonumenta 
Justicia, el nuevo nombre de la glorieta y cientos de nombres de 
mujeres. A la mañana siguiente, las vallas habían sido pintadas; los 
nombres, borrados. Los nombres volvieron a escribirse y las autori- 
dades ordenaron nuevamente borrarlos. Así comenzó una serie aten- 
tados hacia el espacio que se sucederían uno tras otro en los meses 
siguientes. El 31 de octubre de ese año, el FAML monta un tapete an- 
timonumental con 140 kilos de aserrín en memoria de las mujeres y 
niñas asesinadas, con el mensaje “México feminicida” y junto con la 
silueta de una mujer con el puño en alto; al día siguiente, el gobierno 
de la Ciudad de México ordena retirarlo. Para el 25 de noviembre, 
distintas organizaciones y colectivas lanzan en redes sociales la cam- 
paña +*YoDenunciéPero y +NoDenunciéPorque y colocan un tende- 
dero con las denuncias en la Glorieta de las Mujeres que Luchan, el 
cual es desmantelado al día siguiente por órdenes de las autoridades. 
El 26 de noviembre, policías de la Ciudad de México retiran algunas 
vallas de la GML; después de ser filmados y denunciados en redes 
sociales, las colocan nuevamente, aunque logran retirar la estructura 
del tendedero de denuncias que había sido instalado nuevamente 
por el FAML (Cfr. Espinosa, 1 de noviembre de 2020; Presentes, 12 de 
octubre de 2022; Rangel, 26 de noviembre de 2021). 

La polémica por Tlali y su creador culmina con la emisión, el 
12 de septiembre, de una carta firmada por alrededor de trescientas 
artistas y creadoras en la que se solicita a la jefa de gobierno retirar a 
Pedro Reyes del proyecto escultural para la glorieta, calificando como 
“inadmisible” que fuera un artista hombre, blanco-mestizo, que no 
se autoidentifica como indígena, quien representara a las mujeres 
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indígenas (Proceso, 13 de septiembre de 2021). En breve, Claudia 
Sheinbaum anuncia la salida del escultor del proyecto y señala que 
las decisiones sobre el monumento que sustituiría la estatua de Co- 
lón las tomaría el Comité de Monumentos y Obras Públicas y Obras 
Artísticas en el Espacio Público (COMAEP) de la Ciudad de México. 

Los 12 de octubre definen las cuestas del conflicto por la glorieta. 
En esta fecha, el año 2021, la jefa de gobierno anuncia que una ré- 
plica de la joven de Amajac*” ocuparía el lugar “en ese momento no 
vacío— en el que antes se encontraba la estatua de Colón. Según de- 
clara, la escultura se colocaría a solicitud de más de cinco mil mujeres 
indígenas de diversas culturas y pueblos del país, y por elección uná- 
nime del COMAEP de la Ciudad de México (SEDUVI, 12 de octubre 
de 2021). Los meses siguientes, el gobierno de la Ciudad, ignorando 
la existencia de un espacio de memoria en la glorieta, continúa im- 
pulsando el proyecto oficial, incentiva la polarización desacreditando 
a las mujeres organizadas en torno al espacio y promueve un respal- 
do social a la instalación de la joven de Amajac. 

Nuevamente en vísperas del 12 de octubre, esta vez de 2022, la 
disputa por la glorieta se reactiva. Jornadas antes del Día de la Nación 
Pluricultural, el desalojo y desmantelamiento de la glorieta parecía in- 
minente. El FAML intensifica la campaña en defensa de la GML. Co- 
mienza una vigilia para resguardar el espacio después de que la jefa 
de gobierno anunciara, el 7 de octubre, que la réplica de la joven de 
Amajac se colocaría en la glorieta. El 11 de octubre se lleva a cabo la 
primera mesa de trabajo en la Comisión de Derechos Humanos de la 
Ciudad de México, en la que participan funcionarios del gobierno, la 
presidenta de la Comisión de Derechos Humanos y representantes 
del Frente Amplio de Mujeres que Luchan. Al final de este encuentro, 


20 La escultura original de la joven de Amajac fue descubierta el 1 de enero del 2021 
en el municipio de Álamo Temapache, en la huasteca de Veracruz, y se encuentra 
exhibida en el Museo Nacional de Antropología. 
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el gobierno se compromete a presentar un proyecto de convivencia y a 
no desmantelar la GML (Cfr. Castillo, 11 de octubre de 2022). 

Pese al acuerdo, el 12 de octubre la disputa se materializa en el 
espacio mismo. Dos grupos de mujeres con demandas contrapues- 
tas coinciden en el Paseo de la Reforma: unas exigen la instalación 
de la joven de Amajac, otras, quienes habitan la Glorieta, la perma- 
nencia de la GML. El Movimiento de Mujeres Indígenas, originarias 
y afrodescendientes de la Ciudad de México marchan de la Glorieta 
de la Victoria Alada a la Glorieta de las Mujeres que Luchan, y en un 
acto político demandan la instalación de la joven de Amajac. Sin em- 
bargo, la movilización no parecía espontánea (Cfr. Capital21, 12 de 
octubre de 2022), e incluso cuando se les preguntaba a las mujeres 
indígenas por qué estaban allí, ellas explicaban que “venían a apoyar 
a una mujer que quería ser presidenta”?! 

Después del compromiso público por parte del gobierno de la Ciu- 
dad de que se respetaría la GML y de que Claudia Sheinbaum anunciara 
que los dos monumentos convivirían en la glorieta, durante su gira en 
Michoacán a principios de marzo de 2023, la misma jefa de gobierno 
acusó a las mujeres que se oponían a la instalación de la escultura de la 
joven de Amajac de racismo y clasismo. “Aquellos que no quieren que 
La Joven de Amajac, que es una figura huasteca, que se encontró en 
Álamo, Veracruz, las mujeres que no quieren ello, en el fondo son pro- 
fundamente racistas y clasistas” —señaló, en clara referencia al FAML.? 

Las tensiones no se detuvieron y el 12 de junio, en su último dis- 
curso como jefa de gobierno,” Claudia Sheinbaum encarga a Martí 


21 Declaraciones de integrantes del FAML en entrevistas realizadas por la autora el 8 de 
marzo de 2023. 

22 Posteriormente, señaló que no se refería a los colectivos feministas que ocupan la 
Glorieta. Sin embargo, no habría razón para pensar lo contrario, pues no había otra 
oposición pública a la instalación de la escultura. 

23 Claudia Sheinbaum deja el cargo de jefa de gobierno antes de terminar el periodo 
porque se enfila a competir por la candidatura para ser presidenta de México por 
parte del partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA). 
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Batres, quien la sustituiría en el cargo, la colocación de la réplica de la 
joven de Amajac. Dicha declaración fue interpretada como una ame- 
naza de desalojo dirigida al FAML. Días más tarde, sorpresivamente, 
comienzan los trabajos para instalar la réplica de la joven de Amajac 
a un costado de la GML. La escultura es finalmente colocada, sin 
bombo y platillo, el 15 de julio de 2023. 

Con la frase +laglorietasequeda en redes sociales, el FAML y sim- 
patizantes de la glorieta han celebrado la permanencia de este espa- 
cio y el triunfo en esta batalla que se extendió por 21 meses y que, 
para ellas, “ganó la dignidad” pues no pudieron callar sus voces. En 
su comunicado fechado el 26 de junio de 2023, manifiestan: 


después de una intensa y larga batalla, logramos que la dignidad se 
impusiera. Nada nos han regalado, nada nos están concediendo y no 
tenemos nada que agradecerles, pues ha sido la resistencia de todas 
las mujeres que hemos estado aquí y hemos habitado lo que ha 
sostenido este espacio (Antimonumenta Vivas Nos Queremos [0 


antimonumenta], 26 de junio de 2023). 


El desarrollo del conflicto muestra cómo los antimonumentos de la 
ruta de la memoria no se explican sin los cuerpos que accionan estos 
dispositivos memoriales. En el caso de la GML, acuerpar el espacio ha 
sido crucial para mantenerlo.Las acciones colectivas y los repertorios 
de rememoración que allí se llevan a cabo son formas reiterativas de 
resguardar el espacio y de custodiar el sentido que se ha impreso en 
él. La permanencia de la GML es posible gracias a la potencia de es- 
tos cuerpos-memoria que accionan políticamente la Glorieta de las 
Mujeres que Luchan, pues son el cuerpo y la acción colectiva los que 
construyen los espacios memoriales (Huffschmid, 2013). 

La necesidad de preservar la GML permite una lectura historio- 
gráfica en la que el memorial puede equipararse a un archivo, pues 
este supone la existencia de un “arconte” que es justamente quien 
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custodia los dispositivos de memoria.?* Los monumentos, los archi- 
vos institucionales y los memoriales oficiales tienen al Estado por 
garante de la memoria. En el caso de la glorieta, el Estado pasa a ser, 
paradójicamente, una amenaza para la memoria, mientras que las 
mujeres “devienen en arconte” (Ortiz y Robles, 2022, p. 150). 

La comprensión de lo que significa “monumentalizar” el espacio 
público permite entender la atención otorgada por la jefa de gobier- 
no Claudia Sheinbaum a la toma del espacio de la glorieta y el em- 
peño en su proyecto monumental, primero Tlali y después la joven 
de Amajac. El gobierno de la Ciudad de México procuró —durante 
los casi cinco años en los que fue presidido por Sheinbaum y en 
consonancia con el gobierno federal encabezado por Andrés Manuel 
López Obrador— la conformación de un discurso fundado en una 
idea de transformación; lo que significó la exaltación de una visión 
de la historia nacional acorde con una narrativa que enarbola ciertas 
figuras progresistas y la grandeza del pasado indígena, y la cual busca 
deslindarse de un autoritarismo represivo y de una interpretación 
acrítica del pasado colonial. 

La toma de la glorieta y su conformación como espacio de me- 
moria erigido por mujeres y dedicado a mujeres desafiaba el poder 
soberano del gobierno de la Ciudad de México, entonces encabe- 
zado por una mujer, de instaurar la memoria hegemónica. Con el 
proyecto de sustituir la estatua de Colón por una escultura que “re- 
presenta a las mujeres, pero en particular a las mujeres indígenas, 
su lucha y lo que representan en la historia de México”? la jefa de 
gobierno Claudia Sheinbaum buscó legitimarse por medio de la 


24 El concepto “archivo” tiene su origen en el arkheion griego, lugar donde se deposi- 
taban los documentos, los cuales eran resguardados por los arcontes, guardianes e 
intérpretes de los documentos (Ortiz y Robles, 2022, p. 155). 

25 Declaraciones de la jefa de gobierno en la conferencia de prensa del 12 de octubre 
de 2021, cuando anuncia la colocación de la réplica de la joven de Amajac en el 
antiguo lugar de la estatua de Colón (Pantoja, 2021). 
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consignación de un monumento que exaltara una visión crítica del 
pasado colonial con un componente de género, cuestión que no es 
menor si se ponen en consideración las aspiraciones presidenciales 
de la exalcaldesa de la Ciudad de México. 


La Glorieta de las Mujeres que Luchan, un anclaje 
de la memoria del tiempo presente 


Actualmente, la Glorieta de las Mujeres que Luchan está conforma- 
da por la Antimonumenta Justicia, el Tendedero de denuncias y pro- 
testas, la Cruz rosa, ubicada en el Jardín No estamos todas, y Jardín 
Somos memoria. En las mamparas del Jardín Somos memoria están 
escritos los nombres de cientos de mujeres que han luchado en el 
pasado y de las que hoy día luchan en contra de la violencia de géne- 
ro y por la justicia para todas y todos. 

En la GML también se recuerda a las víctimas de feminicidio, para 
honrarlas y para que no se olvide lo que les pasó, lo que no tendría 
por qué pasar. Y es que en este espacio dedicado a las mujeres no es 
posible olvidar que en México son asesinadas un promedio de doce 
mujeres al día, casi en total impunidad, y que esto ocurre entre noso- 
tros, que “se mata a las mujeres en la cara de la gente”.?* En las vallas 
metálicas que rodean el pedestal de “Justicia” también se incorporan 
permanentemente nombres de mujeres en lucha. Recientemente, en 
febrero de este año, en un acto de mujeres sobrevivientes a la vio- 
lencia feminicida, se incluyó el nombre de la saxofonista oaxaqueña 
María Elena Ríos y la chinampera Elisa Xolalpa, las dos sobrevivien- 
tes de haber sido atacadas con ácido. En la GML la memoria de las 
mujeres que luchan permanece abierta de cara a un tiempo presente 
que requiere ser recordado. 


26 Esto es parte de una consigna de las manifestaciones en contra de la violencia hacia 
las mujeres que han tenido lugar en México a partir de 2019: “Señor, señora, no sea 
indiferente. Se mata a las mujeres en la cara de la gente”. 
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La Glorieta de las Mujeres que Luchan ganó su permanencia y es 
dotada de sentido a través de prácticas de una memoria politizada 
del tiempo presente. Si la historia del tiempo presente se refiere a 
la historia de “un periodo del cual existe al menos una de las tres 
generaciones que vivieron el acontecimiento”, y por lo tanto, se de- 
fine a partir de una idea de “coetaneidad”, y “[e]l presente histórico 
entonces no es el ahora o la inmediatez, sino un lapso de tiempo 
más amplio que está vinculado con la existencia de las generacio- 
nes que experimentaron un suceso” [énfasis en el original] (Allier, 
2018), entonces la memoria del tiempo presente puede ser entendi- 
da como los procesos de rememoración vinculados a los aconteci- 
mientos ocurridos en el marco de esta coetaneidad de generaciones. 
Se podría, de la misma manera, hablar de una “memoria del pasado 
reciente”, sin embargo, resulta importante poner el acento en que 
buena parte de los hechos que se rememoran en la Glorieta de las 
Mujeres que Luchan corresponden a un pasado inmediato o a un 
presente en el que las mujeres luchan. El carácter reivindicativo de la 
GML -y otros antimonumentos en México— tiene que ver con este 
“presentismo”, que además condensa su especificidad. Si bien son 
marcas territoriales que tienen la finalidad de recordar y homenajear 
a las víctimas de las violencias, y en este sentido, de luchar por su 
memoria, también son lugares que anclan en el espacio público una 
disputa política abierta por cambiar una situación presente en la que 
las mujeres están siendo asesinadas y desaparecidas por el hecho de 
ser mujeres, y en la que las mujeres deben salir a luchar, arriesgando 
su vida, porque no quieren “dejar a nuestras futuras generaciones 
este México destruido” (Antimonumenta Vivas Nos Queremos [O 
antimonumenta], 16 de marzo de 2023). 

Como espacio de reunión y epicentro de acción para comuni- 
dades emocionales, colectivos y activistas, la Glorieta de las Mujeres 
que Luchan fortalece procesos organizativos. Los últimos dos años 
ha sido un punto de salida de las marchas del 8 de marzo rumbo 
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al Zócalo capitalino y un punto de encuentro para distintas activi- 
dades (proyecciones, talleres, sesiones de bordado por la memoria, 
encuentros diversos, conferencias de prensa) que buscan acompañar 
procesos organizativos de mujeres. También ha sido lugar de actos 
políticos encabezados por madres, hijas, hermanas, compañeras que 
buscan a sus familiares desaparecidos, de mujeres que luchan por el 
derecho al agua en el Pedregal de Santo Domingo, o por la liberación 
de los presos políticos del pueblo mazateco en Oaxaca. 

Asimismo, el FAML ha desplegado iniciativas contra la violencia 
de género y en defensa de la GML y del derecho a la memoria. Una 
de las más destacadas fue la acción antimonumental del 7 de marzo 
de 2023, cuando las mujeres del FAML pintaron sobre las vallas me- 
tálicas que protegían el Palacio Nacional —instaladas por tercer año 
consecutivo antes de la manifestación del 8 de marzo— los nombres 
de más de mil mujeres” a manera de homenaje. En la parte central 
del mosaico de nombres, escribieron con letras grandes “Mujeres 
que luchan. La Glorieta se queda” (Muñoz, 8 de marzo de 2023). 
Además de una intervención memorial, fue una acción de posiciona- 
miento frente a las amenazas de desalojo. 

Las mujeres que confluyen en la GML han hecho suyo este es- 
pacio, lo han construido y lo han habitado. Este auténtico habitar 
el espacio ha abonado a la conformación de redes de mujeres de 
distintos orígenes y provenientes de distintas luchas, colectivas e 
individuales, que buscan coincidir para escucharse, para alentarse y 
apoyarse, lo que de manera natural lleva a la acción conjunta y con- 
tribuye a consolidar la Glorieta como un lugar de memoria. Los pro- 
cesos sociales y políticos a través de los cuales las mujeres del FAML 


27 Enesta ocasión no se escribieron los nombres de las mujeres víctimas de feminicidio, 
sino los nombres de “mujeres históricas, madres de víctimas de feminicidio, mujeres 
guerrilleras, sobrevivientes del 68, mujeres buscadoras, y otras que con su diario 
andar abren mejores caminos para la justicia de todas” (Testimonio de una de las 
organizadoras de la acción antimonumental, en Muñoz, 8 de marzo de 2023). 
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inscriben sentidos en la GML son los que llevan a que el espacio se 
convierta en un lugar (Jelin, 2003), pues “el habitar —como construc- 
to sociohistórico y como praxis social- desempeña un papel crucial 
en la articulación de identidades y en la conversión de los espacios 
apropiados y habitados en espacios memorables” (Kuri, 2017, p. 27). 


Consideraciones finales 


La Glorieta de las Mujeres que Luchan forma parte de la oleada de 
experiencias que han cuestionado, apropiado, intervenido y tirado 
monumentos en todo el mundo, y que en México se expresa, espe- 
cialmente desde 2019, en un movimiento antimonumental con una 
importante incidencia feminista. 

Las colectivas, organizaciones y familiares de víctimas que acuer- 
pan y sostienen estos espacios de memoria libran una lucha por el 
espacio público frente a los gobiernos estatales que, a su vez, res- 
guardan con distintos grados de recelo y autoritarismo el poder de 
instaurar su narrativa memorial. En la Ciudad de México, las mujeres 
que luchan toman el espacio de la antigua Glorieta de Colón para 
poner allí un mensaje de memoria, para colocar una marca en la 
topografía urbana que indica que no hay disposición al olvido y al 
silencio, oponiéndose así a la enunciación unívoca de una memoria 
teleológica y celebratoria de “transformación”. A ello ha correspon- 
dido una respuesta tajante por parte del gobierno de la Ciudad de 
México, que puso en marcha recursos a disposición del poder para 
intentar desocupar y desmantelar el espacio, y ejercer así la voluntad 
soberana de consignar monumentos e instaurar en el espacio públi- 
co de la glorieta su narrativa memorial. 

La disputa territorial por la glorieta ha dado cuenta de una con- 
frontación sociopolítica desplegada en el plano ideológico y simbó- 
lico, y materializada en la ocupación del espacio: con objetivaciones 
de la memoria —en este caso, la Glorieta y los elementos que la 
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conforman- y con los cuerpos de las mujeres que han habitado el 
espacio. El habitar el espacio se convierte en un mecanismo de res- 
guardo del espacio y de la memoria, y de resarcimiento simbólico: 
la ausencia y el dolor no cesan, pero ocupan un lugar. La ocupación 
de ese pedazo de espacio público dota de un lugar simbólico, social 
y político a las mujeres que luchan y a las que han sido víctimas de 
distintas violencias y, en este sentido, resarce simbólicamente el daño 
que deja la desmemoria y la impunidad. 

En medio de la violencia avasalladora: desapariciones, ejecucio- 
nes, feminicidios —todos los días—, el tiempo de la memoria parece 
acortarse y el reclamo de justicia queda rápidamente atrás mientras 
nuevos casos atroces son cubiertos fugazmente por la luz de los re- 
flectores. Los antimonumentos han sido una manera de hacer per- 
manecer las narrativas de memoria y justicia a pesar de la impunidad 
y del ritmo desenfrenado de la violencia. 

La temporalidad de lo reciente que predomina en los antimo- 
numentos acentúa su dimensión contrahegemónica, por el simple 
hecho de que los responsables de la impunidad, de la falta de justicia, 
de no tomar las medidas suficientes para frenar la violencia feminici- 
da están en ese momento en el poder. La Glorieta de las Mujeres que 
Luchan es un anclaje político no solo porque se encuentra en el espa- 
cio público como un dispositivo enunciativo que resulta ser contra- 
hegemónico, sino sobre todo porque a su narrativa subyace algo por 
lo que se lucha y que se “espera”: un porvenir en el que haya verdad, 
justicia y condiciones para la no repetición. La posibilidad de futuro 
que condensan los antimonumentos es su potencial político. 
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La lucha por el sentido común 


Las estrategias discursivas de las nuevas 
derechas en Ecuador 


HUGO RAMIRO ORTIZ PUEBLA 


Introducción 


A principios del siglo XXI, la región sur de América experimentó el 
denominado giro a la izquierda con la ascensión de líderes que posi- 
cionaban en su agenda el quiebre con los postulados del Consenso 
de Washington, la recuperación de la inversión y las capacidades del 
Estado y la edificación de un proyecto regional de unificación eco- 
nómica. Los gobiernos de los países como Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Ecuador, Nicaragua, Uruguay, Venezuela, entre otros,' fueron 
parte fundamental de este proceso (Stoessel, 2015). 

Pero a partir de 2015, esta ascensión de la izquierda al poder en- 
contraría su agotamiento, motivo por el cual el retorno a gobiernos 
de derecha se preveía como inevitable, sobre todo después del as- 
censo de Mauricio Macri a la presidencia de Argentina, seguido de 


1 Tan solo en 2008, dieciocho de los veintiún países sudamericanos eran gobernados 
por mandatarios de izquierda o centro izquierda. 
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Lenín Moreno en Ecuador,? Sebastián Piñera en Chile, Mario Abdo 
Benítez en Paraguay, lván Duque en Colombia, Pedro Pablo Kuczyns- 
ki y Martín Vizcarra en Perú y Jair Bolsonaro en Brasil (Riesco, 2018). 

Cuestión nada menor, pues este desequilibrio en el statu quo im- 
perante posibilitó que estos grupos privilegiados, en su mayoría vin- 
culados con grandes capitales financieros y productivos,? ya no solo 
apelaran a la instrumentalización de los medios de comunicación 
tradicionales y se beneficiaran del debilitamiento de las instituciones 
del Estado, sino que, gracias al avance tecnológico, estos sectores pu- 
dieron consolidar una mejor y mayor influencia sobre la población, 
recurriendo a varias técnicas y estrategias discursivas. 

Dichas técnicas y estrategias discursivas se expresaron en cuestio- 
nes clave para las nuevas derechas, como la divulgación y el fortale- 
cimiento de un individualismo exacerbado que llegó a destrozar la 
consciencia colectiva y posibilitó el retorno eventual definido como 
“guerreros identitarios” (Franco, 2019), hombres y mujeres decep- 
cionados de todo el orden establecido, enojados y humillados por- 
que sus expectativas no llegaron a coincidir con sus realidades, por 
lo cual tienen como tarea el descargar su frustración contra minorías 
como latinos, mujeres, refugiados y afrodescendientes. 

En el caso ecuatoriano, hasta el inicio del gobierno de la Revolu- 
ción Ciudadana dirigido por Rafael Correa Delgado, la línea divisoria 
entre derechas e izquierdas se podía identificar claramente. Pero, es a 
partir del año 2014 que la arremetida de los sectores más aburguesa- 
dos del país se hizo presente en una sucesión de victorias electorales 


2 A pesar de que el exmandatario ecuatoriano fue electo bajo la bandera política de 
Rafael Correa, su gobierno daría un espaldarazo a sus electores y al proyecto político 
de la Revolución Ciudadana, gobernando para las facciones más aburguesadas del país. 

3 De acuerdo con Orlando Caputo Leiva (2007), en América Latina existe una mixtura 
entre el capital financiero y productivo. Si bien el capital financiero se encuentra adscrito 
a la “deuda externa de la región” y el productivo a las “inversiones directas”, cuando 
estos dos grandes capitales operan de forma conjunta, tienen como objetivo la desna- 
cionalización de las empresas públicas y un contingente aumento de la deuda externa. 
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en los comicios seccionales, de tal forma que Alianza País, bandera 
política de la Revolución Ciudadana, perdió cuatro alcaldías, entre 
ellas, la ciudad capitolina, Quito,* mientras que movimientos políti- 
cos de derecha, como Creando Oportunidades (CREO), logró con- 
seguir dieciocho alcaldías, y Sociedad Unida Más Acción (SUMA), 
quince alcaldías (Umpierrez De Reguero, 2014). 

Posteriormente, y con la victoria electoral de Lenín Moreno en 
2017 y su posterior viraje a la derecha,? se evidenciaron una serie de 
prácticas discursivas novedosas al interior del plano político, la ma- 
yor parte de ellas se encargaron de poner en tela de duda el alcance 
y el rol del Estado como garante y regulador de los derechos de los 
individuos, así como invalidar su idoneidad de administrador de los 
recursos públicos (Celi Moscoso, 2017, pp. 8-10). 

Hasta aquí se puede inferir que los elementos y estrategias dis- 
cursivas empleadas por las derechas en el país han sido de lo más 
variadas, motivo por el cual se debe advertir que no es menester del 
estudio en cuestión abarcar la pluralidad de estas, pues se trataría 
de un trabajo mucho más extenso en páginas y complejidad, sino 
que más bien se trazará, a través del análisis arqueo-genealógico de 
raigambre foucaultiano, un esquema de análisis novedoso, para des- 
pués responder no a todas, pero sí a al menos dos de las principales 
estrategias discursivas de las nuevas derechas en Ecuador. 


4 Alianza País, hasta el 2014, tenía bajo su influencia a dos de las ciudades más impor- 
tantes y pobladas de Ecuador. Quito, ciudad capitalina bajo el mando de Augusto 
Barrera, y Cuenca, bajo el mandato de Paúl Granda. Mientras que Guayaquil se en- 
contró bajo la influencia de Jaime Nebot, quien fue reelecto como alcalde en los 
comicios electorales de 2014. 

5 Si bien es cierto el equipo de trabajo de Lenín Moreno contaba con funcionarios 
heredados del gobierno de Correa, también se encontraron algunos nuevos. La pre- 
sencia de una postura conciliadora del actual presidente del Ecuador y el estable- 
cimiento de mesas de diálogo con los sectores de la oposición provocó una de las 
primeras fisuras en la relación Correa-Moreno, sobre todo cuando Moreno pactó 
con la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador la entrega de una 
sede que había sido desalojada por Correa (Labarthe y Saint-Upéry, 2017). 
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Algunas puntualizaciones metodológicas del discurso 


Antes de continuar con el análisis discursivo, necesitamos detener- 
nos en algunas cuestiones metodológicas que nos serán de gran uti- 
lidad para el tratamiento de la problemática en cuestión. El primer 
elemento a considerar es que el presente artículo se distancia de los 
análisis realizados a través del Análisis Crítico del Discurso,* el análi- 
sis de los marcos interpretativos, el análisis de las narrativas políticas, 
entro otros, sino que más bien tomará de la literatura foucaultiana 
aspectos de la arqueología como de la genealogía para el estudio de 
las prácticas discursivas. 

En La arqueología del saber (2002), así como en El orden del discur- 
so (1996) y Microfísica del poder (1979), específicamente en el aparta- 
do referente a Nietzsche, la genealogía y la historia, Michel Foucault 
nos proporcionaba los elementos necesarios para el análisis de las 
prácticas discursivas a través de la arqueología y la genealogía. 

En primera instancia, la arqueología nos permite situar al objeto 
de estudio por fuera de la familiaridad y analizarlo en sus distintas 
capas, formas y prácticas discursivas que se originaron en determi- 
nada temporalidad, rompiendo con la continuidad, la tradición y el 
canon bajo las cuales se habían analizado determinados conceptos o 
patrones, permitiendo, a su vez, el entendimiento sobre las relaciones 
entre poder y saber. 

De tal forma que a la práctica discursiva 


[n]Jo se la puede confundir con la operación expresiva por la cual 
un individuo formula una idea, un deseo, una imagen; ni con la 


actividad racional que puede ser puesta en obra en un sistema de 


6 Estrategia metodológica definida por Teun A. van Dijk (1999) como: “un tipo de 
investigación analítica sobre el discurso que estudia primariamente el modo en que 
el abuso del poder social, el dominio y la desigualdad son practicados, producidos, y 
ocasionalmente combatidos”. 


352 Hugo Ramiro Ortiz Puebla 


inferencia; ni con la “competencia” de un sujeto parlante cuando 
construye frases gramaticales; es un conjunto de reglas anónimas, 
históricas, siempre determinadas en el tiempo y el espacio, que han 
definido en una época dada, y para un área social, económica, geo- 
gráfica o lingúística dada, las condiciones de ejercicio de la función 
enunciativa (Foucault, 2002, p. 198). 


Por otra parte, la genealogía, heredera de los postulados de Nietzsche, 
nos permitirá analizar los quiebres, las rupturas y las emergencias, a 
través del análisis histórico en oposición a la “unicidad del relato 
histórico y a la búsqueda del origen, y que indaga, al contrario, en 
la singularidad de los acontecimientos [...] trabajando a partir de la 
diversidad y la dispersión” (Colias y Toninello, 2020, pp. 152-153). 
En este sentido, la genealogía intenta acoplar la erudición y “las me- 
morias locales” para una constitución real del “saber histórico de las 
luchas y la utilización de ese saber en las tácticas actuales”, 
En esta misma línea, el objetivo fundante de la genealogía 


será por el contrario ocuparse en las meticulosidades y en los azares 
de los comienzos; prestar una escrupulosa atención a su irrisoria 
malevolencia; prestarse a verlas surgir quitadas las máscaras, con el 
rostro del otro; no tener pudor para ir a buscarlas allí donde están 
“revolviendo los bajos fondos”, dejarles el tiempo para remontar el 
laberinto en el que ninguna verdad nunca jamás las ha mantenido 


bajo su protección (Foucault, 1979). 


Sin embargo, dado que se estudiarán las estrategias discursivas de las 
nuevas derechas en Ecuador a partir de 2014, y debido a que el es- 
tudio en cuestión parte de la literatura foucaultiana, se entiende que 
las prácticas discursivas son parte constitutiva de una racionalidad 
de gobierno, definida en los cursos del College de France de 1975 
a 1979, puntualmente en los cursos titulados Defender la sociedad 
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(2000), Seguridad, territorio y población (2006) y Nacimiento de la bio- 
política (2007). 

En este contexto, y siguiendo a Pablo Martín Méndez (2020) y 
Marcelo Raffin (20217), lo adecuado es apelar a una arqueo-genea- 
logía que consiga articular las prácticas discursivas con ejercicios del 
poder que permitan la producción de saberes.” De esta manera, por 
un lado, la arqueo-genealogía busca la comprensión de las prácticas 
de dirección y gobierno, mientras que, por otro lado, se interroga 
sobre el entrecruzamiento de las diversas racionalidades que pueden 
llegar a dar como resultado una serie de contra-conductas. 

Así, la arqueo-genealogía piensa la realidad como aquello que 
evoca hacia comportamientos específicos y que se hace evidente en 
instituciones que se disputan entre lo verdadero y lo falso. El análisis 
sobre las estrategias discursivas de las nuevas derechas en Ecuador 
tomará prestado este enfoque metodológico a partir del cual se iden- 
tificarán modalidades de ejercicio del poder, estrategias discursivas y 
la producción de saberes específicos. 

Además, es importante denotar que en la literatura foucaultiana 
casi no se encuentra el término derecha o izquierda como objetos de 
estudio y análisis, sino como alusiones del espectro ideológico y sus 
relaciones con las racionalidades imperantes, así, por ejemplo, en el 
Nacimiento de la biopolítica, al tiempo que el autor francés analiza el 
liberalismo y neoliberalismo norteamericano, sostendrá que 


la crítica de ese no liberalismo pudo encontrar un doble anclaje: a 
la derecha, justamente en nombre de una tradición liberal histórica 


y económicamente hostil a todo lo que pudiera parecer socialista, y 


7 Resulta importante mencionar que la arqueo-genealogía es una herramienta fun- 
damental dentro del entendimiento de la racionalidad neoliberal, de hecho, es con 
el Nacimiento de la biopolítica (2007), obra capital de Michel Foucault en la que 
el autor debate en torno al liberalismo y al neoliberalismo, que estos dos aspectos 
metodológicos se fusionan. 
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a la izquierda, en la medida en que se trataba de llevar adelante no 
sólo la crítica sino la lucha cotidiana contra el desarrollo de un Esta- 


do imperialista y militar (Foucault, 2007, p. 253). 


De igual forma, en las Tecnologías del yo y otros textos, el autor fran- 
cés responde hábilmente la pregunta sobre la normalización y su 
relación con el humanismo antropocéntrico, aseverando que el hu- 
manismo como tal no tiene carácter universalista, sino “bastante 
relativo a cierto tipo de situación” (Foucault, 2008), ya que el huma- 
nismo ha sido fuente de debate y de instrumentalización por varias 
corrientes filosóficas, desde el marxismo hasta catolicismo y nazismo. 


Lo que me asusta del humanismo es que presenta cierta forma de 
nuestra ética como modelo universal para cualquier tipo de liber- 
tad. Me parece que hay más secretos, más libertades posibles y más 
invenciones en nuestro futuro de lo que podemos imaginar en el 
humanismo, tal y como está representado dogmáticamente de cada 
lado del abanico político: la izquierda, el centro, la derecha (Foucault, 
2008). 


Es así como en la lectura foucaultiana las derechas tradicionales, así 
como las nuevas derechas, son subsidiarias de una racionalidad neo- 
liberal y, a su vez, de una gubernamentalidad? imperante que tiene 
como objetivo principal una economía de la población. Esto último 
quiere decir que las prácticas discursivas de las nuevas derechas en- 
tran en juego dentro de una dinámica mucho más grande, al interior 


8 Una de las definiciones más claras de gubernamentalidad para nuestros fines se 
trata de la establecida por Foucault en Seguridad, territorio y población: “por “guber- 
namentalidad” entiendo la tendencia, la línea de fuerza que, en todo Occidente, no 
dejó de conducir, y desde hace mucho, hacia la preeminencia del tipo de poder que 
podemos llamar “gobierno”; sobre todos los demás: soberanía, disciplina, y que in- 
dujo, por un lado, el desarrollo de toda una serie de aparatos específicos de gobierno, 
y por otro, el desarrollo de toda una serie de saberes” (Foucault, 2006). 
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de un campo mucho más abarcativo del discursivo y sus rupturas y 
en el cual la derecha constituye uno de tantos relatos que a su vez 
construyen saberes y subjetividades. 

Son estos micro relatos los que nos interesa investigar, estos pe- 
queños relatos que asociados al campo discursivo de las derechas en 
Sudamérica, y específicamente en Ecuador, constituyen un saber que 
se desplaza dentro de racionalidades mucho más grandes, y he ahí 
lo novedoso de esta propuesta, pues presta atención no solamente 
al contexto macro de la gubernamentalidad neoliberal, sino a relatos 
que consolidan la propuesta de las nuevas derechas en el país. 


La vieja y la nueva derecha 


Ahora bien, es menester verificar algunos aspectos de la literatura 
académica existente sobre las nuevas derechas para después construir 
un esbozo de las principales estrategias discursivas de este campo del 
saber en Ecuador. Para autores como Franz Hinkelammert (1988) y 
posteriormente Verónica Giordano (2014), la nueva derecha, a di- 
ferencia de la derecha convencional, sobre todo a partir de 1980, se 
distancia de sus pretensiones antidemocráticas y autoritarias. 

Es decir, deja de lado el modo de gobierno basado en el Doctrina 
de Seguridad Nacional y en el uso de la violencia y coerción en todos 
los espacios de su intervención, para convertirse en garante de las 
libertades e incorporar la defensa de la democracia representativa 
dentro de sus prácticas habituales discursivas, al mismo tiempo que 
eleva en apoteosis los beneficios del mercado por sobre los del Esta- 
do y la importancia de mantener alianzas estratégicas con los medios 
de comunicación tradicionales. 

Por otro lado, para autores como Enzo Traverso (2021) y Steven 
Forti (2021), las nuevas derechas son expresiones radicales equipara- 
bles con el posfascismo. Además, dado que se han visto obligadas a 
acoplarse a circunstancias puntuales en su entorno, estas mutaciones, 
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a veces aceleradas, las han conducido hacia un demarcado temor por 
la pérdida de sus valores tradicionales y, como consecuencia, a una 
obsesión por el control social y a una demarcada apatía de toda po- 
sible reivindicación minoritaria. 

En cuanto al caso ecuatoriano, Lautaro Barriga y Martín Szul- 
man (2015), así como Paulina Recalde (2021), coinciden en que las 
nuevas derechas son consecuencia de los procesos de izquierda que 
inauguró el siglo XXl en la región y en el país, y que se empiezan a 
consolidar a partir del triunfo de Mauricio Rodas? como alcalde de 
la ciudad capitolina por el movimiento SUMA. Recorte temporal con 
el cual coincide la presente investigación crítica. 

Hasta aquí, podríamos decir que las nuevas derechas en su defini- 
ción política mantienen una condición de existencia como oposición 
a las izquierdas del siglo XXI, a partir de ahí acoplan distintos elemen- 
tos que las alejan de las derechas tradicionales anteriores a los años 
setenta, al tiempo que incorporan elementos como la reivindicación 
de aspectos democráticos, inclusivos y consensualitas, dejando por 
fuera de la discusión política todo aspecto ideológico. 

Sin embargo, lo dicho no nos acerca a una definición exhaus- 
tiva de las nuevas derechas situadas en Ecuador, sino más bien, en 
términos generales, a características que las definen en sus aspectos 
más básicos, motivo por el cual la presente investigación se propo- 
ne ahondar en las principales estrategias discursivas de las nuevas 
derechas en Ecuador, a partir de una base de análisis discursivo ar- 
queo-genealógico, para así aproximarse a una definición propia del 
fenómeno. 


9 Un dato importante a considerar es que el estratega de campaña presidencial de 
Mauricio Macri en Argentina fue Jaime Durán Barba, mismo estratega de campaña 
de Mauricio Rodas en las elecciones seccionales de 2014 y de Guillermo Lasso en 
2021. 
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Estrategias y discursos de la nueva derecha ecuatoriana 


Lo más adecuado a la hora de analizar las prácticas o estrategias dis- 
cursivas más relevantes de las nuevas derechas en Ecuador es partir 
de emergencias o discontinuidades, tal y como lo hemos advertido 
con anterioridad en la introducción como en los aspectos metodoló- 
gicos. En el caso ecuatoriano, coincide con el paulatino desgaste del 
proyecto político de la Revolución Ciudadana evidente a partir de las 
elecciones seccionales de 2014, y que trasciende hacia el punto cul- 
minante de estas estrategias en 2018 con la iniciativa de una consulta 
popular que tendrá por fin la descorreización del país. 

En este sentido, y debido a que el presente artículo es de exten- 
sión corta, se han seleccionado dos temporalidades que demarcan 
umbrales o rupturas en las cuales las prácticas discursivas prepon- 
derantes de las nuevas derechas harán su aparición como estrategias 
discursivas. Dichas temporalidades, si bien no abarcarán la totalidad 
de las estrategias discursivas, sí nos proporcionarán un diagrama cla- 
ro para alcanzar una definición provisoria. 


El desgaste, la libertad y la democracia 


Uno de los momentos de ruptura"? que marcaron la consolidación 
de una estrategia discursiva de desgaste, libertad y democracia fue 


10 Anterior a este punto de inflexión de escala territorial-político, existían ciertas voces 
aisladas que ponían en duda no solo desde la oposición, sino desde determinados 
medios de difusión masiva, la gestión de gobierno del entonces presidente Rafael 
Correa. Por ejemplo, Ecuador Libre, tanque de pensamiento presumiblemente here- 
dero o relevo de fundación Cordes, inició su funcionamiento en 2005, y tuvo como 
objetivo ser uno de los soportes más importantes en cuanto a la construcción del 
plan de gobierno, dotación de distintos insumos intelectuales, pero, sobre todo, uno 
de los instrumentos más relevantes a la hora de expandir el mensaje sobre la libertad 
económica, el individualismo, el emprendedurismo, entre otros tópicos a través de 
varios de los medios de comunicación más importantes del país, a la par que dotó 
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la victoria de Mauricio Rodas"! en Quito, la de Marcelo Cabrera en 
Cuenca!” y la de Jaime Nebot'? en Guayaquil, tres de las ciudades 
más importantes y pobladas del país, dos de ellas, Quito y Cuenca, 
habían estado hasta antes de 2014 en control de Alianza País, bande- 
ra política de la Revolución Ciudadana. 

Las prácticas discursivas presentes en los principales interpelantes 
de Correa los posicionaron como paladines y defensores de la demo- 
cracia, así, por ejemplo, Mauricio Rodas, en una entrevista con Radio 
Democracia y citada por el diario El Universo (2015a), mencionó que 
la molestia generalizada de la ciudadanía contra el gobierno se trató 
de temas “de fondo” de la democracia. Más adelante, en una reu- 
nión a puerta cerrada con el prefecto del Azuay, Paúl Carrasco, y con 
el alcalde de Guayaquil, Jaime Nebot, Rodas se mostró entusiasta 
de tratar temas referentes a la “crisis económica, la democracia y las 
libertades en general” (El Universo, 2015b). 

Esta coalición denominada como La Unidad** da cuenta de un 
intento de unificar las fuerzas políticas de derecha en torno a una 
estrategia discursiva que ponía en evidencia el desgaste del proyecto 
político de la Revolución Ciudadana y que cimentaba la noción de 


de distintas propuestas y herramientas técnico-legislativas al bloque de Creo en la 
Asamblea Nacional del Ecuador desde el 2013 en adelante (Noboa, 2021). 

11 Fundador del partido Sociedad Unida Más Acción (SUMA), participó como can- 
didato a la presidencia contra Rafael Correa en 2013, logrando un honroso cuarto 
lugar. Posteriormente, se presentó a las elecciones seccionales en ese mismo año, 
triunfando en los comicios y posicionándose como alcalde de la ciudad de Quito. 

12 Marcelo Cabrera fue en dos ocasiones alcalde de la ciudad de Cuenca y en una sola 
prefecto de Azuay, en las elecciones seccionales de 2014 derrotó al correísmo por la 
bandera política Igualdad-Participa. 

13 Político consumado y líder indiscutible del partido Social Cristiano, agrupación polí- 
tica de tendencia centro derecha. 

14 La Unidad respondía también a una coalición de partidos y movimientos políticos, 
tales como SUMA, PSC y Podemos, a los cuales se unión Avanza, partido político 
que emergió de Alianza País y que estuvo a cargo de Ramiro González, exministro de 
Industrias y Productividad de Rafael Correa. 
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“dialogo” como expresión de una forma de hacer política en contra 
del denominado totalitarismo de izquierda (El Universo, 20150). 

Ese mismo año, los alcaldes de Quito y de Guayaquil convocaron 
a varias movilizaciones en contra de las “políticas del régimen” de la 
Revolución Ciudadana, especialmente por la tentativa de “coartar la 
libertad de expresión” a propósito de la ley de comunicación impul- 
sada por el oficialismo. En este contexto, la libertad se convirtió en 
el motivo de lucha de las estrategias discursivas que las nuevas dere- 
chas ecuatorianas emplearon en oposición a las políticas públicas y 
proyectos de ley impulsados por el correísmo. En palabras de Nebot: 
“la Patria y la familia lo valen todo [...]. A luchar por ellas, guerreros 
de libertad y progreso” (El Universo, 2015d). 

Los discursos de los alcaldes citados que inician marcando distan- 
cia y acusando al correísmo de impositivo coinciden con las prácticas 
discursivas de los medios de comunicación tradicionales, específica- 
mente aquellos de tendencia centro derecha,'* quienes se encarga- 
ron de sostener un sinnúmero de posturas en torno al correísmo que 
lo constituían como arquetipo de confrontación, antidemocracia, 
totalitarismo, anticonsensos!* y, sobre todo, como quienes, por su 
larga trayectoria en el gobierno, así como por su accionar, habían 
corrompido toda la estructura del Estado, tal como lo afirma María 
Paula Romo” en una entrevista realizada en Hora 25: 


15 Entrelos medios más importantes opositores al gobierno de la Revolución Ciudadana 
y con una clara línea editorial de derecha, encontramos: Teleamazonas, Ecuavisa, La 
Posta, diario El Universo, revista Vistazo. 

16 Uno de los ejemplos más importantes fueron las entrevistas realizadas en Hora 25, 
programa de debate y opinión transmitido por el canal Teleamazonas, y conducido 
por Andrés Carrión, periodista opositor a la Revolución Ciudadana. Específicamente, 
nos referimos a la entrevista del 24 de octubre de 2016 realizada con María Paula 
Romo, Ramiro Gonzáles, entre otros. 

17 María Paula Romo fue fundadora del movimiento político de izquierda Ruptura de 
los 25, bandera política que alcanzó relevancia en su participación en la “rebelión de 
los forajidos” que terminó con la caída de Lucio Gutiérrez. En el gobierno de Correa, 
pasó de ser Asambleísta Constituyente a presentarse como una férrea opositora del 
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[E]fectivamente este es un escenario muy confuso, después de diez 
años del mismo gobierno, algo que no ha sucedido antes, y algo que, 
sin duda, también, por su práctica, no solamente por su duración, ha 
descompuesto el medio político y el medio social [...]. En esta elec- 
ción, por un lado, está la derecha y por otro lado está el populismo 


autoritario que representa el movimiento país (Romo, 2016). 


Uno de los mayores opositores al régimen de Rafael Correa y en 
torno a quien se despliegan un sinnúmero de estrategias discursivas 
es Guillermo Lasso, figura política que funda el Movimiento CREO 
sobre la base de ejes fundamentales como la libertad, el emprende- 
dorismo y la defensa por la democracia. Así como ejes más conserva- 
dores como la familia y la comunidad. 

En palabras de Lasso, citadas en una entrevista en el diario digital 
Panampost: 


Nuestra propuesta prioriza el cambio institucional para alcanzar un 
Ecuador justo, el cambio económico para un Ecuador próspero y el 
cambio social para un Ecuador solidario. Ecuador será un país en el 
que exista verdadera democracia, libertad de expresión y libertad de 


trabajo y comercio (Lasso, 2017d). 


En este contexto, una de las causas que permitió la articulación de 
las nuevas derechas ecuatorianas en torno a la figura de Lasso fue, en 
primera instancia, la negativa de Nebot a la candidatura presiden- 
cial,'* mientras que en segunda instancia se fortaleció la estrategia 


régimen. En el gobierno de Lenín Moreno, llegó a ser Ministra del Interior, cartera 
de Estado que posteriormente adquiriría las funciones del Ministerio de Gobierno. 

18 El PSC apoyó la candidatura de Cynthia Viteri para los comicios electorales de 2017, 
a lo cual Paúl Carrasco, principal dirigente del Movimiento Podemos y miembro de 
la Unidad, declaró que no apoyaría la candidatura del PSC, mientras que Mauricio 
Rodas, del Partido SUMA y alcalde de Quito, rompió con la Unidad para apoyar a las 
listas de Guillermo Lasso. 
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discusiva alrededor de la defensa de la libertad de expresión, misma 
estrategia que significó toda una agenda mediática que por oposición 
configuraron la razón de un oficialismo totalitario y antiderechos. 
Este desgaste político significó que en las elecciones presidencia- 
les de 2017 los sectores políticos se unieran en torno a la figura de 
Lasso, '? específicamente el PSC, SUMA y CREO en contra de Alianza 
País, liderada por Lenín Moreno, sucesor de Rafael Correa.? 

Pero esta práctica discursiva de las nuevas derechas no se basó 
únicamente en la libertad de expresión, a pesar de ser su razón fun- 
dante, sino también en la libertad como oposición a la dictadora en 
una estrategia de deslegitimación al gobierno de turno,?! acusándo- 
lo de coartar las libertades de todo tipo, desde la de emprender, la 
de comerciar, incluso de la propiedad, tal y como lo demuestran las 
declaraciones de Carlos Pérez Guartambel,” dirigente de la Confe- 
deración de las Nacionalidades Indígenas del Ecuador y presidente 
de la Ecuarunari mientras se debatían los apoyos a los candidatos 
en la segunda vuelta electoral presidencial de 2017: “Es preferible 
un banquero que una dictadura que nos ha despojado de nuestros 


19 En los comicios electorales de 2017 es Cynthia Viteri la elegida como candidata a 
la Presidencia por el Partido Social Cristiano, sin embargo, actores políticos como 
Paúl Carrasco, Prefecto del Azuay y Mauricio Rodas, Alcalde de Quito, apoyaron la 
candidatura de Guillermo Lasso. 

20 Moreno y Alianza País ganan las elecciones presidenciales en 2017 con el 51,16 % 
de votos, mientras que Lasso obtuvo casi dos puntos porcentuales menos, con un 
48,84% del total de votos. 

21 Es importante recordar que para Foucault, la libertad es una forma de sujeción y 
de técnica de gobierno: “Esa libertad, a la vez ideología y técnica de gobierno, debe 
comprenderse en el interior de las mutaciones y transformaciones de las tecnologías 
de poder” (2006). 

22 Carlos Pérez Guartambel, también conocido como Yaku Pérez, fue prefecto del Azuay 
en 2019 y se candidatizó a la presidencia del Ecuador en 2021 por la Pachakutik, bra- 
zo político de la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador, quedando 
tercero en la primera vuelta con 19,39 % de votos, muy cerca de Guillermo Lasso 
Mendoza que obtuvo un 19,74 % de votos. 
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territorios, que nos ha declarado el estado de excepción, que nos ha 
encerrado en la cárcel” (Pérez Guartambel, 2017). 

Muy vinculada a la estrategia discursiva sobre la defensa de la 
libertad en contra de la dictadura del gobierno, emergen practicas 
discursivas de desgaste en contra del proyecto político de la Revo- 
lución Ciudadana, de forma particular en contra del socialismo del 
siglo XXI, ideología que enmarcó el proceso de gobierno de Rafael 
Correa y que para las facciones de derecha representó el elemento 
de comparación con Venezuela y todas sus problemáticas de índole 
económicas y sociales. 

Así, en la segunda vuelta por la candidatura presidencial, Lasso 
mencionaría que: “Aquí no seremos Venezuela. Esto es Ecuador y 
aquí se defiende la libertad [a la par que ofrecía indultar a los perse- 
guidos por la dictadura de Alianza País]” (Lasso, 2017b). A esta es- 
trategia discursiva de defensa de la libertad, se suma la de oposición 
al gobierno en defensa de la democracia, tal y como lo habíamos 
advertido con anterioridad, y la cual se radicaliza al término de los 
comicios electorales de 2017, a partir del desconocimiento por parte 
de Lasso de los resultados electorales en los cuales Moreno, el candi- 
dato de Correa, gana por casi tres puntos porcentuales. En una rueda 
de prensa citada por el diario El Universo, Lasso mencionaría: 


La luz de la democracia no se ha apagado y no se va a apagar mien- 
tras seguimos luchando contra el autoritarismo, la ilegítima demo- 
cracia. Vamos a seguir en la lucha. [...] No puedo mirar a otro lado y 


aceptar posturas ambivalentes frente al abuso (Lasso, 2017c). 


A esta última postura que enmarcaba un pedido de Guillermo Lasso 
de un reconteo de votos, devino un llamado a una gran moviliza- 
ción para exigir al gobierno que realice un reconteo de los votos. 
En esta ocasión, compartió tarima con miembros importantes de 
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otras banderas políticas, como Pachakutik, Partido Social Cristiano, 
Unidad Popular y Concertación.” 


La traición, la corrupción y la descorreización 


La victoria de Moreno sin duda alguna se presente como un nue- 
vo umbral en el devenir político del país, pues en primera instancia 
significó un duro golpe contra las nuevas derechas ecuatorianas, sin 
embargo, esto no duraría por mucho tiempo, pues el viraje ideológi- 
co del entonces mandatario ecuatoriano permitiría una articulación 
nueva en torno a dos prácticas discursivas primordiales, la cirugía 
mayor a la corrupción y la descorreización del país impulsada por 
Lenín Moreno y los distintos actores políticos y mediáticos. 

En cuanto a la primera, existen varios indicios que nos advierten 
una ruptura entre Rafael Correa y Lenín Moreno, pero tal vez el más 
evidente fue la presencia de una postura para con los sectores oposi- 
tores al correísmo y la devolución de la sede de la Confederación de 
Nacionalidades Indígenas del Ecuador, la que había sido desalojada 
por Correa en 2015 (Labarthe y Saint-Upéry, 2017, pp. 36-39). 

De ahí en adelante, Moreno acusó en repetidas ocasiones a Co- 
rrea de no haber sido lo suficientemente efectivo en su lucha contra 
la corrupción ni eficiente en su gestión pública. En una entrevista 
con el diario español ABS, el mandatario ecuatoriano criticó a Correa 
por dejar un país con una economía “casi destruida”, además de acu- 
sarlo de que “en más de una ocasión hacía la vista gorda” ante casos 
de corrupción?”* (ABC, 2017). 


23 Lourdes Tibán de Pachakutik, Santiago Guarderas del Partido Social Cristiano, 
Patricio Zuquilanda del Partido Sociedad Patriótica y César Montufar del Movimiento 
Concertación. 

24 En ese mismo año, 2017, estalla la trama de Odebrecht en la región. En Ecuador, 
el tío de Jorge Glas, Ricardo Rivera, fue arrestado por haber recibido sobornos por 
parte de la multinacional. Para aquel entonces, Glas fungía como vicepresidente del 
Ecuador. Posteriormente, Moreno derogó todas las funciones vicepresidenciales a 
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Entre los actores de derecha que apoyaron la iniciativa de Mo- 
reno, se encontró Jaime Nebot, el líder del Partido Social Cristiano, 
quien, a partir de la trama de corrupción de Odebrecht que salpicó 
al vicepresidente de la república, señaló que Glas debería “salir o re- 
nunciar de su mandato”, ya que la corrupción se combatía “rodeán- 
dose de gente seria, respetable” (El Universo, 20174). 

Al mismo tiempo, el gobierno emprendía toda una cruzada por el 
diálogo con diferentes sectores de la sociedad, diálogo presente en las 
prácticas discursivas de las nuevas derechas, sobre todo en la Unidad 
encabezada por el PSC, SUMA y Podemos, citada con anterioridad. 
Entre las dignidades que asistieron al llamado al diálogo nacional, se 
encontraron Mauricio Rodas, alcalde de Quito y fundador de SUMA, 
Marcelo Cabrera,” alcalde de Cuenca, así como el prefecto de Loja, 
Rafael Dávila, de CREO (González, 2017). 

La lucha contra la corrupción de Moreno, así como su distan- 
ciamiento de Correa, permitió una nueva configuración del poder 
en torno al gobierno, configuración que permitió una difusión ex- 
ponencial de las prácticas discursivas concernientes a la corrupción 
y a la descorreización. Así, por ejemplo, en ese mismo año Moreno 
propone un Frente de Transparencia y Lucha Contra la Corrupción, 
integrado por jurisconsultos, miembros de la curia, expresidentes de 
las cámaras de industria y producción y comunicadores” (Telesur, 
2017). 

Más tarde, en noviembre de 2017, Moreno convoca a una con- 
sulta popular a llevarse a cabo en febrero de 2018, en donde el pulso 
entre Correa y Moreno se definiría en siete preguntas. Entre las más 


Glas hasta que finalmente fue destituido después de que él mismo pidiera el retiro 
de su inmunidad en señal de su inocencia. 

25 Exmiembro de la Democracia Popular y de la Izquierda Democrática. 

26 Entre los nombres más importantes del Frente, se encontraron: el monseñor Fausto 
Trávez, Arzobispo de Quito, Julio César Trujillo, abogado, exafiliado a la Democracia 
Popular y al Partido Conservador, Xavier Zavala Egas, doctor en Jurisprudencia y árbi- 
tro de la Cámara de Comercio de Guayaquil, entre otros. 
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importantes, se encontraron la abolición de la figura de reelección 
indefinida impulsada por Correa en su periodo y la destitución del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social” que sería 
remplazado por uno transitorio (Borja, 2018). 

Es en medio de la campaña por la consulta popular que sectores 
de las nuevas derechas ecuatorianas se suman a la iniciativa de Mo- 
reno que llevaba como objetivo la descorreización del país. Así, Nebot 
presentó su apoyo manifestando que las preguntas son “totalmen- 
te válidas” (El Universo, 2017b). Al mismo tiempo, Guillermo Lasso, 
principal líder de la oposición, mencionó que “votaremos sí, a todas 
las preguntas que se plantean en esta consulta popular, porque son 
los mismos temas que prometimos consultar durante la última cam- 
paña electoral” (Lasso, 2017a). 

Por otra parte, el prefecto del Guayas, Jimmy Jairala de Centro 
Democrático, y el excandidato presidencial y líder de la Izquierda De- 
mocrática, Paco Moncayo, se sumaron a la iniciativa (Telam, 2017). A 
su vez, líderes de otras organizaciones apoyaron la consulta popular, 
tal como Jaime Vargas, presidente de la CONAIE, quien mencionó 
que “todas las siete preguntas vamos a apoyarlo [...] para nosotros 
es un paso más, defensa del territorio, defensa de la Amazonía” (Me- 
dios Públicos EP, 2017). 

Este apoyo de varios frentes y sectores políticos de la sociedad 
parte de una estrategia discursiva que se afianzó a través de los 


27 En el Ecuador, aparte del poder Legislativo, Ejecutivo y Judicial, existen dos más. 
Según la Carta Magna (2008), el poder electoral se encargaría de la dirección y 
designación de integrantes de organismos electorales desconcentrados, control de 
propaganda y gasto electoral, entre otros; mientras que el poder ciudadano o de 
control social tenía como principales atribuciones el control contra la corrupción, la 
rendición de cuentas, la promoción de la participación ciudadana y la designación 
de algunas de las autoridades de las instancias de control más importantes del país 
(Contraloría General del Estado, Superintendencias, Defensoría del Pueblo, Fiscal 
General del Estado, Procurador/a General del Estado, Magistrados/as de la primera 
Corte Constitucional, Miembros del Consejo de la Judicatura, entre otras). 
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numerosos enunciados sobre la corrupción que se difundieron a 
través de medios de comunicación masivos y digitales, muchos de 
ellos bajo la influencia de importantes capitales del Ecuador. La des- 
correización del país constituye el eje articulador de estos sectores, 
que tenía como finalidad desterrar todo rastro del correísmo de la 
conducción del Estado.? 


Ecuatorianos, ustedes conocen que siempre nos opusimos al correís- 
mo y a sus prácticas desde un inicio, esta no es una novedad, ni fue 
una conveniencia o una moda, como algunos pretenden presentarse 
ahora. Hoy con fuerza, con frontalidad y firmeza, podemos decir que 
Correa es parte del pasado, y el presidente Moreno tiene por delante 
el desafío de terminar con el Correísmo, terminar con sus leyes que 
asfixian las libertades, como la libertad de expresión y su política 


económica (Lasso, 2018). 


Si bien las estrategias discursivas en cuanto a la corrupción y a la des- 
correización permitieron a las nuevas derechas emprender toda una 
cruzada en contra del proyecto político de la Revolución Ciudadana, 
también es importante aclarar que a estas estrategias discursivas, que 
parten de una racionalidad neoliberal mayor, se le sumaron sectores 
que se autocatalogaban como progresistas y de izquierda, como la 
CONATE y el partido Izquierda Democrática. 


Conclusiones 


Hasta aquí se han revisado brevemente dos estrategias discursivas 
basadas en enunciados distintos y se parte de un análisis arqueo-ge- 
nealógico de la situación. A la par, identificamos una estructura de 


28 Después de la consulta popular, la administración de Lenín Moreno emprendió una 
purga para “descorreizar al Ejecutivo”, aseverando que dentro de su administración 
existe una mafia, y que los infiltrados serían encontrados (González, 2018). 
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poder que pugna por sostenerse, que en este caso se encuentra sus- 
tentado en el proyecto político de la Revolución Ciudadana y un 
contrapoder, que tiene que ver con los sectores de oposición, en su 
mayoría nuevas derechas que se encuentra disputando ese poder. 

Si bien es cierto que las nociones iniciales de las nuevas derechas 
pueden resultar en temas generales como su distanciamiento del to- 
talitarismo y su incorporación de la democracia como valor supre- 
mo, en el caso ecuatoriano, las nuevas derechas incorporan ciertos 
valores adicionales, como la libertad y la lucha contra la corrupción, 
asimismo enarbolan la idea del empresario como referente indivi- 
dual y la del emprendedorismo como estilo de vida. 

En el Ecuador, el clivaje político entre derechas e izquierdas pare- 
ce desaparecer, sobre todo en el periodo analizado, y toma un tinte 
más hacia la confrontación entre dos sectores ampliamente politiza- 
dos, el del correísmo, representado por los sectores populares, y el del 
anticorreísmo, al cual se sumaron sectores que bien representaron a 
una élite del país, tales como SUMA, PSC y CREO, o bien aquellos 
que fueron desplazados de la práctica política, como el caso de la 
Izquierda Democrática, Pachakutik, CONATE, entre otros. 

Sin duda alguna, las estrategias discursivas de las nuevas dere- 
chas son de lo más variadas y extenderían el presente artículo, mo- 
tivo por el cual se han seleccionado dos de las más relevantes para 
ponerlas en contexto a la hora de analizarlas desde un enfoque 
arqueo-genealógico. 
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Formación política y disputa 
de los sentidos comunes 


AXEL MELÉNDEZ 


Introducción 


Muchas y diversas son las experiencias en América Latina que han 
apostado por diversos y variados procesos de formación política para 
construir nuevos sentidos comunes que permitan luchar por una 
sociedad más justa para el conjunto de la población. Sin embargo, 
las apuestas desde las izquierdas no tienen el camino libre, ya que las 
derechas también apuestan por la formación de la sociedad bajo una 
perspectiva que les permita seguir reproduciendo la dominación y 
explotación hacía las grandes mayorías. 

Estos proyectos que se presentan como antagónicos tienen cam- 
pos de disputa en común: la formación de la sociedad y la constitu- 
ción de un sentido común. Esto pone de manifiesto que los procesos 
que viven los países latinoamericanos están en constante tensión, en 
donde lo que haga o deje de hacer un sector permitirá que la otra 
posición avance con firmeza. Es decir, en la lucha por la formación de 
la sociedad y la constitución de los sentidos comunes atraviesa gran 
parte del entramado de la vida social que va desde lo económico 
y político a lo cultural y lo ideológico, en donde los contendientes 
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tratan de hacer uso de todo lo que se encuentre a sus manos, ya sea 
para continuar con la reproducción de las desigualdades, ya sea para 
la liberación y emancipación de los pueblos. En este sentido, lo que 
busca este reducido escrito es sintetizar algunos problemas entre la 
articulación de la formación política, los sentidos comunes y un su- 
jeto político organizado, tomando en consideración las disputas que 
subyacen entre las derechas y las izquierdas latinoamericanas. Por lo 
que esta tarea implica varios supuestos a considerar. 

Primero: la formación política, desde mi perspectiva, debe de 
concebirse lejos de la visión tradicional que solo contempla círculos 
de estudio, talleres o clases en donde se discute y analiza la realidad. 
Estos espacios, aunque importantes, entran en constante articula- 
ción, mediación y tensión con otros espacios de la sociedad como 
los medios de comunicación, la propaganda, la escuela, la interac- 
ción entre grupos, etc. Es decir, la formación política no se limita a lo 
que pasa en un círculo de estudios ya que, como lo han demostrado 
algunos ejemplos (Venezuela, México, Ecuador, Cuba, etc.), estos es- 
pacios entran en interacción con lo que pase desde los medios de co- 
municación, la propaganda u otros espacios.' Esto es, la formación 
política se expresa, con sus particularidades, en múltiples y variados 
espacios de la sociedad. Ahora bien, es importante mencionar que las 
derechas promueven una formación de la sociedad para que esta se 
encuentre en permanente inmovilización, mientras que las izquier- 
das tratan de priorizar una formación política que no se limita solo 
a la comprensión de la realidad, sino que apuesta por la transfor- 
mación de la misma. En pocas palabras, la formación política, como 


1 Me refiero explícitamente a la formación desde la educación informal que se rea- 
liza desde las llamadas mañaneras del presidente mexicano Andrés Manuel López 
Obrador y el caso del programa Aló presidente y Aló presidente teórico impulsado 
por el entonces mandatario Hugo Chávez. Ambos espacios, con sus particularidades, 
construyeron ideas, símbolos, interpretaciones de la realidad para el conjunto de la 
población a partir de lo dicho por los mandatarios en los medios de comunicación. 
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expresión formativa y educativa, “tiene la capacidad de incidir en los 
procesos de transformación social, pues participa en las luchas por la 
constitución de la hegemonía” (Puiggrós, 2017, p. 27). 

Segundo: los sentidos comunes tienen múltiples caras y funcio- 
namientos. En primera instancia, hay que distinguir que existen sen- 
tidos comunes que son útiles en la vida cotidiana y otros que tienen 
intención de la construcción de ciertas pautas de dominación o, des- 
de otra perspectiva, de liberación. El sentido común que resulta útil 
en la cotidianidad, como acto de sobrevivencia, radica en aquellos 
aspectos que sirven para resguardar la vida, tal es el caso de cruzar 
una avenida cuando el semáforo lo permita o el saber si es posible 
transitar por alguna calle oscura y solitaria a altas horas de la noche 
en zonas geográficas que parecen conflictivas. 

Otro sentido común es aquel que tiene la intención de construir 
referentes valorativos que conduzcan a la sociedad en su conjunto 
bajo ciertos parámetros de pensamiento a partir de incorporar ideas, 
actitudes y formas de relacionarse con la realidad bajo los intere- 
ses de cierto sector de la población. En este caso, encontramos, por 
ejemplo, los discursos que se han instalado desde las derechas y que 
afirman que “el pobre es pobre porque quiere” y el “echaleganismo” 
que plantean que la mejora de las condiciones de vida recae exclusi- 
vamente en el esfuerzo individual. Es decir, estos sentidos comunes 
lo que tratan de hacer, a partir de su incorporación en las sociedades, 
es ocultar o distorsionar las causas estructurales que generan diversas 
problemáticas. Es en este tipo de sentido común en donde radican 
las disputas más profundas entre las derechas y las izquierdas, ya que 
mientras una posición trata de seguir reproduciendo las desigual- 
dades estructurales, la otra busca la liberación de los pueblos. Por 
último, vale la pena mencionar que los sentidos comunes no solo 
tienen una carga ideológica, mental o psíquica, también se expresan 
en conductas y en las formas de relacionarse en la sociedad. Es decir, 
el sentido común “está constituido por todos aquellos presupuestos 
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que hacen posible la vida cotidiana, la interacción 'normal' entre las 
personas, aquellos elementos que se asumen como obvios y por ello 
mismo nunca o rara vez se someten a cuestionamiento y revisión” 
(Baró, 1985, p. 105). 

Tercero: tanto los sentidos comunes y la formación política se 
encuentran en permanente tensión y disputa entre las derechas y 
las izquierdas, ya que cada posición trata de construir las condicio- 
nes para disputar el rumbo de los países y dichos elementos pueden 
coadyuvar a inclinar la balanza hacia algún interés. En este sentido, 
no es descabellado afirmar que las derechas también forman políti- 
camente a la población para que las izquierdas no puedan avanzar 
en sus proyectos, mientras que las izquierdas buscan la liberación de 
los pueblos. 

Cuarto: tanto los sentidos comunes como la formación política 
son una apuesta por modificar la correlación de fuerzas en luchas 
más amplias. Si bien la formación política por sí sola no implica la so- 
lución de los problemas estructurales, sí es un campo que, desde las 
izquierdas, apuesta por la consolidación de un sujeto político organi- 
zado que tenga la capacidad de disputar la dirección de las relaciones 
sociales, mientras que, desde las derechas, se busca la pasividad de 
las masas para que estas no causen confrontación alguna hacía su 
proyecto político-económico. En este sentido, se hace indudable que 
tanto los proyectos políticos de izquierda, así como los de derecha, 
traten de impulsar una formación política desde diferentes ámbitos 
de la sociedad para tener la hegemonía de los sentidos comunes y así 
poder avanzar en la modificación de la correlación de fuerzas. 

Los puntos anteriores ponen de manifiesto la necesidad de reco- 
nocer que existen iniciativas desde ambas posiciones, las cuales no 
deben de obviarse si es que pretendemos luchar por una sociedad 
más justa. No basta con mirar solo lo que hacen las derechas, ni tam- 
poco basta con mirar lo que promueven las izquierdas. Es necesa- 
rio, puesto que existe un reconocimiento de la disputa, mirar ambos 
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actores en conflicto. Por consiguiente, se hace necesario iniciar con 
un análisis sobre las apuestas desde las derechas para la constitución 
de una formación política que promueva un sentido común que be- 
neficia las desigualdades, para dar paso, en un segundo momento, 
a analizar algunas orientaciones emprendidas desde las izquierdas, 
para finalizar con los desafíos y retos de esta última posición. No 
se trata, entonces, de un asunto de disputa cualquiera, sino de una 
apuesta por calibrar ciertos elementos de la correlación de fuerzas 
que permitan alcanzar una comprensión y ruta profunda para los 
retos de gran envergadura que tenemos de frente. 


Las derechas, sentido común y formación política 


En las discusiones sobre las estrategias de las derechas en América 
Latina, diversos académicos y académicas han centrado su atención 
en la articulación de la violencia y el consenso utilizados para que 
dichas posiciones mantengan la dirección de las sociedades. Sin em- 
bargo, se hace necesario problematizar en otro nivel de concreción 
las apuestas de las derechas en tanto constitución de un sentido 
común que les permita cumplir sus objetivos, por lo que se puede 
mencionar, a grandes rasgos, que la estrategia de las derechas es se- 
guir manteniendo el poder político, pero, para llegar a ese objetivo, 
se tienen que realizar diversas tareas en el transcurso del recorrido. 
En este sentido, mencionaré algunos de los puntos más relevantes en 
el terreno de la disputa con las izquierdas en ese recorrido y una de 
esas tareas es la promoción de un sentido común que trata de cum- 
plir con por lo menos tres objetivos. 

Primero: ocultar las causas estructurales de los problemas que 
subyacen en la sociedad, a saber: el desempleo, la falta de vivienda, 
el derecho a la salud y a la educación, etc. Esto tiene la intención de 
generar las condiciones para que, de manera simultánea, las víctimas 
de las desigualdades sociales se conviertan en sus propios victimarios 
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a partir de trasladar lo estructural a lo individual y que estos no cues- 
tionen o contemplen las causas estructurales. Es decir, la apuesta de 
las derechas radica en la construcción subjetiva y objetiva en donde 
se piensa y actúa para que los problemas estructurales, ya que son 
presentados como propios, sean resueltos con el esfuerzo individual 
de cada persona. Aquí encontramos afirmaciones que, hasta cierto 
punto, han sido introyectadas por el grueso de las poblaciones: “cada 
persona es arquitecta de su propio destino”, “el pobre es pobre por- 
que quiere”, “les gusta vivir mal, por eso no se esfuerzan”, etc. En este 
primer elemento se elaboran relatos místicos para demostrar que los 
males de la sociedad no recaen en lo estructural, sino en el esfuerzo 
individual de cada uno, tal es el caso mexicano sobre lo que se dice 
de Benito Juárez.? 

Segundo: incitar la competencia, la individualidad y la inmovi- 
lidad de la población. Esto resulta efectivo a las derechas para po- 
der seguir reproduciendo las desigualdades estructurales que le son 
beneficiosas. Se plantea la competencia, y no la solidaridad, como 
promotora de la superación personal y social. Se argumenta que la 
individualidad es mejor que la colectividad, ya que la primera per- 
mite escalar más rápido hacía el éxito social y la segunda es un las- 
tre que no te permite avanzar hacia mejores condiciones de vida. Se 
prioriza la inmovilidad, ya que los problemas sociales son producto 
de la individualidad y no de las causas estructurales. Es decir, en este 
segundo elemento se tiene la intención de quitarle el carácter social 
a toda persona. 

Tercero: descalificar, generar miedo y terror ante los cambios 
estructurales que se plantean desde las izquierdas, ya que sus pro- 
puestas traerán mayores consecuencias que beneficios: “la izquierda 


2 Aunque cada país puede tener su personaje, en México se habla de la historia per- 
sonal de Benito Juárez: “él era un pobre indígena, que desde muy chico quedó 
huérfano, trabajaba acarreando ovejas, pero se esforzó y llego a ser presidente de la 
república, si tú te esfuerzas también llegarás a ser lo que quieras”. 
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comunista es un peligro para los países”, “te van a quitar tu propie- 
dad y se las darán a alguien más”, “la izquierda no quiere democracia, 
quiere dictadura”, etc. En este caso, las derechas han construido un 
enemigo en común con rostro y geografía en específico: el castro- 
chavismo.? Así, las derechas apuestan por mostrarse como la única 
opción salvadora de las sociedades, ya que dentro de sus plantea- 
mientos cualquier persona, pero no todas, podrá salir adelante con 
su esfuerzo individual, mientras que las izquierdas solo traerán des- 
trucción, inflación, poca inversión, etc. 

Ahora bien, que estas sean algunas de las apuestas tácticas de 
las derechas para construir un sentido común en la población que 
les beneficie para mantener las relaciones sociales de explotación y 
dominación no quiere decir que sean las únicas y que estas sean 
inamovibles. Por el contrario, mientras más avanza la izquierda como 
fuerza que puede disputar el gobierno o el Estado, más se radicalizan 
y renuevan las prácticas y los discursos de las derechas. Para ejemplo 
de esto último, si antes las derechas hablaban del peligro de las iz- 
quierdas en los países, una vez que estas últimas llegan al gobierno, 
renuevan su discurso para hablar sobre “corrupción” o “polariza- 
ción”, hasta llegar a la persecución jurídica y mediática del llamado 
lawfare, que “trata de una forma de agresión política-jurídica que 
[...] como un componente más de la guerra híbrida o asimétrica que 


3 La construcción del discurso de las derechas sobre el castrochavismo tiene por lo 
menos tres dimensiones: 1) Señalar a personajes como Fidel Castro y Hugo Chávez 
como “dictadores” y como una “posible amenaza” para los países en caso de que tal 
o cual persona de izquierda llegue al gobierno de un país; 2) Ubicar geográficamente 
en donde se encuentran los “dictadores” y las “consecuencias” que tuvieron los go- 
biernos para sus sociedades, sin hablar en ningún momento del bloqueo económico 
y las amenazas constantes del imperialismo norteamericano; 3) Profundizar el blo- 
queo, no solo económico, sino ideológico, ya que a partir del sesgo que producen las 
grandes corporaciones comunicacionales, junto con los discursos de las derechas, se 
trata de mostrar a estos países y a los gobernantes como lo “peor que le puede pasar 
a una sociedad” para que las poblaciones a quienes van dirigidos dichos mensajes 
puedan interiorizarlos sin cuestionar. 
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los Estados Unidos y sus aliados políticos y económicos llevan a cabo 
en defensa de su hegemonía imperial” (Tirado, 2021, p. 15), que 
genera las condiciones para encarcelar a mandatarios de izquierda 
bajo el argumento de corrupción, “influencia psíquica” o por una su- 
puesta “incapacidad moral”.* Estas construcciones a las que apuestan 
las derechas, está por demás decir, no solo son cuestiones subjetivas, 
en realidad operan en lo concreto y en las relaciones sociales ya que 
intentan definir parámetros de pensamientos y conductas específicas 
en la sociedad en beneficio de su proyecto. 

Ahora bien, en un nivel más concreto, las intenciones anteriores 
se articulan de la manera siguiente en la constitución de los sentidos 
comunes: 


» Construir las condiciones para que, de manera simultánea, 
generen un sentido común que permita ser apropiado por el 
conjunto de la población para su “fácil” conducción para que 
las derechas se muestren como la “opción viable” ante una 
izquierda “dictatorial castrochavista”. 

» Al generar lo anterior, les resulta más sencillo a las derechas 
“eliminar” al enemigo, ya que a partir del ataque mediático 
y legal en donde la apuesta es la construcción de un sentido 
común, este sirve para que su contrincante sea satanizado, en- 
carcelado o su eliminación tenga el menor costo político ante 
la población. 

+ La propaganda de las derechas puede promover difamacio- 
nes y/o mentiras que utilizan la manipulación para influir en 
la psicología de las masas para que estas mantengan ciertos 


4 Sobre corrupción, tenemos la campaña mediática y jurídica contra Lula da Silva. En 
el caso de “influencia psíquica”, se encuentran las acusaciones contra Rafael Correa y, 
por último, sobre una supuesta “incapacidad moral”, se encuentra el caso del man- 
datario peruano Pedro Castillo. 
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parámetros de pensamientos y conductas.* En pocas palabras, 
la propaganda se convierte en una acción sugestiva de suma 
importancia, ya que en esta se muestran, por un lado, como 
“demonios” cualquier apuesta o personaje de izquierda y, por 
el otro lado, las derechas se muestran como los garantes de 
los derechos sociales. 

» — Ladisputa de los sentidos comunes que emprende la derecha 
no solo pasa por mostrarse como quieren ser vistos ante los 
ojos de la población, es decir, no se muestran como los perpe- 
tuadores de las desigualdades sociales, sino como personajes 
preocupados por las mismas. Asimismo, su intención es una 
expresión de cómo están leyendo y mirando al conjunto de 
la población que vive las desigualdades estructurales del capi- 
talismo, el colonialismo y el heteropatriarcado, lo que intenta 
promover una identificación con el conjunto de la sociedad.* 


5 Está más que documentado por diversos autores y autoras que uno de los meca- 
nismos más importantes que han utilizado las derechas y las extremas derechas, 
pasando desde las dictaduras del cono sur hasta gobiernos “democráticos” de dere- 
cha, es la llamada “acción psicológica” a partir de los medios de comunicación para 
influir en la construcción de un sentido común y un consenso en el conjunto de la 
población. 

6 En este caso, solo por colocar algunos ejemplos, tenemos a personajes como Xóchilt 
Gálvez en México, Javier Milei en Argentina, Juan Guaidó en Venezuela, Dina 
Boluarte en Perú, entre otros. Cada uno con sus matices, pero en el fondo con la 
misma intención, seguir reproduciendo las desigualdades estructurales que aquejan 
a los pueblos. En el caso de Boluarte, cuenta una historia en la que tuvo que salir 
adelante como una mujer independiente y trabajadora desde los 18 años que, sin 
ayuda de nadie, el día de hoy se encuentra como “presidenta” del Perú después del 
golpe de Estado al presidente Pedro Castillo. En la misma sintonía, se encuentra la 
mexicana Xóchilt Gálvez que actualmente representa la cara visible de la coalición 
de oposición del Partido Revolucionario Institucional (PRI), Partido Acción Nacional 
(PAN) y el Partido de la Revolución Democrática (PRD). Gálvez se muestra en sus 
discursos como una mujer que ha vivido la violencia machista, que siempre fue 
pobre y que vivió las desigualdades por ser indígena. Por otro lado, Javier Milei se 
muestra, en sus últimas apariciones en los medios de comunicación, como un hom- 
bre que durante su adolescencia vivió maltrato por parte de sus padres, lo que le 
permitió que, sin ayuda de nadie, convertirse en la persona que hoy es. Guaidó, por 
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+ La fuerza de las derechas, en tanto disputas del sentido co- 
mún, recae en la creación de una consciencia inmediata que 
responde solo a lo cercano y a lo dicotómico, por lo que, des- 
de la constitución de este sentido común, solo se puede mo- 
dificar lo que es inmediato en las vivencias del conjunto de la 
población. Es aquí en donde encontramos afirmaciones que 
se han implantado como soluciones que ocultan las causas 
estructurales de los problemas: “busca otro trabajo en donde 
te paguen mejor”, “aquel trabajo es mejor que este”, “podría- 
mos estar peor”, etc. 

» Los medios son fundamentales para influir en el sentido co- 
mún promovido por las derechas. Basta con mirar al Grupo 
Clarín en Argentina, Globovisión en Venezuela, O globo en 
Brasil, Fox News en Estados Unidos, Latinus en México, para 
identificar que la intención es promover la satanización de la 
izquierda y, por el otro lado, el purismo de las derechas. 


Los puntos anteriores son solo una muestra de las intenciones exis- 
tentes desde las derechas. En su proyecto, contemplan la constitución 
de los sentidos comunes no solo desde una perspectiva ideológica, 
sino que contemplan también los elementos prácticos. En otras pa- 
labras, la derecha articula teoría y práctica, no solo desde sus iniciati- 
vas, sino en la constitución de formas de relacionarse en el conjunto 
de la población. Las derechas tienen objetivos claros para alcanzar 
O mantener sus intereses y echan mano, de manera articulada y no 
asilada, de todas las herramientas que están a su alcance: medios 


su parte, se muestra como un joven preocupado por la situación de su país, en donde 
él, siendo que en su familia no tenían mucho dinero, se convirtió en una experiencia 
de superación personal al llegar a la universidad y desde ahí estar preocupado por la 
situación que atraviesa su país. Cada uno, con su matiz, se muestra bajo dos elemen- 
tos principales: preocupados por las desigualdades estructurales que se viven en su 
país y como sobrevivientes a violencias y desigualdades, a partir de donde, por sus 
esfuerzos individuales, llegaron a donde están hoy. 
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de comunicación, instituciones judiciales, propaganda, etc. En este 
sentido, resulta oportuno mencionar que la formación política que 
intenta implementar en la sociedad, así como los sentidos comunes 
que promueve, son parte de una disputa más amplia que no tiene 
sus límites en lo ideológico. 

Por lo anterior, la demagogia de las derechas resulta peligrosa ante 
una población que no ha llegado a un grado de maduración ni de 
transformación social profunda. Resulta peligrosa, también, ante los 
errores que pueda cometer la izquierda, ya que la derecha tiene más 
experiencia y más elementos en la confrontación de la lucha por su 
historia de clase, por lo que cualquier error lo tratará de capitalizar. El 
peligro también se expresa al momento que las izquierdas no tienen 
un proyecto ideológico y político firme que haya sido asumido por 
el conjunto de la población, por lo que las derechas pueden ocupar 
esta flaqueza de quienes apuestan por la liberación, para mostrarse 
preocupados por la situación y como una apuesta viable para salir 
de cualquier crisis. En suma, las derechas, desde múltiples y variadas 
herramientas, en el ámbito de los sentidos comunes y la formación 
política, tratan de evitar a toda costa la toma de consciencia de clase 
de las grandes mayorías. Asimismo, toda iniciativa de las derechas 
que trate de disputar los sentidos comunes tiene una intención fun- 
damental: “naturalizar” o “normalizar” las desigualdades sociales y 
la pasividad de las masas. 

Pero no hay que obviar que las apuestas de la derecha pueden 
entrar en contradicción por lo que pase en la sociedad. Ya sea por 
el avance de las izquierdas, ya sea por alguna equivocación de las 
derechas que implique violencia hacia la población, crisis económica, 
falta de respuesta ante algún suceso que aqueja a la sociedad, etc. Es 
aquí en donde la izquierda debe de tomar ventaja, pero no será sen- 
cillo, ya que las derechas tienen la capacidad de renovar sus discursos 
y acciones para beneficio a su proyecto. 
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Si bien estas líneas no alcanzan para hacer una revisión profunda 
sobre todas las estrategias que se emplean, ni tampoco para hablar 
de las particularidades que existen entre las llamadas “ultra dere- 
chas” y las “derechas más moderadas”, basta estas pinceladas para 
marcar las coordenadas de sus intenciones, así como la formación y 
constitución del sentido común que apuestan consolidar, para que 
quienes luchan por una sociedad más justa tomen en cuenta los 
retos existentes. 


Las izquierdas, sentido común y formación política 


En América Latina estamos viviendo un momento muy especial, 
aunque paradójico, en la disputa por los sentidos comunes y la for- 
mación política que se promueven desde las izquierdas una vez llega- 
das al gobierno, ya que existen múltiples y variadas iniciativas que se 
promueven para poder disputar el rumbo de las relaciones sociales 
en cada uno de los países. Pero el camino de las izquierdas no es sen- 
cillo, dado que, como se mencionó en el apartado anterior, la apuesta 
de las derechas es a la inmovilización de las masas a partir de la do- 
minación de las mismas y por medio del ocultamiento de la realidad. 
Esta situación nos pone ante una cuestión antagónica que, al mismo 
tiempo, es esclarecedora: si las derechas, con la intención de con- 
quistar el sentido común a partir de la formación de ciudadanos que 
no cuestionen lo que acontece en la sociedad, en teoría, las izquier- 
das, a partir de sus iniciativas, deben de apostar por la liberación, 
formación, organización, el develamiento de las causas estructurales 
y la emancipación de los pueblos. En este sentido, valdría la pena 
analizar, a grandes rasgos, los métodos, prácticas y propósitos de las 
izquierdas que han apostado por la formación política de las masas. 
En este caso, pese a las diferencias, tendríamos algunas coincidencias 
entre las iniciativas de cada país: 
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1. Existen países de los llamados gobiernos progresistas que im- 
plementaron la modificación de planes y programas de estu- 
dio o la creación de nuevas instituciones educativas para que, 
a partir de la educación (principalmente la superior), las y los 
sujetos pudieran formarse con una perspectiva social y crítica. 
Esto se refleja en países como Venezuela, México, Ecuador, 
Bolivia, Brasil, por mencionar algunos. 

2. En otros países, los partidos crearon escuelas de formación 
política dirigidas a los militantes o simpatizantes del mismo. 
En algunos casos, los procesos de formación se dedicaron a 
constituir cuadros políticos para el partido y el Estado; en 
otros, la intención es la formación y organización de las masas. 

3. La mayoría de los gobiernos progresistas enfocaron grandes 
esfuerzos a programas sociales sobre canasta básica, aumen- 
to del salario, salud, educación, etc. Pero estos esfuerzos, cada 
uno con sus matices, demostraron que la prioridad era hacer 
cambios administrativos y reformas que mejoraran la vida de 
las y los ciudadanos, así como la modificación de la percep- 
ción a partir de las iniciativas gubernamentales. 

4. Referente a la movilización de los pueblos, varios gobiernos 
progresistas han promovido convocatorias para movilizarse y 
organizarse bajo coyunturas excepcionales, ya sea para pre- 
sionar a los Congresos para la aprobación de alguna reforma, 
ya sea para el respaldo al gobierno o en conmemoración de 
alguna fecha. Es decir, las movilizaciones fueron convocadas 
bajo agendas y momentos específicos que no necesariamente 
priorizaban la organización permanente. Esto, como cualquier 
movilización y lucha, genera aprendizajes en la población. 

5. Las disputas por los sentidos comunes, principalmente a tra- 
vés de medios de comunicación o la propaganda, en algunos 
casos plantearon una resignificación de la vida en común y 
promovieron la reflexión, aunque sea de manera superficial, 
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sobre las causas estructurales que generan las desigualdades. 
Si bien esto plantea un momento particular de la formación 
política y un avance importante, esto no necesariamente se ha 
expresado en organización o movilización permanente. 


Los puntos anteriores demuestran un avance importante en cuan- 
to a la reflexión sobre lo que acontece en cada país. La creación de 
instituciones educativas, la concientización y movilización del pue- 
blo, sin duda demuestran un grado de maduración de los procesos 
de cambio social, pero ¿por qué los gobiernos progresistas no han 
podido sostener los proyectos de transformación que se proponen? 
La respuesta no es sencilla, pero las experiencias latinoamericanas 
han demostrado que para mantener y profundizar la transformación 
no basta con ganar las elecciones, se necesita de un sujeto político 
organizado que permita sostener y radicalizar los procesos. Es decir, 
no basta con plantear modificaciones o transformaciones para que 
el poder adquisitivo y los derechos sociales sean mejores, se necesita 
la participación del pueblo, de manera consciente y organizada, para 
que los cambios no se vengan abajo y estos puedan profundizarse. 
En sentido de lo anterior, podría afirmarse que la formación polí- 
tica que algunos gobiernos de corte progresista promueven entra en 
dilemas entre la necesidad de tener un sujeto político organizado y 
la práctica concreta con la que se orienta dicho horizonte. Estos di- 
lemas toman múltiples expresiones, pero comparten varias tenden- 
cias en común. Primero, pese a las afirmaciones que puede haber, 
no hay una apuesta por constituir un pueblo organizado que tenga 
capacidad de disputa para sostener las transformaciones que se han 
realizado, ya que el interés es la movilización bajo agendas coyuntu- 
rales específicas: aprobación de reformas, conmemoración de fechas 
emblemáticas para los procesos o alrededor del calendario electoral. 
En pocas palabras, en muchos de los casos, el pueblo funge como 
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un sujeto espectador de las transformaciones y no necesariamente 
como el protagonista de las mismas. 

Segundo, el nivel de consciencia se queda en lo superficial mu- 
chas veces, ya que el emisor de los mensajes (los mandatarios prin- 
cipalmente) comparten una reflexión, a través de los medios de 
comunicación, que la mayoría de las veces resulta ser vertical y no se 
invita, por medio de alguna iniciativa, al intercambio de puntos de 
vista, a la continuidad de la reflexión, a su problematización o a lle- 
varlo a la práctica en condiciones concretas.” En este escenario, la dis- 
puta de los sentidos comunes, a partir de las diferentes herramientas 
mediáticas, toma una expresión vertical puesto que se queda en las 
orientaciones generales y no promueve la reflexión profunda a partir 
de diferentes iniciativas. 

Tercero, no existe una relación intencionada para articular teoría 
y práctica, por lo que algunos mandatarios hablan de la “consciencia 
del pueblo”, “la revolución de las consciencias”, “disputa ideológica”, 
etc., pero no necesariamente generan las condiciones para que estas 
afirmaciones se relacionen con prácticas concretas. Esto, desde mi 
punto de vista, se debe a dos cuestiones en específico: primero, se 
piensa que se ha “tomado el poder” al ganar las elecciones, por lo que 
todos los cambios pueden hacerse y sostenerse solo y únicamente 


7 Si bien cada proceso social tiene sus particularidades y un grado de maduración dis- 
tinto, convine colocar dos ejemplos que pueden ayudar a la afirmación mencionada. 
El primero es el caso de “las mañaneras” del presidente mexicano Andrés Manuel 
López Obrador y el segundo es lo ocurrido con el expresidente Hugo Chávez y su 
llamado “Aló presidente teórico”. Si bien López Obrador ha construido una tribuna 
desde la cual pudo, de manera muy pedagógica, generar en el conjunto de la pobla- 
ción la idea de que “es malo” el neoliberalismo, la corrupción, los “fifís”, etc., esto 
no significa que la población receptora entienda la profundidad de eso “malo” de 
las estructuras sociales. En el caso venezolano, Chávez tenía una situación distinta, ya 
que a partir de las diferentes misiones (Robinson, Sucre, vivienda, etc.) pudo impul- 
sar una formación política que iba acompaña de discusiones teóricas a través de su 
programa de televisión, lo que permitió que las teorizaciones y afirmaciones no solo 
se quedaran en la reflexión, sino que tuvieram una expresión práctica. 
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desde el gobierno; segundo, existe una relación conflictiva con diver- 
sos movimientos sociales, teniendo en algunas ocasiones momen- 
tos de represión, en otras situaciones, son atacados mediáticamente 
desde los gobiernos de izquierda o son criminalizados por no apoyar 
ciegamente las iniciativas del gobierno.? Estas situaciones generan 
una contradicción inminente, ya que se llama a elevar el nivel de 
consciencia del pueblo y a organizarse para mantener la transforma- 
ción, pero cuando se movilizan en contra de ciertas iniciativas, para 
la exigencia de ciertas demandas o lejos de las convocatorios a movi- 
lizarse definidas por los gobiernos, los movimientos sociales resultan 
un obstáculo para la transformación que solo se piensa “desde arri- 
ba” (desde el gobierno), sin contemplar “el abajo” (el pueblo). 

Entonces, si bien existen diversas apuestas de disputa por los sen- 
tidos comunes a partir de los escenarios e iniciativas mencionadas 
desde las izquierdas, es importante señalar que no se han podido ge- 
nerar las condiciones concretas para que estas disputas se sostengan 
a partir de una práctica concreta. Es decir, la apuesta de las izquierdas, 
que quieren mostrarse como antagónicos y como una alternativa a 
lo que se profundiza desde las derechas, no han podido consolidar 
una articulación entre la teoría y la práctica, entre la consciencia y la 
acción, entre la construcción de nuevos referentes y la transforma- 
ción social desde los pueblos. 

Por tanto, no deja de ser paradójico que desde la izquierda se 
incentive, aunque sea en discursos, la necesidad de un pueblo 


8  Noes secreto que diversos gobiernos, tanto de la primera ola del progresismo como 
de la segunda, que un desafío de las administraciones se expresa en una relación 
conflictiva con movimientos sociales. Esto se puede constatar, por ejemplo, en 
las movilizaciones en contra de algunas políticas de Rafael Correa por parte de la 
Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador, las críticas del Movimiento 
de los Trabajadores rurales Sin Tierra hacla Lula da Silva durante sus primeros man- 
datos, la movilización de organizaciones de docentes en Venezuela contra Maduro, la 
relación conflictiva de Obrador contra casi cualquier movimiento social que no está 
dentro de MORENA o de su proyecto de transformación, etc. 
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informado y organizado, pero, al mismo tiempo, el camino empren- 
dido plantee contradicciones fundamentales para que esto se pro- 
duzca. Esa articulación, entre lo teórico y lo práctico, es tal vez uno de 
los desafíos más grandes que tienen las izquierdas en América Latina, 
ya que esto puede conducir y definir el rumbo de lo que puede acon- 
tecer en los países. 


Formación política, disputa de los sentidos comunes 
y desafíos desde las izquierdas 


Ya se ha dicho en páginas anteriores que tanto las derechas como 
las izquierdas se encuentran en permanente tensión por la disputa 
de los sentidos comunes del conjunto de la población. Asimismo, 
se argumentó que existen expresiones de formación política que no 
necesariamente son de izquierda, ya que las derechas, a su modo, 
también forman políticamente al conjunto de la población. Por úl- 
timo, se afirmó que las decisiones que se tomen, de un bando o del 
otro, van a impactar necesariamente en las decisiones que tome la 
mayoría de la población, teniendo como resultado la inminente mo- 
dificación en la correlación de fuerzas existente. 

En este sentido, la apuesta desde las izquierdas, a la luz de las 
consideraciones anteriores y partiendo desde mi experiencia sin la 
intención de promover un manual sobre formación política, debe 
de contemplar los siguientes elementos como desafíos a enfrentar 
las contradicciones existentes para así profundizar la disputa de la 
formación y constitución de sentidos comunes: 


1. Como se mencionó en anteriores apartados, la fuerza de las 
derechas, en tanto disputa de los sentidos comunes, radica 
en tratar de construir un pensamiento acrítico para crear 
apariencias falsas con soluciones inmediatas, por lo que la iz- 
quierda tiene como tarea fundamental comenzar por aquello 
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390 


que es común, aunque muchas veces parezca insuficiente. En 
eso común no caben los conceptos abstractos académicos, lo 
que importa es la experiencia de los pueblos como punto de 
partida de la formación política. Quién más que la mayoría 
de la población para saber, de carne propia, la violencia y la 
explotación que viven a diario. Todas las personas saben que 
no es suficiente el salario que ganan mensualmente para po- 
der sobrevivir en este mundo, por lo que, si la práctica de la 
formación política se piensa como un seminario universitario 
desde los conceptos abstractos de “plusvalía”, “crisis orgánica 
del capital”, etc., lo que promueve, en realidad, es un vínculo 
pedagógico vertical, domesticador y bancario. Por lo que los 
procesos de transformación desde las izquierdas no deben 
de apostar por una práctica reaccionaria de derecha que solo 
interprete los dolores de los pueblos y planteen rutas de re- 
flexión desde los escritorios, en realidad deben de apostar por 
sentir lo que aqueja a población para que desde ahí el proble- 
matizar la realidad sea realmente liberador. En pocas palabras, 
“el elemento intelectual sabe, pero no comprende y especial- 
mente no siente [...] el error del intelectual consiste en creer 
que se puede saber sin comprender y especialmente sin sentir 
[..] y estando alejado del pueblo” (Gramsci, 198, p. 164). 

En segundo lugar, es indispensable entender que la riqueza 
de la teoría no es su facilidad para enunciarla de memoria. 
Su riqueza debe de expresarse en el estudio, adaptación y 
transformación de la misma en función de lo que demanda 
la realidad, lo que implica que la formación política debe de 
responder a las realidades concretas y no, en primera instan- 
cia, en lo que dicte tal o cual teoría. Asimismo, es necesario 
entender que el develar lo que acontece en la realidad no ne- 
cesariamente implica que esta cambie por arte de magia. Es 
decir, quien apueste por la transformación social o cualquier 
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marxista “debe de tener en cuenta la vida real, los hechos 
exactos de la realidad, y no seguir aferrándose a la teoría de 
ayer, que, como toda teoría, en el mejor de los casos, solo traza 
lo fundamental” (Lenin, 2077, p. 60). 

3. Lasuperación o tensión existente en la consciencia de los pue- 
blos implica una expresión de la maduración de los procesos 
sociales, pero esto resulta insuficiente a la hora de enfrentar 
los embates de las derechas. No es peleando ideológicamente 
que se derrotarán aquellos proyectos de explotación y domi- 
nación, es necesaria la consolidación de una organización que 
contemple el entendimiento y transformación de la realidad a 
partir de un proceso de formación política que no solo apues- 
te por revolucionar las consciencias. Esto no quiere decir que 
hay que apostar más por la organización y menos por la teoría 
O viceversa, significa, en realidad, que ambos elementos repre- 
sentan un reto que se tiene que trabajar de manera paralela 
desde sus propias complejidades. Si no se supera el llamado 
“bloqueo ideológico”, siendo este “una de las dificultades más 
grandes para realizar las revoluciones en los países” (Harne- 
cker, 1987, p. 49), la organización no tendrá frutos al mo- 
mento de querer transformar la realidad. Asimismo, si no se 
promueve y consolida una organización, el superar el bloqueo 
ideológico será insuficiente. Simplemente si las derechas tra- 
tan de promover un bloqueo ideológico que oculta realida- 
des, así como una actitud pasiva de los pueblos, las izquierdas 
deben de promover la articulación contraria: la teoría debe 
incentivar el entendimiento de la realidad y la organización 
debe promover la movilización del pueblo para transformar 
la realidad. 

4. Como se mencionó anteriormente, las derechas apuestan a 
mostrarse como víctimas de las opresiones de clase, género y 
etnia para tratar de ganar la simpatía de las poblaciones, por 
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lo que la formación política desde las izquierdas no se puede 
reducir solamente a categorías de clase. Una formación políti- 
ca que apueste por la liberación y organización de los pueblos, 
que parte de la experiencia de los mismos, debe contemplar 
la interseccionalidad entre la clase, el género y la etnia. El con- 
templar solo uno de estos elementos indiscutiblemente deja 
afuera múltiples opresiones de gran parte de la población y, al 
ocultarlas, se reproducen dichas violencias. Es por eso que “el 
educador progresista entiende que cualquier reduccionismo 
de clase, de sexo o de raza distorsiona el sentido de la lucha” 
ya que “el sexo solo no explica todo. La raza sola tampoco. Ni 
la clase sola” (Freire, 2017, p. 105). 

5. Deben de existir canales de comunicación de prensa y pro- 
paganda que promueva un diálogo reflexivo y popular sobre 
los grandes debates nacionales, para que el conjunto de la 
población tenga el pulso de lo que acontece en su contexto 
concreto. Asimismo, esto promueve la capacidad de análisis y 
respuesta ante cualquier situación que se presente. 


Conclusiones 


La formación política desde las izquierdas debe de replantearse y 
orientarse en función de lo que acontece en los contextos y reali- 
dades concretas de los países y de las poblaciones. Si no se asume 
el reto de constituir un sentido común, que vaya articulado con la 
formación política (teoría y práctica), las derechas tendrán el camino 
libre para avanzar en la disputa por la conducción de las sociedades. 
Los sentidos comunes y la formación política son elementos a consi- 
derar en cualquier análisis de la correlación de fuerzas ya que marca 
el camino de lo que es posible y de lo que no es posible en cierto 
momento determinado, invita a reflexionar y a analizar el estado de 


392 Axel Meléndez 


ánimo de la población, así como el entender los retos que implica 
este campo en disputa. 

Los espacios que se promueven desde las izquierdas son, por lo 
regular, espacios que aglutinan a diferentes posiciones y referentes 
de izquierda. Por lo que al hacer propios los debates nacionales de 
toda índole, entendidos estos como realidades de los pueblos, los es- 
pacios formativos que intentan constituir nuevos sentidos comunes 
se vuelven fundamentales para incidir sobre el rumbo del país. 

Asimismo, la formación desde la izquierda no debe partir de una 
concepción de un actor lleno de consciencia y verdad y otro que está 
vacío de estos elementos. La formación política debe partir del reco- 
nocimiento de la heterogeneidad entre saberes, pero identificando 
que estos son complementarios y que pueden ser punto de partida 
para el desmantelamiento del sentido común promovido por las de- 
rechas. Las izquierdas deben reconocer que los sectores populares 
muchas veces tienen como rasgo instaurado las interacciones reac- 
cionarias entre ellas, ideologías que le han sido impuestas y senti- 
dos comunes que invitan a la pasividad de las masas, por lo que las 
izquierdas deben estar preparadas para desmontar estos elementos 
desde una práctica político-pedagógica que les permita reflexionar y 
aprender con y desde los pueblos. 

La disputa de los sentidos comunes, como expresiones de una 
ideología más amplia y profunda, deben ser de las primeras preo- 
cupaciones, pero no la única, para quienes apuesten transformar la 
realidad a partir del análisis concreto de la situación concreta. Asi- 
mismo, estas preocupaciones deben orientar la práctica de las y los 
ciudadanos que, una vez constituido el proceso de concientización y 
el develamiento de aquellas desigualdades estructurales que perma- 
necían ocultas, apuesten por la transformación social desde las ten- 
siones, acciones y conflictos frente a los postulados de las derechas. 

Lejos del espontaneísmo y solo constituyendo las condiciones 
necesarias para generar las grietas en los sentidos comunes que 
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parecen inamovibles, será posible el horizonte de consolidar un su- 
jeto político organizado que genere que esas grietas se conviertan 
en boquetes frente a las iniciativas y embestidas de aquellos sectores 
que pretender seguir reproduciendo las causas estructurales de las 
desigualdades sociales. Pero para que esto sea posible, la formación 
política y la disputa de los sentidos comunes no deben estar alejadas 
de la comprensión, acción y del ritmo de maduración de los sectores 
oprimidos. 
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La importancia de Historias 
Desobedientes contra el 
negacionismo en Chile 
y Argentina 


NAYELI REYES ROMERO 


Contexto 


Después de las dictaduras cívico-militares en Argentina como en 
Chile, cada país ha experimentado gobiernos de derecha, por ejem- 
plo, Argentina contó con los gobiernos de Carlos Menem (1989- 
1999) y Mauricio Macri (2015-2019), así como la candidatura de 
Javier Milei (septiembre de 2021);' por su parte, Chile ha contado 
con los gobiernos de Eduardo Frei Ruiz-Tagle (1994-2000), los dos 
periodos presidenciales de Sebastián Piñera (2010-2014 y 2018- 
2022) y la candidatura de José Antonio Kast (diciembre de 2021). En 
el caso argentino, en 1989, Carlos Menem “firmó cinco decretos de 


1 El empresario y senador argentino, el pasado 7 de julio, “celebró una conferencia 
en el teatro municipal de Las Condes [Chile] junto a Axel Kaiser, de la Fundación 
para el Progreso, que tituló El renacimiento liberal [...]. El argentino recibido entre 
aplausos, cargó contra el presidente chileno, Gabriel Boric. “Entre izquierdosos se 
juntan, o sea entre empobrecedores se juntan, y así como esperamos sacar la plaga 
kirchnerista [en Argentina], espero que ustedes tengan la dicha y la altura como para 
poder sacarse también a este empobrecedor de Boric. Acá han tenido a [Ricardo] 
Lagos, a [Michelle] Bachelet. Bueno, ahora tienen a este” (El País, 2023). 
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indulto que beneficiaron a 220 militares y 70 civiles” (Alfonsín, 2004, 
2417). Entre los beneficiaros de los indultos se encontraban: Martín 
Balza, Leopoldo Galtieri, Reynaldo Bignone, Albano Harguindeguy, 
Luciano Menéndez, Santiago Riveros, Cristino Nicolaides, Basilio 
Lami Dozo y Jorge Isaac Anaya. Y para 1990, Menem volvió a anun- 
ciar más indultos “que dejó sin efecto las condenas que debían cum- 
plir por delitos de lesa humanidad los ex dictadores Videla, Massera, 
Agosti, Viola, Lambruschini, Camps y Ricchieri” (Alfonsín, 2004, 
p. 24. 

Por su parte, en Chile, Patricio Aylwin empleó una justicia en me- 
dida de lo posible, con la cual buscaba esclarecer los crímenes del 
pasado, pero sin provocar el levantamiento de las fuerzas militares 
nuevamente. Durante el gobierno de Aylwin, se declaró a Augus- 
to Pinochet como senador vitalicio, lo cual implicaba que, en Chile, 
elegir entre la justicia y la democracia sería un dilema constante. Tal 
y como lo indica Élodie Giraudier, para Aylwin, “perseguir a todos 
los responsables era una decisión que implicaba correr el riesgo de 
debilitar la democracia: se podían generar “movimientos militares 
descontrolados'” (2013). 

Aylwin también recurrió, como Carlos Menem, al indulto pre- 
sidencial para evitar el encarcelamiento de algunos militares con- 
denados por atentados contra la democracia. Por ello, durante su 
gobierno: 


las autoridades debían asumir las tareas vinculadas al conocimiento 
de lo sucedido y a la reparación. Mientras tanto, el conjunto de la 
sociedad y de los verdugos tenían que reconocer y arrepentirse. En- 
tonces, y sólo entonces, se podía pedir que las víctimas perdonaran 
(Giraudier, 2013). 


Estos indultos fueron criticados por algunos sectores de la sociedad 
porque los consideraban una forma de negociación o concesión con 
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los militares, y reclamaban una mayor firmeza en la defensa de los 
derechos humanos. Así, la disputa por la memoria, los derechos hu- 
manos, la verdad, la garantía de no repetición y de justicia en Chile, 
como en Argentina, ya eran temas de índole estatal. 

Estrictamente, el peligro del ascenso de la ultraderecha en Lati- 
noamérica no solo se debe a la agenda política que implica, sino tam- 
bién al riesgo que conlleva el negacionismo en su discurso. Por ello, 
en este capítulo voy a exponer la relevancia que tienen colectivos 
como Historias Desobedientes para combatir los postulados nega- 
cionistas que en su momento expresaron Macri y Piñera, además de 
repensar la noción del no perdón para garantizar un arrepentimiento 
verdadero en los perpetradores ante las víctimas. 


El negacionismo y los gobiernos de derecha en Chile 
y Argentina 


Para este capítulo, entenderemos negacionismo como un fenómeno 
en el que se niega, justifica, minimiza o tergiversan las acciones, las 
graves violaciones a los derechos humanos y los crímenes de lesa 
humanidad como hechos históricos con tal de procurar su borra- 
miento, distorsión u olvido. En Chile y Argentina, en torno a las úl- 
timas dictaduras, se puede recordar que los gobiernos de derecha 
han: relativizado o negado el número de víctimas, desaparecidos, 
torturados o exiliados; se ha justificado o minimizado la responsa- 
bilidad del Estado o de sus agentes en los crímenes cometidos; se 
ha desacreditado o cuestionado los informes de las comisiones de 
la verdad, los procesos judiciales o de las instituciones que tratan de 
resguardar la memoria;? se ha reivindicado y ensalzado a los líderes 
de las fuerzas armadas como héroes o calificarlos como víctimas, así 


2 Elizabeth Jelin señala lo siguiente: “La historia heroica que se narraba no era parte de 
un ritual de duelo ni una lección en sensibilidad moral, sino una confirmación ritual 
de un nacionalismo victorioso” (2002, p. 129). 
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como usado símbolos o discursos asociados al fascismo o al nazismo. 
Considerando esto, Gregory Stanton señala que “la principal razón 
del negacionismo consiste en el deseo de evitar la justicia. De esta 
forma, el negacionismo comienza cuando el delito está en curso y 
consiste en un acto deliberado, fraudulento y consciente de oculta- 
miento de la verdad” (2020, p. 20).* 

Es decir, la gran problemática que representa el negacionismo es 
que minimiza el sufrimiento de las víctimas y continúa la impunidad 
de los perpetradores, por lo que se cuestiona la exigencia de justicia 
de las víctimas a sus victimarios sin considerar que el negacionismo 
impide que esta se lleve a cabo. Asimismo, siguiendo las ideas de 
Gómez Correal, debemos considerar que en Argentina y en Chile 
parte del discurso negacionista se fundamenta de alguna forma en 
las bases de la justicia transicional, principalmente en las garantías 
de reparación y no repetición; por tanto, en “contextos de justicia 
transicional, la preocupación de los responsables de la violencia tras- 
ciende el miedo de ir a la cárcel. En este caso, el tipo de justicia que se 
juega es la de la pérdida de la legitimidad social” (2017). 

A su vez, Daniel Rafecas indica que, dentro del diseño de las estra- 
tegias de la negación también debe considerarse “los esfuerzos y la 
voluntad de los perpetradores” (2017, p. 10). Dentro del análisis del 
académico, también detecta que, al menos en Argentina y también 
diría que en Chile tras el estallido social, se habla de “dos demonios” 
o “guerra sucia” o de “enemigos internos” porque “el intento de 
instalar estos discursos [...] es el negacionismo del terrorismo de 
Estado. Y detrás del negacionismo del terrorismo de Estado el obje- 
tivo final [...] es lograr la impunidad” (2017, pp. 10-11). Atendiendo 
esto, es importante recordar cómo en los gobiernos de Mauricio Ma- 
cri y Sebastián Piñera se ha expandido la idea de que las dictaduras 


3 La traducción le pertenece a Diana Marcela Gómez Correal (2017) y toma la cita de 
Agnieszka Bieñczyk-Missala (2020). 
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cívico-militares representaron una forma de salvación a cada nación. 
Justo como lo indica Elizabeth Jelin sobre los mecanismos del ne- 
gacionismo, “es justificar el hecho, ligarlo con el discurso militar, al 
discurso salvador, un discurso que justifica la violencia, incluso, re- 
conociendo o justificando los excesos. Otra manera es relativizar o 
trivializar lo ocurrido diciendo que es una exageración” (Jelin, 2022). 


El negacionismo en el siglo XXI 


Durante este siglo, en diferentes países, como en los que estamos 
estudiando, aunque han existido intentos por regular las conductas 
vinculadas a la incitación al negacionismo, no han sido suficientes.* 
En el caso de Argentina, en 2016, Mauricio Macri se posicionó al 
respecto de la última dictadura: 


si fueron 9.000 o 30000, si son los que está anotados en un muro 
[en un monumento a las víctimas del terrorismo de Estado construi- 
do en 2007 por el kirchnerismo frente al río de la Plata] o muchos 
más. La guerra sucia fue una horrible tragedia, lo peor que nos pasó 


en nuestra historia y no pasa por número (Rivas, 2016). 


4 Entre las iniciativas que se han instaurado para combatir el negacionismo, se encuen- 
tran: en Perú, la ley que sanciona el negacionismo del terrorismo y crímenes con- 
tra la humanidad cometidos por miembros de Sendero Luminoso y del Movimiento 
Revolucionario Túpac Amaru (Gallardo Rivas, 2012); en Colombia, existe un proyecto 
que busca sancionar el negacionismo del conflicto armado interno y los crímenes 
contra la humanidad cometidos por grupos armados como las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia, Ejército de Liberación Nacional y los paramilitares entre 
1964 y 2016 (Senado de Colombia, 2019); en Argentina, tanto en 2022 como en 
2023, Eduardo Fernández y Carolina Moisés han planteado la necesidad de crear una 
ley en la que se multe y castigue cualquier incitación que niegue o minimice las viola- 
ciones a los derechos humanos, así como a los crímenes de lesa humanidad (Principi, 
2022; Infobae, 2023); mientras que en Chile, tanto en 2017 como en 2023, se ha 
buscado tipificar y castigar cualquier incitación al negacionismo tanto a los hechos 
cometidos y consignados en los informes Rettig y Valech como al minimizar cualquier 
hecho ocurrido con el terrorismo de Estado (Danneman, 2020; Acevedo et al., 2023). 
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Incluso, como lo señala Gabriela Cerutti, Macri no tenía como ob- 
jetivo mover el día de la memoria? o cuestionar el número de des- 
aparecidos, sino que estaba debatiendo “la legitimidad del proceso 
económico, militar y político que le permitió al presidente ser lo que 
es. Está discutiendo el núcleo fundador de la clase dominante hoy en 
la Argentina” (2017). 

Por su parte, el debate sobre el negacionismo en Chile ha sido 
reciente, pues tras el estallido social de 2019, la sociedad cuestionó 
la violencia ejercida por el gobierno de Sebastián Piñera, al tiempo 
de comparar la violencia estatal con el terrorismo de Estado de la 
dictadura pinochetista, cuando el 21 de octubre en televisión abierta, 
junto con miembros del ejército y fuerzas de seguridad, dijo: 


Estamos en guerra contra un enemigo poderoso, implacable, que no 
respeta a nada ni a nadie y que está dispuesto a usar la violencia y 
la delincuencia sin ningún límite, incluso cuando significa la pérdida 
de vidas humanas, con el único propósito de producir el mayor daño 
posible (DW, 2019). 


Si bien ambos países han intentado erradicar este tipo de discursos 
y que sean sancionados cuando los realizan funcionarios públicos, 
no se puede negar que estos mismos discursos tienen un porcentaje 
importante de adeptos. Por ello es que no solo se debe combatir el 
negacionismo desde el ámbito legal, sino también desde la acción 
política y social. Para que esto ocurra, las instituciones en pro de los 
derechos humanos son fundamentales, tal y como lo ha señalado 


5 Mauricio Macri se retractó diciendo que cambiar “los feriados del 24 de marzo [Día 
Nacional de la Memoria por la Verdad y la Justicia], 2 de abril [Día del Veterano y 
de los Caídos en la Guerra de Malvinas] y 20 de junio [Paso a la Inmortalidad del 
General Manuel Belgrano] no significaba “desconocer el valor simbólico e histórico” 
sino realizar 'un buen ejercicio de la memoria” con el trabajo pedagógico en las 
escuelas” (Página 12, 2017). 
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Historias Desobedientes, el cual es un colectivo formado por hijos, 
hijas, nietos, nietas, sobrinos, sobrinas de los perpetradores, tortu- 
radores, genocidas y colaboracionistas en la dictadura. A diferencia 
de colectivos como HIJOS o Abuelas de Plaza de Mayo, Historias 
Desobedientes ha expuesto socialmente el papel de los perpetrado- 
res y cómo es que desde la perspectiva de los familiares se trata de 
combatir el negacionismo tanto en Chile como en Argentina. 


Historias Desobedientes: la lucha por la justicia, 
la memoria y la verdad 


Historias Desobedientes es un colectivo que surge oficialmente en 
Argentina, en 2017, en el momento que “la Corte Suprema de Justicia 
decidió reducir la pena de los responsables de crímenes de lesa hu- 
manidad cometidos durante la dictadura, a través del polémico fallo 
conocido como el '2x1'” (Estay Stange, 2021). Dos años después, en 
2019, es que se organizan los hijos desobedientes para posicionarse 
al respecto de relativizar lo ocurrido durante la dictadura pinochetis- 
ta. Verónica Estay señalaba, desde París, que eran “un colectivo lleno 
de esperanza, cuya fuerza se basa[ba] en la vulnerabilidad misma. 
Somos vulnerables y porque nos presentamos así, podemos ser muy 
fuertes” (Fossa, 2019). 

La característica de este colectivo, más allá de ser familiares de 
que en principio son más hijas que otros parentescos—, es el factor 
de la desobediencia, la cual debe entenderse en el sentido “tanto de 
la ruptura del silencio” (Peller, 2021, p. 9) como para 


referirse a [...] las acciones que las alejan de los valores de sus pro- 
genitores represores, posee también una connotación social al con- 
trastar con la idea de “obediencia debida”, perteneciente al discurso 
militar, que sostiene que muchas de las acciones realizadas en el 


marco de la represión clandestina fueran legítimas en tanto se trató 
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de cumplir órdenes que emanaban de un superior en la cadena de 
mandos (Peller, 2021, pp. 9-10). 


Es importante señalar que al denominarse como desobedientes* no 
lo hacen para considerarse víctimas, sino que buscan “tejer puentes, 
espacios de reflexión y comunidades de acción” (Molinaro, 2020). 
Así, los diferentes miembros, tanto de Argentina como de Chile, han 
unido esfuerzos para crear consciencia y tratar de hallar las formas 
de cambiar las leyes de ambos países y que ellos puedan fungir como 
testigos en la búsqueda de justicia contra sus familiares. Asimismo, 
el colectivo sigue en busca de “otros Desobedientes en el mundo, 
a otros familiares de culpables de crímenes de lesa humanidad que 
estén sintiendo la necesidad de liberar su palabra y con una cultura 
del silencio, y con la soledad que conlleva” (Molinaro, 2020).” En 
este sentido, el posicionamiento de Historias Desobedientes es claro: 


Los hijos de genocidas que no avalamos jamás sus delitos, esos que 
gritamos en sus caras las palabras “asesino” y “memoria, verdad y 


justicia”, por pocos que seamos podríamos juntarnos para aportar 


6 Cuando Analía Kalinec dio a conocer su historia, cuestionó la obediencia en la que 
había crecido: “Tenía que quedarme callada, no pensar, no sentir, no saber. Obedecer. 
No pude. No me sale. No soy una digna hija suya parece. No” (Mannarino, 2021). 

7 En Uruguay, en el año 2021 apareció el primer hijo desobediente de un represor 
uruguayo: “Tiene 35 años, vive en Chile y es hijo de un militar uruguayo que salió 
del país a principios de la década del 80. Nació en el exterior y nunca vivió aquí. 
Se hizo conocer públicamente el fin de semana pasado en París, en un acto de la 
asociación ¿Dónde están? celebrado con motivo del 48 aniversario del golpe del 73. 
Fue a través de una carta que leyó Verónica Estay. [...] “Hasta la juventud —escribió 
el hijo del militar uruguayo en su mensaje— desconocía el pasado de mi padre. Poco 
a poco conecté informaciones y comencé a sospechar de su implicación en la repre- 
sión” Lo confirmó cuando, muy recientemente, su padre le contó “algunos recuerdos 
de su pasado” “No me enorgullezco de ese legado, todo lo contrario; dice y llama a 
que otros familiares de represores uruguayos lo imiten, den el paso, repudien a sus 
progenitores y ayuden a destrozar la omertá” (Gatti, 2021). 
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datos que hagan a la construcción de la memoria colectiva (Página 
12,2017). 


La búsqueda de la verdad y la justicia son fundamentales para este 
colectivo, sin embargo, en el tema de la memoria no solo se trata 
simplemente de una disputa entre diferentes sectores de la sociedad, 
tampoco debe minimizarse ni dividirse entre la memoria de las vícti- 
mas y la memoria de los victimarios ni entre el relato de “buenos” y 
“malos”, sino que el quehacer memorístico que plantea el colectivo 
cuestiona el carácter negacionista en el que se fundamentó la recon- 
ciliación forzada y el perdón obligatorio de las nuevas democracias 
en Argentina como en Chile. 

El papel político de Historias Desobedientes va más allá del apa- 
rente revanchismo que pudieran interpretar los sectores militares de 
ambos países, buscan evidenciar que, como lo señala Rafecas (2017), 
la base del negacionismo es que el Estado mantenga la impunidad 
hacia las víctimas; por ello, cuestionan la noción de la memoria he- 
gemónica en la que se ha fundamentado el retorno de la democracia 
y cómo las “políticas de la memoria” también se han relacionado 
con las ideas del perdón y la reconciliación obligadas. Por ello, Analía 
Kalinec señala que los y las integrantes del colectivo: “Nos vemos 
hermanadas en un padre genocida que nos lastima y nos obliga a 
reconstruirnos. No elegimos la negación, ni el silencio, ni la compli- 
cidad” (2018, p. 26). En este sentido, Historias Desobedientes entra 
dentro de aquellos actores que buscan el esclarecimiento completo 
de lo ocurrido durante la dictadura y que se haga justicia en contra 
de los responsables de los crímenes de lesa humanidad (Jelin, 2020, 
p. 564), la cual puede incomodar a quienes no están dispuestos a 
poner en riesgo la democracia y que, por ello, “promueven políticas 


2) «ue 


de olvido o de “reconciliación?” y para quienes glorifican ““el orden y 


progreso' de las dictaduras” (Jelin, 2020, p. 565). 
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Por ello es que los familiares de los perpetradores cuestionan la 
manera en la que el Estado —chileno como argentino— empleó la 
noción de la reconciliación para validar, en un primer momento, “el 
discurso instalado en el campo político [...] que sirvió para legitimar 
ante la opinión pública de los indultos otorgados a los militares” 
(Feld y Salvi, 2019 p. 188). 

De este modo, las demandas de Historias Desobedientes tam- 
bién implican un acercamiento con el resentimiento y el no perdón 
(Cassigoli, 2016a; Mate, 2003), conceptos que no fácilmente acep- 
tarían los actuales gobiernos de Chile ni de Argentina porque se en- 
tenderían como sinónimo de rencor; sin embargo, Rossana Cassigoli 
—desde el análisis que hace de la obra de Jean Améry- señala: 


El resentimiento se inicia con la negativa del agresor a reconocer su 
agresión, a juzgar su acto como un acto criminal. Tal negativa deja 
exclusivamente en manos de la víctima la tarea de representarse la 
agresión, convirtiéndose, de este modo, en única “depositaria de la 
verdad moral” del crimen (2016, pp. 144-145). 


La importancia de hacer memoria para combatir 
el negacionismo 


Historias Desobedientes plantea nuevas preguntas dentro de los es- 
tudios de la memoria: ¿cómo se puede juzgar a los padres o a los fa- 
miliares que colaboraron con los regímenes dictatoriales?, ¿se puede 
reparar el daño causado por los perpetradores que le causaron a las 
víctimas como a sus propios familiares?, ¿hasta qué punto la memo- 
ria puede hacer justicia para las víctimas? 

Historias Desobedientes, como lo señala María L. Delgadillo, 
son “la peor derrota de los genocidas” (2020, p. 84) porque la me- 
moria en disputa no solo se trata de los relatos en primera persona 


404 Nayeli Reyes Romero 


recopilados en Escritos desobedientes (2020), sino que, a través de la 
escritura y de los encuentros académicos, así como de la difusión de 
las acciones de sus padres, se evidencia que “ni los genocidas fueron 
monstruos, ni lxs hijxs deben mantener los lazos filiatorios como vín- 
culos incuestionables” (Bartalini, 2018, p. 11). Es decir, evidencian 
que el mal no es algo abstracto, sino que está presente en la sociedad, 
pues al visibilizar el daño que causaron sus padres o familiares, los 
integrantes del colectivo pueden mostrar que “la maldad” o lo “in- 
humano” es parte de la naturaleza humana (Todorov, 2009, p. 296). 

Por este motivo, ellos quieren: “hablar para defender lo justo, / 
repudiar para no ser cómplices, / desobedecer para romper mandatos” 
(Historias Desobedientes, 2018, p. 9). En este caso, los recuerdos de 
Historias Desobedientes también combaten el silencio del gobierno 
de Piñera o la indiferencia de Macri, pues como lo indica Pepe Ro- 
vano, al exhibir aquello que hicieron sus padres, los integrantes del 
colectivo pueden fragmentar el silencio, aquel que “te hace cómplice 
de las acciones [...]. El silencio aprueba y otorga legitimidad para ha- 
blar de “pasado resuelto” invocando un nuevo futuro y olvidando que 
esta herida no ha sanado y que sigue presente entre nosotros” (2018, 
p. 81). Por ello, la exposición de los integrantes ante los medios de 
comunicación es fundamental, porque con sus testimonios tratan de 
contrastar aquel discurso que sigue negando la posibilidad de llevar a 
cabo un verdadero duelo tanto en Chile como en Argentina. 

Así, los hijos y familiares de estos militares ya no solo cuestionan 
el comportamiento de ellos, sino que empatizan con el dolor de los 
otros, de las víctimas: “¿No pensaba en sus hijas cuando secuestraba, 
cuando torturaba? ¿No pensó en sus nietos? [...] ¿En qué pensaba? 
¿Cómo pudo permanecer inconmovible frente al dolor humano? 
¿Cómo puede un torturador tener la cara de mi papá?” (Manna- 
rino, 2021). En este caso, las hijas y los hijos observan que, ante la 
falta de justicia y de verdad, toman la decisión de hallar las posibles 
respuestas al silencio de sus padres o familiares. Y lo hacen a través 
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de las memorias, de los recuerdos, de las posibles evidencias —si es 
que las encuentran— para develar cómo es que participaron y que las 
familias de las víctimas sepan lo que verdaderamente pasó. Al hacer- 
lo, Historias Desobedientes no indaga en el pasado de los padres o 
familiares militares para despertar el morbo en el más curioso, sino 
que el quehacer memorial de Historias Desobedientes adquiere un 
sentido ético porque trata de responsabilizarse del dolor que otros 
causaron, al tiempo que reconocen el dolor de los otros. Con sus 
testimonios exponen que “el genocidio llevado a cabo en la última 
dictadura cívico-eclesiástica-militar no fue una situación excepcio- 
nal, sino parte de la misma conformación de la violencia del Estado 
Nacional que necesita de otro al que culpar” (Bertalini, 2018, p. 14). 

En este sentido, Tzvetan Todorov en La experiencia totalitaria indi- 
ca que en las sociedades democráticas: “no faltan los llamamientos 
a la memoria como remedio eficaz para curarnos del mal” (2009, 
p. 276). Tal vez, en Argentina, el caso más representativo sea el de 
Adolfo Scilingo, quien expuso cómo funcionaban los vuelos de la 
muerte. Su relato representó una confesión y confirmación de los ru- 
mores sobre las maneras de exterminio empleadas durante la dic- 
tadura. Esto provocó que la sociedad entendiera mejor la forma en 
la que se había conformado el terrorismo de Estado. De modo que, 
aunque Scilingo fue sentenciado, en 2020 tuvo la oportunidad de 
reincorporarse a la sociedad, lo que puso en duda si realmente las 
víctimas podían aspirar a la verdad y a la justicia. 

Tal situación reivindicaba lo que Mónica Cerutti señalaba en 
2003: 


[L]a memoria empezaba a reinscribirse, a través de un procedimien- 
to legal, que permitía discriminar a los culpables de las víctimas del 
genocidio. Hasta ese momento, la culpabilización de las víctimas era 
el montaje perverso que, como herencia dictatorial, obstaculiza la 


subjetivación de lo sucedido (p. 248). 
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Es decir, independientemente de la justicia que se aplicara contra los 
genocidas, si es que ocurría, no se podía asegurar que las víctimas 
tuvieran la oportunidad de ver el verdadero arrepentimiento de sus 
victimarios. 

Por este motivo, los integrantes de Historias Desobedientes se 
vuelven emprendedores de la memoria? (Jelin, 2003, p. 48), porque 
“se involucra[n] personalmente en su proyecto, pero también com- 
promete[n] a otros, generando participación y una tarea organizada 
de carácter colectivo” (Jelin, 2003, p. 48). Así, Historias Desobedien- 
tes develan esa otra arista de lo que implicó la dictadura en Chile y 
Argentina: si los padres no son capaces de responsabilizarse de sus 
actos, sus hijos o familiares lo harán para purgar los pactos de si- 
lencio e impunidad social. Como familiares de, buscan “el recono- 
cimiento social y de legitimidad de una (su) versión o narrativa del 
pasado [...] también se ocupan y preocupan por mantener visible y 
activa la atención social y política” (Jelin, 2003, p. 49). 

Toman la voz para contar aquello que, aunque sea doloroso de 
recordar, lo nombran para que la sociedad no lo pase por alto, para 
que los discursos de “enemigos internos” o de “guerras sucias” no se 
apoderen nuevamente de la narrativa nacional e histórica de su país. 
Asimismo, desde mi lectura, Historias Desobedientes concuerda con 
lo que propone Todorov: “El buen uso de la memoria es el que sirve 
a Una causa justa, no el que simplemente beneficia nuestros intere- 
ses” (2009, p. 297). Por ello, Analía Kalinec menciona lo siguiente: 


[C]omo sucedió en Alemania, que la fuente esencial para la re- 
construcción de la verdad esté constituida por los relatos de los 
sobrevivientes. Es consecuencia, también, que la memoria silencia- 


da de los represores reprimidos siga reprimiendo a esta sociedad 


8 Elizabeth Jelin parte de la noción de moral entrepreneur y, en lugar de traducirlo 
como empresario, lo hace como emprendedor. 
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que incesantemente reclama memoria, verdad y justicia. Es conse- 
cuencia, en tanto y en cuanto no comience a circular la palabra —la 
palabra silenciada, reprimida— para recomponer la historia, las situa- 
ciones traumáticas... sanar heridas... propias, heredadas y colectiva 
(2018, pp. 23-24). 


El no perdón y la exigencia de justicia 


Historias Desobedientes expone algo que Rossana Cassigoli ya había 
previsto desde 2016: las segundas generaciones, en este caso, con- 
templan el no perdón como una necesidad política para que pueda 
seguir exigiendo justicia en Chile y en Argentina. Si bien la investiga- 
dora chilena lo refiere para el caso de Améry, considero que esta se- 
gunda generación entiende que el no perdón representa una forma 
de combatir ese discurso hegemónico que trata de omitir responsa- 
bilidades y mantener esa sensación de amnesia colectiva. Así, el no 
perdón, tal y como lo indica la autora, debe entenderse de una ma- 
nera reflexiva y, por tanto, debe ser “activo y propositivo” (Cassigoli, 
2016a, p. 145). Incluso, el concepto debe pensarse como otra forma 
de combatir el negacionismo que se ha instaurado en estos países 
como síntoma del ascenso de la ultraderecha. Al no haber un cues- 
tionamiento férreo en contra de quienes justifiquen y minimicen el 
daño que causó la dictadura, será muy difícil entender el resenti- 
miento, no como algo meramente negativo, sino “por el contrario, 
devenir el propio agente de su extinción” (Cassigoli, 2016a, p. 146). 
De modo que si la segunda generación, y particularmente Historias 
Desobedientes, sigue luchando por evidenciar la importancia polí- 
tica del no perdón y del resentimiento bajo estos postulados, creo 
que podríamos imaginarlos como prácticas cotidianas en sociedades 
realmente preocupadas por la justicia y la verdad (Cassigoli, 2016b). 
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El no perdón se diferencia del perdón forzado por los discursos 
hegemónicos que legitimaron la transición democrática en Chile 
como en Argentina. Al imponerse el perdón, se minimizaron y si- 
lenciaron las demandas de los sectores más afectados por la repre- 
sión: las víctimas. Por ello, Cassigoli toma como referente el caso de 
Jean Améry, quien sobrevivió a la tortura y al horror de los campos 
de concentración de Auschwitz, pues para el filósofo el no perdón 
implica una postura ética y existencial sobre el daño que causó el 


«e 


nazismo en el siglo pasado. Por ello, en su obra impera la “pérdida 
irrevocable de la confianza en el mundo” y el subsecuente “análisis 
introspectivo del resentimiento”” (Cassigoli, 2016a, p. 114). Es decir, 
tras un evento tan traumático como lo fue el Holocausto, la pérdida 
de confianza en la humanidad es tal que no se puede creer en la no- 
ción del perdón simple y banal. 

Si consideramos que Améry se enfrentó a la extracción y muti- 
lación total de su mundo, mientras que Levi se vio favorecido por 
““mantener intactas sus raíces lingúísticas, culturales y nacionales” 
(Cassigoli, 2016a, p. 128), se entendería por qué el planteamiento 
de Améry y de Cassigoli es tan necesario para entender el contexto 
latinoamericano: no se trata de perdonar por perdonar, sino de reco- 
nocer que al banalizar el dolor y el sufrimiento de muchísimas per- 
sonas se diluye la noción de responsabilidad y de culpabilidad hacia 
los torturadores y colaboracionistas del Holocausto, y esto también 
funciona si se aplica en torno a todos los participantes del terrorismo 
de Estado en las dictaduras latinoamericanas. 

Ahora bien, la figura de la víctima es fundamental para generar 
este enfrentamiento del represor con su crimen, en el momento en 
el que la víctima falte: sus descendientes se convertirán en ese reflejo 
del delito al que se debe enfrentar el perpetrador para que com- 
prenda el alcance moral de su crimen y cómo no solo dañó a una 
persona, sino que destruyó, de una u otra forma, a todos sus descen- 
dientes. De igual forma, si la figura del perpetrador es la que falta, 
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los hijos desobedientes son los que le permitirán, de alguna forma, 
a la víctima que se reconozca el crimen, aunque no se compartirá 
la misma experiencia; sin embargo, sí habrá un reconocimiento del 
dolor y de la condición de ser humano y no simple número del total 
de víctimas. 

Así, al retomar el análisis de Cassigoli y llevarlo al pasado reciente 
latinoamericano, se comprenderá de mejor manera por qué el pro- 
ceso de reconciliación en el Chile y la Argentina posdictatoriales ha 
sido insuficiente. No se puede hablar de justicia ni de reconciliación 
social cuando la nueva democracia apela a no castigar ni a enjuiciar a 
los responsables. Y mucho menos, cuando esa nueva democracia está 
cimentada en los instrumentos políticos que la dictadura creó para 
salvaguardarse de cualquier condena que pudiera imputar hacia los 
responsables de los crímenes de lesa humanidad. De ahí que Histo- 
rias Desobedientes apela constantemente a cuestionar la verdadera 
importancia de los derechos humanos en ambos países: 


Desgraciadamente, en este grupo tenemos que considerar a quie- 
nes hoy gobiernan. Y digo aun “muy desgraciadamente” porque es 
un gobierno democrático, ya no una dictadura. Sin embargo, sus 
posiciones negacionistas, sus políticas descalificatorias hacia todo lo 
relacionado con derechos humanos, sus diarias y permanentes men- 
tiras, me retrotraen en el tiempo cuarenta años atrás (Reibaldi, 2018, 
pp. 32-33). 


Por su parte, Améry escribe lo siguiente: “la culpa colectiva pesa so- 
bre mí, no sobre ellos. El mundo, que perdona y olvida, me ha con- 
denado a mí, no a los que asesinaron o consintieron el asesinato” 
(Cassigoli, 2016a, p. 139). Es decir, los pactos de silencio, la trivializa- 
ción de la justicia y de la verdad, el negacionismo como discurso he- 
gemónico por parte del Estado y la revictimización de las víctimas ha 
llevado a considerarlas como ese sector que no permite la superación 
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del trauma que dejó la dictadura. Las víctimas son, entonces, las cau- 
santes de no permitir el progreso del perdón y de que no se lleve 
a cabo aquel duelo que ha sido negado para las víctimas, de ahí la 
importancia de hablar, de nombrar aquello que los pactos militares 
ocultaron. 

Así, el no perdón resulta urgente para combatir, también, el as- 
censo de la ultraderecha en Chile, Argentina y en el resto de La- 
tinoamérica. Estos conceptos ejemplifican una forma de resistir y 
denunciar el autoritarismo y el negacionismo que amenazan con 
imponer violentamente su visión del mundo. Por ello, es importante 
retomar los postulados del no perdón y del resentimiento porque, a 
través de ellos, colectivos como Historias Desobedientes serán fun- 
damentales para analizar las narrativas de los hijos y cómo es que la 
segunda generación trata de combatir ese pensamiento hegemóni- 
co que intenta reinstaurarse tanto en la sociedad argentina como 
chilena. 


Conclusiones 


Como lo he referido, el no perdón no significa vivir en el rencor o en 
el odio desmedido, sino en la consciencia y en la responsabilidad in- 
dividual y colectiva, así se podría sensibilizar a las nuevas generacio- 
nes sobre la importancia de defender y promover los derechos y la 
dignidad humanos. Por supuesto, la tarea no es sencilla, pero está en 
nuestras manos como investigadores demostrar que el pensamiento 
crítico puede hacernos repensar en otras posibilidades de gobierno y 
en otras alternativas de relacionarnos entre unos y otros. 

El no perdón y del resentimiento ejemplifican una forma de re- 
sistir y denunciar el autoritarismo y el negacionismo que amenazan 
con imponer violentamente su visión del mundo. Por ello, los pos- 
tulados del no perdón y del resentimiento serán fundamentales para 
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analizar las narrativas de los hijos y cómo es que la segunda genera- 
ción trata de combatir ese pensamiento hegemónico. 

Para finalizar, hasta el día de hoy, Chile y Argentina tienen gobier- 
nos que se preocupan por los derechos humanos y tratan de promo- 
ver proyectos legislativos en contra del negacionismo; sin embargo, 
están latentes dos personalidades: José Antonio Kast,? en el campo 
político chileno, y Javier Milei,' en el caso argentino. Sus figuras re- 
presentan el ascenso de la ultraderecha y con ella, el entorpecimiento 
de la justicia y el imperante discurso negacionista. El peligro es laten- 
te y la lucha por la memoria será una disputa constante, si es que 
alguno de ellos llega al poder en las próximas elecciones presiden- 
ciales, y está en nuestras manos evitar que la memoria hegemónica y 
el silencio estatal den marcha atrás hacia todo lo que se ha logrado. 
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Los capítulos que componen este libro articulan ámbitos que son 
transversales a distintas expresiones de las extremas derechas que 
comenzaron a proliferar en nuestra región a lo largo de la segunda 
década del siglo XXI, con el propósito de problematizar, de mane- 

ra particular, la importancia que tiene para el futuro político de Amé- 
rica Latina el desarrollar un programa o conjunto de programas de 
investigación cuyo objeto teórico y empírico de análisis sea el de las 
derechas contemporáneas. Este libro tiene la finalidad de que los 
movimientos sociales y políticos que luchan por la construcción de 
sociedades más democráticas, más libres, más igualitarias y social- 
mente justas cuenten con más y mejores herramientas analíticas 
para hacer frente al contexto de crisis por el que atraviesa la humani- 
dad y, dentro de él, al reto que suponen las derechas y las extremas 
derechas en la disputa por un futuro mejor. 
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